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AG/DEC. 66 (XLI-O/11)
DECLARACIÓN DE SAN SALVADOR
SOBRE SEGURIDAD CIUDADANA EN LAS AMÉRICAS
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LAS MINISTRAS Y MINISTROS DE RELACIONES EXTERIORES Y JEFAS Y JEFES DE DELEGACIÓN DE LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS (OEA), reunidos en San Salvador, El Salvador, en el marco de la celebración del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA; 
RECONOCIENDO que la paz, la seguridad, la democracia, los derechos humanos, el desarrollo y la cooperación, son pilares del sistema interamericano, los cuales están vinculados entre sí y se refuerzan unos a otros; 

CONVENCIDOS de que todo esfuerzo de carácter multilateral y cooperación en el ámbito de la seguridad, debe respetar plenamente los principios de soberanía, integridad territorial, independencia política y no injerencia en los asuntos internos de los Estados, de conformidad con la Carta de la Organización de las Naciones Unidas, la Carta de la Organización de los Estados Americanos y el derecho internacional, así como considerar las diferentes perspectivas sobre las amenazas y prioridades a la seguridad de los Estados; 

RECONOCIENDO que la Declaración sobre Seguridad en las Américas reafirma que la concepción de seguridad en el Hemisferio es de alcance multidimensional, incluye las amenazas tradicionales y las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad de los Estados del Hemisferio, incorpora las prioridades de cada Estado, contribuye a la consolidación de la paz, al desarrollo integral y a la justicia social, y se basa en valores democráticos, el respeto a la promoción y defensa de los derechos humanos, la solidaridad, la cooperación y el respeto de la soberanía nacional; 

RECONOCIENDO que con la adopción del Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas, durante la Primera Reunión de Ministros en materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA I) celebrada en México del 7 al 8 de octubre de 2008, los Estados Miembros expresaron su voluntad política y la prioridad que asignan para enfrentar la delincuencia, la violencia y la inseguridad en forma conjunta, solidaria, preventiva, integral, coherente, efectiva y permanente; 

RECONOCIENDO ASIMISMO el Consenso de Santo Domingo por la Seguridad Pública en las Américas adoptado en la Segunda Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA II) celebrada en la República Dominicana del 3 al 5 de noviembre de 2009; 
REAFIRMANDO que las Reuniones de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA) y otras reuniones de autoridades en materia de justicia penal son foros importantes y eficaces para la promoción y el fortalecimiento del entendimiento mutuo, la confianza, el diálogo y la cooperación en la formulación de políticas en materia de justicia penal y de respuestas para hacer frente a las amenazas a la seguridad; 

RECORDANDO los derechos consagrados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 

TOMANDO NOTA del Informe sobre Seguridad Ciudadana y Derechos Humanos, elaborado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y presentado por ésta en diciembre de 2009;
RECONOCIENDO que la seguridad pública es deber y obligación exclusiva del Estado, fortalece el Estado de derecho y tiene como fin salvaguardar la integridad y seguridad de las personas y proteger el disfrute de todos sus derechos; 
TENIENDO EN CUENTA que la participación ciudadana y comunitaria es fundamental en la promoción y sostenibilidad de las políticas de seguridad pública; 
RECONOCIENDO que las condiciones de seguridad pública mejoran mediante el pleno respeto a los derechos humanos, a las libertades fundamentales, así como la promoción de la educación, de la cultura, de la salud y del desarrollo económico y social; 
RECONOCIENDO ADEMÁS que se deben fomentar y fortalecer políticas de Estado de largo plazo e integrales en materia de seguridad pública de que garanticen la protección y la promoción de los derechos humanos, haciendo énfasis en enfrentar las causas de la criminalidad y la violencia;

Destacando la necesidad de continuar coordinando las acciones internacionales en materia de prevención, mitigación y atención de los desastres naturales fomentando la participación de las comunidades y fortaleciendo las capacidades  internas y las de los organismos de gestión de riesgo competentes;
REITERANDO el compromiso de promover, en el marco del Estado de derecho, una cultura de paz y no violencia, entendida como el conjunto de valores, actitudes y conductas basados en el respeto a la vida, el ser humano y su dignidad, y que pone en primer plano los derechos humanos, el fin de la violencia y la adhesión a los principios de libertad, justicia, democracia, solidaridad y tolerancia y el respeto a la diversidad; 

RECONOCIENDO que la delincuencia y la violencia afectan negativamente al desarrollo social, económico y político de nuestras sociedades; 
CONSIDERANDO ASIMISMO que en la Carta de la OEA, los Estados Miembros convinieron en que la igualdad de oportunidades, la eliminación de la pobreza crítica y la distribución equitativa de la riqueza y del ingreso, así como la plena participación de sus pueblos en las decisiones relativas a su propio desarrollo, son, entre otros, objetivos básicos del desarrollo integral; 
RECONOCIENDO la necesidad de adoptar acciones para generar condiciones de desarrollo social, económico, político y cultural a fin de fomentar la inclusión social, reducir las inequidades y crear oportunidades para sus pueblos, contribuyendo a la prevención de la delincuencia, la violencia y la inseguridad;

REITERANDO el compromiso de atender los desafíos relacionados a las pandemias, los desastres naturales, así como los originados por el hombre;

REAFIRMANDO que los Estados tienen la obligación y la responsabilidad de proveer la asistencia humanitaria necesaria para proteger la vida, la integridad y la dignidad de sus habitantes en situaciones de desastres naturales, así como los originados por el hombre;

CONSIDERANDO la importancia de adoptar políticas, programas y acciones para prevenir y contrarrestar la delincuencia, la violencia y la inseguridad, que incluyan medidas para la protección de grupos en condiciones de vulnerabilidad; 

CONVENCIDOS de que la eliminación de la violencia contra las mujeres en todas sus dimensiones es condición indispensable para su desarrollo individual y social y su plena e igualitaria participación en la sociedad; así como de la importancia de incorporar una perspectiva de género en las políticas de seguridad; 

RECONOCIENDO la importancia de brindar a los jóvenes, particularmente a aquellos en situación de riesgo, oportunidades y acceso en materia de educación, capacitación, empleo, cultura, deportes y recreación, con miras a prevenir la violencia;

REAFIRMANDO que la prevención, sanción y erradicación del tráfico ilícito de migrantes, la trata de personas y la explotación en todas sus formas, incluida la explotación sexual de mujeres, niñas, niños y adolescentes, son un compromiso de los Estados Miembros que debe ser abordado de conformidad con los instrumentos jurídicos nacionales e internacionales en la materia y, cuando corresponda, en cooperación con la sociedad civil; 

TENIENDO EN CUENTA que las actividades de la delincuencia organizada transnacional pueden ser utilizadas para financiar y facilitar el terrorismo; 

Reconociendo la importancia de continuar reforzando la aplicación de las leyes y las capacidades en materia de justicia penal; 


Reconociendo la importancia de la asistencia mutua en materia penal y extradición en respuesta a la preparación, planificación, comisión, ejecución o financiación de actos de terrorismo, así como la corrupción y delincuencia organizada, de conformidad con su legislación interna y convenios internacionales; 


CONSIDERANDO la importancia de la cooperación internacional para el mejoramiento de las condiciones económicas y sociales y su consecuente impacto sobre el fortalecimiento de la seguridad pública; 


REAFIRMANDO la importancia de mantener y fortalecer la cooperación bilateral, subregional, regional e internacional en materia de seguridad pública;
DECLARAN:

1.
Que es su prioridad continuar dirigiendo sus esfuerzos, acciones y voluntad política para fortalecer la seguridad ciudadana, como un ámbito de la seguridad pública, en sus países. 

2. La obligación de los Estados de desarrollar e implementar políticas públicas en materia de seguridad  pública en el marco de un orden democrático, de imperio del Estado de derecho y de respeto a los derechos humanos orientadas a proveer seguridad y fortalecer la convivencia pacifica de sus comunidades. 

3. Que las políticas de seguridad pública deben fomentar medidas tendientes al tratamiento de las causas que generan la delincuencia, la violencia y la inseguridad.

4. Que el individuo es el centro de la seguridad ciudadana, entendida en el ámbito de la seguridad publica y, por ende, debe ser parte integral en la definición e implementación de alternativas para construir comunidades y sociedades más seguras, sostenibles y coherentes con sus aspiraciones democráticas y de desarrollo socio-económico y cultural.

5. Que las políticas públicas de seguridad requieren de la participación y cooperación de múltiples actores, tales como el individuo, los gobiernos a todos los niveles, la sociedad civil, las comunidades, los medios de comunicación, el sector privado y académico, a fin de fortalecer la promoción de una cultura de paz y no violencia, y responder de manera efectiva y participativa a las necesidades de la sociedad en su conjunto.

6. La importancia de fortalecer la capacidad del Estado para fomentar políticas de seguridad pública de largo plazo, integrales, con una perspectiva de género, teniendo presente las necesidades de los grupos en situación de vulnerabilidad, incluyendo la promoción y protección de los derechos humanos y adecuando, cuando sea necesario, los respectivos marcos jurídicos, estructuras, programas, procedimientos operativos y mecanismos de gestión.

7. La necesidad de continuar implementando políticas y acciones en materia de prevención, aplicación de la ley, rehabilitación y reinserción social para garantizar un enfoque integral en el combate a la delincuencia, la violencia y la inseguridad, a fin de promover la seguridad pública.
8. La determinación de formular políticas públicas y programas educativos con el objetivo de lograr una transformación cultural que permita la erradicación de la violencia intrafamiliar.

9. La importancia de continuar fomentando medidas para garantizar que sus poblaciones tengan acceso a la justicia y a la protección que ofrece un sistema de justicia penal eficaz, transparente y confiable.

10. La necesidad de continuar promoviendo sistemas penitenciarios fundados en el respeto a la dignidad humana y a los derechos humanos, que incluya políticas y prácticas orientadas a la rehabilitación y reinserción social.

11. Su compromiso de fortalecer los vínculos entre el desarrollo y la seguridad y, en ese sentido, promover la creciente interacción entre las áreas de desarrollo integral y seguridad multidimensional de la OEA.

12. La importancia de mantener y fortalecer la cooperación bilateral, subregional, regional e internacional en materia de seguridad pública.
13. El compromiso de profundizar la cooperación interamericana para el desarrollo integral y fortalecer los mecanismos y acciones de cooperación para enfrentar con urgencia la pobreza extrema, la inequidad y la exclusión social.
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La necesidad de continuar coordinando las acciones internacionales en materia de prevención, mitigación y atención de los desastres naturales fomentando la participación de las comunidades y fortaleciendo las capacidades internas y las de los organismos de gestión de riesgo competentes.
15. La necesidad de continuar fortaleciendo los mecanismos bilaterales, subregionales, regionales e internacionales de cooperación, de conformidad con los principios establecidos en la Carta de la OEA, para enfrentar, prevenir y combatir de manera integral y efectiva la delincuencia organizada transnacional, el tráfico ilícito de armas, la trata de personas, el tráfico ilícito de migrantes, el problema mundial de las drogas, el lavado de activos, la corrupción, el terrorismo, el secuestro, las pandillas delictivas y los delitos asociados al uso de tecnologías, incluido el delito cibernético, por cuanto éstos pueden afectar, en algunos casos, el desarrollo social, económico, político y el orden jurídico e institucional.
16. Encomendar al Consejo Permanente que elabore, en consulta y coordinación con las autoridades nacionales de la Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA) y la Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA), con la colaboración de la Secretaría General, un proyecto de plan de acción hemisférico para dar seguimiento a la presente Declaración de San Salvador, a ser considerado por la Asamblea General en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones. 
 
17. Que solicitan a la Secretaría General procurar el financiamiento adecuado para la elaboración del Plan de Acción e informar al próximo período ordinario de sesiones de la Asamblea General sobre las gestiones realizadas.
AG/DEC. 67 (XLI-O/11)
DECLARACIÓN SOBRE LA CUESTIÓN
DE LAS ISLAS MALVINAS
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

CONSIDERANDO que en reiteradas oportunidades ha declarado que la Cuestión de las Islas Malvinas constituye un tema de permanente interés hemisférico;

RECORDANDO su resolución AG/RES. 928 (XVIII-O/88), aprobada por consenso el 19 de noviembre de 1988, que pide a los Gobiernos de la República Argentina y del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte que reanuden las negociaciones a fin de encontrar, a la brevedad posible, una solución pacífica a la disputa de soberanía;

TENIENDO EN CUENTA que en su resolución AG/RES. 1049 (XX-O/90) manifestó su satisfacción por la reanudación de las relaciones diplomáticas entre ambos países;

RECONOCIENDO que la incorporación del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte a la Organización de los Estados Americanos en calidad de Observador Permanente, mediante la resolución CP/RES. 655 (1041/95), refleja principios y valores compartidos entre ese país y los Estados Miembros de la Organización que permiten un mayor entendimiento mutuo;

CONSTATANDO con beneplácito que los Gobiernos de la República Argentina y del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte mantienen importantes vínculos comerciales, culturales y políticos, comparten valores comunes y desarrollan además una estrecha cooperación tanto bilateral como en los foros internacionales;

TENIENDO EN CUENTA que, a pesar de dichos vínculos y valores comunes, no ha sido posible aún reanudar las negociaciones tendientes a resolver la disputa de soberanía entre los dos países sobre las Islas Malvinas, Georgias del Sur y Sandwich del Sur y los espacios marítimos circundantes en el marco de las resoluciones 2065 (XX), 3160 (XXVIII), 31/49, 37/9, 38/12, 39/6, 40/21, 41/40, 42/19 y 43/25 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, las decisiones adoptadas por el mismo órgano sobre el mismo tema originadas en el Comité Especial sobre Descolonización, y las reiteradas resoluciones y declaraciones aprobadas en esta Asamblea General; y

HABIENDO ESCUCHADO la exposición del Jefe de la Delegación de la República Argentina,

EXPRESA su satisfacción por la reafirmación de la voluntad del Gobierno argentino de continuar explorando todas las vías posibles para la solución pacífica de la controversia y por su actitud constructiva en favor de los habitantes de las Islas Malvinas.

REAFIRMA la necesidad de que los Gobiernos de la República Argentina y del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte reanuden, cuanto antes, las negociaciones sobre la disputa de soberanía, con el objeto de encontrar una solución pacífica a esta prolongada controversia.

DECIDE continuar examinando la Cuestión de las Islas Malvinas en los sucesivos períodos de sesiones de la Asamblea General, hasta su solución definitiva.


AG/DEC. 68 (XLI-O/11)
DECLARACIÓN SOBRE HAITÍ

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,


ACOGE CON BENEPLÁCITO el éxito del reciente proceso electoral en Haití;


TOMA NOTA CON SATISFACCIÓN del compromiso del pueblo haitiano con la democracia y el progreso de su país, que ha confirmado mediante su participación en las recientes elecciones;


RECONOCE los esfuerzos de la comunidad internacional y de todos los contribuyentes por apoyar a Haití y en particular la labor de la Organización de los Estados Americanos (OEA), la Misión de Observación Electoral Conjunta OEA/CARICOM y la Organización de las Naciones Unidas;


EXPRESA sus más sinceras felicitaciones al pueblo haitiano por su determinación, su madurez política, su compromiso con la democracia y con el Estado de derecho, y encomia el valor que ha demostrado en períodos difíciles, en particular tras el devastador terremoto del 12 de enero de 2010;


FELICITA al señor Michel Joseph Martelly por su elección democrática y por la toma de posesión de su cargo como Presidente de la República de Haití y extiende el apoyo de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en sus esfuerzos para responder a las expectativas del pueblo haitiano;


CELEBRA que el pueblo haitiano haga suya la oportunidad de superar los retos actuales vinculados al proceso de reconstrucción y de trabajar por un futuro mejor para todos los haitianos;


ALIENTA a todos los actores políticos de Haití a solucionar las controversias electorales pendientes mediante recursos jurídicos transparentes y eficaces a fin de asegurar que los resultados reflejen la voluntad del pueblo haitiano;


TOMA NOTA CON SATISFACCIÓN de los compromisos asumidos por el Presidente de la República de Haití para promover la reconciliación nacional, la inclusión social, la educación universal, la buena gestión pública, el Estado de derecho, la reforma del sistema de justicia y del cuerpo de policía, la restauración del medio ambiente, el desarrollo sostenible y la prosperidad para todos los haitianos;


RECONOCE los esfuerzos de la comunidad de donantes y les hace un llamamiento para que hagan realidad, a la brevedad posible, todos sus compromisos, incluidos los que asumieron en la Conferencia Internacional de Donantes para el Nuevo Futuro de Haití, llevada a cabo el 31 de marzo de 2010, y para que continúen colaborando con el nuevo Gobierno y apoyen sus esfuerzos a fin de lograr la reconstrucción del país y su desarrollo integral;


CELEBRA el interés dispensado a Haití por la Organización de las Naciones Unidas y por el papel que desempeñó la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH) en la consolidación de los esfuerzos por garantizar las condiciones para el éxito de las iniciativas de desarrollo en Haití;


REAFIRMA el compromiso continuo de la OEA de apoyar los esfuerzos de las autoridades haitianas, cuando lo soliciten, para reforzar el Estado de derecho y el respeto de los derechos humanos, la estabilidad política y el gobierno democrático, así como el desarrollo social y económico de Haití; y


SOSTIENE SU FIRME CONVICCIÓN de que el proceso de reconstrucción y el programa de desarrollo de Haití pueden traer cambios significativos y duraderos sólo con el claro liderazgo de Haití y deberán contar con el firme apoyo de los Estados Miembros y de otros gobiernos aliados e instituciones internacionales.

AG05375S02
AG/RES. 2617 (XLI-O/11)

SEGUIMIENTO DE LA CONFERENCIA ESPECIAL SOBRE SEGURIDAD

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General, en particular la sección que se refiere a los asuntos asignados a la Comisión de Seguridad Hemisférica (AG/doc.5217/11);


VISTAS las resoluciones de la Asamblea General AG/RES. 1998 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2117 (XXXV-O/05), AG/RES. 2185 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2274 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2357 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2443 (XXXIX-O/09) y AG/RES. 2532 (XL-O/10) “Seguimiento de la Conferencia Especial sobre Seguridad”; 

RECORDANDO que la Declaración sobre Seguridad en las Américas (DSA), aprobada durante la Conferencia Especial sobre Seguridad celebrada en la Ciudad de México en 2003, establece que “nuestra nueva concepción de la seguridad en el Hemisferio es de alcance multidimensional, incluye las amenazas tradicionales y las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad de los Estados del Hemisferio, incorpora las prioridades de cada Estado, contribuye a la consolidación de la paz, al desarrollo integral y a la justicia social, y se basa en valores democráticos, el respeto, la promoción y defensa de los derechos humanos, la solidaridad, la cooperación y el respeto a la soberanía nacional”; 

REAFIRMANDO el compromiso de revitalizar y fortalecer los órganos, instituciones y mecanismos del sistema interamericano relacionados con los diversos aspectos de la seguridad en el Hemisferio, para lograr una mayor coordinación y cooperación entre ellos, en el ámbito de sus competencias, a fin de mejorar la capacidad de los Estados americanos para enfrentar las amenazas tradicionales, así como las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad en el Hemisferio;

EXPRESANDO SU SATISFACCIÓN por los resultados de las sesiones de la Comisión de Seguridad Hemisférica celebradas el 10 de febrero de 2011 en la que se analizaron los avances en la implementación de la Declaración por parte de los Estados Miembros y de los órganos, organismos, entidades y mecanismos de la OEA; y el 10 de marzo de 2011 en la que se aprobaron los “Criterios orientadores para facilitar la preparación y presentación de informes voluntarios de los Estados Miembros sobre las medidas y acciones relacionadas con la implementación de la Declaración sobre Seguridad en las Américas” (CP/CSH-1280/11 rev. 1); 

TOMANDO NOTA CON SATISFACCIÓN de la presentación de informes voluntarios sobre la implementación de la Declaración sobre Seguridad en las Américas (DSA) por parte de Canadá, Colombia, Chile, Estados Unidos, México, Paraguay y Perú; y

RECONOCIENDO  la importancia de la interacción entre las áreas de desarrollo integral y de seguridad multidimensional de la OEA,

RESUELVE:

1. Instar a todos los Estados Miembros a que sigan implementando la Declaración sobre Seguridad en las Américas con miras a consolidar la paz, la estabilidad y la seguridad en el Hemisferio.

2. Invitar a los Estados Miembros a presentar informes voluntarios sobre la implementación de la Declaración sobre Seguridad en las Américas utilizando el documento “Criterios orientadores para facilitar la preparación y presentación de informes voluntarios de los Estados Miembros sobre las medidas y acciones relacionadas con la implementación de la Declaración sobre Seguridad en las Américas” (CP/CSH-1280/11 rev. 1).
3. Solicitar que, como lo señala el párrafo 43 de la Declaración sobre Seguridad en las Américas, la Comisión de Seguridad Hemisférica continúe coordinando la cooperación entre los órganos, organismos, entidades y mecanismos de la Organización relacionados con los diversos aspectos de la seguridad y defensa en el Hemisferio, respetando los mandatos y el ámbito de sus competencias, con objeto de lograr la aplicación, evaluación y seguimiento de la Declaración sobre Seguridad en las Américas. 

4. Solicitar que, como lo señala el párrafo 44 de la Declaración sobre Seguridad en las Américas, la Comisión de Seguridad Hemisférica continúe manteniendo los enlaces necesarios con otras instituciones y mecanismos subregionales, regionales e internacionales relacionados con los diversos aspectos de la seguridad y defensa en el Hemisferio, respetando los mandatos y el ámbito de sus competencias, para lograr la aplicación, evaluación y seguimiento de la Declaración sobre Seguridad en las Américas. 

5. Solicitar al Consejo Permanente que, por medio de la Comisión de Seguridad Hemisférica, convoque a una reunión en el primer trimestre de 2013 para analizar los avances en la implementación de la Declaración sobre Seguridad en las Américas por parte de los Estados Miembros y de los órganos, organismos, entidades y mecanismos de la OEA. 

6. Encomendar al Consejo Permanente y al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) que, antes del XLII Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General, realicen una reunión conjunta en la que los Estados Miembros y la Secretaría General  presenten sus visiones y experiencias sobre las iniciativas y programas que contribuyen a la seguridad multidimensional y al desarrollo integral, y exploren posibilidades de cooperación en la materia y fomenten la colaboración entre la Secretaría de Seguridad Multidimensional  y la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral, en áreas de interés común.

7. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.

8. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.


AG/RES. 2618 (XLI-O/11)

APOYO AL TRABAJO DEL
COMITÉ INTERAMERICANO CONTRA EL TERRORISMO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)

LA ASAMBLEA GENERAL,

HABIENDO VISTO las observaciones y recomendaciones del Consejo Permanente sobre los informes anuales de los órganos, instituciones y entidades de la Organización de los Estados Americanos (OEA) (AG/doc…./11), especialmente el Informe Anual del Comité Interamericano contral el Terrorismo ante la Asamblea General (CP/doc.4553/11); 

REITERANDO los compromisos asumidos en las resoluciones AG/RES. 1650 (XXIX-O/99), “Cooperación hemisférica para prevenir, combatir y eliminar el terrorismo”, AG/RES. 1734 (XXX-O00), “Observaciones y recomendaciones al Informe Anual del Comité Interamericano contra el Terrorismo”, y AG/RES. 1789 (XXXI-O/01) AG/RES. 1877 (XXXII-O/02), AG/RES. 1964 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2051 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2137 (XXXV-O/05), AG/RES. 2170 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2272 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2396 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2459 (XXXIX-O/09) y AG/RES. 2536 (XL-O/10), “Apoyo al trabajo del Comité Interamericano contra el Terrorismo”; 


REITERANDO TAMBIÉN que tal como señala la Convención Interamericana contra el Terrorismo, el terrorismo en todas sus formas y manifestaciones, cualquiera sea su origen o motivación, no tiene justificación alguna, afecta el pleno goce y ejercicio de los derechos humanos y constituye una grave amenaza para la paz y la seguridad internacionales, las instituciones y los valores y principios democráticos consagrados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, la Carta Democrática Interamericana y otros instrumentos internacionales; 

REAFIRMANDO la naturaleza, los principios y propósitos del Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE) cuyo objetivo principal es “promover y desarrollar la cooperación entre los Estados Miembros para prevenir, combatir y eliminar el terrorismo, de acuerdo con los principios de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, y con la Convención Interamericana contra el Terrorismo, y con pleno respeto a la soberanía de los países, al Estado de derecho y al derecho internacional, incluidos el derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional de los refugiados”; 
DESTACANDO la urgente necesidad de fortalecer aún más la capacidad de los Estados Miembros para cooperar entre sí en la lucha contra el terrorismo en los planos bilateral, subregional, regional e internacional; 

RECONOCIENDO que los Estados Miembros han logrado considerables progresos en la lucha global contra el terrorismo, y que es necesario continuar identificando e implementando medidas eficaces a nivel nacional para prevenir, combatir y eliminar el terrorismo; 
RECONOCIENDO que la amenaza del terrorismo se ve agravada cuando existen conexiones entre el terrorismo y el tráfico ilícito de drogas, el tráfico ilícito de armas, el lavado de activos y otras formas de delincuencia organizada transnacional, y que tales ilícitos pueden ser utilizados para apoyar y financiar actividades terroristas; 
ENFATIZANDO la importancia de que los Estados Miembros de la OEA firmen, ratifiquen o adhieran, según sea el caso, y apliquen de manera eficaz la Convención Interamericana contra el Terrorismo, así como los instrumentos jurídicos universales pertinentes, incluyendo las 18 convenciones, protocolos y enmiendas internacionales relacionados, las resoluciones 1267 (1999), 1373 (2001), 1540 (2004), 1624 (2005) y otras resoluciones pertinentes del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, y la Estrategia Global de las Naciones Unidas contra el Terrorismo, adoptada por la Asamblea General de dicha organización con el fin de combatir el terrorismo, y detener y denegar protección y de llevar ante la justicia, en aplicación del principio de extraditar o procesar a todo el que apoye o facilite la financiación, planificación, preparación o comisión de actos de terrorismo o la facilitación de refugio seguro o participe o intente participar en dichas actividades; 

TOMANDO NOTA CON SATISFACCIÓN de la celebración del Undécimo Período Ordinario de Sesiones del Comité contra el Terrorismo (CICTE) en Washington, D.C., el 17 de marzo de 2011, y la adopción de la Declaración sobre “La renovación del compromiso hemisférico para fortalecer la cooperación a fin de prevenir, combatir y eliminar el terrorismo”; 


RECONOCIENDO la importancia del marco internacional de combate al terrorismo adoptado por la Organización de las Naciones Unidas a través de las resoluciones de la Asamblea General y del Consejo de Seguridad y de la Estrategia Global contra el Terrorismo; 
CONSCIENTES de la necesidad de continuar fortaleciendo la Secretaría del CICTE en sus funciones de apoyo a los Estados Miembros en aumentar sus capacidades de cooperación para prevenir, combatir y eliminar el terrorismo; y 

OBSERVANDO CON SATISFACCIÓN:


Que hasta la fecha, veinticuatro Estados miembros han ratificado o se han adherido a la Convención Interamericana contral el Terrorismo; y  

La celebración de la Novena Reunión de los Puntos Nacionales de Contacto ante el CICTE, el 18 de marzo de 2011, en Washington, D. C., 

RESUELVE:
1. Reiterar su más enérgica condena al terrorismo, en todas sus formas y manifestaciones, por considerarlo criminal e injustificable, bajo cualquier circunstancia, en dondequiera y por quienquiera sea cometido, y porque constituye una grave amenaza a la paz y la seguridad internacionales, al Estado de derecho, a la democracia, la estabilidad y la prosperidad, de los países de la región. 

2. Ratificar la Declaración sobre “La renovación del compromiso hemisférico para fortalecer la cooperación a fin de prevenir, combatir y eliminar el terrorismo”, adoptada por los Estados Miembros del Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE) con ocasión de su Undécimo Período Ordinario de Sesiones (17 de marzo de 2011, Washington, D. C.) y alentar a los Estados Miembros para que den cumplimiento a los compromisos allí contenidos. 
3. Instar a los Estados Miembros a prevenir, combatir y eliminar el terrorismo mediante la más amplia cooperación posible, con pleno respeto a la soberanía de los Estados y en cumplimiento de las obligaciones asumidas en la legislación nacional y el derecho internacional, incluídos el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los refugiados.
4. Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que firmen, ratifiquen o adhieran, según sea el caso, y que implementen de manera efectiva la Convención Interamericana contra el Terrorismo, así como los instrumentos jurídicos universales pertinentes, y las resoluciones de la Asamblea General y del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. 
5. Expresar su satisfacción por el progreso alcanzado por los Estados miembros en la adopción de medidas efectivas para prevenir, combatir y eliminar el terrorismo, y subrayar la necesidad de continuar identificando y perfeccionando mecanismos de cooperación en la lucha contra el terrorismo en los planos bilateral, subregional, regional e internacional y fortaleciendo su aplicación. 
6. Reiterar su satisfacción con el espacio de diálogo, coordinación y cooperación que brinda el CICTE, así como su trabajo en la identificación de medidas para fortalecer la cooperación hemisférica para prevenir, combatir y eliminar el terrorismo, incluida la prestación de asistencia técnica para los Estados Miembros que la soliciten con miras a dar cumplimiento a las obligaciones asumidas en los diferentes instrumentos internacionales vinculantes, de conformidad con el Plan de Trabajo del CICTE. 
7. Encomendar a la Secretaría del CICTE que continúe prestando asistencia técnica y desarrollo de capacidades a los Estados Miembros, cuando corresponda y de acuerdo al Plan de Trabajo para 2011, el cual incluye en las siguientes áreas: control fronterizo; asistencia legislativa y combate al financiamiento del terrorismo; protección de infraestructura crítica; fortalecimiento de estrategias ante amenazas emergentes, y coordinación y cooperación internacionales; y encomendarle asimismo que presente un informe a los Estados Miembros cada 6 meses sobre los resultados de las evaluaciones de programas y la implementación de los mandatos que le han sido encomendados. 
8. Renovar su agradecimiento a los Estados Miembros y Observadores Permanentes que han contribuido con recursos humanos y otros recursos a la Secretaría del CICTE para la implementación de su Plan de Trabajo. 

9. Invitar a los Estados Miembros, Observadores Permanentes y organismos internacionales pertinentes a que provean, mantengan o incrementen, según corresponda, sus contribuciones voluntarias de recursos financieros o humanos al CICTE, con el objeto de facilitar el cumplimiento de sus funciones y promover la optimización de sus programas y el alcance de su labor. 
10. Encomendar a la Secretaría General que continúe brindando a la Secretaría del CICTE, dentro de los recursos asignados en el programa presupuesto de la Organización y otros, los recursos humanos y financieros, así como el apoyo necesario que garanticen la continuidad en la implementación de sus mandatos, incluido el apoyo al Duodécimo Período Ordinario de Sesiones del CICTE, que se tiene programado celebrar en la sede de la Organización de los Estados Americanos, en Washington, D. C., del 7 al 9 de marzo de 2012, y a la Décima Reunión de Puntos Nacionales de Contacto del CICTE, que se celebrará durante ese período ordinario de sesiones, así como las tres reuniones de un día de duración a celebrarse los días 25 de octubre de 2011, 6 de diciembre de 2011 y 7 de febrero de 2012. 
11. Solicitar a la Presidencia del CICTE que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa presupuesto de la Organización y otros recursos. 
AG/RES. 2619 (XLI-O/11)

PREOCUPACIONES ESPECIALES DE SEGURIDAD DE LOS PEQUEÑOS ESTADOS
INSULARES DEL CARIBE

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria,  celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General, en particular la sección que se refiere a los asuntos asignados a la Comisión de Seguridad Hemisférica (AG/doc.5111/10); 

RECORDANDO:

Las resoluciones AG/RES. 1886 (XXXII-O/02), AG/RES. 1970 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2006 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2112 (XXXV-O/05), AG/RES. 2187 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2325 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2397 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2485 (XXXIX-O/09), “Preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares del Caribe”, AG/RES. 1497 (XXVII-O/97), AG/RES. 1567 (XXVIII-O/98), AG/RES. 1640 (XXIX-O/99) y AG/RES. 1802 (XXXI-O/01), “Preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares”, y AG/RES. 1410 (XXVI-O/96), “Promoción de la seguridad en los pequeños Estados insulares”; 
Que los Ministros de Relaciones Exteriores y Jefes de Delegación reconocieron, como se establece en la Declaración de Bridgetown: Enfoque multidimensional de la seguridad hemisférica (Bridgetown, Barbados, 4 de junio de 2002), que las amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad en el Hemisferio son de naturaleza diversa y de alcance multidimensional, y que el concepto y el enfoque tradicionales deben ampliarse para abarcar amenazas nuevas y no tradicionales, que incluyen aspectos políticos, económicos, sociales, de salud y ambientales;

Que en la Conferencia Especial sobre Seguridad, celebrada en la Ciudad de México, el 27 y 28 de octubre de 2003, los Estados Miembros abordaron el alcance multidimensional de la seguridad y las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos en los párrafos 2 y 4 de la Declaración sobre Seguridad en las Américas, y que en el párrafo 8 de dicha Declaración hicieron un llamamiento para “la renovada y continua atención y el desarrollo de instrumentos y estrategias apropiados dentro del sistema interamericano dirigidos a abordar las preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares, como se reflejó en la Declaración de Kingston sobre la Seguridad de los Pequeños Estados Insulares”; y 
Que en la Declaración de Kingston sobre la Seguridad de los Pequeños Estados Insulares los Estados Miembros reafirmaron que la integridad y la estabilidad política, económica, social, de salud y ambiental de los pequeños Estados insulares son parte integral de la seguridad del Hemisferio; 

REITERANDO que la seguridad de los pequeños Estados insulares presenta características peculiares que los vuelven particularmente vulnerables y susceptibles a los riesgos y amenazas de carácter multidimensional y transnacional, que comprenden factores políticos, económicos, sociales, de salud, ambientales y geográficos, y que la cooperación multilateral representa el enfoque más eficaz para atender y manejar las amenazas y preocupaciones de los pequeños Estados insulares; 
CONSCIENTE del impacto potencialmente negativo de los actos de terrorismo en la estabilidad y seguridad de todos los Estados del Hemisferio, en particular los pequeños y vulnerables Estados insulares; 

RECONOCIENDO que afrontar efectivamente las amenazas a la seguridad, las preocupaciones y los desafíos de los pequeños Estados insulares exige esfuerzos simultáneos tanto para reducir las amenazas como para abordar las vulnerabilidades; 

RECONOCIENDO la asimetría que existe entre la capacidad institucional de los pequeños Estados insulares y el volumen y el alcance de la actividad delictiva organizada transnacional en la región; 

CONSCIENTE de que los pequeños Estados insulares continúan estando profundamente preocupados por las posibles amenazas a sus economías y a su entorno marítimo en el caso de que una nave que transporte sustancias como el petróleo y materiales potencialmente peligrosos, material radiactivo y desechos tóxicos, sufra un accidente o sea objeto de un ataque terrorista mientras transita por el Mar Caribe u otras vías de comunicación marítima en el Hemisferio; 

RECONOCIENDO las obligaciones internacionales de los Estados Miembros, en particular las obligaciones asumidas por los Estados Parte de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar y los instrumentos pertinentes de la Organización Marítima Internacional; 

DESTACANDO la importancia de mantener un diálogo sostenido sobre los aspectos multidimensionales de la seguridad y su impacto en los pequeños Estados insulares del Caribe, en apoyo a los esfuerzos subregionales en curso para mejorar la aplicación de la ley, la prevención de la violencia, la cooperación en materia de seguridad, la mitigación de desastres y la preparación para casos de desastre; 

TOMANDO NOTA CON SATISFACCIÓN:

De la Declaración de Compromiso de Puerto España de la Quinta Cumbre de las Américas en la que las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno reconocieron, entre otras cosas, que es importante abordar las amenazas, las preocupaciones y otros desafíos a la seguridad en el Hemisferio, los cuales son diversos, de alcance multidimensional y tienen un impacto en el bienestar de nuestros ciudadanos, que la violencia es prevenible, que son adversos los efectos del cambio climático en todos los países del Hemisferio, en particular, en los pequeños Estados insulares y en países con zonas costeras de baja altitud;
/ 

De las decisiones adoptadas en el décimo y undécimo períodos ordinarios de sesiones del Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE) de promover la colaboración público-privadas en la lucha contra el terrorismo y renovar el compromiso hemisférico de mejorar la cooperación para prevenir, combatir y eliminar el terrorismo, así como las decisiones adoptadas en todos los períodos ordinarios de sesiones previos del CICTE para abordar las preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares; y  

De los resultados de la XII Reunión Ordinaria del Comité Consultivo de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA); 

TENIENDO PRESENTE las decisiones adoptadas en la XIII Reunión Extraordinaria de la Conferencia de Jefes de Gobierno de la Comunidad del Caribe (CARICOM), celebrada en Trinidad y Tobago en abril de 2008, en las que se identificaron las preocupaciones especiales de seguridad de la región y que han sido incorporadas en la agenda, instrumentos y prioridades estratégicas de cooperación en materia de seguridad implementadas y en curso en esa región; 

RECORDANDO:

Las resoluciones AG/RES. 2114 (XXXV-O/05), “Reducción de desastres naturales y gestión de riesgos”, AG/RES. 2184 (XXXVI-O/06), “Reducción de desastres naturales, gestión de riesgos y asistencia en casos de desastres naturales y otros desastres”, AG/RES. 2492 (XXXIX-O/09) y AG/RES. 2610 (XL-O/10), “Los mecanismos existentes sobre prevención, atención de los desastres y asistencia humanitaria entre los Estados Miembros”; y 

La resolución AG/RES. 1 (XXXII-E/06), “Estatuto de la Junta Interamericana de Defensa”, la cual encomienda a la Junta Interamericana de Defensa (JID) que, en cumplimiento de su propósito, tome en cuenta las necesidades de los Estados más pequeños cuyo grado de vulnerabilidad es mayor frente a las amenazas tradicionales y las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos; 

ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO:

Las reuniones de la Comisión de Seguridad Hemisférica, del Consejo Permanente, celebradas el 25 de marzo de 2010 y el 31 de marzo de 2011, respectivamente, en las que se abordó el seguimiento de la implementación de la resolución AG/RES. 2485 (XXXIX-O/09), “Preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares del Caribe”, y la cual incluyó presentaciones de expertos sobre las prioridades de seguridad de la CARICOM, entre ellas, la gestión y mitigación de desastres, la prevención de la violencia y la delincuencia, el impacto del cambio  climático como una amenaza continua al desarrollo sostenible y el mejoramiento del control fronterizo; 

La Segunda Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas celebrada en Buenos Aires, Argentina, del 25 al 27 de marzo de 2009; 

El Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas renovado durante la Segunda Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA II), celebrada en Santo Domingo, el 4 y 5 de noviembre de 2009, y la importancia de las tareas contenidas en el mismo para la seguridad de los pequeños Estados insulares; 

La convocatoria de la Tercera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA III), a celebrarse en Trinidad y Tobago, el 17 y 18 de  noviembre de 2011, cuyo enfoque será el tema gestión de la policía; 

Las acciones emprendidas por los órganos, organismos y entidades del sistema interamericano y por la Secretaría General, a través de la Secretaría de Seguridad Multidimensional y la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI), para hacer frente a las preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares; y 

TOMANDO NOTA CON INTERÉS del propósito de la JID de abordar de manera más efectiva las preocupaciones especiales de los pequeños Estados insulares, de conformidad con el Estatuto de la JID, a través de la creación de una nueva oficina de “Asuntos de Estados Insulares” para ampliar, de conformidad con su Estatuto, la cooperación y coordinación con organizaciones subregionales y regionales sobre las necesidades de los pequeños Estados insulares del Caribe,
/ 
RESUELVE:

1. Destacar nuevamente la importancia de fortalecer y mejorar la agenda de seguridad hemisférica de la Organización de los Estados Americanos (OEA), abordando el carácter multidimensional de la seguridad en lo que se refiere a la seguridad de los pequeños Estados insulares del Caribe. 

2. Encomendar al Consejo Permanente que continúe considerando los asuntos que influyen sobre la seguridad de los pequeños Estados insulares, incluido el cambio climático en el mundo, y a esos efectos, que a través de la Comisión de Seguridad Hemisférica (CSH), evalúe el progreso logrado en abordar las preocupaciones de seguridad de esos Estados y el desarrollo de estrategias para la implementación de las resoluciones de la Asamblea General relacionadas con este tema. 

3. Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que den pronta consideración a la ratificación o adhesión, según sea el caso, de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA), de la Convención Interamericana contra el Terrorismo y de la Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales (CITAAC), así como a la adopción de las medidas que sean necesarias para su efectiva implementación. 

4.
Reiterar su solicitud a la Secretaría General, a través de la Secretaría de Seguridad Multidimensional, y a los órganos, organismos y entidades pertinentes del sistema interamericano, con la colaboración, según sea apropiado, de los Estados Miembros, las organizaciones de la sociedad civil y del sector privado e instituciones multilaterales pertinentes, dentro de sus áreas de competencia y programación para:

a. Fortalecer los sistemas para el control de delitos en los ámbitos nacional, subregional y regional, teniendo en cuenta las iniciativas que está implementando actualmente o busca implementar la Comunidad del Caribe (CARICOM); 

b. Mejorar los sistemas y capacidades de seguridad en las fronteras, incluida la seguridad en el transporte, en aeropuertos, puertos marítimos y puntos de cruce fronterizo, y brindar asistencia a las autoridades de control fronterizo en los pequeños Estados insulares para acceder a información crítica; 

c. Fortalecer la capacidad de los pequeños Estados insulares para combatir el lavado de activos y el tráfico ilícito de drogas; 

d. Fortalecer la capacidad de los pequeños Estados insulares para luchar contra la fabricación y tráfico ilícitos de armas de fuego pequeñas, ligeras y municiones; 

e. Continuar analizando las causas y efectos de la violencia relacionada con las pandillas delictivas y los jóvenes en riesgo y otros grupos de población vulnerables con miras a identificar prácticas óptimas y apoyar las iniciativas para el desarrollo de capacidades, incluidos los programas de prevención, rehabilitación y reintegración social encaminados a reducir la incidencia de la violencia. 

f. Continuar apoyando a los Estados a través de programas para el desarrollo de capacidades y asistencia técnica en materia de legislación para combatir la trata de personas. 

g. Promover la cooperación técnica y el desarrollo de capacidades institucionales, a fin de fortalecer las capacidades de respuesta y mitigación en casos de desastres de origen natural o antrópico y las capacidades de gestión de crisis en los pequeños Estados insulares, incluyendo el desarrollo de capacidad de reconstrucción, capacitación en asistencia humanitaria y operaciones de búsqueda y rescate, el fortalecimiento de la protección de la infraestructura crítica, así como la seguridad en las instalaciones turísticas y recreativas y la realización de ejercicios de simulacros; 

h. Proporcionar capacitación y asistencia técnica sobre legislación en las áreas de combate y financiamiento al terrorismo, seguridad cibernética y delitos cibernéticos a los pequeños Estados insulares; 
i. Mejorar la coordinación entre los órganos, organismos y entidades de la OEA y con organizaciones regionales y subregionales, incluidas la Agencia de Implementación de Seguridad y contra la Delincuencia (IMPACS) de CARICOM y el Sistema de Seguridad Regional (SSR) de la Organización de Estados del Caribe Oriental en asuntos relacionados con las preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares, con el fin de aumentar la conciencia sobre el tema y evitar la duplicación de esfuerzos en respuesta a estas preocupaciones; y 

j. Mejorar la coordinación y el intercambio de información entre los Estados Miembros sobre políticas migratorias, incluyendo deportaciones. 

5.
Instar a los Estados Miembros y a la comunidad internacional para que adopten medidas tendientes a fortalecer la cooperación internacional a fin de cumplir con las medidas de seguridad en el transporte de materiales radiactivos y peligrosos. 
6.
Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría de Seguridad Multidimensional y de los órganos, organismos y entidades relevantes del sistema interamericano, mantenga debidamente informada a la Comisión de Seguridad Hemisférica sobre los avances logrados en atender las preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares del Caribe. 


7.
Solicitar al Consejo Permanente y a la Secretaría General que informen a la Asamblea General, en sus cuadragésimo segundo y cuadragésimo tercer períodos ordinarios de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

1.
…Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de trascendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.

2.
…El Gobierno de Nicaragua ha mantenido una posición crítica hacia la JID, no estando de acuerdo en que ésta intervenga en asuntos de naturaleza militar o de defensa en los países del hemisferio o en cualquier otra actividad que afecte la soberanía de los Estados.


AG/RES. 2620 (XLI-O/11)

OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES SOBRE EL INFORME ANUAL
DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA PARA EL CONTROL
DEL ABUSO DE DROGAS (CICAD)
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria,  celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

TOMANDO EN CUENTA la resolución AG/RES. 2537 (XL-0/10), “Observaciones y recomendaciones sobre el Informe Anual de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas” y otras resoluciones relacionadas con el tema;

VISTAS las observaciones y recomendaciones del Consejo Permanente (XXX) al informe anual de 2010 de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) (CP/doc.4559/11); 

CONSCIENTE de la necesidad de fortalecer esfuerzos para abordar el problema mundial de las drogas; y 

CONSCIENTE TAMBIÉN de la necesidad de una mayor cooperación internacional y asistencia técnica para los Estados Miembros, con el fin de mejorar la capacidad para afrontar el problema mundial de las drogas,

RESUELVE:

1. Tomar nota del Informe Anual de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) de 2010 (CP/doc.4559/11), presentado a la Asamblea General y felicitar a la Comisión por los logros alcanzados. 

2.
Invitar a los Estados Miembros a que consideren hacer aportes financieros voluntarios de manera que aseguren las acciones de la Comisión y los programas adelantados por su Secretaría Ejecutiva; agradecer a la comunidad internacional de donantes sus contribuciones e invitarlos a que continúen brindando apoyo a la CICAD.

3.
Reconocer la labor de la CICAD e instarla a que continúe proporcionando, a través de su Secretaría Ejecutiva, asistencia técnica, capacitación y apoyo a los Estados Miembros en las áreas de reducción de la demanda, reducción de la oferta, sistemas de investigación e información relacionados con las drogas, desarrollo alternativo, integral y sostenible, fortalecimiento institucional, control del lavado de activos y educación, con miras a fortalecer las capacidades de los Estados Miembros. 

4.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.

5.
La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2621 (XLI-O/11)

PLAN DE ACCIÓN HEMISFÉRICO SOBRE DROGAS 2011-2015

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria,  celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTA la resolución AG/RES. 2556 (XL-O /10), “Estrategia Hemisférica sobre Drogas y su Plan de Acción”;
/  

REITERANDO la importancia de contar con estrategias y mecanismos vigentes que faciliten la cooperación hemisférica para abordar el problema mundial de las drogas en todos sus aspectos;

CONSIDERANDO 

Que en su cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) inició la elaboración del Plan de Acción de la Estrategia Hemisférica sobre Drogas como un instrumento de política que rige el esfuerzo colectivo para enfrentar el problema mundial de las drogas; y

Que el Plan de Acción tiene como propósito principal apoyar la implementación de la Estrategia Hemisférica sobre Drogas, basado en sus principios y postulados; y

Que el Plan de Acción es una herramienta de planificación y gestión de las actividades de la CICAD y sus órganos subsidiarios;
CONSIDERANDO ASIMISMO que el Gobierno de México coordinó el proceso mediante el cual el Grupo de Trabajo de Alto Nivel consensuó una propuesta del Plan de Acción; y

TOMANDO NOTA que durante su cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones la CICAD aprobó el Plan de Acción: Hemisférico sobre Drogas 2011-2015,

RESUELVE:

1. Hacer suyo el Plan de Acción Hemisférico sobre Drogas 2011- 2015 (CICAD/doc.1860/11 rev. 1 corr. 1), el cual forma parte integral de esta resolución, aprobado por la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) en su cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones celebrado los días 4 al 6 de mayo de 2011 en Paramaribo, Suriname, e instar a los Estados Miembros a instrumentar el mencionado plan de acción. 

2. Agradecer y felicitar al Gobierno de México en su calidad de coordinador general del proceso de elaboración del citado plan de acción, así como a los coordinadores temáticos y los expertos participantes por la labor desarrollada. 

3. Invitar a todos los Estados Miembros a contribuir y participar en el proceso de implementación del Plan de Acción, en el marco de la CICAD.

4. Encomendar a la Secretaría General que, a través de sus órganos pertinentes y en particular la Secretaría Ejecutiva de la CICAD, brinde su apoyo al proceso de implementación del Plan de Acción cuando sea pertinente.

5.
La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

1….
el crimen organizado transnacional. Aunque Nicaragua comparte las líneas de acción establecidas en el documento “Plan de Acción Hemisférico sobre Drogas 2011-2015”, en ocasión de la aprobación de la resolución AG/Res. 2556 (XL-O/10) “Estrategia Hemisférica sobre Drogas y la Elaboración de su Plan de Acción”, Nicaragua expresó al pie de página de ésta, no estar de acuerdo con el lenguaje imperativo empleado en los vínculos al inicio de cada eje temático de la Estrategia, considerando que ello contradice el principio DE respeto a la soberanía de los Estados.
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PLAN HEMISFERICO DE ACCION SOBRE DROGAS, 2011-2015

Plan de Acción Hemisférico sobre Drogas, 2011-2015

Propósito: El presente Plan de Acción tiene como propósito principal apoyar la implementación de la Estrategia Hemisférica sobre Drogas. Basado en los principios y postulados de la Estrategia Hemisférica sobre Drogas, en el Plan se identifican los objetivos y priorizan las actividades a ser desarrolladas durante el período 2011-2015.

Los Estados Miembros de la CICAD reconocen en este Plan la guía de referencia para el desarrollo de proyectos y programas nacionales orientados a la instrumentación de la Estrategia Hemisférica. Asimismo, el Plan de Acción constituye la herramienta para la integración de la agenda hemisférica de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) y sus órganos subsidiarios, con el fin de alinearlos y generar sinergias. Asimismo, reconocen que en múltiples casos los objetivos y acciones identificadas en el Plan están orientados a generar capacidades básicas a partir de las cuales se logrará un avance gradual en el cumplimiento e  implementación plena de la Estrategia, por lo que se prevé su revisión y actualización al final de su período de vigencia. 

Generalidades: El Plan de Acción se compone de objetivos y acciones. Los objetivos constituyen la orientación que emana de la Estrategia Hemisférica. Las acciones representan las actividades concretas, conjuntas o individuales, orientadas a alcanzar cada objetivo; éstas son priorizadas de conformidad con el nivel de desarrollo requerido y tomando en consideración las diferencias en la dimensión y problemática en los Estados Miembros. En ocasiones se orientan a una base o etapa inicial, para avanzar de manera escalonada en la implementación plena de la Estrategia. 

Temas transversales: Los Estados Miembros de la CICAD reconocen que el financiamiento y la capacitación constituyen ejes transversales a lo largo de todos los capítulos de este Plan de Acción, cuya relevancia exige un adecuado tratamiento para desarrollar las acciones que permitan alcanzar los objetivos planteados.  

Coordinación: Con el fin de potenciar el alcance de las actividades incluidas en el Plan de Acción, la Secretaría Ejecutiva de la CICAD, promoverá una adecuada coordinación con las áreas pertinentes de la Secretaría General de la OEA.

Seguimiento: La Comisión será la encargada de la evaluación y monitoreo del cumplimiento del Plan de Acción a través de instrumentos ad hoc, el MEM y otras herramientas que identifique. Para ello la Presidencia de la CICAD, con el apoyo de la Secretaría Ejecutiva, integrará un informe anual, a ser presentado en la sesión de primavera de la Comisión sobre el progreso de la CICAD en el desarrollo de las acciones prioritarias y el logro de los objetivos trazados en el Plan. 

Adicionalmente, como herramienta de monitoreo, se mantendrá habilitado un foro virtual con toda la información relacionada sobre las actividades organizadas por la Secretaría Ejecutiva y Grupos de Expertos vinculadas a la implementación del Plan. Asimismo, se intercambiará, por este medio, información relevante, se ofertarán capacitaciones virtuales, y se establecerán bases de datos seguras, entre otros.

FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL

OBJETIVO No. 1 DE FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL

Establecer y/o fortalecer las Autoridades Nacionales sobre Drogas, situándolas en un alto nivel político, con la misión de coordinar la planificación y la implementación efectiva de las políticas nacionales sobre drogas. 

Acciones 

a)
Establecer y/o fortalecer las Autoridades Nacionales sobre Drogas (AND) a un alto nivel político mediante las medidas necesarias que garanticen su adecuado funcionamiento.

b)
Introducir y/o fortalecer los mecanismos necesarios que garanticen la coordinación efectiva de la planificación e implementación de las políticas nacionales sobre drogas. 
OBJETIVO No. 2 DE FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL
Diseñar, implementar, fortalecer y actualizar estrategias y políticas nacionales sobre Drogas con base en la evidencia. 
Acciones 
a)
Elaborar diagnósticos situacionales que observen rigurosidad metodológica y científica a fin de que se constituyan en insumos para el diseño, fortalecimiento y actualización de las políticas nacionales sobre drogas. 

b)
Promover, cuando sea apropiado, la colaboración de  los actores de la sociedad civil en el proceso de diseño, implementación y actualización de las políticas nacionales sobre drogas, alentando así un debate amplio y abierto que contribuya al fortalecimiento de éstas.

c)
Adoptar, cuando sea apropiado, las medidas necesarias para la descentralización de las políticas nacionales sobre drogas. 

d)
Diseñar e implementar un plan de acción con todos los actores que directa e indirectamente intervienen en el proceso, asignando deberes y responsabilidades.

e)
Promover relaciones con la comunidad científica que contribuya al diseño, implementación, actualización y evaluación de las políticas nacionales sobre drogas.
OBJETIVO No. 3 DE FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL
Establecer y/o fortalecer los observatorios nacionales de drogas u oficinas técnicas similares para el desarrollo de sistemas nacionales de información sobre drogas y el fomento de la investigación científica en esa materia.
Acciones
a)
Establecer o fortalecer los observatorios nacionales de drogas u oficinas técnicas similares.

b)
Establecer y/o fortalecer un sistema nacional de información sobre drogas que genere, recolecte, organice, analice  y difunda información. 

c)
Promover la elaboración y adopción de mecanismos de recopilación de información y metodologías que, cuando sea posible, permitan la comparación de datos entre países.

OBJETIVO No. 4 DE FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL
Promover evaluaciones periódicas e independientes de sus políticas, programas e intervenciones. 
Acción
a)
Diseñar, desarrollar y fortalecer mecanismos de medición y evaluación que permitan conocer el avance y cumplimiento de los programas y demás intervenciones que componen las políticas nacionales sobre drogas. 

REDUCCION DE LA DEMANDA

OBJETIVO No. 1 DE REDUCCION DE LA DEMANDA

Desarrollar e implementar políticas, planes y/o programas integrales, según corresponda, de reducción de la demanda que incluya elementos de prevención universal, selectiva e indicada, intervención temprana, tratamiento, rehabilitación y servicios relacionados al apoyo en la recuperación.

Acciones

a)
Actualizar las políticas, planes y programas en reducción de la demanda, a partir de los resultados de sus procesos de monitoreo y evaluación. 

b)
Promover y apoyar los programas y políticas en reducción de la demanda que garanticen un abordaje multisectorial del consumo, abuso y dependencia de drogas. 

c)
Implementar las políticas y/o programas de reducción de la demanda considerando la organización política y administrativa de los Estados. 

d)
Considerar, cuando sea apropiado, los lineamientos y/o recomendaciones aprobadas por organizaciones intergubernamentales de los que el estado es parte/miembro para el diseño e implementación de políticas públicas en reducción de la demanda. 

OBJETIVO No. 2 DE REDUCCION DE LA DEMANDA
Desarrollar métodos para divulgar información sobre los riesgos asociados al consumo de drogas, a través de la utilización de nuevas tecnologías de información y de los medios de comunicación masiva, e informar al público en general y a las variadas poblaciones objetivo, acerca de los servicios de prevención y de tratamiento disponibles. 

Acciones

a)
Generar una base de datos sobre los servicios de prevención y tratamiento de drogas disponibles en el país y establecer mecanismos que faciliten el acceso a la misma.

b)
Desarrollar estrategias de comunicación y programas de concientización a la comunidad sobre el problema de las drogas.
OBJETIVO No. 3 DE REDUCCION DE LA DEMANDA
Diseñar e implementar un sistema integral de programas de prevención universal, selectiva e indicada basados en la evidencia, con objetivos medibles, dirigidos a los distintos grupos poblacionales, incluyendo poblaciones en riesgo. 
Acciones 
a)
Elaborar y realizar diagnósticos situacionales para identificar las necesidades particulares, factores de riesgo y de protección de las poblaciones específicas, a ser objeto de los programas de prevención del consumo de drogas. 

b)
Desarrollar metodologías de intervención, monitoreo y evaluación adaptadas a las necesidades de cada grupo objetivo.

c)
Generar oportunidades en educación y desarrollar habilidades, promoviendo estilos de vida saludables. 

OBJETIVO No. 4. DE REDUCCION DE LA DEMANDA
Incorporar en los programas de prevención familiar, comunitaria y laboral, modalidades de intervención que atiendan las necesidades específicas de la población adulta, incluyendo situaciones como son la conducción bajo la influencia de las drogas y los accidentes en el lugar del trabajo relacionados con el consumo de drogas. 
Acciones
a)
Promover la colaboración entre los distintos actores relevantes para llevar a cabo las evaluaciones de necesidades, el  diseño de las intervenciones y el desarrollo de las metodologías específicas para  poblaciones adultas.

b)
Desarrollar estrategias interinstitucionales orientadas a prevenir la conducción de vehículos, bajo los efectos de las drogas. 

c)
Promover acciones orientadas a prevenir los accidentes en el lugar de trabajo relacionados con el consumo de drogas.

OBJETIVO No.  5 DE REDUCCION DE LA DEMANDA
Promover en los sistemas de salud pública la integración de planes y programas de tratamiento y rehabilitación que aborden la dependencia de drogas como una enfermedad crónica y recurrente. 
Acciones
a)
Desarrollar dispositivos de atención para el problema de drogas integrados a la red de servicios de salud, considerando, entre otros, acciones de detección, de intervención breve y de reinserción social como parte del tratamiento.

b)
Crear e implementar mecanismos de coordinación, entre los actores involucrados, para mejorar el desarrollo de los planes y los programas de tratamiento y rehabilitación. 
OBJETIVO No. 6 DE REDUCCION DE LA DEMANDA
Facilitar el acceso a las personas dependientes de drogas a un sistema de tratamiento, rehabilitación y reinserción social, que ofrezca varios modelos integrales de intervenciones terapéuticas basados en evidencia y teniendo en cuenta estándares de calidad aceptados internacionalmente.

Acciones 
a)
Asegurar que los planes y programas de tratamiento incluyan protocolos basados en la evidencia, ajustados al perfil y a las necesidades de las distintas poblaciones objetivo. 

b)
Adoptar las medidas necesarias que aseguren que los programas de tratamiento sean impartidos por profesionales calificados. 

c)
Promover sistemas de información sobre el tratamiento de drogas que incluyan el registro del número de pacientes atendidos, diagnósticos, historia clínica y resultados disponibles del tratamiento.

d)
Promover la colaboración entre todos los actores involucrados para proporcionar servicios de soporte que coadyuven a la reinserción social como parte del tratamiento, de manera continúa y sostenible. 

e)
Desarrollar indicadores para evaluar la efectividad de los programas de tratamiento, que hagan seguimiento al uso de drogas e incorporen variables psicosociales, que se consideren relevantes para establecer el estado de la recuperación.
OBJETIVO No. 7 DE REDUCCION DE LA DEMANDA
Explorar los medios para ofrecer tratamiento, rehabilitación y reinserción social a los infractores de la ley penal dependientes de drogas, como medida alternativa a su prosecución penal o privación de libertad.

Acciones 
a)
Considerar la posibilidad de adoptar las medidas necesarias con miras a permitir alternativas a la prosecución penal o privación de libertad a los infractores de la ley penal dependientes de drogas.

b)
Promover el estudio de otros programas que faciliten el tratamiento, la recuperación y la reinserción social de infractores de la ley penal dependientes de drogas.  
OBJETIVO No. 8 DE REDUCCION DE LA DEMANDA
Proporcionar, según sea posible, servicios de tratamiento dirigidos a los internos en centros de reclusión.
Acción 

a)
Implementar programas de tratamiento en establecimientos penitenciarios de acuerdo a protocolos científicos documentados y criterios mínimos de calidad.

OBJETIVO No. 9 DE REDUCCION DE LA DEMANDA
Fortalecer las relaciones gubernamentales con instituciones académicas, de investigación y organizaciones no gubernamentales (ONG’s) especializadas, a fin de generar evidencia sobre la demanda de drogas.
Acciones
a)
Promover y apoyar la inclusión de la educación e investigación sobre reducción de la demanda en los planes de estudios de la pos-secundaria relevantes.

b)
Establecer y/o fortalecer la relación entre las autoridades nacionales de drogas y las instituciones de enseñaza e investigación y organizaciones no gubernamentales (ONG’s) especializadas.

c)
Establecer o fortalecer  foros a través de los  cuales  los investigadores sobre drogas puedan presentar sus hallazgos  a los legisladores y a los responsables de elaboración de políticas.
OBJETIVO No. 10 DE REDUCCION DE LA DEMANDA
Promover y fortalecer la formación y capacitación contínua de los diferentes profesionales, técnicos y actores involucrados en la implementación de acciones para reducir la demanda de drogas.  
Acciones
a)
Promover el diseño e implementación de mecanismos que aseguren que el personal tenga las competencias necesarias para trabajar en programas de prevención y tratamiento en concordancia con la normativa interna de cada país.
b)
Promover la colaboración con asociaciones profesionales, instituciones académicas y organizaciones no gubernamentales especializadas en el tema, entre otras, con el propósito de fomentar programas de educación contínua sobre dependencia de drogas.
OBJETIVO No. 11 DE REDUCCION DE LA DEMANDA
Monitorear y evaluar científicamente los programas en reducción de la demanda de drogas.
Acciones
a)
Desarrollar o fortalecer, según sea el caso, mecanismos de seguimiento y evaluación científica de los programas de reducción de la demanda.

b)
Desarrollar actividades de capacitación en monitoreo y evaluación científica de programas en reducción de la demanda.

c)
Promover acuerdos con instituciones educativas con experiencia en investigación, para realizar estudios de largo plazo a fin de medir el impacto de los programas de  prevención y tratamiento.

REDUCCION DE LA OFERTA 
OBJETIVO No. 1 DE REDUCCION DE LA OFERTA
Adoptar y/o perfeccionar medidas integrales y equilibradas destinadas a reducir la oferta ilícita de drogas.
Acciones

a)
Actualizar las políticas, planes y programas en reducción de la oferta, a partir de los resultados de sus procesos de monitoreo y evaluación. 

b)
Complementar, en colaboración con la sociedad civil, los programas de reducción de la oferta, con iniciativas de prevención del delito que atiendan los factores de riesgo.
OBJETIVO No. 2. 

Adoptar y/o perfeccionar mecanismos de reunión y análisis de información, con miras a la elaboración de diagnósticos que faciliten el desarrollo de políticas públicas orientadas a disminuir la oferta ilícita de drogas.  

Acciones

a)
Crear y/o fortalecer, cuando sea necesario, mecanismos nacionales que faciliten el análisis de información sobre la oferta ilícita de drogas.

b)
Impulsar el desarrollo y mantenimiento de un sistema de información hemisférica, en el ámbito de la CICAD, en materia de la oferta ilícita de drogas que favorezca la disponibilidad de datos actualizados y en la medida de lo posible comparables. 

c)
Mejorar la capacidad para estimar el cultivo y producción ilícita de drogas y permitir una efectiva erradicación, a través de la capacitación y la implementación de nuevas tecnologías.

d)
Promover la identificación de perfiles y caracterización química de las drogas ilícitas que permita entender la dinámica de la oferta ilícita de drogas.
OBJETIVO No. 3 DE REDUCCION DE LA OFERTA
Adoptar, de conformidad con las necesidades de cada país, medidas de desarrollo alternativo integral y sostenible y de aplicación de la ley de las iniciativas.

Acciones

a)
Desarrollar e implementar medidas de erradicación efectiva y sostenible para reducir cultivos ilícitos.

b)
Adoptar las medidas que sean necesarias para generar un ambiente de seguridad que facilite la implementación de programas de desarrollo alternativo, integral y sostenible.

c)
Coordinar programas de desarrollo alternativo, integral y sostenible con otros programas de  reducción de la oferta y garantizar una secuencia apropiada a fin de mantener la reducción de cultivos ilícitos.

d)
Incorporar un componente de protección al medio ambiente en los programas de desarrollo alternativo, integral y sostenible. 

e)
Fomentar la participación y/o coordinación de la sociedad civil  y con las autoridades gubernamentales, considerando la organización política y administrativa de los estados, en el diseño e implementación de proyectos e iniciativas en áreas de intervención del desarrollo alternativo, integral y sostenible. 

f)
Promover políticas y programas de desarrollo alternativo, integral y sostenible, que favorezcan la inclusión social. 

g)
Considerar promover sinergias entre las estrategias de desarrollo alternativo, integral y sostenible, y programas de reducción de la pobreza.

h)
Diseñar y/o mejorar los sistemas para monitorear y evaluar el impacto cualitativo y cuantitativo de los programas de desarrollo alternativo, integral y sostenible, con respecto a la sostenibilidad de la reducción de cultivos ilícitos.

i)
Desarrollar estrategias de difusión de experiencias y casos exitosos a nivel comunitario y nacional en los Estados miembros.

OBJETIVO No. 4 DE REDUCCION DE LA OFERTA
Promover estudios e investigaciones que contribuyan a la identificación temprana y al seguimiento de nuevas y emergentes tendencias con el fin de generar información actualizada sobre la oferta ilícita de drogas.

Acciones

a)
Promover la generación de información estadística actualizada sobre producción ilícita de drogas y de desarrollo alternativo, integral y sostenible, a nivel nacional y hemisférico.  

b)
Promover la realización de estudios e investigaciones sobre producción ilícita de drogas. 

c)
Desarrollar mecanismos para el intercambio de información técnica sobre nuevas tendencias en la producción ilícita de drogas.

d)
Realizar diagnósticos situacionales en materia de oferta ilícita de drogas, en el ámbito nacional y hemisférico, para apoyar el proceso de toma de decisiones, que considere, cuando sea pertinente, su interacción con otras manifestaciones de la delincuencia organizada transnacional.  

e)
Utilizar información sobre el precio y caracterización de la materia prima con el fin de llevar a cabo estudios sobre tendencias en la producción.

f)
Crear y/o fortalecer los sistemas nacionales de monitoreo en reducción de la oferta.

OBJETIVO No. 5 DE REDUCCION DE LA OFERTA
Promover, en concordancia con sus políticas nacionales, acciones encaminadas a reducir el impacto negativo que sobre el medio ambiente ocasiona el problema mundial de las drogas.
Acciones

a)
Promover la realización de investigaciones o estudios sobre el impacto ambiental de la producción de drogas.
b)
Considerar promover la implementación de herramientas de gestión ambiental, de acuerdo con las realidades de los Estados miembros, que permitan hacer frente a las consecuencias que sobre el medio ambiente ocasiona el problema mundial de las drogas.
c)
Promover medidas para garantizar la seguridad de los agentes del orden público y demás personal que participe en las actividades encaminadas a reducir la producción ilícita de drogas.  
d)
Promover la difusión al público en general de las consecuencias negativas que sobre el medio ambiente ocasiona el problema mundial de las drogas.

e)
Promover, cuando sea aplicable, de acuerdo con sus prioridades nacionales, acciones con organizaciones internacionales para reducir las consecuencias negativas que sobre el medio ambiente ocasiona el problema mundial de las drogas.

OBJETIVO No. 1 DE MEDIDAS DE CONTROL

Implementar programas para prevenir y disminuir la fabricación ilícita de drogas de origen sintético y natural.
Acciones
a)
Revisar las medidas de fiscalización y control para prevenir la fabricación ilícita de drogas y de detección y desmantelamiento de laboratorios y sobre la base de tales revisiones, en caso de ser necesario, introducir, modificaciones y/o desarrollar nuevos programas.

b)
Evaluar los resultados alcanzados a través de la implementación de medidas y programas orientados a prevenir la fabricación ilícita de drogas y la detección y desmantelamiento de laboratorios.

c)
Desarrollar un sistema de información sobre laboratorios detectados y desmantelados, que permita, entre otros, identificar patrones en el uso de precursores químicos y sustancias químicas esenciales.

d)
Diseñar e implementar protocolos para el desmantelamiento  de laboratorios de procesamiento ilícito de drogas.

e)
Diseñar e implementar programas de capacitación de forma continúa que potencien las capacidades de los agentes encargados de las tareas de control. 
OBJETIVO No. 2 DE MEDIDAS DE CONTROL

Adoptar o fortalecer las medidas de fiscalización con el fin de prevenir el desvío de sustancias químicas controladas hacia actividades ilícitas.
Acciones
a)
Revisar la normativa y las medidas de control existentes para prevenir el desvío de sustancias químicas controladas hacia canales ilícitos y sobre la base de esas revisiones introducir, en caso de ser necesario, modificaciones y/o desarrollar nuevas medidas y programas.
b)
Evaluar los resultados alcanzados a través de la implementación de medidas y programas orientados a prevenir el desvío de sustancias químicas controladas hacia actividades ilícitas. 
c)
Promover la coordinación interinstitucional entre todas las dependencias involucradas en el control de sustancias químicas, así como la promoción de la participación del sector privado.

d)
Promover o fortalecer metodologías para análisis de riesgo de desvío en operaciones de comercio exterior.  
e)
Promover o fortalecer el uso de equipo de revisión no intrusivo en las aduanas. 

f)
Promover, cuando corresponda, la realización de estimaciones sobre necesidades legítimas de sustancias químicas controladas para prevenir posibles desvíos.
g)
Crear o fortalecer, según corresponda, centros de investigación y/o laboratorios que contribuyan a las actividades de control de las sustancias químicas fiscalizadas.
h)
Promover el uso de sistemas de información para notificaciones de pre- exportación. 

i)
Fortalecer los mecanismos para el intercambio seguro de información entre los Estados miembros, relativa a posibles casos de desvío de sustancias químicas controladas.  
OBJETIVO No. 3 DE MEDIDAS DE CONTROL

Adoptar o fortalecer las medidas de control para prevenir el desvío de productos farmacéuticos con propiedades psicoactivas.
Acciones
a)
Revisar la normativa y las medidas de control existentes para prevenir el desvío de productos farmacéuticos con propiedades psicoactivas y sobre la base de tales revisiones introducir, en caso de ser necesario, modificaciones y/o desarrollar nuevas medidas y programas.

b)
Evaluar los resultados alcanzados a través de la implementación de medidas y programas orientados a prevenir el desvío de productos farmacéuticos con propiedades psicoactivas.

c)
Promover el mejoramiento contínuo de los sistemas de información que registran el movimiento de productos farmacéuticos con propiedades psicoactivas.

OBJETIVO No. 4 DE MEDIDAS DE CONTROL
Adoptar las medidas necesarias, cuando sea apropiado, para prevenir el desvío de productos farmacéuticos utilizados en la fabricación ilícita de estimulantes de tipo anfetamínico.
Acciones
a)
Desarrollar perfiles químicos de estimulantes de tipo anfetamínico incautados para identificar los químicos farmacéuticos usados en la producción de este tipo de sustancias.

b)
Controlar, cuando sea apropiado, los productos que contienen químicos farmacéuticos usados en la fabricación de estimulantes de tipo anfetamínico.  

OBJETIVO No. 5 DE MEDIDAS DE CONTROL
Asegurar la adecuada disponibilidad de estupefacientes requeridos para uso médico y científico.
Acción
a)
Evaluar periódicamente la situación respecto a la disponibilidad de estupefacientes para uso médico y científico, e implementar, cuando corresponda, las medidas necesarias. 
OBJETIVO No. 6 DE MEDIDAS DE CONTROL

Fortalecer los organismos nacionales de control del tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos. 
Acciones
a)
Llevar a cabo diagnósticos periódicos de las capacidades y debilidades de los  organismos de control del tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos.

b)
Incrementar las capacidades de los organismos de control del tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos, a través de la capacitación contínua de los actores involucrados.  

c)
Fortalecer la cooperación e intercambio de información entre las agencias encargadas del cumplimiento de la ley relacionadas con tráfico ilícito de drogas y  sus delitos conexos.
d)
Fortalecer las capacidades de aplicación de la ley, de interdicción y de medidas efectivas de control fronterizo para prevenir el tráfico ilícito de drogas vía aérea, terrestre y marítima.

e)
Fortalecer las capacidades técnicas en materia de investigación patrimonial, incautaciones y decomisos de los activos vinculados a casos de tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos. 

f)
Desarrollar las capacidades y los marcos jurídicos necesarios para la disposición final y segura de las drogas incautadas. 
OBJETIVO No. 7 DE MEDIDAS DE CONTROL
Identificar nuevas tendencias y patrones relacionados con el tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos. 
Acciones
a)
Desarrollar y publicar análisis nacionales, a partir de la información disponible, para identificar tendencias en el tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos.  

b)
Promover el desarrollo de análisis regionales, a partir de la información disponible, para identificar tendencias en el tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos.  

c)
Promover el desarrollo de análisis basados en las mejores prácticas nacionales y regionales en materia de prevención y control del tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos y su difusión.
d)
Actualizar la legislación y políticas nacionales de control de drogas, cuando corresponda, con base a las tendencias de tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos.
OBJETIVO No. 8 DE MEDIDAS DE CONTROL
Promover mejoras en los sistemas de información sobre tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos.
Acciones
a)
Revisar las metodologías de validación de los datos sobre tráfico ilícito de drogas y delitos conexos, ampliando la cantidad de variables de sus bases de datos con el propósito de mejorar la calidad de información, estandarizar los métodos de recolección de los datos y enriquecer el análisis.

b)
Fortalecer los sistemas de información sobre tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos.

c)
Promover y/o fortalecer mecanismos de intercambio de información en tiempo real que permita dar a conocer a todos los Estados miembros alertas sobre las nuevas conductas de las organizaciones delictivas dedicadas al tráfico de drogas y sus delitos conexos que hayan sido detectadas.

d)
Promover la realización de estudios e investigaciones técnicas en materia de tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos. 
e)
Promover la realización de estudios sobre perfiles de impurezas y caracterización de drogas. 
f)
Promover el uso de la información sobre el precio, pureza y perfil químico de las drogas incautadas con el fin de llevar a cabo estudios sobre tendencias en la fabricación y tráfico de drogas.
OBJETIVO No. 9 DE MEDIDAS DE CONTROL
Adoptar medidas para una efectiva cooperación en investigaciones criminales, procedimientos de investigación, recolección de evidencias e intercambio de información de inteligencia entre los países, asegurándose el debido respeto de sus ordenamientos jurídicos nacionales.
Acciones
a)
Diseñar e implementar talleres especializados de capacitación en los que se muestren como elemento principal los parámetros y ventajas del intercambio de información de inteligencia en la investigación de casos relacionados con tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos.

b)
Fortalecer los mecanismos y/o desarrollar las acciones necesarias que permitan el efectivo y seguro intercambio de información de inteligencia en la investigación de casos relacionados con tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos. 
c)
Promover acciones orientadas a preservar la integridad de la información de inteligencia intercambiada en materia de tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos. 

d)
Promover el intercambio de información a los fines de facilitar las interdicciones del tráfico ilícito de drogas por vía aérea, marítima y terrestre.

e)
Promover el intercambio de información con el fin de facilitar las investigaciones de los delitos del tráfico de drogas y sus delitos conexos. 
f)
Diseñar e implementar talleres especializados de capacitación en la aplicación de las técnicas especiales de investigación y el manejo de las cadenas de custodia sobre las pruebas relacionadas con casos de tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos.
g)
Promover el fortalecimiento del control, prevención, investigación y seguimiento de actividades relacionadas con el tráfico ilícito de drogas a través del Internet garantizando acciones coordinadas mediante un efectivo intercambio de información, experiencias y buenas prácticas.

OBJETIVO No 10 DE MEDIDAS DE CONTROL
Adoptar o fortalecer, cuando sea pertinente, las medidas de control del tráfico ilícito de armas, municiones, explosivos y otros materiales relacionados en su vinculación con el tráfico ilícito de drogas.
Acciones
a)
Revisar las medidas de control del tráfico ilícito de de armas, municiones, explosivos y otros materiales relacionados en su vinculación con el tráfico ilícito de drogas y sobre la base de tales revisiones, en caso de ser necesario, introducir modificaciones o desarrollar nuevos programas.

b)
Evaluar los resultados alcanzados a través de la implementación de medidas de control del tráfico ilícito de armas, municiones, explosivos y otros materiales relacionados, en su vinculación con el tráfico ilícito de drogas.

c)
Impulsar la creación y/o fortalecimiento de una base de datos de armas de fuego relacionadas con el tráfico ilícito de drogas, que incluya, en la medida de sus posibilidades, la  huella balística, con miras a impulsar mecanismos hemisféricos para el intercambio de información.

OBJETIVO No. 11 DE MEDIDAS DE CONTROL
Establecer, actualizar o fortalecer los marcos legislativos e institucionales en materia de control, prevención, detección, investigación y persecución del lavado de activos.
Acciones
a)
Revisar los marcos legislativos e institucionales en materia de control, prevención, detección, investigación y persecución del lavado de activos, y sobre la base de tales revisiones introducir, en caso de ser necesario, modificaciones y/o desarrollar nuevos programas.
b)
Evaluar los resultados alcanzados a través de la implementación de medidas legislativas e institucionales en materia  de control, prevención, detección, investigación, y persecución del lavado de activos.
c)
Crear y/o fortalecer Unidades de Inteligencia Financiera (UIFs), para fomentar con éxito los enjuiciamientos contra el lavado de activos. 

d)
Crear o fortalecer mecanismos de cooperación e intercambio de información entre las agencias encargadas del cumplimiento de las leyes relacionadas con la prevención y el combate al lavado de activos.
OBJETIVO No. 12 DE MEDIDAS DE CONTROL
Crear o fortalecer, de conformidad con las leyes nacionales, los organismos nacionales competentes para la administración de bienes incautados y/o decomisados y la disposición de bienes decomisados.
Acciones
a)
Establecer y/o fortalecer organismos nacionales con competencia para la administración de bienes incautados y/o decomisados y la disposición de bienes decomisados.
b)
Promover programas especializados para el perfeccionamiento de los sistemas de administración y aprovechamiento de bienes incautados y decomisados.
c)
Fortalecer las capacidades técnicas en materia de administración y disposición de los activos vinculados a casos de tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos.
COOPERACION INTERNACIONAL

OBJETIVO No. 1 DE COOPERACION INTERNACIONAL

Reafirmar el principio de cooperación contenido en los instrumentos internacionales para enfrentar el problema mundial de las drogas, a través de acciones que garanticen su cumplimiento y efectividad. 

Acciones

a)
Promover la promulgación de legislación nacional y/o la adopción de medidas administrativas  que posibiliten reafirmar el principio de cooperación contenido en los instrumentos internacionales para enfrentar el problema mundial de las drogas. 
b)
Promover, a través del Grupo de Trabajo Inter-gubernamental (GTI) del Mecanismo de Evaluación Multilateral (MEM), la elaboración de instrumentos de evaluación que permitan dar seguimiento al principio de cooperación contenido en los instrumentos internacionales.

c)
Promover, cuando corresponda, la firma de acuerdos bilaterales o regionales de cooperación que permitan hacer frente al problema mundial de las drogas.

OBJETIVO No. 2 DE COOPERACION INTERNACIONAL
Enfatizar la importancia de ratificar, adherir y cumplir, según corresponda, las siguientes Convenciones: de las Naciones Unidas contra la Corrupción (2003);  de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (2000) y sus tres Protocolos: contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire; para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños; y  contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones;  Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA) (1997); Interamericana contra la Corrupción (1996);  Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal (1992); La Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas (1988); La Convención Única sobre Estupefacientes (1961), modificada por el Protocolo de 1972; y El Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas (1971). Asimismo reconocer la importancia de observar lo acordado en la Declaración Política de la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Vigésimo período extraordinario de sesiones sobre el Problema Mundial de las Drogas (UNGASS 1998), y de la Declaración Política y Plan de Acción sobre Cooperación Internacional en favor de una estrategia amplia y equilibrada para combatir el Problema Mundial de las Drogas de la Comisión de Estupefacientes  (Viena 2009).

Acciones
a)
Enfatizar la importancia de la ratificación o la adhesión de los tratados internacionales mencionados anteriormente.

b)
Promover el desarrollo de las acciones que sean necesarias para el cumplimiento de los tratados internacionales ratificados o adheridos.

OBJETIVO No. 3 DE COOPERACION INTERNACIONAL
Fomentar programas de cooperación internacional orientados a fortalecer políticas nacionales para enfrentar el problema mundial de las drogas, basados en sus necesidades.

Acciones

a)
Encomendar a la Secretaría Ejecutiva de la CICAD la realización y adecuada difusión de un inventario de los programas de cooperación internacional en materia de control de drogas que estén siendo desarrollados por Estados y organizaciones internacionales.

b)
Promover la participación de los Estados miembros en programas de cooperación internacional para fortalecer sus políticas nacionales para enfrentar el problema mundial de las drogas, con base en sus necesidades.

OBJETIVO No. 4 DE COOPERACION INTERNACIONAL
Promover la armonización de normas legales, regulaciones y procedimientos nacionales que permitan la implementación de mecanismos hemisféricos de cooperación judicial y de asistencia judicial recíproca en materia de tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos.

Acciones 

a)
Promover, a través del Grupo de Trabajo Inter-gubernamental (GTI) del Mecanismo de Evaluación Multilateral (MEM), la elaboración de instrumentos de evaluación que permitan el seguimiento de la adopción de medidas que desarrollen los compromisos convencionales en materia de asistencia judicial. 

b)
Considerar, cuando sea apropiado, la adopción de medidas en materia de cooperación judicial que faciliten la prestación de una amplia asistencia legal mutua.
OBJETIVO No. 5 DE COOPERACION INTERNACIONAL
Fortalecer la capacidad institucional de los Estados miembros para prevenir y abordar efectivamente el tráfico ilícito de drogas reconociendo las particularidades de los retos, daños e impacto negativo que enfrentan los Estados productores, de tránsito y consumidores, mediante la promoción y fortalecimiento de las operaciones conjuntas o coordinadas y el intercambio de información y buenas prácticas.

Acciones

a)
Promover, cuando sea necesario, la realización de operaciones conjuntas o coordinadas y el intercambio de información y de buenas prácticas para prevenir y abordar efectivamente el tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos. 
b)
Promover, a través del Grupo de Trabajo Inter-gubernamental (GTI) del Mecanismo de Evaluación Multilateral (MEM), la elaboración de instrumentos de evaluación  para el seguimiento de la promoción y fortalecimiento de las operaciones conjuntas o coordinadas y el intercambio de información y buenas prácticas.
c)
Promover la elaboración de un manual de buenas prácticas para la realización de operaciones conjuntas  o coordinadas en materia de tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos.
d)
Promover el desarrollo e implementación de mecanismos seguros para el intercambio de información en tiempo real, que permita avanzar con la cooperación para prevenir y combatir el tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos.

e)
Promover el desarrollo de mecanismos para las agencias e instituciones aplicables, cuando sea posible, orientadas al uso de información compatible en acciones policiales relacionadas al combate al tráfico ilícito de drogas y delitos conexos.

OBJETIVO No. 6 DE COOPERACION INTERNACIONAL

Alentar y promover la asistencia técnica, así como el intercambio de buenas prácticas y lecciones aprendidas, para enfrentar el problema mundial de las drogas en los ámbitos de fortalecimiento institucional, reducción de la demanda, reducción de la oferta y medidas de control.

Acciones
a)
Encomendar a la Secretaría Ejecutiva de la CICAD el desarrollo e implementación de una base de datos segura y permanentemente actualizada a través del Internet para difundir información sobre mejores prácticas en materia de desarrollo institucional, reducción de la demanda, reducción de la oferta, medidas de control y la cooperación internacional.
b)
Encomendar a la Secretaría Ejecutiva de la CICAD la publicación de las disposiciones legales de los Estados miembros en los ámbitos de fortalecimiento institucional, reducción de la demanda, reducción de la oferta y medidas de control.

c)
Fortalecer la cooperación técnica horizontal entre los países, así como por medio de organismos internacionales pertinentes.
OBJETIVO No. 7. DE COOPERACION INTERNACIONAL
Fortalecer la capacidad institucional de la CICAD para promover la cooperación internacional orientada a la implementación de las recomendaciones que emanan del proceso del Mecanismo de Evaluación Multilateral, así como de los objetivos señalados en la Estrategia Hemisférica sobre Drogas y este Plan de Acción.

Acciones

a)
Promover la prestación de asistencia técnica, financiera y de capacitación para facilitar el cumplimiento de las recomendaciones formuladas en el marco del Mecanismo de Evaluación Multilateral (MEM).

b)
Encomendar a la Secretaría Ejecutiva de la CICAD realizar un informe histórico de sus recursos desde su fundación, incluyendo una relación detallada de las fuentes de financiamiento, los programas que se han realizado y su estado de implementación, así como de los logros generales de los proyectos finalizados y los programas respaldados y patrocinados por la CICAD.
c)
Encomendar a la Secretaría Ejecutiva de la CICAD que presente un Plan de Trabajo para aprobación de la Comisión en la sesión de primavera de cada año, que esté en concordancia con los objetivos y acciones de la Estrategia Hemisférica sobre Drogas y este Plan de Acción. Este Plan de Trabajo vendrá acompañado de una proyección de ingresos y gastos para cada programa y acción
/.
d)
Encomendar a la Secretaria Ejecutiva que presente un informe anual sobre todas las fuentes de financiamiento y gastos incurridos en programas y acciones, de conformidad con el Plan de Trabajo aprobado por la CICAD.

e)
Promover la creación de un grupo especial de trabajo de la CICAD que evalúe la disponibilidad de recursos de la Secretaría Ejecutiva y proponga fuentes de financiamiento adicional.  


AG/RES. 2622 (XLI-O/11)

MECANISMO DE EVALUACIÓN MULTILATERAL (MEM) DE LA COMISIÓN
INTERAMERICANA PARA EL CONTROL DEL ABUSO DE DROGAS (CICAD)

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTA la resolución AG/RES. 2538 (XL-O/10) Mecanismo de Evaluación Multilateral de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas;

 

RECORDANDO la Declaración de Compromiso de Puerto España, mediante la cual los países asumieron continuar implementando, según corresponda, las recomendaciones del Mecanismo de Evaluación Multilateral;
/ 
 

TENIENDO PRESENTE la aprobación por la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) en su cuadragésimo octavo período ordinario de sesiones de los 33 informes nacionales del Mecanismo de Evaluación Multilateral (MEM) de la Quinta Ronda de Evaluación, 2007-2009;
 

TENIENDO PRESENTE ASIMISMO la aprobación del Informe Hemisférico de la Quinta Ronda de Evaluación del MEM, en su cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones;
REITERANDO la importancia de contar con estrategias y mecanismos vigentes que faciliten la cooperación hemisférica para abordar el problema mundial de las drogas en todos sus aspectos;


TOMANDO NOTA de la decisión de la CICAD que en preparación de la Sexta Ronda de Evaluación del MEM, se realice un estudio que permita identificar alternativas para fortalecer el proceso de evaluación y actualizarlo con respecto a la Estrategia Hemisférica sobre Drogas y el Plan de Acción Hemisférico sobre Drogas 2011-2015; y

REAFIRMANDO que el Mecanismo de Evaluación Multilateral es el instrumento idóneo para medir el progreso de los Estados Miembros en el control de drogas en el Hemisferio, así como para asignarles recomendaciones tendientes a fortalecer sus capacidades para enfrentar el problema mundial de las drogas,

RESUELVE:

1.
Tomar nota con satisfacción de la aprobación por parte de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) de los 33 informes nacionales del Mecanismo de Evaluación Multilateral (MEM) de la Quinta Ronda de Evaluación, 2007-2009,  realizada en el cuadragésimo octavo período ordinario de sesiones de la Comisión.
2. Tomar nota con satisfacción asimismo de la aprobación por parte de CICAD del Informe Hemisférico del Mecanismo de Evaluación Multilateral correspondiente a la Quinta Ronda de Evaluación, 2007-2009, realizada en el cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones de la Comisión.

3.
Alentar a los Estados Miembros a implementar las recomendaciones asignadas por el MEM en los informes nacionales de progreso de control de drogas.

4.
Invitar a que los Estados Miembros continúen participando activamente en el Mecanismo de Evaluación Multilateral durante la fase de seguimiento de la Quinta Ronda de Evaluación y en el proceso preparatorio para la Sexta Ronda. 

5.
Invitar asimismo, a los Estados Miembros a fortalecer el rol de las Entidades Coordinadoras Nacionales (ECNs) y a facilitar la participación de sus expertos durante las reuniones del Grupo de Expertos Gubernamentales (GEG) del MEM con el fin de garantizar la efectividad y vigencia del MEM.

6.
Alentar a los Estados Miembros a que en la medida de lo posible, realicen contribuciones voluntarias para apoyar el MEM y garantizar su continuidad y fortalecimiento. 

7.
Exhortar a los Estados Miembros a cumplir con los requerimientos derivados de su participación en el Mecanismo, particularmente respecto a la remisión de información para los trabajos del GEG, para asegurar una evaluación adecuada de los progresos alcanzados en el control del problema mundial de las drogas.

8.
Encomendar a la CICAD que adopte las acciones necesarias para iniciar la Sexta Ronda del MEM. 

9.
Animar a los Estados Miembros a difundir los informes del MEM sobre el progreso en el control de drogas.

10.
La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

1.
…..evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de trascendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.

AG/RES. 2623 (XLI-O/11)

LEGISLACIÓN MODELO SOBRE NAVES SUMERGIBLES Y SEMISUMERGIBLES AUTOPROPULSADAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria,  celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL, 

VISTOS:

Las observaciones y recomendaciones del Consejo Permanente sobre los informes anuales de los órganos, organismos y entidades de la Organización, presentados en cumplimiento del artículo 91 (f) de la Carta (AG/doc.3830/99 add. 2), y en particular las que se refieren al informe anual de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CP/doc.4559/11);

La Legislación Modelo sobre Naves Sumergibles y Semisumergibles Autopropulsadas, aprobada por la Comisión en su cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones, celebrado en Paramaribo, Suriname del 4 al 6 de mayo de 2011 (CICAD/doc.1891/11 corr. 1); y

El informe final del cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones de la CICAD, celebrado en Paramaribo, Suriname del 4 al 6 de mayo de 2011 (CICAD/doc.1892/11);  

CONSIDERANDO:

Que los grupos de expertos de la CICAD están abiertos a todos los Estados Miembros, brindando oportunidad de compartir experiencias, presentar iniciativas y promover la cooperación;

Que la Legislación Modelo de la CICAD es una herramienta importante en el desarrollo de una respuesta coordinada al tráfico ilícito de drogas y delitos conexos;

Que la Legislación Modelo de la CICAD depende de los aportes y experiencias de los expertos de los Estados Miembros; y 

Que la Comisión ha aprobado la Legislación Modelo arriba mencionada,

RESUELVE:

1.
Tomar nota con satisfacción de la aprobación por parte de la CICAD de la Legislación Modelo sobre Naves Sumergibles y Semisumergibles Autopropulsadas, en su cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones, celebrado en Paramaribo, Suriname del 4 al 6 de mayo de 2011  (CICAD/doc.1892/11).

2.
Hacer suya asimismo la Legislación Modelo de la CICAD sobre Naves Sumergibles y Semisumergibles Autopropulsadas,  (CICAD/doc.1891/11 corr. 1) que figura en el Apéndice I de la presente resolución, junto con los cambios editoriales del Reglamento Modelo.

3.
Invitar a los Estados Miembros su adopción, cuando proceda, conforme a sus respectivas legislaciones internas.

APÉNDICE I
	CUADRAGÉSIMO NOVENO PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES

Del 4 al 6 de mayo de 2011

Paramaribo, Suriname
	OEA/Ser.L/XIV.2.49

CICAD/doc.1891/11 corr. 1

17 mayo 2011

Original: Español


PROYECTO DE LEGISLACIÓN MODELO SOBRE NAVES SUMERGIBLES Y SEMISUMERGIBLES AUTOPROPULSADAS

PREÁMBULO

El texto de este documento no es vinculante y tiene como objetivo proporcionar un texto modelo que los países pueden considerar en caso que decidan redactar un proyecto de ley contra la amenaza que representan las naves sumergibles y semisumergibles que no tienen nacionalidad. Todo país que decida utilizar este documento podría seleccionar el texto del mismo que sea aplicable a su situación y circunstancias particulares y que concuerde con su constitución y sus leyes. Un país puede elegir utilizar todo o parte del texto, lo que mejor responda a sus necesidades internas.

El tráfico de drogas afecta a todos los países del Hemisferio y se ha convertido en un problema mundial. Las rigurosas medidas tomadas por las fuerzas de seguridad de distintos países han llevado a las organizaciones de tráfico de drogas a cambiar su forma de operar y ahora utilizan naves sumergibles y semisumergibles autopropulsadas, o artefactos navales llevados por buques nodriza para mover las drogas por el mar. 

Las naves sumergibles y semisumergibles autopropulsadas son naves de construcción no convencional capaces de llevar toda o parte de su carga debajo de la superficie del agua, hecho que las hace que sean muy difíciles de detectar. Estas naves normalmente miden menos de 30 metros de largo, llevan de 4 a 5 tripulantes y hasta 12 toneladas de carga (usualmente contrabando), pueden viajar a una velocidad de hasta 13 nudos y recorrer distancias de más de dos mil kilómetros. 

Sus características impiden en gran medida su detección por parte de las autoridades. Su diseño permite a los delincuentes destruir fácilmente la carga ilícita una vez que son detectadas, normalmente haciendo zozobrar  deliberadamente la nave o arrojando al mar el contrabando, evitando de ese modo su enjuiciamiento debido a la falta de evidencia.  La velocidad y facilidad de zozobra hace que los intentos de recuperación de contrabando antes del hundimiento de la nave sea una tarea peligrosa y algunas veces imposible para los agente de cumplimiento de la ley.

El problema que esta nueva tendencia en el tráfico de drogas representa para los países de la región queda reflejado en la cantidad de personal, material, fondos y equipo que cada uno de ellos aplica, a pesar de la excelente coordinación de todos los recursos disponibles, incluyendo la inteligencia, los centros de operaciones y unidades marítimas y aéreas. Criminalizar la construcción, operación y embarque de naves sumergibles y semisumergibles sin bandera, mejora la seguridad de los oficiales, desalenta el uso de estas embarcaciones inherentemente inseguras, y facilita el enjuiciamiento de los involucrados en estas actividades criminales.

ARTÍCULO 1. CONCLUSIONES Y DECLARACIONES

[El Parlamento/Congreso/Legislatura/Gobierno de (País)] concluye y declara que la construcción, embarque, uso u operación de una nave sumergible o semisumergible que no tiene nacionalidad es un problema grave de alcance internacional, facilita la delincuencia transnacional, incluyendo el tráfico de drogas, entre otros, y representa una amenaza específica para la seguridad de la navegación marítima y la seguridad de (país). Esta ley se aplica a cualquier tipo de artefacto que no tenga por objeto ser utilizado para una actividad turística, científica o cualquier otra actividad lícita.  

Definición
: Para la aplicación de la presente Ley, se entenderá por sumergible o semisumergible la nave susceptible de moverse en el agua con o sin propulsión propia, cuyas características o diseño permiten la inmersión total o parcial con el fin de evadir la detección.

ARTÍCULO 2. OPERACIÓN DE UNA NAVE SUMERGIBLE O SEMISUMERGIBLE  QUE NO TIENE NACIONALIDAD

A. Delito: Cualquier persona que, sin permiso de la autoridad competente, opere o embarque en una nave sumergible o semisumergible que no tenga nacionalidad estará sujeta a una multa de [cantidad], una pena de prisión de [X meses] a [X años], o ambas.  Cualquier persona que intente cometer o conspire para cometer cualquiera de los actos especificados en esta sección estará sujeta a una multa de (cantidad), una pena de prisión de (X meses) a (X años), o ambas
;

B. Circunstancias agravantes: Toda persona que utilice una nave sumergible o semisumergible para almacenar, transportar o vender estupefacientes o insumos necesarios para su fabricación estará sujeta a una multa de (cantidad), una pena de prisión de (X meses) a (X años), o ambas. La sanción deberá incrementarse a (incluir los detalles) cuando las actividades ilícitas son facilitadas por un funcionario público o cualquier persona que es o ha sido miembro de las fuerzas de seguridad.

ARTÍCULO 3. USO, CONSTRUCCIÓN, COMERCIO Y POSESIÓN DE NAVE SUMERGIBLE O SEMISUMERGIBLE

A. Delito: Cualquier persona que, sin permiso de la autoridad competente, financie, construya o adquiera una nave sumergible o semisumergible estará sujeta a una multa de [cantidad], una pena de prisión de (X meses) a (X años), o ambas. Cualquier persona que intente cometer o conspire para cometer cualquiera de los actos especificados en esta sección estará sujeta a una multa de [cantidad], una pena de prisión de (X meses) a (X años), o ambas. 

B. Circunstancias Agravantes: Cualquiera que facilite las condiciones para el uso y operación de una nave sumergible o semisumergible en una actividad ilícita estará sujeto a una multa de [cantidad], una pena de prisión de (X meses) a (X años), o ambas.

ARTÍCULO 4. JURISDICCIÓN EXTRATERRITORIAL (PODRÍA APLICARSE DEPENDIENDO DE LAS LEYES Y CONSTITUCIÓN DE CADA PAÍS)

Existe jurisdicción extraterritorial sobre los delitos especificados en esta sección, incluyendo el intento de cometer o la conspiración para cometer dichos delitos
.

ARTÍCULO 5. RECLAMACIÓN DE NACIONALIDAD O REGISTRO DE LA NAVE

De conformidad con los Artículos 2 o 3, una reclamación de nacionalidad o registro incluye solamente:

A. La posesión a bordo de la nave y producción de los documentos pertinentes que demuestran la nacionalidad de la nave, como se estipula en el artículo 91 de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 1982 (UNCLOS)
;

B. El enarbolamiento del pabellón o bandera de su país; o

C. Una reclamación verbal de nacionalidad o registro por parte del capitán o persona a cargo de la nave.

AG/RES. 2624 (XLI-O/11)

CONSOLIDACIÓN DEL RÉGIMEN ESTABLECIDO EN EL TRATADO PARA LA PROSCRIPCIÓN DE LAS ARMAS NUCLEARES EN LA AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (TRATADO DE TLATELOLCO)

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General, en particular la sección que se refiere a la Comisión de Seguridad Hemisférica (AG/doc.5217/11); 


RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1499 (XXVII-O/97), AG/RES. 1571 (XXVIII-O/98), AG/RES. 1622 (XXIX-O/99), AG/RES. 1748 (XXX-O/00), AG/RES. 1798 (XXXI-O/01), AG/RES. 1903 (XXXII-O/02), AG/RES. 1937 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2009 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2104 (XXXV-O/05), AG/RES. 2245 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2298 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2377 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2442 (XXXIX-O/09); 
TENIENDO PRESENTE que en la Declaración sobre Seguridad en las Américas se afirma que la consolidación de la primera zona libre de armas nucleares en un área densamente poblada, a través del Tratado para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina y el Caribe (Tratado de Tlatelolco) y sus Protocolos, constituye una contribución sustancial a la paz, la seguridad y la estabilidad internacionales; 

REAFIRMANDO que la consolidación de la Zona Libre de Armas Nucleares consagrada en el Tratado de Tlatelolco constituye una firme demostración del indeclinable compromiso de América Latina y el Caribe con la causa del desarme nuclear completo y verificable y la no proliferación de las armas nucleares, de conformidad con los principios y propósitos de la Carta de las Naciones Unidas; 

RECORDANDO que en el preámbulo del Tratado de Tlatelolco se señala que las zonas militarmente desnuclearizadas no constituyen un fin en sí mismas, sino un medio para alcanzar en una etapa ulterior el desarme general y completo; 

RECONOCIENDO que el Tratado de Tlatelolco se ha constituido en el modelo para el establecimiento de otras zonas libres de armas nucleares en diferentes regiones del mundo, tales como la del Pacífico Sur (Tratado de Rarotonga), la del Sudeste Asiático (Tratado de Bangkok), la de África (Tratado de Pelindaba) y la de Asia Central (Tratado de Semipalatinsk), las cuales una vez en vigor cubren más de la mitad de los países del mundo y todos los territorios del Hemisferio Sur; 

CONVENCIDA de que las zonas libres de armas nucleares reconocidas internacionalmente realizan una contribución importante al desarme internacional y al régimen de no proliferación nuclear, así como al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales; 

CONSIDERANDO que en el artículo 1 del Tratado de Tlatelolco “las Partes Contratantes se comprometen a utilizar exclusivamente con fines pacíficos el material y las instalaciones nucleares sometidos a su jurisdicción”; 

REAFIRMANDO la importancia de fortalecer al Organismo para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina y el Caribe (OPANAL) como foro jurídico y político apropiado para asegurar el pleno cumplimiento y la vigencia del Tratado de Tlatelolco, así como la cooperación con los organismos de otras zonas libres de armas nucleares con la finalidad de alcanzar sus objetivos comunes;  

ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO la celebración de la Segunda Conferencia de los Estados Partes y Signatarios de los tratados que establecen zonas libres de armas nucleares y Mongolia, que tuvo lugar en Nueva York el 30 de abril de 2010, como contribución al logro de un mundo libre de armas nucleares; 

OBSERVANDO el Documento Final de la Conferencia de las Partes de 2010 encargada del examen del Tratado sobre la no proliferación de las armas nucleares; y 

TOMANDO NOTA de la sesión de la Comisión de Seguridad Hemisférica sobre desarme y no proliferación en el hemisferio realizada el 28 de marzo de 2011, así como de la celebración del 28 al 30 de marzo de 2011 del seminario organizado por la Junta Interamericana de Defensa, a través del Colegio Interamericano de Defensa, 

RESUELVE:

1. Exhortar a los Estados de la región que aún no lo hayan hecho a que firmen o ratifiquen las enmiendas al Tratado para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina y el Caribe (Tratado de Tlatelolco), aprobadas por la Conferencia General del Organismo para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina y el Caribe (OPANAL) mediante sus resoluciones 267 (E-V), 268 (XII) y 290 (E-VII). 

2. Alentar a los Estados que han ratificado los protocolos pertinentes del Tratado de Tlatelolco a que examinen las reservas que hayan hecho a este respecto, de conformidad con la medida 9 del Documento Final de la Conferencia de las Partes de 2010 encargada del examen del Tratado sobre la no proliferación de las armas nucleares. 

3. Instar a los Estados Miembros del Organismo para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina y el Caribe (OPANAL) a dar continuidad a las actividades y los esfuerzos que realiza el Organismo a fin de aplicar los acuerdos alcanzados en la primera y la segunda conferencias de los Estados partes y signatarios de los tratados que establecen zonas libres de armas nucleares. 

4. Reafirmar su compromiso de continuar promoviendo la búsqueda de un régimen universal, genuino y no discriminatorio de desarme y no proliferación en todos sus aspectos. 

5. Invitar al OPANAL a que, en el ámbito de su competencia, continúe manteniendo permanente comunicación con la Comisión de Seguridad Hemisférica e informe periódicamente a ésta sobre el cumplimiento de los compromisos asumidos por los Estados de la región en la Declaración sobre Seguridad en las Américas, en particular el párrafo 11 de ésta, relativos a la no proliferación de armas nucleares. 
6. Reconocer la labor desempeñada por el OPANAL al asegurar el cumplimiento de las obligaciones del Tratado de Tlatelolco.  
7. Invitar al OPANAL a seguir realizando actividades educativas y de divulgación en materia de desarme nuclear.

8. Incluir el tema “Consolidación del régimen establecido en el Tratado para la Proscripción de Armas Nucleares en la América Latina y el Caribe (Tratado de Tlatelolco)” en el calendario de actividades del período 2012-2013 de la Comisión de Seguridad Hemisférica. 
9. Solicitar al Secretario General que transmita la presente resolución al Secretario General de las Naciones Unidas y al Secretario General del OPANAL. 
10. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

11. Solicitar al Consejo Permanente que informe en su cuadragésimo segundo y cuadragésimo tercero períodos de sesiones de la Asamblea General sobre la implementación de la presente resolución. 

AG/RES. 2625 (XLI-O/11)

FOMENTO DE LA CONFIANZA Y DE LA SEGURIDAD EN LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General  (AG/doc.), en particular la sección que se refiere a las actividades de la Comisión de Seguridad Hemisférica (CSH); 


TENIENDO PRESENTE que en la Declaración sobre Seguridad en las Américas, los Estados Miembros afirmaron que “las medidas de fomento de la confianza y de la seguridad y la transparencia en las políticas de defensa y seguridad contribuyen a aumentar la estabilidad, salvaguardar la paz y la seguridad hemisférica e internacional y consolidar la democracia”, y recomendaron que la CSH se reuniera periódicamente como el “Foro para las Medidas de Fomento de la Confianza y de la Seguridad” a fin de revisar y evaluar las medidas de fomento de la confianza y de la seguridad existentes y, si fuera el caso, considerar nuevas medidas que permitan asegurar el progreso en este campo; 
RECONOCIENDO que las medidas de fomento de la confianza y de la seguridad (MFCS) desarrolladas e implementadas en el hemisferio han ayudado a mejorar la seguridad, y han fomentado la cooperación y confianza entre los Estados del Hemisferio; 
TENIENDO EN CUENTA que la Organización de los Estados Americanos (OEA) puede avanzar en el progreso alcanzado hasta la fecha continuando con la promoción de las medidas de fomento de la confianza y de la seguridad (MFCS); 
TENIENDO EN CUENTA que las resoluciones AG/RES. 2447 (XXXIX-O/09), AG/RES. 2398 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2270 (XXXVII-O/07), “Fomento de la confianza y la seguridad en las Américas”, contienen una serie de recomendaciones y mandatos dirigidos a los Estados Miembros y a la Secretaría General;  

TOMANDO NOTA de las recomendaciones que figuran en la Declaración de Santiago y en la Declaración de San Salvador sobre Medidas de Fomento de la Confianza y de la Seguridad, así como en el Consenso de Miami: Declaración de los Expertos sobre Medidas de Fomento de la Confianza y de la Seguridad; 

EXPRESANDO SU SATISFACCIÓN por los resultados del Cuarto Foro sobre Medidas de Fomento de la Confianza y de la seguridad, celebrado los días 15 y 16 de noviembre de 2010, en Lima, Perú; y 

TENIENDO PRESENTES las Conclusiones de la Presidencia del Cuarto Foro sobre Medidas de Fomento de la Confianza y de la Seguridad, contenidas en el documento CSH/Foro-IV/Doc.13/10 rev. 1 y el Informe del Relator, contenido en el documento CSH/FORO-IV/doc.15/10 rev. 1, 

RESUELVE:

1. Continuar promoviendo e implementando las medidas de fomento de la confianza y de la seguridad (MFCS) conforme a lo dispuesto en la Declaración de Santiago y la Declaración de San Salvador sobre Medidas de Fomento de la Confianza y de la Seguridad, y el Consenso de Miami y en la Declaración sobre Seguridad en las Américas.  
2. Instar a todos los Estados Miembros a que proporcionen información a la Secretaría General sobre la implementación de las MFCS utilizando la “Lista consolidada de medidas de fomento de la confianza y de la seguridad (MFCS)” que se deben notificar de conformidad con las resoluciones de la OEA, (documento CP/CSH-1043/08 rev. 1) y usando el “Formato para Informar sobre la Aplicación de las Medidas de Fomento de la Confianza y la Seguridad" (documento CSH/Foro-IV/Doc.7/10), a más tardar el 15 de julio de cada año. 

3. Reafirmar la meta de la participación de todos los Estados Miembros, a más tardar en 2010, en el Registro de Armas Convencionales de las Naciones Unidas y el Informe Estandarizado Internacional de las Naciones Unidas sobre Gastos Militares, así como reiterar su solicitud a los Estados Miembros para que proporcionen dicha información al Secretario General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) a más tardar el 15 de julio de cada año. 

4. Instar a los Estados Miembros a compartir experiencias bilaterales y subregionales con respecto a las MFCS a través de seminarios, talleres y otros foros hemisféricos a fin de alentar la diseminación de mejores prácticas, evitar duplicación y uniformar, cuando corresponda, la elaboración de informes sobre MFCS. 

5. Solicitar a la Comisión de Seguridad Hemisférica (CSH) establecer criterios y lineamientos para la selección de expertos en medidas de fomento de la confianza y la seguridad que incluya una descripción del perfil de los mismos. 

6. Solicitar que la CSH continúe fomentando una  mayor transparencia, confianza, diálogo y cooperación con el fin de enfrentar las amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad en el Hemisferio.  

7. Solicitar a la Secretaría General de la OEA que promueva y mejore el acceso a los sitios Web de la Organización y a los de sus entidades dedicados a las MFCS, en particular aquellos relacionados con los principales instrumentos internacionales, los informes de los Estados Miembros sobre la materia y la publicación de los libros blancos de defensa compilados por la Junta Interamericana de Defensa.

8. Encomendar al Consejo Permanente que convoque al Quinto Foro sobre Medidas de Fomento de la Confianza y de la Seguridad para el último trimestre de 2012, con el fin de revisar y evaluar las MFCS existentes así como considerar los próximos pasos a seguir. 

9. Solicitar a la Secretaría General que actualice anualmente el Registro de Expertos en Medidas de Fomento de la Confianza y de la Seguridad con base en la información que suministran los Estados Miembros cada año antes del 1 de julio, y lo distribuya a los Estados Miembros antes del 30 de julio de cada año. 
10. Solicitar al Secretario General que transmita la presente resolución al Secretario General de las Naciones Unidas, al Secretario General de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE), al Foro Regional de la Asociación de Naciones del Asia Sudoriental (FRA) y otras organizaciones regionales pertinentes. 

11. Solicitar al Consejo Permanente y a la Secretaría General que informen a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

AG/RES. 2626 (XLI-O/11)

CONFERENCIA DE APOYO A LA ESTRATEGIA DE SEGURIDAD DE CENTROAMERICA

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO el enfoque multidimensional de la seguridad hemisférica contenida en la Declaración de Bridgetown (AG/DEC. 27 (XXXII-O/02): en la que se indica que “las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos son problemas intersectoriales que requieren respuestas de aspectos múltiples por parte de distintas organizaciones nacionales, todas actuando de forma apropiada conforme a las normas y principios democráticos”; 

TENIENDO PRESENTE el Tratado Marco de Seguridad Democrática en Centroamérica y la Declaración sobre Seguridad en las Américas en la cual se reafirmaron los principios, valores compartidos y enfoques comunes sobre los cuales se basa la paz y la seguridad en el hemisferio; 

TOMANDO EN CUENTA que el concepto de seguridad contenido en la Declaración sobre Seguridad en las Américas, incluye las amenazas tradicionales y las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos, contribuye a la consolidación de la paz, al desarrollo integral y a la justicia social, y se basa en valores democráticos, el respeto, la promoción y defensa de los derechos humanos, la solidaridad, la cooperación y el respeto a la soberanía nacional; 

EXPRESANDO la voluntad política y el compromiso de los países de la región para trabajar conjuntamente por un hemisferio más seguro y estable con base en la cooperación;

RECONOCIENDO que la prevención y el combate eficaz a la delincuencia organizada transnacional requiere de la cooperación internacional  y un enfoque integral  y que el Hemisferio y la comunidad internacional también tienen una responsabilidad común y compartida para enfrentar el problema mundial de las drogas y sus delitos conexos;

RECONOCIENDO ADEMÁS la resolución AG/RES. 2053 (XXXIV-O/04), denominada “Modelo centroamericano de seguridad democrática”, aprobada el 8 de junio de 2004; 

REAFIRMANDO la importancia de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, al igual que los acuerdos bilaterales, subregionales y regionales y los mecanismos de cooperación en materia de seguridad y defensa son esenciales para el fortalecimiento de la seguridad en el Hemisferio; 

CONSIDERANDO los destacados avances de la Comisión de Seguridad de Centroamérica en la promoción de los objetivos de los estados centroamericanos en materia de prevención y combate al delito y las serias amenazas que enfrentan; 

REAFIRMANDO las importantes contribuciones del Sistema de la Integración Centroamericana (SICA) al sistema de seguridad hemisférica y los avances logrados en el desarrollo integral de su modelo de seguridad democrática;  

TENIENDO PRESENTE lo expresado en la Reunión Extraordinaria de Jefes de Estado y de Gobierno de los países miembros del SICA (Honduras 3 de octubre de 2006) y en la Cumbre Extraordinaria de Jefes de Estado y de Gobierno de países del SICA para el relanzamiento del proceso de la integración centroamericana (El Salvador 20 de julio de 2010); 
TOMANDO NOTA de los compromisos adoptados a través de la Declaración de Antigua y del Comunicado Conjunto de la Reunión Intersectorial de Ministros de Relaciones Exteriores, Ministros de Seguridad Pública/Gobernación, Ministros de Defensa, Fiscales Generales y Jefes y Directores de Policía de los Países del SICA del 3 de octubre de 2010; 

TOMANDO NOTA CON SATISFACCIÓN de los esfuerzos de los países centroamericanos para afianzar y extender la cooperación en materia de seguridad regional mediante mecanismos de coordinación bilaterales, multilaterales y subregionales, así como de los importantes esfuerzos de otros Estados del Hemisferio y de organismos internacionales, de compartir su experiencia y conocimientos en materia de seguridad y justicia con las naciones centroamericanas; y

TENIENDO EN CUENTA Los esfuerzos de los Estados centroamericanos de modernizar las fuerzas de defensa y seguridad pública para hacer frente a las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos del delincuencia organizada transnacional, así como de la actualización de su  Estrategia de Seguridad y la voluntad colectiva de los Gobiernos y pueblos de Centroamérica de combatir con más fuerza, la amenaza que representan los crecientes índices de delincuencia y violencia, 

RESUELVE:

1. Acoger con beneplácito la celebración de la “Conferencia Internacional de Apoyo a la Estrategia de Seguridad de Centroamérica”, a realizarse los días 22 y 23 de junio de 2011, en la ciudad de Guatemala, República de Guatemala. 

2. Agradecer al Grupo de Países Amigos por el esfuerzo y la dedicación durante los trabajos preparatorios de la Conferencia Internacional de Apoyo a la Estrategia de Seguridad de Centroamérica.

3. Invitar a la comunidad internacional para que brinde su apoyo técnico y financiero a los esfuerzos de los Estados centroamericanos a fin de hacer frente a las amenazas que plantean la delincuencia organizada transnacional y el incremento de la violencia en sus sociedades. 

4. Solicitar a las organizaciones internacionales, especialmente a la Organización de los Estados Americanos, el Banco Interamericano de Desarrollo, Banco Mundial, Naciones Unidas y a las instancias técnicas que correspondan, que continúen apoyando a los Estados centroamericanos en sus esfuerzos para lograr que dicha Conferencia tenga resultados puntuales y exitosos. 

5. Alentar a todos los sectores de la sociedad centroamericana en su conjunto, para que contribuyan a la puesta en práctica de la Estrategia de Seguridad de Centroamérica, promoviendo la cultura de la prevención, la legalidad y la seguridad en sus comunidades y en toda la región. 

6. Instar a los Estados centroamericanos a que aprovechen las lecciones aprendidas y las buenas prácticas de otros mecanismos subregionales y de Estados del Hemisferio que han enfrentado problemas de delincuencia y violencia.  
7. Encomendar a la Secretaría General que, en el marco de los programas de trabajo de la Organización de los Estados Americanos (OEA), apoye, cuando corresponda, las iniciativas que presenten los países centroamericanos en relación con la Estrategia de Seguridad de Centroamericana. 

8. Alentar a los Estados centroamericanos para que utilicen el apoyo de los órganos, organismos, entidades y mecanismos de la OEA y del Sistema Interamericano a fin de facilitar la promoción de la seguridad en la subregión. 

9. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 
10. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. 

AG05278S01
AG/RES. 2627 (XLI-O/11)

CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA FABRICACIÓN Y EL TRÁFICO ILÍCITOS 
DE ARMAS DE FUEGO, MUNICIONES, EXPLOSIVOS 
Y OTROS MATERIALES RELACIONADOS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL, 

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5217/11), en particular la sección que se refiere a los asuntos asignados a la Comisión de Seguridad Hemisférica; 

DESTACANDO la importancia de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA); 

REITERANDO la urgente necesidad de que todos los Estados miembros tomen las medidas apropiadas para la plena implementación de la Convención y la importancia de promover y facilitar la cooperación y el intercambio de información y de experiencias entre todos los Estados en los ámbitos bilateral, regional e internacional con el fin de prevenir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados; 

REAFIRMANDO los principios de soberanía, no intervención e igualdad jurídica de los Estados; 

RECORDANDO las anteriores resoluciones de la Asamblea General relacionadas con la CIFTA, así como la Declaración de Bogotá sobre el Funcionamiento y Aplicación de la CIFTA y el Compromiso de Tlatelolco que coadyuva a la implementación de la CIFTA, adoptadas durante la Primera y Segunda Conferencia de Estados Parte, respectivamente; 

TENIENDO PRESENTE la celebración durante el 2012 de la Tercera Conferencia de Estados Parte de la CIFTA; y


TOMANDO NOTA del Programa de Trabajo 2011-2012 del Comité Consultivo de la CIFTA, aprobado por dicho Comité en su Décima Segunda Reunión Ordinaria,

RESUELVE:

1. Exhortar a los cuatro Estados Miembros que aún no lo han hecho a que den pronta consideración a la ratificación o adhesión, según sea el caso, de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA).

2. Solicitar a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) que continúe la preparación de las legislaciones modelo sobre Mantenimiento de Información, Confidencialidad e Intercambio de Información (Artículos XI, XII y XIII); Medidas de Seguridad (Artículo VIII) y Entrega Vigilada (Artículo XVIII) y convocar a una reunión del Grupo de Expertos el 28 de octubre de 2011 en la sede de la OEA a fin de considerar los documentos.
3. Alentar a los Estados Miembros de la OEA que no disponen de una legislación en la materia a que implementen, cuando corresponda, las legislaciones modelo aprobadas por el Comité Consultivo de la CIFTA y a solicitar, cuando corresponda, la asistencia de la Secretaría General en la formulación y promulgación de dichas legislaciones.

4. Alentar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que envíen a la Secretaría General sus respuestas al Cuestionario sobre la Implementación y Efectividad de la Convención Interamericana Contra la Fabricación y el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y otros Materiales Relacionados.
5. Convocar para los días 28 y 29 de marzo de 2012 en la Sede de la OEA, la Tercera Conferencia de los Estados Parte de la CIFTA para examinar su funcionamiento y aplicación, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo XXVIII de la Convención, así como tres (3) reuniones preparatorias, incluida la Décima-Tercera Reunión Ordinaria del Comité Consultivo de la CIFTA a celebrarse el 3 de febrero de 2012 en la sede de la OEA.
6. Invitar a la Junta Interamericana de Defensa para que, a través del Colegio Interamericano de Defensa,  organice un “Seminario sobre tráfico ilícito de armas” dirigido a sus alumnos y a la Comisión de Seguridad Hemisférica (CSH). 
7. Solicitar a la Secretaría General que continúe organizando, en el marco de la CIFTA, la Declaración de Bogotá y el Compromiso de Tlatelolco, talleres especializados y programas de capacitación en gestión de arsenales y armas en custodia y su destrucción; identificación, marcaje y rastreo de armas de fuego; fortalecimiento de controles de intermediarios; y fortalecimiento de controles fronterizos. 

8. Considerar avanzar en la aplicación del “Instrumento internacional que permita a los Estados identificar y rastrear, de forma oportuna y fidedigna, las armas pequeñas y ligeras ilícitas” (Instrumento Internacional de Rastreo/ITI) de las Naciones Unidas, así como en la cooperación en materia de marcaje y rastreo de armas de fuego ilícitas en el Hemisferio.

9. Solicitar a la Secretaría General que actualice el documento “Resumen del Cumplimiento de los Países con la CIFTA: Situación Actual de las Ratificaciones y Legislación Nacional en Vigor sobre Armas de Fuego” (CIFTA/CEP-II/doc.5/08) para su presentación durante la Tercera Conferencia de los Estados Parte de la CIFTA.

10. Incluir el tema “Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados” en el calendario de actividades del período 2011-2012 de la Comisión de Seguridad Hemisférica.
11. Invitar a los Estados Miembros y Estados Observadores Permanentes ante la OEA, a las organizaciones internacionales, regionales y subregionales y a la comunidad internacional, a que consideren la posibilidad de aportar, de manera voluntaria, recursos financieros al fondo de la OEA establecido para armas de fuego (AG/RES. 2108/05), y/o prestar asistencia técnica, humana y educativa para apoyar la plena implementación de CIFTA, así como el fortalecimiento de su Secretaría Técnica.
12. Solicitar al Secretario General, en su carácter de depositario de la Convención, que provea los servicios jurídicos necesarios para apoyar las reuniones y actividades del Comité Consultivo. 

13. Solicitar al Secretario General que presente un informe sobre el estado de firmas, adhesiones y ratificaciones de la Convención a la Asamblea General en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones.

14. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

15. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones sobre la implementación de la presente resolución.
AG/RES. 2628 (XLI-O/11)

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE TRANSPARENCIA EN LAS ADQUISICIONES DE ARMAS CONVENCIONALES

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5217/11), en particular la sección que se refiere a las actividades de la Comisión de Seguridad Hemisférica; 

TENIENDO PRESENTE:

Que uno de los propósitos esenciales de la Organización de los Estados Americanos (OEA) establecidos en su Carta es alcanzar una efectiva limitación de armamentos convencionales que permita dedicar el mayor número de recursos al desarrollo económico y social de los Estados Miembros; 

Que la Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales reconoce que, de conformidad con la Carta de la Organización de los Estados Americanos y la Carta de las Naciones Unidas, los Estados Miembros tienen el derecho inmanente de legítima defensa, individual o colectiva; y 

Que la Declaración sobre Seguridad en las Américas reconoce también que la transparencia en las adquisiciones de armas convencionales y en las políticas de defensa, la limitación de gastos militares, manteniendo una capacidad que corresponda a sus legítimas necesidades de defensa y seguridad, así como también otros mecanismos de cooperación entre los países, son importantes medidas de fomento de la confianza y la seguridad que contribuyen a reducir las tensiones y a fortalecer la paz y la seguridad regional e internacional; 

CONSIDERANDO que en el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas, celebrada en la Ciudad de Quebec, los Jefes de Estado y de Gobierno declararon que se esforzarían para mejorar la transparencia y la responsabilidad de las instituciones de defensa y de seguridad, y para promover un mayor grado de entendimiento y cooperación entre los organismos gubernamentales que participan en cuestiones de seguridad y defensa a través, entre otros, de un mayor intercambio de documentos de política y doctrina de defensa, de personal e información, incluyendo la transparencia en la adquisición de armas; 

TOMANDO NOTA CON SATISFACCIÓN:


Que los Gobiernos de México y Costa Rica presentaron el instrumento de ratificación de la Convención el 7 de marzo de 2011 y el 12 de mayo de 2011 respectivamente, dando muestra de su compromiso con el fortalecimiento de los instrumentos del sistema interamericano que contribuyen a la seguridad hemisférica; 

Que los Gobiernos de Argentina, Brasil, Canadá, Chile, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, México, Nicaragua, Paraguay, Perú, República Bolivariana de Venezuela, República Dominicana y Uruguay han depositado sus instrumentos de ratificación o adhesión, con lo cual asciende a quince el número de Estados Miembros que son Estados Parte de la Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales; y 

De la celebración del Cuarto Foro sobre Medidas de Fomento de la Confianza y de la Seguridad en Lima, Perú, el 15 y 16 de noviembre de 2010, así como el Informe del Relator y las Conclusiones de la Presidencia de dicha reunión; 

ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO:

El compromiso asumido en la “Declaración de Santa Cruz de la Sierra”, adoptado en la IX Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas, de alentar la participación universal y la plena implementación de la Convención; 
La designación por parte de la Secretaría General de un área responsable de sistematizar la información presentada por los Estados Miembros y, dentro de su ámbito de competencia, hacer seguimiento de la implementación de la Convención; y 

La creación por parte de la Secretaría General de una página Web dedicada a la Convención, 

RESUELVE:

1.
Reiterar, según proceda, sus mandatos al Consejo Permanente y a la Secretaría General contenidos en la resolución AG/RES. 2552 (XL-O/10), “Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales”, así como las recomendaciones a los Estados Miembros contenidas en dicha resolución. 

2.
Reafirmar su compromiso con los principios de la Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales y otros instrumentos relacionados aplicables en los ámbitos global, regional y subregional. 

3.
Invitar a todos los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren firmar y ratificar la Convención o adherirse a la misma. 
4.
Instar a los Estados Parte a que presenten, en forma oportuna, informes anuales y notificaciones en cumplimiento de sus obligaciones contenidas en los artículos III y IV de la Convención. 

5.
Instar a los Estados Parte de la Convención a que identifiquen, antes del 1 de julio de cada año, puntos de contacto nacionales que colaboren con la preparación de notificaciones e informes anuales. 

6.
Invitar a los Estados Parte de la Convención, los Estados que no son parte, los Observadores Permanentes, las organizaciones regionales e internacionales y las organizaciones de la sociedad civil interesadas en la transparencia en las adquisiciones de armas convencionales a que consideren la posibilidad de ofrecer asistencia técnica a los Estados que lo soliciten o efectuar contribuciones voluntarias a fin de respaldar las actividades relacionadas con la aplicación de la Convención. 

7.
Solicitar a la Secretaría General que, de conformidad con el artículo V de la Convención, se ponga en contacto con los Observadores Permanentes para que contribuyan al objeto de la Convención mediante la presentación anual de información a la Secretaría General sobre sus exportaciones de armas convencionales a los Estados Parte de la Convención. 

8.
Solicitar al Consejo Permanente que, mediante la Comisión de Seguridad Hemisférica, convoque una reunión de puntos de contacto nacionales en 2012, a la que también se invite a los Estados que no son parte, con el fin de considerar la implementación de la Convención así como actividades tendientes a promover su firma y ratificación, y colaborar en la organización de la Segunda Conferencia de Estados Parte. 


9.
Solicitar al Secretario General que transmita la presente resolución al Secretario General de las Naciones Unidas, al Secretario General de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE), al Foro Regional de la Asociación de Naciones del Asia Sudoriental (FRA) y otras organizaciones regionales pertinentes. 
10.
Solicitar al Secretario General que presente al Consejo Permanente, antes del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General, un informe sobre el estado de firmas y ratificaciones de esta Convención y adhesiones a la misma.  

11.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.  


AG/RES. 2629 (XLI-O/11)

SEGUIMIENTO A LAS REUNIONES DE MINISTROS EN MATERIA DE SEGURIDAD PÚBLICA DE LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5217/11), en particular la sección que se refiere a los asuntos asignados a la Comisión de Seguridad Hemisférica; 


RECONOCIENDO que es un deber y obligación exclusiva de los Estados enfrentar los problemas relacionados con la seguridad pública en un esfuerzo por garantizar los derechos e integridad de sus ciudadanos, bajo un marco de seguridad y respeto a los derechos humanos; 


TENIENDO PRESENTES el Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas (MISPA/doc. 7/08 rev.4), adoptado durante la Primera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA I), celebrada en México en octubre de 2008, y el Consenso de Santo Domingo sobre Seguridad Pública (MISPA II/doc.8/09 rev. 4), adoptado en la Segunda Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA II), celebrada en República Dominicana, en noviembre de 2009; 

TENIENDO PRESENTE TAMBIÉN el tema del cuadragésimo primer período ordinario de la Asamblea General: Seguridad ciudadana en las Américas; 

VISTAS las resoluciones AG/RES. 2444 (XXXIX-O/09), “Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas”, y AG/RES. 2540 (XL-O/10), “Seguimiento a las reuniones de ministros en materia de seguridad pública de las Américas”; 

TOMANDO NOTA de los resultados de la Reunión de Académicos y Expertos: Mirando hacia la MISPA III, que tuvo lugar los días 19 y 20 de mayo de 2010 en Montego Bay, Jamaica; 

TOMANDO NOTA TAMBIÉN de los resultados de la Reunión de Expertos en Seguridad Pública como preparación de la MISPA III, celebrada en Santiago, Chile, los días 18 y 19 de noviembre de 2010, en especial lo que se refiere a la identificación de “la gestión de policía” como área relevante a ser considerada por los ministros en seguridad pública durante la MISPA III; y 
TENIENDO EN CUENTA el ofrecimiento del Gobierno de la República de Trinidad y Tobago para ser sede de la Tercera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA III), 
RESUELVE:

1. Alentar a los Estados Miembros a que apliquen o continúen aplicando efectivamente el Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas y el Consenso de Santo Domingo sobre Seguridad Pública y solicitar a la Secretaría General que cumpla o continúe cumpliendo los mandatos asignados a ella en esos documentos. 
2. Alentar a los Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas a que continúen fortaleciendo las capacidades de los Estados Miembros en materia de gestión de seguridad pública, prevención de la delincuencia, la violencia y la inseguridad, gestión de la policía, participación de la ciudadanía y de la comunidad y cooperación internacional. 
3. Instar a la Secretaría General a que concluya, con los aportes de los Estados Miembros, el estudio de factibilidad sobre las mejores formas para fortalecer en la región el entrenamiento y formación de personal con responsabilidad en materia de seguridad pública (MISPA/RE/doc.4/09), a fin de que sea presentado en la Tercera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA III), y que informe con regularidad a la CSH sobre los avances realizados.  

4. Solicitar a la Secretaría de Seguridad Multidimensional que, sobre la base de los insumos suministrados por los Estados Miembros, entre otros, continúe la recopilación de mejores prácticas y experiencias en temas relativos a la gestión de la policía y la cooperación internacional con el fin de presentarla en la Tercera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA III). 
5. Convocar a la Tercera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA III) para los días 17 y 18 de noviembre de 2011, en Puerto España, Trinidad y Tobago. 

6. Establecer, a través de la Comisión de Seguridad Hemisférica, un grupo de trabajo que coordine los preparativos para la MISPA III. 

7. Incluir el tema “MISPA III” en el calendario de actividades 2011-2012 de la Comisión de Seguridad Hemisférica con el fin de dar seguimiento a los resultados de la MISPA III y el cumplimiento de los mandatos encomendados a la Secretaría General a través del proceso MISPA. 
8. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa presupuesto de la Organización y otros recursos. 


AG/RES. 2630 (XLI-O/11)

LAS AMÉRICAS COMO ZONA LIBRE DE MINAS TERRESTRES ANTIPERSONAL1/
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,


REITERANDO su profunda preocupación por la presencia en las Américas de miles de minas terrestres antipersonal y de otros dispositivos explosivos sin detonar; 

TENIENDO PRESENTE:


La grave amenaza que representan las minas y otros artefactos explosivos sin detonar para la seguridad, la salud y la vida de las poblaciones civiles locales, así como del personal que participa en los programas y operaciones humanitarios, de mantenimiento de la paz y de rehabilitación; 


Que la presencia de minas es un factor que impide el desarrollo económico y social en las zonas rurales y urbanas; 


Que las minas tienen un impacto humanitario de consecuencias muy graves, que perduran y exigen una asistencia socioeconómica sostenida para las víctimas; y 
Que su eliminación constituye una obligación y una condición necesaria para el desarrollo e integración de los pueblos, en especial de las poblaciones fronterizas, y contribuye a afianzar una estrategia común de lucha contra la pobreza; 


PROFUNDAMENTE PREOCUPADA porque Colombia sigue siendo uno de los países con el mayor número de víctimas por minas terrestres antipersonal en el mundo; 


ALARMADA por el continuo y creciente uso de minas terrestres antipersonal y otros artefactos explosivos improvisados por parte de actores no estatales, en particular, los grupos armados al margen de la ley en Colombia; 

RECONOCIENDO CON SATISFACCIÓN:


Los esfuerzos realizados por Colombia en materia de desminado, en especial el término de las operaciones de limpieza de todas las áreas que habían sido minadas (35 bases militares) por el Estado antes de la firma de la Convención de Ottawa, en cumplimiento del artículo 5 de dicho instrumento jurídico; 

Los esfuerzos que vienen realizando los Estados Miembros para implementar programas integrales de acción contra las minas, incluidas la remoción de minas, la destrucción de arsenales, la rehabilitación física y psicológica de las víctimas y su reintegración, las actividades educativas acerca del riesgo de las minas, y la recuperación socioeconómica de las tierras desminadas; y 

El trabajo que realizan los Gobiernos de Ecuador y Perú en su frontera común, que ha permitido el intercambio de información y el aumento en los niveles de cooperación que constituyen una efectiva medida de fomento de la confianza y la seguridad y un camino para una mayor integración entre sus pueblos; 


Las declaraciones de territorios libres de minas formuladas por las Repúblicas de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Suriname y, recientemente, Nicaragua, y los esfuerzos realizados en cumplimiento de dichas declaraciones;  

ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO la declaración de Centroamérica como zona libre de minas en 2010; 
RECONOCIENDO CON BENEPLÁCITO:


La valiosa contribución de los Estados Miembros, como Argentina, Bolivia, Brasil, Canadá, Chile, Colombia, El Salvador, Estados Unidos, Guatemala, Honduras, Nicaragua,  Trinidad y Tobago y Venezuela (República Bolivariana de), y de los Observadores Permanentes, como Alemania, Australia, Austria, Bélgica, República de Corea, Dinamarca, España, la Federación de Rusia, Francia, Italia, Japón, Noruega, los Países Bajos, el Reino Unido, Suecia y la Unión Europea a los trabajos de desminado a través de la OEA; 
Los valiosos esfuerzos que Ecuador y Perú vienen realizando a fin de lograr que sus territorios estén libres de minas antipersonal y contribuir de esa manera con el objetivo de tener las Américas como una zona libre de minas antipersonal; 


El éxito del Programa de Acción Integral contra las Minas Antipersonal (AICMA), de la Organización de los Estados Americanos (OEA), que a lo largo de más de 18 años ha apoyado actividades de acción humanitaria contra las minas y la destrucción de artefactos explosivos, y ha llevado a cabo campañas para educar a las personas que viven en comunidades afectadas por minas terrestres acerca de los riesgos que éstas presentan y para emprender la rehabilitación física, psicológica y socioeconómica de los sobrevivientes de minas terrestres y sus familias; 


La importante y eficiente labor de coordinación de la Secretaría General, a través del AICMA, junto con la asistencia técnica de la Junta Interamericana de Defensa; y 

La labor de las organizaciones no gubernamentales para avanzar hacia el objetivo de un Hemisferio y un mundo libre de minas terrestres antipersonal, la cual se realiza en muchos casos en cooperación y asociación con los Estados, AICMA y otras entidades internacionales; 

VISTO:


El Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5217/11), en particular la sección relacionada con los temas asignados a la Comisión de Seguridad Hemisférica; y  

El Informe de la Secretaría General sobre la implementación de la resolución AG/RES. 2559 (XL-O/10), “Las Américas como zona libre de minas terrestres antipersonal”; 


RECORDANDO las dieciocho resoluciones de la Asamblea General, desde 1997 hasta 2005, directamente relacionadas con las minas terrestres antipersonal, a las que se hace referencia individualmente en la resolución AG/RES. 2180 (XXXVI-O/06) y que fueron aprobadas por consenso por todos los Estados Miembros; 


RECORDANDO TAMBIÉN que en la Declaración sobre Seguridad en las Américas, aprobada en la Conferencia Especial sobre Seguridad, los Estados del Hemisferio reafirmaron su apoyo para establecer al Hemisferio como una zona libre de minas terrestres antipersonal; y 
TOMANDO NOTA:


De los resultados exitosos de la Décima Reunión de los Estados Parte de la Conferencia de Examen de la Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Producción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción (Convención de Ottawa), celebrada del 29 de noviembre al 3 de diciembre de 2010, en Ginebra, Suiza, y el compromiso hemisférico con la Convención, mediante el nombramiento de Canadá como co-presidente del Comité Permanente de Status General y Operación de la Convención, y de Colombia como co-presidente del Comité Permanente de Desminado, Educación sobre el Riesgo de las Minas y Tecnologías de Acción contra las Minas y Perú como co-relator del Comité Permanente del Estado General de Aplicación de la Convención de Ottawa; y 

De la consideración que se ha hecho en años anteriores de conceder prórrogas a Estados Miembros de la OEA que así lo han solicitado, conforme al artículo 5 de la Convención de Ottawa y tomando nota de su compromiso de seguir trabajando para librar sus territorios de las minas antipersonal; y 

De la reciente consideración de conceder prórrogas a Colombia, Estado Miembro de la OEA que así lo solicitó, conforme al artículo 5 de la Convención de Ottawa, en la X Reunión de Estados Parte de la Convención, y tomando nota de su compromiso de seguir trabajando para librar su territorio de las minas antipersonal, las cuales son sembradas de manera continua e indiscriminada por parte de los grupos armados al margen de la ley, 

RESUELVE:

1.
Renovar su apoyo a los esfuerzos de los Estados Miembros por librar a sus territorios de minas terrestres antipersonal y destruir las existencias, y por convertir a las Américas en la primera zona libre de minas terrestres antipersonal del mundo. 

2.
Instar a los Estados Parte que solicitaron prórrogas en virtud del artículo 5 de la Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Producción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción (Convención de Ottawa) y que les fueron otorgadas a que realicen todos los esfuerzos necesarios para cumplir con sus obligaciones en los plazos establecidos. 
3.
Subrayar la responsabilidad de todos los Estados Miembros de continuar su vital cooperación en el área de acción contra las minas como una prioridad nacional, subregional y regional y, como una manera de promover la confianza y la seguridad, y de elaborar declaraciones sobre las metas por alcanzar, contribuir con recursos y colaborar con el Programa de Acción Integral contra las Minas Antipersonal (AICMA) de la Organización de los Estados Americanos (OEA). 

4.
Instar a la comunidad internacional de donantes a que continúe brindando apoyo humanitario a la rehabilitación de las víctimas y actividades permanentes de desminado, según corresponda, en Chile, Colombia, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Nicaragua y Perú. 
5.
Exhortar a los Estados Miembros, Observadores Permanentes, organismos internacionales y a la comunidad internacional en general, a que sigan otorgando su apoyo técnico y financiero para la continuación del programa de desminado humanitario combinado de Ecuador y Perú en su frontera común, el cual constituye un ejemplo exitoso de cooperación internacional y una efectiva medida de fomento de la confianza y la seguridad. 

6.
Condenar decididamente, de acuerdo con los principios y normas del derecho internacional humanitario, el empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal por parte de los actores no estatales, hechos que ponen en grave riesgo a la población de los países afectados, y hacer un enérgico llamamiento a los actores no estatales a que observen la norma internacional establecida por la Convención de Ottawa de facilitar el progreso hacia un mundo libre de minas. 

7.
Condenar asimismo el uso de minas terrestres antipersonal y artefactos explosivos improvisados por parte de actores no estatales, en particular los grupos armados al margen de la ley en Colombia. 

8.
Invitar a todos los Estados Parte a que participen en la Décimo primera Reunión de los Estados Parte de la Convención de Ottawa, del 28 de noviembre al 2 de diciembre de 2011, en Phnom Penh, Camboya, como una forma de demostrar su continuo compromiso con los objetivos de dicha convención. 
9.
Celebrar el apoyo que han demostrado treinta y tres Estados Miembros del Hemisferio mediante su ratificación de la Convención de Ottawa, y alentar a los gobiernos a que sigan trabajando en el área de acción contra las minas de acuerdo con esta Convención y sus planes de acción contra las minas, con el objetivo de cumplir los plazos de desminado de conformidad con el artículo 5 de la Convención. 
10.
Instar a los Estados que aún no lo hayan hecho a que ratifiquen o consideren adherirse, lo antes posible, a la Convención de Ottawa a fin de asegurar su aplicación plena y eficaz. 
11.
Hacer un llamamiento a todos los Estados Parte y a los Estados que no son parte que comparten los objetivos de la Convención de Ottawa a que tomen todas las medidas necesarias en los ámbitos nacional, subregional, regional e internacional para dar cumplimento a los compromisos establecidos en la Declaración de Cartagena: Un compromiso compartido por un mundo libre de minas e implementar el Plan de Acción de Cartagena 2010-2014: Poner fin al sufrimiento causado por las minas antipersonal. 
12.
Reiterar la importancia de la participación de todos los Estados Miembros en el Registro de Minas Terrestres Antipersonal de la OEA, a más tardar el 15 de abril de cada año, en cumplimiento de la resolución AG/RES. 1496 (XXVII-O/97) y felicitar a los Estados Miembros que han proporcionado regularmente sus informes con este fin, encomendando que proporcionen al Secretario General de la OEA una copia de los informes sobre medidas de transparencia presentados al Secretario General de las Naciones Unidas conforme al artículo 7 de la Convención de Ottawa. En este sentido, y recogiendo el espíritu de la Convención de Ottawa, invitar a los Estados Miembros que aún no son parte a que consideren proporcionar en forma voluntaria esta información. 


13.
Instar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que se conviertan, lo antes posible, en Estado Parte del Protocolo II enmendado de la Convención de las Naciones Unidas de 1980 sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que Puedan Considerarse Excesivamente Nocivas o de Efectos Indiscriminados y de los otros cuatro protocolos, y solicitar a los Estados Miembros que informen al Secretario General cuando así hayan procedido. 

14.
Solicitar a la Junta Interamericana de Defensa que continúe prestando asesoría técnica al Programa AICMA. 

15.
Encomendar a la Secretaría General que siga prestando, de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos, el apoyo necesario a los Estados Miembros para continuar los programas de desminado y los encaminados a la educación preventiva de la población civil, la rehabilitación de las víctimas y sus familias, y la recuperación socioeconómica de las zonas desminadas. 

16.
Reiterar el mandato otorgado a la Secretaría General para que, a través del Programa AICMA, continúe con sus esfuerzos ante los Estados Miembros, Observadores Permanentes, otros Estados y organizaciones donantes, para la identificación y obtención de los recursos financieros voluntarios para los programas de desminado y acción integral contra las minas antipersonal que ejecuten los Estados Miembros en sus respectivos territorios, así como para continuar cooperando en los proyectos de asistencia a la acción integral contra las minas antipersonal, incluidos el desminado humanitario, la rehabilitación física y psicológica de las víctimas y sus familias, la educación preventiva y la recuperación socioeconómica de las zonas desminadas, a pedido de los Estados y en estrecha coordinación con las autoridades nacionales con miras a fortalecer sus capacidades y dar sostenibilidad en el tiempo a dichos programas. 

17.
Solicitar al Secretario General que transmita la presente resolución al Secretario General de las Naciones Unidas y a otras organizaciones internacionales que estime pertinentes. 

18.
Solicitar al Consejo Permanente y a la Secretaría General que informen a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 
NOTA DE PIE DE PÁGINA

1.
legado pernicioso de las minas terrestres. Estados Unidos continuará respaldando los esfuerzos de la OEA para eliminar la amenaza humanitaria de todas las minas terrestres persistentes y declarar a los países “libres del impacto de las minas”. Además, Estados Unidos está realizando un examen integral de su política sobre minas terrestres antipersonal. Estados Unidos lamenta que en esta resolución no se condene, por nombre, el uso de minas terrestres en Colombia por parte de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), de una manera similar a la resolución CP/RES. 837 (1354/03), “Condena a actos terroristas en Colombia”, la cual fue aprobada el 12 de febrero de 2003 por el Consejo Permanente de la OEA. El 14 de agosto de 2007, Estados Unidos condenó el uso continuo y creciente de minas terrestres y otros artefactos explosivos por parte de las FARC después de que las Naciones Unidas, un grupo de organizaciones no gubernamentales fidedignas y la prensa señalaron a las FARC como el “más grande grupo armado no estatal y el mayor utilizador de minas”.


AG/RES. 2631 (XLI-O/11)

APOYO A LAS ACTIVIDADES DE LA JUNTA INTERAMERICANA DE DEFENSA
/
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)

LA ASAMBLEA GENERAL,


VISTO el Informe Anual de la Junta Interamericana de Defensa (JID) a la Asamblea General (CP/doc.4545/11); 


RECORDANDO la resolución AG/RES. 1 (XXXII-E/06), “Estatuto de la Junta Interamericana de Defensa”, aprobada el 15 de marzo de 2006, y las resoluciones AG/RES. 2300 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2400 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2482 (XXXIX-O/09) y AG/RES. 2573 (XL-O/10), “Apoyo a las actividades de la Junta Interamericana de Defensa”; 


RECORDANDO ASIMISMO que la Junta Interamericana de Defensa (JID) carece de naturaleza operativa y que en su Estatuto se establece que el propósito de la JID consiste en prestar a la Organización de los Estados Americanos (OEA) y a sus Estados Miembros servicios de asesoramiento técnico, consultivo y educativo sobre temas relacionados con asuntos militares y de defensa en el Hemisferio para contribuir al cumplimiento de la Carta de la Organización de los Estados Americanos; 


ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO los compromisos continuos en materia de recursos humanos y de otra índole asumidos por los Estados Miembros de la JID al ocupar los cargos de elección establecidos en el Estatuto de la JID; 
REITERANDO el valioso papel y contribución de la JID en los temas relacionados con asuntos militares y defensa a los órganos de la OEA y a las dependencias de la Secretaría General y a los Estados Miembros; 

REITERANDO ASIMISMO la importancia de los cursos académicos avanzados ofrecidos por el Colegio Interamericano de Defensa a oficiales militares y funcionarios civiles de los Estados Miembros de la OEA y de los Observadores Permanentes; 

TOMANDO NOTA de los informes presentados a la CSH en cumplimiento de la resolución AG/RES. 2573 (XL-O/10): “Informe de la Presidencia del Grupo de Trabajo Informal para Reflexionar sobre el Tema de la Junta Interamericana de Defensa” (CP/CSH-1267/10 corr. 1) y “Evaluación Institucional de los Servicios que la Junta Interamericana de Defensa puede ofrecer a los Estados Miembros de Conformidad con su Estatuto” (CP/CSH-1266/10); 
ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO las medidas adoptadas para aumentar la coordinación entre la JID y la OEA mediante el establecimiento de funcionarios de enlace; 


RECONOCIENDO TAMBIÉN la asistencia técnica que la JID brinda al Programa de Acción Integral contra Minas Antipersonal (AICMA); 
TOMANDO NOTA de la resolución AG/RES. 2446 (XXXIX-O/09), “Apoyo a la Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas para almacenar su memoria institucional”, y de los avances alcanzados en los compromisos contenidos en esta resolución; y 
TOMANDO NOTA TAMBIÉN de la Declaración de Santa Cruz de la Sierra de la Décima Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas, celebrada en Santa Cruz de la Sierra, Bolivia los días 22 al 25 de noviembre de 2010, 
RESUELVE:

1. Instar a los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) que aún no forman parte de la Junta Interamericana de Defensa (JID) a que adquieran la condición de miembros. 

2. Alentar a la JID a que, en cumplimiento de su Estatuto, siga brindando oportuna asistencia técnica, consultiva y educativa, en temas relacionados con asuntos militares y de defensa a los Estados Miembros, a los órganos de la OEA y las dependencias de la Secretaría General que lo soliciten. 

3. Alentar a los Estados Miembros para que fortalezcan y apoyen a la Secretaría de la JID, proporcionando funcionarios civiles y oficiales militares con las habilidades y conocimientos necesarios para que continúe cumpliendo con sus funciones. 

4. Invitar a todos los Estados Miembros de la OEA para que continúen promoviendo la participación por lo menos un estudiante por año de su país en los cursos académicos y seminarios avanzados que ofrece el Colegio Interamericano de Defensa (CID). 

5. Exhortar al Consejo de Delegados de la JID para que continúe fortaleciendo su cooperación con la OEA a través de la Comisión de Seguridad Hemisférica (CSH), coordinando su calendario anual de actividades y la presentación de su Plan de Trabajo Anual aprobado a la OEA a través de la CSH, a más tardar en septiembre de cada año. 

6. Alentar a la Secretaría de la JID y a la Secretaría de Seguridad Multidimensional para que continúen fortaleciendo sus canales de comunicación. 

7. Solicitar a la Secretaría de la JID y a la Secretaría de Seguridad Multidimensional para que colaboren, cuando corresponda, en la implementación de  mandatos en materia de defensa. 

8. Invitar a los Estados Miembros para que busquen y soliciten a la JID que realice estudios, análisis e informes sobre asuntos de conformidad con su Estatuto. 

9. Solicitar a la JID que continúe reportando sobre su análisis y revisión de los servicios de asistencia técnica, consultiva y educativa que la JID pueda brindar a los Estados Miembros de conformidad con su Estatuto presentando un informe a la CSH, a más tardar el 1 de diciembre de 2011. 

10. Solicitar a la JID que continúe prestando asesoría técnica al Programa de Acción Integral contra Minas Antipersonal (AICMA), e invitar a los Estados Miembros a continuar contribuyendo con especialistas para el equipo de monitores internacionales de la JID.
11. Solicitar a la JID que, de conformidad con su Estatuto, elabore y presente a la CSH, antes del próximo período ordinario de sesiones de la Asamblea General, un plan para mejorar, tomando en consideración los mecanismos e instancias existentes en los planos multilateral, regional y subregional, la orientación y asesoría que ofrece al sistema interamericano encaminados a mejorar las capacidades de respuesta en casos de desastres en el Hemisferio, según corresponda. 

12. Instruir a la JID que participe en los foros de defensa regionales e internacionales en curso, incluidos, pero sin limitarse a, la Conferencia de Ejércitos Americanos (CEA), la Conferencia Naval Interamericana, el Sistema de Cooperación entre las Fuerzas Aéreas Americanas (SICOFAA) y la Conferencia de las Fuerzas Armadas Centroamericanas (CFAC), y que informe sobre el desarrollo de sus reuniones a la CSH y considere fortalecer la cooperación con ellos. 

13. Solicitar a la JID que apoye a la Secretaría pro témpore de la Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas, a petición del país sede, con el fin de que cumpla con lo establecido en el artículo 25 del Reglamento de la Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas. 

14. Solicitar a la JID que colabore con la Secretaría General de la OEA a fin de fomentar la participación de los Estados Miembros en lo que se refiere a la presentación de informes sobre la aplicación de las medidas de fomento de la confianza y la seguridad, de conformidad con la lista consolidada de medidas aprobada por la CHS (CP/CSH-1043/08 rev. 1) y el formato aprobado en el Cuarto Foro sobre Medidas de Fomento de la Confianza y de la Seguridad (CSH/Foro-IV/doc.07/10). 

15. Solicitar a la JID que colabore con la Secretaría General de la OEA en la plena implementación de la Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales. 

16. Exhortar a la Secretaría General de la OEA que considere solicitar a la JID servicios de asesoramiento técnico para el manejo, aseguramiento y destrucción de arsenales de armas en sus proyectos en la materia, de conformidad con su Estatuto.  

17. Invitar a los Estados Miembros, Observadores Permanentes y otros donantes a que, a través de contribuciones voluntarias, respalden las actividades emprendidas por la JID en el cumplimiento de su propósito y funciones. 

18. Alentar a la JID para que continúe sus esfuerzos para procurar recursos y fondos y para que solicite a la Secretaría General de la OEA que ayude a facilitar los esfuerzos de la JID en esta materia. 

19. Exhortar a los Estados Miembros para que continúen proporcionando a la JID los recursos financieros y humanos necesarios con el fin de fortalecer esta institución. y fomentar la formación académica de funcionarios civiles y oficiales militares en el Colegio Interamericano de Defensa. 

20. Solicitar a la Secretaría General que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

NOTA DE PIE DE PÁGINA

1. …a la soberanía, la independencia, la institucionalidad y el ordenamiento jurídico del país.

AG/RES. 2632 (XLI-O/11)

FUTURO DE LA MISIÓN Y FUNCIONES DE LOS INSTRUMENTOS Y COMPONENTES DEL SISTEMA INTERAMERICANO DE DEFENSA
/
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)

LA ASAMBLEA GENERAL,


TOMANDO NOTA de la Declaración de Santa Cruz de la Sierra de la Novena Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas, celebrada en Santa Cruz de la Sierra, Bolivia los días 22 al 25 de noviembre de 2010, que recomendó a la OEA que se convoque a una conferencia sobre el futuro de la misión y funciones de los instrumentos y componentes del sistema interamericano de defensa,

RESUELVE:

21. Encomendar al Consejo Permanente iniciar el proceso de gestiones y consultas pertinentes a fin de considerar la convocatoria a una conferencia especial sobre el futuro de la misión y funciones de los instrumentos y componentes del sistema interamericano de defensa, conforme la recomendación efectuada por la IX Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas.

22. Solicitar a la Secretaría General que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

1.
…Nicaragua no está de acuerdo en que la JID intervenga en asuntos de naturaleza militar o de otra índole que implicaren un menoscabo a la soberanía, la independencia, la institucionalidad y el ordenamiento jurídico del país.

AG/RES. 2633 (XLI-O/11)

APOYO Y SEGUIMIENTO DEL PROCESO DE CUMBRES DE LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO EN CUENTA las iniciativas emanadas de la Primera Cumbre de las Américas (Miami, 1994), la Cumbre de las Américas sobre Desarrollo Sostenible (Santa Cruz de la Sierra, 1996), la Segunda Cumbre de las Américas (Santiago, 1998), la Tercera Cumbre de las Américas (ciudad de Quebec, 2001), la Cumbre Extraordinaria de las Américas (Monterrey, 2004), la Cuarta Cumbre de las Américas (Mar del Plata, 2005) y la Quinta Cumbre de las Américas (Puerto España, 2009);

TENIENDO PRESENTE la Declaración de Compromiso de Puerto España de la Quinta Cumbre de las Américas, celebrada en la República de Trinidad y Tobago, del 17 al 19 de abril de 2009
/;

TENIENDO PRESENTE TAMBIÉN la Declaración del Presidente de la Quinta Cumbre de las Américas, Excelentísimo señor Patrick Manning, Primer Ministro de la República de Trinidad y Tobago; 

RECORDANDO que, mediante la resolución AG/RES. 1349 (XXV-O/95), la Asamblea General estableció una Comisión Especial del Consejo Permanente sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y que el Consejo Permanente, en su sesión del 31 de julio de 2002, decidió fusionarla con la Comisión para la Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA, convirtiéndolas en la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC), con el fin de asegurar un seguimiento eficaz, oportuno y apropiado de las actividades encomendadas a la Organización de los Estados Americanos (OEA) por las Cumbres de las Américas y coordinar la preparación, participación y seguimiento por parte de la OEA en futuras Cumbres;

TENIENDO EN CUENTA el reconocimiento, en la Tercera Cumbre de las Américas, de la función que cumple la CISC como coordinadora de los esfuerzos de la OEA en apoyo al proceso de Cumbres de las Américas y como foro para que la sociedad civil contribuya a dicho proceso, así como en el establecimiento de la Secretaría de Cumbres;

RECORDANDO que en las Cumbres de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno han reconocido el importante papel de la OEA en la implementación de las decisiones de las Cumbres de las Américas y como secretaría técnica del proceso de Cumbres;
RECONOCIENDO la labor del Grupo de Trabajo Conjunto de Cumbres (GTCC), integrado por la OEA, el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), la Organización Panamericana de la Salud (OPS), el Banco Mundial, el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (IICA), el Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE), la Corporación Andina de Fomento (CAF), el Banco de Desarrollo del Caribe (BDC), la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD);

RECONOCIENDO TAMBIÉN el cada vez mayor énfasis que dan los Jefes de Estado y de Gobierno a la importancia del seguimiento coordinado, oportuno y eficaz de los mandatos de las Cumbres de las Américas;

RECORDANDO que en la reunión ministerial del Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres (GRIC), celebrada en el marco del cuadragésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General, llevado a cabo en Lima, Perú, en junio de 2010, el Secretario General de la OEA puso en marcha la Comunidad Virtual de Cumbres de las Américas (CVC) como un instrumento para modernizar los mecanismos de diálogo entre los actores involucrados en el proceso de Cumbres; y


RECORDANDO TAMBIÉN que la Sexta Cumbre de las Américas se llevará a cabo en la ciudad de Cartagena, Colombia, los días 14 y 15 de abril de 2012,

RESUELVE:

1. Exhortar a los Estados Miembros a continuar implementando los compromisos de las Cumbres de las Américas así como a promoverlos y difundirlos dentro de sus respectivas administraciones nacionales.

2. Renovar el mandato dado a la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC) de coordinar las actividades encargadas a la Organización de los Estados Americanos (OEA) por las Cumbres de las Américas.

3. Solicitar a la CISC que, en un plazo de 60 días contados desde la culminación de la Cumbre de las Américas, presente un informe de las actividades encargadas a la OEA por la Cumbre en una sesión conjunta del Consejo Permanente y el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), de manera que ambos órganos promuevan su prioritaria incorporación en los programas de la Organización y la formalización de este encargo.
4. Encomendar a los órganos, organismos y entidades de la Organización que continúen otorgando la mayor prioridad al cumplimiento de las iniciativas asignadas a ellos por la Asamblea General, de acuerdo con los mandatos de las Cumbres de las Américas, y que informen al respecto regularmente, según corresponda, al Consejo Permanente, al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) y a la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC).

5. Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría de Cumbres, continúe actuando como memoria institucional y secretaría del proceso de Cumbres de las Américas, brindando asesoría al país sede de la Cumbre y a los Estados Miembros,  según lo soliciten, en general, en todos los aspectos relacionados con el proceso de Cumbres, apoyando el seguimiento y difusión de los mandatos de las Cumbres, ofreciendo apoyo a los Estados Miembros para la implementación de los mandatos existentes y futuros de las Cumbres, y apoyando las actividades de preparación y coordinación técnica de la próxima Cumbre de las Américas, la cual se llevará a cabo los días 14 y 15 de abril de 2012.

6. Encomendar al Consejo Permanente que continúe promoviendo y facilitando la participación de actores sociales, incluyendo la sociedad civil, organizaciones laborales, grupos indígenas, el sector privado y la juventud en el proceso de Cumbres de las Américas y en actividades relacionadas con los temas asignados a la OEA por dicho proceso, así como los esfuerzos de los Estados Miembros por fomentar dicha participación.

7. Instar a los Estados Miembros para que, a través del GRIC, informen sobre el cumplimiento y seguimiento de los compromisos establecidos  en la Declaración de Compromiso de Puerto España, así como de los compromisos asumidos en Cumbres anteriores, cuya implementación aún continua.

8. Solicitar a la Secretaría de Cumbres que continúe informando a la CISC  y al GRIC sobre las actividades y programas que se llevan a cabo en apoyo de los esfuerzos de los Estados Miembros para implementar los mandatos de las Cumbres, y que informen a la CISC sobre los aportes técnicos preparados por la Secretaría General de la OEA sobre el proceso de Cumbres, incluidos los informes sobre las reuniones ministeriales interamericanas relacionadas con el proceso de Cumbres.

9. Encomendar a la Secretaría General que, a través del Grupo de Trabajo Conjunto de Cumbres (GTCC), presidido por la Secretaría de Cumbres, continúe coordinando y promoviendo la implementación y seguimiento de los mandatos de Cumbres de las Américas en las instituciones del GTCC, y que, por lo menos una vez por año, celebre una reunión de los jefes de instituciones para examinar los avances logrados y planificar acciones conjuntas, como complemento de las reuniones interinstitucionales de rutina, y preste su asistencia para las actividades preparatorias de la próxima Cumbre de las Américas, a celebrarse en 2012.

10. Con el fin de fortalecer el Proceso de Cumbres de las Américas así como su vínculo con las reuniones ministeriales interamericanas:

· Instar a los Estados Miembros a que mejoren la coordinación intersectorial entre ministerios y autoridades;

· Encomendar a la Secretaría de Cumbres acompañar las reuniones ministeriales y que, cuando lo soliciten, brinde a asesoría técnica a los Estados Miembros sobre la forma de fortalecer la coordinación interna en materia de implementación de los mandatos de las Cumbres;

· Instar a los países que sean sede de reuniones ministeriales interamericanas a que colaboren con la Secretaría de Cumbres para asegurar que se dé seguimiento a los mandatos pertinentes emanados de las Cumbres de las Américas y, según corresponda, preparen futuras Cumbres.

11. Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría de Cumbres, ofrezca pleno apoyo al Gobierno de la República de Colombia en los preparativos para la Sexta Cumbre de las Américas, programada para los días 14 y 15 de abril de 2012, en la ciudad de Cartagena.

12. Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría de Cumbres y los Estados Miembros, realice esfuerzos para promover y difundir los mandatos, compromisos y resultados emanados de las Cumbres de las Américas entre los actores involucrados en el proceso de Cumbres para que éstos contribuyan a su implementación.

13. Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría de Cumbres, se esfuerce por continuar explorando e implementando en el proceso de Cumbres de las Américas métodos para promover y aumentar el conocimiento y la participación de los actores sociales en dicho proceso, a través del uso de la Comunidad Virtual de Cumbres de las Américas (CVC) y otras tecnologías de la información y la comunicación (TIC).

14. Solicitar a la Secretaría de Cumbres que continúe trabajando con los Estados Miembros en la implementación y seguimiento de los mandatos de las Cumbres,  incluida la promoción del uso del Sistema de Seguimiento de las Cumbres de las Américas (SISCA).

15. Exhortar a los Estados Miembros a que continúen contribuyendo al Fondo Específico del Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres destinado a financiar las actividades del Grupo.

16. Solicitar a la Secretaría General que fortalezca la Secretaría de Cumbres proporcionándole los recursos humanos y financieros para cumplir de manera eficiente y efectiva con su papel de secretaría técnica del proceso de Cumbres de las Américas.

17. Encomendar a la Secretaría General que ejecute las acciones mencionadas en esta resolución de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos, y encomendar al Secretario General que busque fondos voluntarios adicionales para llevar a cabo las actividades mencionadas en esta resolución.

18. Encomendar a la Secretaría General que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.

1.
…evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.

AG/RES. 2634 (XLI-O/11)

SEGUIMIENTO Y EJECUCIÓN DE LOS MANDATOS EMANADOS DE LA DECLARACIÓN DE COMPROMISO DE PUERTO ESPAÑA, APROBADA EN LA QUINTA CUMBRE
DE LAS AMÉRICAS
/
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las resoluciones AG/RES. 2190 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2338 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2393 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2520 (XXXIX-O/09) y AG/RES. 2563 (XL-O/10), “Apoyo y seguimiento del proceso de Cumbres de las Américas”;

CONSIDERANDO:


Que la Quinta Cumbre de las Américas se celebró en Puerto España, Trinidad y Tobago, del 17 al 19 de abril de 2009, bajo el lema “Asegurar el futuro de nuestros ciudadanos promoviendo la prosperidad humana, la seguridad energética y la sostenibilidad ambiental”;


Que las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno aprobaron la Declaración de Compromiso de Puerto España, en la cual manifiestan, entre otros, su determinación de intensificar la lucha contra la pobreza, el hambre, la exclusión social, la discriminación y la desigualdad para mejorar las condiciones de vida de los pueblos del Hemisferio y alcanzar el desarrollo y la justicia social; 

Que la Declaración del Presidente de la Quinta Cumbre de las Américas, Excelentísimo señor Patrick Manning, Primer Ministro de la República de Trinidad y Tobago, emitida el 19 de abril de 2009, registra las discusiones de las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno sostenidas durante el Retiro de los Líderes celebrado el 19 de abril de 2009;

Que las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno reconocieron que los temas de la prosperidad humana, seguridad energética y sostenibilidad ambiental están estrechamente entrelazados y que es esencial contar con un marco integrado y coherente de políticas para cumplir con los compromisos asumidos en la Declaración de Compromiso de Puerto España para con los pueblos de las Américas;
Que el proceso de Cumbres de las Américas y las iniciativas y mandatos adoptados en la Primera Cumbre de las Américas (Miami, 1994), la Cumbre de las Américas sobre Desarrollo Sostenible (Santa Cruz de la Sierra, 1996), la Segunda Cumbre de las Américas (Santiago, 1998), la Tercera Cumbre de las Américas (ciudad de Quebec, 2001), la Cumbre Extraordinaria de las Américas (Monterrey, 2004), la Cuarta Cumbre de las Américas (Mar del Plata, 2005) y la Quinta Cumbre de las Américas (Puerto España, 2009) han establecido prioridades políticas, económicas y sociales para el Hemisferio que definen la agenda interamericana;
Que la Organización de los Estados Americanos (OEA) es el principal foro político para el diálogo y la cooperación entre los países del Hemisferio y que las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno han reconocido su función central en el apoyo a la implementación de los mandatos de la Cumbre;

Que la Asamblea General de la OEA ha encomendado a la Secretaría General que en todas las reuniones ministeriales considere los mandatos y directrices de las Cumbres con el fin de asegurar que las prioridades y resoluciones adoptadas por los ministros estén armonizadas con los compromisos de las Cumbres;

Que las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno también instaron a la Secretaría General, en virtud de su función central de apoyo y ejecución de los mandatos emanados de la Cumbre, en coordinación con el Grupo de Trabajo Conjunto de Cumbres (GTCC), a que presente de forma anual un informe completo al Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres (GRIC) sobre las acciones realizadas y avances alcanzados en todas las reuniones ministeriales interamericanas en apoyo de los objetivos de la Cumbre; y

Que, asimismo, las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno encomendaron a las instituciones integrantes del GTCC que formulen programas de acción coordinados tendientes a alcanzar los objetivos de las Américas según lo establece la Declaración de Compromiso de Puerto España; y

RECONOCIENDO

La importancia de la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC), del Consejo Permanente, cuyo mandato es coordinar las actividades que las Cumbres de las Américas asignan a la Organización así como la participación de la sociedad civil en las actividades de la OEA y el proceso de Cumbres; y
Que la Secretaría de Cumbres ha desarrollado instrumentos útiles para facilitar la elaboración de informes sobre implementación,
RESUELVE:

1. Reafirmar los compromisos asumidos por las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno en la Declaración de Compromiso de Puerto España, aprobada en la Quinta Cumbre de las Américas.

2. Exhortar a los Estados Miembros y solicitar a la Secretaría General a que continúen ejecutando, promoviendo y difundiendo los mandatos establecidos en la Declaración de Compromiso de Puerto España, aprobada en la Quinta Cumbre de las Américas.

3. Encomendar a la Secretaría General que continúe coordinando con otros órganos y entidades de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y con las instituciones que integran el Grupo de Trabajo Conjunto de Cumbres (GTCC) el seguimiento de los mandatos establecidos en la Declaración de Compromiso de Puerto España, aprobada en la Quinta Cumbre de las Américas.

4. Tener presente el contenido de la Declaración del Presidente de la Quinta Cumbre de las Américas, Excelentísimo señor Patrick Manning, Primer Ministro de la República de Trinidad y Tobago, en la que se informa sobre los debates de las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno, sobre la reintegración de Cuba al sistema interamericano, la crisis financiera mundial, la Declaración de Compromiso de Puerto España y Haití.

5. Alentar a los órganos, organismos y entidades del sistema interamericano, así como a los organismos del sistema de las Naciones Unidas y otras instituciones que integran el GTCC a que den prioridad a la ejecución de las iniciativas contenidas en la Declaración de Compromiso de Puerto España de la Quinta Cumbre de las Américas, y a que informen periódicamente a la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC) sobre el progreso alcanzado en la implementación de los mandatos adoptados y los compromisos asumidos.

6. Encomendar a la Secretaría de Cumbres que utilice y promueva, mediante capacitaciones a los Estados Miembros, cuando fuese necesario, el Sistema de Seguimiento de las Cumbres de las Américas (SISCA) para facilitar a los Estados Miembros y a las instituciones asociadas del Grupo de Trabajo Conjunto de Cumbres la presentación de informes acerca de las acciones y avances registrados en la implementación de los mandatos emanados de las Cumbres, y que provea actualizaciones a la CISC y al Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres (GRIC) sobre la implementación y seguimiento de los compromisos asumidos en la Declaración de Compromiso de Puerto España.

7. Solicitar a la Secretaría General que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

1.
…evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.


AG/RES. 2635 (XLI-O/11)

AUMENTO Y FORTALECIMIENTO DE LA PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL Y LOS ACTORES SOCIALES EN LAS ACTIVIDADES DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS Y EN EL PROCESO DE CUMBRES DE LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5217/11), en lo que se refiere a las actividades de la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC);

TENIENDO EN CUENTA la resolución AG/RES. 2612 (XL-O/10), “Aumento y Fortalecimiento de la Participación de la Sociedad Civil y los Actores Sociales en las Actividades de la Organización de los Estados Americanos y en el Proceso de Cumbres de las Américas”;

RECORDANDO que la participación de la sociedad civil y otros actores sociales en las actividades de la Organización de los Estados Americanos (OEA) debe desarrollarse dentro de un marco de estrecha colaboración entre los órganos políticos e institucionales de la Organización y en cumplimiento con lo establecido en la Carta de la Organización de los Estados Americanos y la resolución CP/RES. 759 (1217/99), “Directrices para la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA”;

TOMANDO EN CONSIDERACIÓN las “Estrategias para Incrementar y Fortalecer la Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA”, aprobadas por el Consejo Permanente mediante la resolución CP/RES. 840 (1361/03) y ratificadas por la Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03), que solicitan “a la Comisión de Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC) que dé seguimiento a estas estrategias, evalúe su implementación y, eventualmente, proponga modificaciones a las mismas o nuevos mecanismos que permitan aumentar y fortalecer la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la Organización”;

CONSIDERANDO que el proceso de Cumbres de las Américas alienta la plena participación de la sociedad civil y otros actores sociales y que, en la Declaración de Nuevo León, los Jefes de Estado y de Gobierno se comprometieron a institucionalizar los encuentros con la sociedad civil, el sector académico y el sector privado; y que más recientemente, mediante la resolución AG/RES. 2315 (XXXVII-O/07), “Participación de los representantes de los trabajadores en las actividades de la Organización de los Estados Americanos”, los ministros de relaciones exteriores acordaron sostener un diálogo con los representantes de los trabajadores, reconocidos como tales en virtud de la legislación o las prácticas internas, antes de las sesiones inaugurales de la Asamblea General y de las Cumbres de las Américas, a fin de que dichos representantes puedan formular recomendaciones y propuestas sobre iniciativas relacionadas con el tema de la Asamblea General o la Cumbre de las Américas y dirigidas a los Estados Miembros y a la OEA; 

TENIENDO EN CUENTA que la Declaración de Mar del Plata reconoce el papel central de la OEA en la coordinación de la participación de la sociedad civil en el proceso de Cumbres de las Américas;

DESTACANDO que, en el párrafo 94 de la Declaración de Compromiso de Puerto España, las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno se comprometieron “a continuar incentivando la participación de nuestros pueblos, mediante la actuación ciudadana, comunitaria y de la sociedad civil, en el diseño y ejecución de políticas y programas de desarrollo, proporcionando asistencia técnica y financiera, según corresponda, y de acuerdo con la legislación nacional, para reforzar y desarrollar su capacidad de participar de una forma más plena en el sistema interamericano”;
/

RECORDANDO la resolución AG/RES. 2563 (XL-O/10) “Apoyo y Seguimiento del Proceso de Cumbres de las Américas”, la cual encomienda al Consejo Permanente que continúe promoviendo y facilitando la participación de actores sociales, incluyendo la sociedad civil, organizaciones laborales, grupos indígenas, el sector privado y la juventud en el proceso de Cumbres de las Américas y en actividades relacionadas con los temas asignados a la OEA por dicho proceso, así como los esfuerzos de los Estados Miembros por fomentar dicha participación.

RECONOCIENDO los esfuerzos realizados por el país anfitrión de la Sexta Cumbre de las Américas a realizarse en Cartagena de Indias, Colombia en Abril 14-15 de 2012,  para alentar, promover y facilitar la participación de la sociedad civil y de los actores sociales en las actividades preparatorias de la Sexta Cumbre de las Américas y en la Cumbre misma;


CONSIDERANDO que los artículos 6 y 26 de la Carta Democrática Interamericana establecen respectivamente que “la participación de la ciudadanía en las decisiones relativas a su propio desarrollo es un derecho y una responsabilidad. Es también una condición necesaria para el pleno y efectivo ejercicio de la democracia. Promover y fomentar diversas formas de participación fortalece la democracia”, y que “la OEA continuará desarrollando programas y actividades dirigidos a promover los principios y prácticas democráticas y fortalecer la cultura democrática en el Hemisferio, considerando que la democracia es un sistema de vida fundado en la libertad y el mejoramiento económico, social y cultural de los pueblos. La OEA mantendrá consultas y cooperación continua con los Estados Miembros, tomando en cuenta los aportes de organizaciones de la sociedad civil que trabajen en esos ámbitos”;


TOMANDO NOTA del Fondo Específico de contribuciones voluntarias para financiar la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA y en el proceso de Cumbres de las Américas, mediante la resolución CP/RES. 864 (1413/04), con el fin de apoyar la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA, incluido el Diálogo de los Jefes de Delegación de los Estados Miembros, el Secretario General y los representantes de las organizaciones de la sociedad civil, el cual se ha incluido en el proyecto de calendario de los períodos ordinarios de sesiones de la Asamblea General antes de la sesión inaugural como una actividad regular, como lo estipula la resolución AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03);


TENIENDO EN CUENTA la resolución AG/RES. 2395 (XXXVIII-O/08) “Aumento y Fortalecimiento de la Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la Organización de los Estados Americanos y en el Proceso de Cumbres de las Américas”, la cual instruye a la Secretaría General a elaborar una estrategia coordinada para fomentar la participación de la sociedad civil en las actividades de la OEA, para la consideración de los Estados Miembros;

TOMANDO NOTA TAMBIÉN DE:


 Las contribuciones y recomendaciones recibidas de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales durante la etapa preparatoria, las actividades inmediatamente anteriores a las Cumbres, así como los aportes y contribuciones que ellos proveen en seguimiento de los compromisos y en el proceso de implementación de la Quinta Cumbre de las Américas; 

Las recomendaciones del VIII Foro Hemisférico de la Sociedad Civil, realizado en Washington, D.C., el 25 y 26 de abril de 2011, sobre el tema del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General “Seguridad Ciudadana en las Américas”, los asuntos prioritarios de la agenda interamericana y la Carta Democrática Interamericana (CDI) con ocasión de su décimo aniversario, así como la reunión especial con la sociedad civil de la CISC para fortalecer el diálogo con las organizaciones de la sociedad civil, celebrada el 26 de abril de 2011; y 

RECONOCIENDO la importancia de la participación de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales en la consolidación de la democracia en todos los Estados Miembros, 

RESUELVE:

1. Reafirmar el compromiso y la voluntad de los Estados Miembros y de la Organización de los Estados Americanos (OEA) de continuar fortaleciendo e implementando acciones concretas y mecanismos eficaces de participación de la sociedad civil y otros actores sociales en las actividades de la OEA y en el proceso de Cumbres de las Américas.
2. Encomendar al Consejo Permanente, al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) y a la Secretaría General que, en coordinación con todos los órganos, organismos y entidades de la OEA, continúen facilitando la implementación de las estrategias para incrementar y fortalecer la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA, aprobadas por el Consejo Permanente mediante la resolución CP/RES. 840 (1361/03) y ratificadas por la Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03), “Aumento y fortalecimiento de la participación de la sociedad civil en las actividades de la OEA”.

3. Encomendar al Consejo Permanente que continúe promoviendo y facilitando la participación de la sociedad civil en las Cumbres de las Américas y en las actividades desarrolladas por la OEA como resultado del proceso de Cumbres de las Américas, así como los esfuerzos de los Estados Miembros por fomentar dicha participación.

4. Continuar promoviendo y apoyando activamente el registro de las organizaciones de la sociedad civil y su participación en las actividades de la OEA, así como en sus órganos, organismos y entidades, con el apoyo de la Secretaría General y de conformidad con la resolución CP/RES. 759 (1217/99), “Directrices para la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA”. 

5. Alentar a todos los Estados Miembros, Observadores Permanentes y otros donantes, según la definición del artículo 74 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General y demás normas y reglamentos de la Organización, a que consideren contribuir al Fondo Específico para financiar la participación de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales en las actividades de la OEA y el proceso de Cumbres de las Américas, a fin de mantener y promover su participación eficaz en las actividades de la Organización, de conformidad con las metas establecidas por la Asamblea General y por los Jefes de Estado y de Gobierno en el proceso de Cumbres de las Américas, incluido el Diálogo de los Jefes de Delegación de los Estados Miembros, el Secretario General y los representantes de las organizaciones de la sociedad civil.

6. Continuar exhortando a los Estados Miembros a que:

a) participen en el Diálogo de los Jefes de Delegación con representantes de las organizaciones de la sociedad civil en la Asamblea General y en el Diálogo de Ministros de Relaciones Exteriores con los representantes de actores sociales en la Cumbre de las Américas; y
b) continúen sus esfuerzos, nacionales y multilaterales, por abrir a las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales mayores espacios de participación en las actividades de la Organización y en el proceso de Cumbres de las Américas.

7. Alentar a los Estados Miembros a que continúen informando acerca de los procedimientos y la normativa existente en materia de consulta con la sociedad civil para permitir el intercambio de experiencias y mejores prácticas entre los Estados Miembros.

8. Reconocer los esfuerzos realizados por El Salvador como país anfitrión del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General para trabajar conjuntamente con la Secretaría General y con las organizaciones de la sociedad civil para facilitar y organizar su participación en el Diálogo de Jefes de Delegación, de conformidad con las disposiciones de la resolución CP/RES. 840 (1361/03), y alentar a futuros anfitriones a que continúen basándose en estas tradiciones. 

9. Encomendar a los Estados Miembros que continúen analizando con miras a finalizar el Borrador de la estrategia de fortalecimiento de la participación de la sociedad civil en las actividades de la Organización de los Estados Americanos (OEA) (CP/CISC-422/09 rev. 1) y solicitar al Consejo Permanente que considere la propuesta final con el fin de promover un esquema coordinado que facilite la participación de la sociedad civil en las actividades de la OEA.

10. Encomendar a la Secretaría General que continúe apoyando a los Estados Miembros que así lo soliciten en sus esfuerzos por aumentar la capacidad institucional de los gobiernos para recibir, integrar e incorporar los aportes y las causas de la sociedad civil.

11. Solicitar a la Secretaría General que informe al Consejo Permanente antes del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

1.
…evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.


AG/RES. 2636 (XLI-O/11)

CONTINUACIÓN DE LA PARTICIPACIÓN EN EL CONSEJO INTERAMERICANO
PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LOS ESTADOS MIEMBROS
QUE NO HAN RATIFICADO EL PROTOCOLO DE MANAGUA

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)

LA ASAMBLEA GENERAL,


VISTAS la resolución AG/RES. 2 (XXII-E/96), “Participación en el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) de los Estados Miembros que no hayan ratificado el Protocolo de Managua cuando éste entre en vigor”, y las resoluciones AG/RES. 2566 (XL-O/10), y CIDI/RES. 229 (XV-O/10) y CIDI/RES. 246 (XVI-O/11), “Continuación de la participación en el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral de los Estados Miembros que no han ratificado el Protocolo de Managua”;


DESTACANDO las reformas a la Carta de la Organización de los Estados Americanos para incluir la superación de la pobreza crítica como un objetivo básico del desarrollo integral (Protocolo de Washington) y crear un Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) que promueva la cooperación entre los Estados americanos con el propósito de lograr su desarrollo integral y, en particular, para contribuir a la eliminación de la pobreza crítica (Protocolo de Managua); y


CONSIDERANDO que a la fecha de esta resolución aún hay Estados Miembros que no han ratificado el Protocolo de Managua,

RESUELVE:

1. Exhortar a los Estados Miembros que han firmado y no han ratificado el Protocolo de Washington, que incorpora la eliminación de la pobreza crítica como un objetivo básico del desarrollo, y el Protocolo de Managua, que establece el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), a que consideren hacerlo lo más pronto posible.

2. Extender la vigencia de la resolución AG/RES. 2 (XXII-E/96), “Participación en el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) de los Estados Miembros que no hayan ratificado el Protocolo de Managua cuando éste entre en vigor”, hasta el cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones de la Asamblea General a celebrarse en 2016, en el cual se revisará la situación si en ese momento aún existieran Estados Miembros que no hubiesen ratificado el Protocolo de Managua.


3.
Solicitar a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral que realice gestiones de acercamiento y sensibilización sobre la importancia de ratificar los instrumentos referidos en el resolutivo primero, e informe al CIDI anualmente en el período e vigencia de esta resolución.
4.
Solicitar al CIDI que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.

AG/RES. 2637 (XLI-O/11)

CONVOCATORIA DE LA DÉCIMO SÉPTIMA CONFERENCIA INTERAMERICANA 
DE MINISTROS DE TRABAJO Y RESPALDO A LA RED INTERAMERICANA 
PARA LA ADMINISTRACIÓN LABORAL (RIAL)

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,
VISTAS las resoluciones CIDI/RES. 223 (XIV-O/09) y AG/RES. 2470 (XXXIX-O/09) “Décimo Sexta Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo”, CIDI/RES. 238 (XV-O/10) y AG/RES.2584 (XL-0/10) “Informe de la Décimo Sexta Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo; y CEPCIDI/RES.172/10 (CLXIII-O/10) “Convocatoria de la Decimoséptima Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo”;  CEPCIDI/RES.182 (CLXX-O/11) “Cambio de fecha de la Decimoséptima Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo” y CIDI/RES. 247 (XVI-O/11) “Convocatoria de la Décimo Séptima Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo y respaldo a  la Red Interamericana para la Administración Laboral (RIAL)”;

CONSIDERANDO:

Que las Jefas y los Jefes de Estado y de Gobierno, reunidos en la Tercera Cumbre de las Américas, celebrada en la Ciudad de Quebec, Canadá, del 20 al 22 de abril de 2001, reafirmaron la importancia fundamental de la Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo (CIMT);

Que las Jefas y los Jefes de Estado y de Gobierno, reunidos en la Cuarta Cumbre de las Américas, celebrada en Mar del Plata, Argentina, el 4 y 5 de noviembre de 2005, reconocieron los importantes aportes de los Ministros de Trabajo en la consecución de sus objetivos de crear empleos para enfrentar la pobreza y fortalecer la gobernabilidad democrática, así como la promoción del trabajo decente y políticas sociales y laborales que estimulen la inversión y el crecimiento económico con equidad; y

Que las Jefas y los Jefes de Estado y de Gobierno, reunidos en la Quinta Cumbre de las Américas, celebrada en Puerto España, Trinidad y Tobago, del 17 al 19 de abril de 2009, acordaron promover “programas de capacitación continua, en colaboración con los representantes de los trabajadores y el sector privado, según sea apropiado, con el objetivo de generar la competencia técnica necesaria para que los trabajadores puedan responder a las demandas del mercado laboral” y, en tal sentido, exhortaron “a los Ministros de Trabajo para que, en el contexto de la Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo de la OEA (CIMT), en colaboración con los órganos consultivos de trabajadores y empleadores y con el apoyo de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), según corresponda, respalden un programa de trabajo para lograr estos objetivos en la Decimosexta CIMT a celebrarse en el año 2009”; y

Que las Jefas y los Jefes de Estado y de Gobierno, reunidos en la Quinta Cumbre de las Américas conscientes de que, a pesar de los avances logrados desde la Cuarta Cumbre de las Américas, expresaron que continúan existiendo profundas desigualdades en nuestros países y en nuestra región. En respuesta a ello, manifestaron que seguirán desarrollando e implementando políticas y programas de protección e inclusión social que den prioridad a las personas que viven en condiciones de pobreza y vulnerabilidad en nuestras sociedades, y continuarán promoviendo el acceso a la educación, la salud, la nutrición, la energía, los servicios sociales básicos y a oportunidades de trabajo decente y digno. Al mismo tiempo, estimularán el aumento de los ingresos y su mejor distribución, incrementar la productividad y protegerán los derechos de los trabajadores y el medio ambiente;  
TENIENDO EN CUENTA:

Que la Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo (CIMT) de la OEA se reúne desde 1963 para definir prioridades y acciones en materia laboral a nivel hemisférico;

Que la CIMT se reconoce como el foro primordial de construcción de consensos, discusión y definición de prioridades laborales en las Américas, cuyos contenidos se ajustan de acuerdo a las cambiantes realidades de los mercados de trabajo de la región;

Que la Décimo Sexta CIMT, celebrada en Buenos Aires, República de Argentina, del 6 al 8 de octubre de 2009 bajo el lema “Enfrentar la crisis con desarrollo, trabajo decente y protección social” adoptó la Declaración y el Plan de Acción de Buenos Aires, CIDI/TRABAJO/DEC.1/09 (XVI-O/09) y CIDI/TRABAJO/doc.5/09 rev. 1 corr. 1, respectivamente, junto con una resolución de “Aportes de la Décimo Sexta CIMT al Proceso del G-20,” CIDI/TRABAJO/RES.3/09 (XVI-O/09);

Que los Grupos de Trabajo de la Conferencia se reunieron los días 28 y 29 de julio de 2010 en Santo Domingo, República Dominicana y los días 17 al 19 de mayo de 2011 en Washington D.C., para dar seguimiento a la Declaración y Plan de Acción de Buenos Aires;

Que la Décimo Sexta CIMT, mediante resolución sobre “Modificación del estatus de COTPAL, COSATE y CEATAL”, CIDI/TRABAJO/RES.1/09 (XVI-O/09), designó al Comité Técnico Permanente sobre Asuntos Laborales (COTPAL), a la Comisión Empresarial de Asesoramiento Técnico en Asuntos Laborales (CEATAL) y al Consejo Sindical de Asesoramiento Técnica (COSATE) como órganos consultivos permanentes de la Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo;

Que en la Décimo Sexta CIMT celebrada en Buenos Aires en 2009 se acogió con beneplácito el ofrecimiento de El Salvador para ser sede de la Décimo Séptima CIMT en 2011;

Que el Gobierno de El Salvador propuso como tema central para la Décimo Séptima CIMT “Aprendiendo de la crisis y encaminándonos a la construcción de condiciones más justas de trabajo” (CEPCIDI/INF.120/11);

TENIENDO EN CUENTA TAMBIÉN:

Que la Red Interamericana para la Administración Laboral (RIAL) fue creada en el marco de la Décimo Cuarta CIMT, realizada en Ciudad de México del 26 al 27 de septiembre de 2005, con el objetivo de fortalecer las capacidades humanas e institucionales de los Ministerios de Trabajo a través de un mecanismo integrador y difusor de conocimientos y experiencias;

Que el Gobierno de Canadá, a través del Programa Laboral del Ministerio de Recursos Humanos y Desarrollo de Competencias, aportó importantes recursos para poner en funcionamiento la RIAL y realizar la mayoría de sus actividades entre 2006 y 2010; y que los Gobiernos de Estados Unidos, Argentina, Brasil y México han destinado recursos financieros a la misma;

Que el Plan de Acción de Buenos Aires, aprobado en la Décimo Sexta CIMT en 2009, estableció que “la CIMT renueva su apoyo y se compromete a potenciar la Red Interamericana para la Administración Laboral (RIAL)”;

Que durante la Reunión de los Grupos de Trabajo de la CIMT en 2010, los Ministerios de Trabajo de la región manifestaron su apoyo a la RIAL y decidieron crear un Fondo de Aportes Voluntarios para continuar su funcionamiento;

RECONOCIENDO: 

Que la Presidencia de la CIMT, a cargo del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de Argentina, elevó la Declaración y Plan de Acción de Buenos Aires a la Reunión de Ministros del G-20 realizada en abril de 2010 en Washington D.C. y junto con los demás miembros de la CIMT presentes reiteraron los consensos de los Ministros(as) de las Américas relativos a la necesidad de mantener al empleo en el centro de la recuperación de la crisis económica; 

Que el diálogo político logrado a través de la Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo (CIMT) se ha visto complementado y enriquecido por las acciones de cooperación y asistencia técnica que se concretan a través de la Red Interamericana para la Administración Laboral (RIAL); 


Que la RIAL ha logrado fortalecer institucionalmente a los Ministerios de Trabajo de la región en aspectos como el diseño de nuevos productos o servicios, la mejora de programas en ejecución, la definición de procedimientos internos, la formulación de actividades de capacitación y la reforma al marco legal o normativo;

Que la RIAL ha intensificado el diálogo, la colaboración y la asistencia entre funcionarios gubernamentales, representantes de trabajadores y empleadores, y organismos internacionales como la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), entre otros,

RESUELVE:

1. Agradecer y acoger con beneplácito el ofrecimiento del Gobierno de El Salvador de ser sede de la Décimo Séptima CIMT los días 31 de octubre a 1 de noviembre de 2011. 

2. Reconocer y felicitar al Gobierno de Argentina, por su liderazgo como Presidencia de la Décimo Sexta CIMT y sus gestiones para elevar consensos hemisféricos a las discusiones del G-20.

3. Acoger con beneplácito la decisión de la Décimo Sexta CIMT de designar a la Comisión Empresarial de Asesoramiento Técnico en Asuntos Laborales (CEATAL) y al Consejo Sindical de Asesoramiento Técnica (COSATE) como órganos consultivos permanentes de la Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo.

4. Manifestar su total apoyo a la Red Interamericana para la Administración Laboral (RIAL) y respaldar la creación de un Fondo de Aportes Voluntarios de los Ministerios de Trabajo de la región para garantizar su sostenibilidad; asimismo, invitar a todos los Gobiernos a que realicen contribuciones de acuerdo a sus posibilidades de financiamiento.

5. Agradecer al Gobierno de Canadá por los importantes aportes financieros que permitieron la creación de la RIAL; así como los aportes de Estados Unidos, México, Brasil y Argentina y las contribuciones en experiencias y conocimientos de todos los Estados Miembros, y hacer un llamamiento a todos los Estados para que sigan aportando a este importante mecanismo de cooperación laboral.

6. Instruir a la Secretaría General que, a través de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI), trabaje conjuntamente con Ministerios de Trabajo y representantes de trabajadores y empleadores para poner en práctica los acuerdos adoptados dentro de la CIMT, continúe coordinando la RIAL y explorando fuentes de financiamiento e informe periódicamente sobre este proceso a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI).

7. Solicitar al CIDI que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo periodo ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2638 (XLI-O/11)

PORTAL EDUCATIVO DE LAS AMÉRICAS: DIEZ AÑOS EN 
EL FORTALECIMIENTO DEL DESARROLLO HUMANO EN EL HEMISFERIO 
A TRAVÉS DE LA EDUCACIÓN A DISTANCIA

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTA la resolución CIDI/RES. 248 (XVI-O/11) “Portal Educativo de las Américas: Diez años en el Fortalecimiento del Desarrollo Humano en el Hemisferio a través de la Educación a Distancia”;

REAFIRMANDO que el artículo 50 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA) llama a los Estados Miembros a promover el empleo de todos los medios de difusión para lograr la erradicación del analfabetismo; fortalecer los sistemas de educación de adultos y habilitación para el trabajo y asegurar el goce de los bienes de la cultura a la totalidad de la población;

RECORDANDO que el Plan de Acción de la Segunda Cumbre de las Américas, celebrada en Santiago, Chile, en abril de 1998, declaró que “se fortalecerán los programas de educación a distancia y el establecimiento de redes de información”;

RECORDANDO ADEMÁS que en la Declaración de la Tercera Cumbre de las Américas, celebrada en Quebec, Canadá, en abril de 2001, se le asignó la máxima importancia al desarrollo del potencial humano y se adoptó la iniciativa “Conectando las Américas”, destinada a “movilizar y compartir recursos humanos a fin de fortalecer nuestra capacidad para aplicar las tecnologías de la información y la comunicación en el desarrollo humano”;

TENIENDO EN CONSIDERACIÓN que la puesta en marcha del Portal Educativo de las Américas (www.educoea.org), como mecanismo oportuno y esencial para fortalecer el desarrollo humano a través de la educación a distancia y enriquecida con el uso de las tecnologías de la información y la comunicación, se llevó a cabo en septiembre de 2001, con ocasión de la Segunda Reunión Interamericana de Ministros de Educación, en Montevideo, Uruguay;

TOMANDO EN CUENTA que la Asamblea General de Bridgetown, Barbados, de abril de 2002, reconoció al Portal Educativo de la Américas como “una novedosa iniciativa que contribuirá al aumento de las oportunidades de los estudiantes del Hemisferio para adquirir conocimientos mediante el acceso a programas de educación a distancia de alta calidad”; 

CONSIDERANDO que el desarrollo de los recursos humanos es un elemento transversal del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo 2006-2009 vigente, el cual reconoce el desarrollo de los recursos humanos como un componente indispensable de la cooperación solidaria para el desarrollo y establece que “se aprovecharán los distintos instrumentos que aportan las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, para beneficiarse de las modalidades de enseñanza y aprendizaje a distancia, los enfoques multimedios y los sistemas de educación vía satélite”; y

CONSIDERANDO ADEMÁS que a lo largo de sus diez años de vida, el Portal Educativo de las Américas ha impartido más de 180 ediciones de cursos a distancia, beneficiando a más de 21.000 ciudadanos de las Américas,

RESUELVE:

1. Reafirmar la contribución efectuada por el Portal Educativo de las Américas al desarrollo humano de los pueblos de las Américas, durante el decenio 2001-2011.

2. Reconocer que el Portal Educativo de las Américas constituye una iniciativa diferente e innovadora que enriquece nuestra sociedad del conocimiento, ofreciendo una educación de calidad que fomenta la inclusión social y oportunidades de capacitación a través de la educación a distancia para todos los pueblos, incluyendo a aquellos localizados en zonas rurales.

3. Resaltar el trabajo realizado por el Departamento de Desarrollo Humano, Educación y Cultura con relación al Portal Educativo de las Américas y al Departamento de Desarrollo Humano, Educación y Cultura  durante el decenio 2001-2011.

4. Reafirmar su apoyo al Portal Educativo de las Américas como un programa estratégico esencial para el avance del desarrollo humano y de la competitividad, a través del desarrollo profesional y el fortalecimiento de la capacidad institucional.

5. Alentar al Portal Educativo de las Américas para que continúe su labor de apoyo a la agenda de conectividad y así contribuir a la reducción de la brecha digital entre los países del Hemisferio, favoreciendo el acceso a una educación de calidad y al desarrollo profesional a través del uso de las  tecnologías de la información y la comunicación.

6. Resaltar la importancia de maximizar los recursos de la Organización y la experiencia alcanzada por el Portal Educativo de las Américas y, en ese sentido, solicitar a la Secretaría General hacer esfuerzos por canalizar a través del Portal Educativo de las Américas los cursos a distancia que imparta a través de sus distintos Órganos, Entidades y Secretarías.

7. Solicitar a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral, SEDI, a través del Departamento de Desarrollo Humano, Educación y Cultura, que promueva el potencial del Portal Educativo de las Américas y que especialmente lo dé a conocer y ponga a disposición de las Comisiones Interamericanas del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) y del Fondo Especial Multilateral del CIDI (FEMCIDI).  
8. Solicitar al Secretario General que tenga a bien  distribuir la presente Resolución a las organizaciones internacionales y regionales pertinentes, a objeto de buscar alianzas y promover el Portal Educativo de las Américas. 

9. Solicitar al Secretario General que informe a la Asamblea General en el cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones sobre la implementación de la presente resolución.
10. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.


AG/RES. 2639 (XLI-O/11)

ADECUACIÓN DE LOS CONGRESOS INTERAMERICANOS DE TURISMO 
AL ÁMBITO DEL CIDI Y CELEBRACIÓN DEL XIX CONGRESO 
INTERAMERICANO DE TURISMO
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL: 

VISTAS las resoluciones AG/RES. 1 (XX-E/94), “Marco de política general y prioridades de la cooperación solidaria para el desarrollo”, AG/RES. 1426 (XXVI-O/96), “Apoyo a las actividades de la OEA en materia de turismo”, CIDI/RES. 17 (II-O/97) y AG/RES. 1517 (XXVII-O/97), “Desarrollo sostenible del turismo”, CIDI/RES. 152 (IX-O/04) y AG/RES. 1987 (XXIV-O/04) “XVIII Congreso Interamericano de Turismo”, AG/RES. 2083 (XXXV-O/05), “Fortalecimiento de las micro, pequeñas y medianas empresas”, AG/RES. 2089 (XXXV-O/05), “XIX Congreso Interamericano de Turismo”, AG/RES. 2201 (XXXVI-O/06), “Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009”, AG/RES. 2212 (XXXVI-O/06), “Promoción del desarrollo del turismo”, y AG/RES. 2314 (XXXVII-O/07), “Reducción de desastres naturales, gestión de riesgos y asistencia en casos de desastres naturales y otros desastres” y CIDI/RES. 243 (XV-O/10) y AG/RES. 2591 (XL-O/10) “Importancia de la Cooperación en Materia de Turismo en las Américas” y CIDI/RES. 249 (XVI-O/11) “Adecuación de los Congresos Interamericanos de Turismo al ámbito del CIDI y celebración del XIX Congreso Interamericano de Turismo”;

VISTAS ASIMISMO:

La resolución CEPCIDI/RES.171/10 (CLXIII-O/10) “Convocatoria del XIX Congreso Interamericano de Turismo”; y 

La nota del Gobierno de El Salvador, ofreciendo la ciudad de San Salvador como sede para la celebración del XIX Congreso Interamericano de Turismo, los días 29 y 30 de septiembre de 2011 (CEPCIDI/INF.94/10);

CONSIDERANDO:

Que con la entrada en vigor del 1993 Protocolo de Managua de la Carta, el establecimiento de Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) en 1996 y la aprobación de su Estatuto, se implementó un marco ordenado para la convocatoria de reuniones sectoriales, al nivel ministerial, por medio de una reglamentación uniforme;

Que por medio de la Resolución AG/RES. 1594 (XXVIII-O/98), la Asamblea General declaró que “existe la necesidad de encausar hacia el ámbito del CIDI el diálogo que actualmente se lleva a cabo en algunas conferencias especializadas cuyas áreas temáticas guardan correspondencia con ámbitos de cooperación del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral,” y por lo tanto, “encomendó al Congreso Interamericano de Turismo que celebre sus reuniones a nivel ministerial, en el marco de las reuniones sectoriales del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), en correspondencia con la prioridad del Desarrollo Sostenible del Turismo establecida en el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria 1997-2001;”

Que por medio de la Resolución AG/RES. 1678 (XIX-O/99), la Asamblea General instó a los Congresos a presentar al CIDI, a través del Comité Ejecutivo Permanente de CIDI (CEPCIDI), las modificaciones necesarias a sus reglamentos, para adecuar sus reuniones de nivel ministerial a los mecanismos existentes en ámbito del CIDI;

RECORDANDO:

Que mediante resolución AG/RES. 1678 (XIX-O/99), la Asamblea General modificó el Estatuto del CIDI, para facilitar el establecimiento de las comisiones interamericanas como órganos subsidiarios de CIDI, para mejorar el diálogo sectorial y, entre otros, apoyar en la preparación y seguimiento de reuniones especializadas o sectoriales a nivel ministerial; 

Que mediante resolución AG/RES. 1811 (XXXI-O/01), la Asamblea General recomendó “que sea considerado la creación de una Comisión Interamericana de Desarrollo Sostenible del Turismo”, la cual estaría integrada por autoridades sectoriales de nivel político técnico;

RECONOCIENDO:

Que la gestión sostenible en el sector turístico puede realzar su capacidad para proporcionar beneficios económicos y sociales importantes que contribuyen al sustento de las familias y las comunidades locales y a mejorar la calidad de vida individual y colectiva;  
El importante papel que juega la cooperación internacional y regional dirigida a promover un turismo sostenible en el Hemisferio;   
La importancia que representa el Fondo Especial Multilateral del CIDI, en el fomento de programas de cooperación que provean asistencia técnica para apoyar el desarrollo empresarial, mejorar el turismo nacional y fomentar la creación de micro, pequeñas y medianas empresas en los sectores de hospitalidad y turismo y que incluyan entre otros, componentes de educación y desarrollo de capacidades, encaminados a animar a la gente a participar en actividades vinculadas con el desarrollo sostenible del turismo, así como aquellas destinadas a mejorar el desarrollo turístico en su conjunto y la preservación del patrimonio;

TOMANDO EN CUENTA: 

Que es responsabilidad del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), en el marco del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo 2006-2009, fomentar el diálogo político e incluye el desarrollo sostenible del turismo como una de sus áreas prioritarias; y

Que el tema central del Congreso será “Turismo: un desafío frente a la pobreza”; 

RESUELVE:

1. Agradecer al Gobierno de El Salvador por su ofrecimiento para ser sede del XIX Congreso Interamericano de Turismo y convocarlo para los días 29 y 30 de septiembre de 2011 en la ciudad de San Salvador, El Salvador. 

2. Instar a los Ministros y Altas Autoridades de Turismo a participar en el XIX Congreso Interamericano de Turismo. 

3. Derogar el Régimen de los Congresos Interamericanos de Turismo y establecer que los Congresos, no se reunirá más como una Conferencia Especializada Interamericana sino como una Reunión Sectorial a Nivel Ministerial en el ámbito del CIDI, de acuerdo con el Estatuto del CIDI.  Estas reuniones se convocarán a partir de su XX edición, bajo el nombre de "Congreso Interamericano de Ministros y Altas Autoridades de Turismo”
/ 
4. Establecer que el XIX Congreso Interamericano de Turismo se rija por el Reglamento del CIDI.

5. Crear una Comisión Interamericana de Turismo, de acuerdo con los artículos 77 y 95(c) (3) de la Carta, e instruir a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI), que prepare su Reglamento siguiendo los lineamientos que el Congreso establezca.

6. Encomendar a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral, a través del Departamento de Turismo, que apoye la organización y el proceso preparatorio del XIX Congreso Interamericano de Turismo y que redoble sus esfuerzos para apoyar a los Estados Miembros en el fomento del desarrollo sostenible del turismo. 

7. Encomendar a los Ministros y Altas Autoridades de Turismo, en el marco del XIX Congreso Interamericano de Turismo, la selección de los Temas Claves para la cooperación solidaria en el sector Turismo en el marco del FEMCIDI.
8. Solicitar al CIDI Integral que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2640 (XLI-O/11)

2011: AÑO INTERAMERICANO DE LA CULTURA
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL, 

VISTAS las resoluciones AG/RES. 2486 (XXXXIX-O/09), CIDI/RES. 226 (XIV-O/09), y CIDI/RES. 251 (XVI-O/11)  “2011: Año Interamericano de la Cultura” 

TENIENDO EN CUENTA: 

Que las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno, reunidos en Puerto España, Trinidad y Tobago, para la Quinta Cumbre de las Américas, reafirmaron que el diálogo intercultural y el respeto por la diversidad cultural promueven la comprensión mutua y la convergencia, ayudan a reducir los conflictos, la discriminación y las barreras para acceder a las oportunidades económicas y la participación social;
Que los Ministros y Máximas Autoridades de Cultura, en su cuarta reunión interamericana en el ámbito del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) celebrada en Bridgetown, Barbados, los días 20 y 21 de noviembre de 2008, hicieron un llamamiento a nuestras naciones para que reflexionen sobre el valor social de la inversión en el ámbito de la cultura, así como sobre el creciente potencial económico de las industrias creativas y culturales, y afirmaron que el fomento de la creatividad en nuestros ciudadanos, desde una edad temprana, es una estrategia que no sólo estimula el desarrollo personal y social sino que también contribuye a encontrar soluciones nuevas e innovadoras para problemas de índole científica, industrial, tecnológica y social;

ACOGIENDO los resultados de los trabajos desarrollados por el Grupo de Trabajo Encargado de Preparar las Actividades del Año Interamericano de la Cultura (AIC), establecido en la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI), entre los meses de junio y octubre del 2010;

ACOGIENDO ADEMÁS 

La estrategia del Año, aprobada por la CEPCIDI (CEPCIDI/doc.965/10), y desarrollada en el seno de dicho Grupo de Trabajo, la cual fija como objetivos del AIC los siguientes:

· Ofrecer una plataforma para promover el papel clave que desempeña la cultura para el desarrollo económico, social y humano;

· Destacar la rica diversidad cultural de las Américas;

· Promover el desarrollo y la implementación de políticas públicas en los Estados Miembros garantizando la sostenibilidad de los resultados obtenidos en  2011: Año Interamericano de la Cultura; y

· Difundir y destacar el trabajo que realiza la CIC.
RECONOCIENDO que el lema “Nuestras Culturas, Nuestro Futuro” que sintetiza la misión acordada del Año: “El Año Interamericano de la Cultura celebra las diversas culturas de las Américas y promueve el papel central que desempeña la cultura en el desarrollo económico, social y humano de todas las comunidades”;

TENIENDO EN CUENTA ASIMISMO:

Que el 23 de marzo de 2011 en Sesión Especial Conjunta de la Consejo Permanente y la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) se dio lugar al lanzamiento oficial del Año Interamericano de la Cultura y de su página Web – ocasión en la cual se informó sobre los avances en la planificación e implementación del AIC y se dieron a conocer los símbolos y elementos de comunicación que servirán de vehículos para la identificación del Año, en especial su logo marca;

Que la Secretaría General ha instaurado, en el marco del Año Interamericano de la Cultura, el reconocimiento “Patrimonio Cultural de las Américas”, a las expresiones culturales más representativas de los Estados Miembros, con la finalidad de destacar los diversos elementos que conforman la identidad de las Américas, difundirlos como la contribución interamericana al acervo cultural de la humanidad y reafirmar su presencia en el escenario internacional;

AGRADECIENDO a los Gobiernos de Brasil y de los Estados Unidos de América hicieron aportes financieros significativos a la OEA para contribuir a la ejecución de elementos del Plan de Trabajo de la Comisión Interamericana de Cultura (CIC) que se permitirán avanzar hacia el cumplimiento de los objetivos del AIC y que otros Estados y entidades participan con contribuciones técnicas y logísticas;

TENIENDO PRESENTE que la resolución AG/RES. 2486 (XXXXIX-O/09),  “2011: Año Interamericano de la Cultura” invita a los Estados Miembros a desarrollar iniciativas que celebren y fortalezcan su diversidad cultural y la creatividad artística de sus pueblos en el marco del Año Interamericano de la Cultura,

RESUELVE: 

1. Hacer un llamamiento a los Estados Miembros que participen ampliamente en la celebración del Año Interamericano de la Cultura, para que registren con la OEA, a través de la Secretaría Técnica de la Comisión Interamericana de Cultura (CIC), los programas, proyectos, iniciativas y actividades que enmarcarán en la celebración del Año Interamericano de la Cultura (AIC).

2. Instar a los Estados Miembros a considerar acciones concretas para resaltar la importancia de la cultura en el desarrollo económico, social y humano de las comunidades y a tomarlas en cuenta en el desarrollo de políticas públicas de cultura, educación, turismo, desarrollo sostenible, y las otras áreas que consideren apropiadas.

3. Instar a los Estados Miembros a dar una amplia difusión de las políticas, programas, proyectos, iniciativas y actividades que se desarrollen en el marco del AIC.

4. Agradecer los aportes financieros del Gobierno de Brasil y el Gobierno de los Estados Unidos de América, y los aportes técnicos de otros Estados y entidades, y alentar a otros Estados y entidades a contribuir financiera y técnicamente a la realización de acciones que contribuyan a la realización de los objetivos del AIC.

5.
Acoger con satisfacción la iniciativa de la Secretaría General de instaurar el reconocimiento “Patrimonio Cultural de las Américas” y felicitar al Perú por haber recibido, en virtud de su riqueza gastronómica, la primera entrega del mencionado reconocimiento.

6. Encomendar a la CIC, con apoyo de su Secretaría Técnica, continuar en la coordinación de la implementación del AIC.

7. Encomendar a la Secretaria General, en consulta con la CIC, que considere la manera más apropiada para clausurar el Año Interamericano de la Cultura y dar a conocer sus resultados en el marco de la Sexta Cumbre de las Américas, a celebrarse en Cartagena de Indias, Colombia, en abril de 2012.

8. Encomendar a la Secretaria General presentar un informe sobre la implementación de esta resolución antes del cuadragésimo segundo período de sesiones de la Asamblea General.

AG/RES. 2641 (XLI-O/11)

EXTENSIÓN DE LA VIGENCIA DEL PLAN ESTRATÉGICO
DE COOPERACIÓN SOLIDARIA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL 2006-2009
/
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las resoluciones CIDI/RES. 218 (XIV-O/09) y AG/RES. 2474 (XXIX-O/09),  CIDI/RES. 237 (XV-O/10),  AG/RES. 2583 (XL-O/10)  y CIDI/RES. 252 (XVI-O/11) “Extensión de la vigencia del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009”;

CONSIDERANDO:


Que el artículo 95 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece que el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) deberá “formular y recomendar a la Asamblea General el plan estratégico que articule las políticas, los programas y las medidas de acción en materia de cooperación para el desarrollo integral, en el marco de la política general y las prioridades definidas por la Asamblea General”;


Que el artículo 29 del Estatuto del CIDI estipula además que el Plan Estratégico “tendrá un horizonte de planeamiento de cuatro años, pudiendo ser revisado cuando la Asamblea General lo considere pertinente”; y


Que los artículos 3(a) y 23(c) del Estatuto del CIDI encomiendan al CIDI formular y recomendar a la Asamblea General el Plan Estratégico, así como examinar y, en su caso, adoptar las propuestas referidas a la formulación y actualización del mismo;

VISTAS TAMBIÉN:

La resolución AG/RES. 2201 (XXXVI-O/06), mediante la cual la Asamblea General resolvió adoptar el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009, recomendado por el CIDI en su décimo segunda reunión ordinaria;

La resolución CIDI/RES. 178 (XI-O/06), “Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009”; y

Las resoluciones CIDI/RES. 213 (XIII-O/08) y AG/RES. 2390 (XXXVIII-O/08), “Fortalecimiento de la cooperación solidaria: Diálogo político, cooperación técnica, estructura y mecanismos”;

TENIENDO EN CUENTA:

Que el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria 2006-2009 fue extendido hasta el 31 de diciembre de 2011; 

Que en el marco del actual Plan Estratégico se estable que “la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) deberá presentar al CIDI, a través de la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI), un informe cuantitativo y cualitativo sobre la ejecución del Plan Estratégico. Dicho informe deberá contener una evaluación de (a) la ejecución de las políticas; (b) el avance en los resultados de las actividades de cooperación, su impacto, eficacia y eficiencia; (c) la utilización de los recursos; y (d) la calidad de los servicios de cooperación técnica prestado”; y

Que en el marco de la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) y la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (AICD) se está llevando a cabo un proceso de reflexión y consulta sobre los mecanismos de diálogo político en el ámbito del CIDI y del esquema actual de la cooperación solidaria, explorando diversas alternativas con miras a fortalecerlo; y

Que se han realizado importantes avances en el fortalecimiento del CIDI, como el establecimiento de un periodo de transición para poner en práctica la estructura propuesta para el FEMCIDI y se han recibido importantes las recomendaciones y lineamientos en el marco de la Décimo Sexta Reunión Ordinaria del CIDI para potenciar y consolidar las modalidades innovadoras de cooperación, a efecto de vincularlas con los mecanismos de financiamiento existentes y potenciales;

TENIENDO EN CUENTA TAMBIÉN:

Que el Plan Estratégico es esencial para articular las políticas, los programas y las medidas de acción en materia de cooperación para el desarrollo integral, en el marco de la política general y las prioridades definidas por la Asamblea General, así como los mandatos del CIDI y los emanados de las reuniones sectoriales ministeriales y de altas autoridades, en los campos económico, social, educativo, cultural, laboral, turístico, de desarrollo sostenible, y científico y tecnológico; y

Que un nuevo Plan Estratégico formulado con base en las recomendaciones para fortalecer el CIDI contribuirá al fortalecimiento de la cooperación solidaria para el desarrollo en el marco de la Organización de los Estados Americanos,

RESUELVE: 

1. Extender la vigencia del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009 por un año más, hasta el 31 de diciembre de 2012.

2. Solicitar a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) que antes del 30 de septiembre de 2011 presente a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) un informe cuantitativo y cualitativo sobre la ejecución del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009.

3. Encomendar a la CEPCIDI, que a partir del informe que la SEDI presente en respuesta al mandato del resolutivo anterior, inicie, antes del 31 de octubre de 2011, la evaluación de los resultados alcanzados bajo el Plan Estratégico actual, y que tomando en cuenta también los acuerdos alcanzados en ese momento para el fortalecimiento del CIDI,  inicie la preparación del próximo Plan Estratégico.

4. Autorizar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) a que apruebe, antes del 31 de diciembre de 2012, el próximo Plan Estratégico de Cooperación Solidaria ad referéndum del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

5. Solicitar al CIDI Integral que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

1.
… y párrafo 6-A del Plan de Acción, y párrafo 12 de la Declaración de Nuevo León), así como en la resolución AG/RES. 2014 (XXXIV-O/04), “Comercio e integración en las Américas”, y anteriores resoluciones con igual título.


AG/RES. 2642 (XLI-O/11)

TERCERA REUNIÓN DE MINISTROS Y ALTAS AUTORIDADES
DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA EN EL ÁMBITO DEL CIDI

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL:

VISTAS las resoluciones CIDI/RES. 220 (XIV-O/09) y AG/RES. 2471 (XXXIX-O/09) “Informe de la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Ciencia y Tecnología en el ámbito del CIDI”, celebrada en Ciudad de México los días 27 y 28 de octubre de 2008 y CEPCIDI/RES. 181 (CLXVIII-O/11) “Convocatoria de la Tercera Reunión de Ministros y altas Autoridades de Ciencia y Tecnología en el ámbito del CIDI”; y
La resolución CIDI/RES. 253 (XVI-O/11) “Tercera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Ciencia y Tecnología en el ámbito del CIDI”; 

TENIENDO EN CUENTA;

Que los Jefes de Estado y de Gobierno reunidos en la Cuarta Cumbre de las Américas, celebrada el 4 y 5 de noviembre de 2005 en Mar de Plata, Argentina asumieron el compromiso de apoyar la mejora en la calidad de la enseñanza de las ciencias y de incorporar la ciencia, tecnología, ingeniería e innovación como factores principales para los planes y estrategias nacionales de desarrollo económico y social con el propósito fundamental de contribuir a la reducción de la pobreza y a la generación del trabajo decente, y que en ese sentido apoyaron la Declaración y el Plan de Acción de Lima adoptados en la Primera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Ciencia y Tecnología en el ámbito del CIDI, celebrada en Ciudad de México los días 27 y 28 de octubre de 2008; 
Que los Jefes de Estado y de Gobierno reunidos en la Quinta Cumbre de las Américas, celebrada del 17 al 19 de abril de 2009, “a fin de fomentar la innovación, incrementar la competitividad y promover el desarrollo social, y tomando nota de los resultados de la Segunda Reunión de los Ministros y Altas Autoridades de Ciencia y Tecnología celebrada en la ciudad de México en 2008,” asumieron el compromiso de “crear las condiciones para aumentar la inversión pública y a tomar medidas que promuevan la inversión en el sector privado, especialmente en los ámbitos de la ciencia, la tecnología, la ingeniería, la innovación, la investigación y el desarrollo, y alentar el fortalecimiento de los vínculos entre las universidades, las instituciones científicas, los sectores público y privado, los organismos multilaterales, la sociedad civil y los trabajadores. […]”; 

Que los Jefes de Estado y de Gobierno en la Quinta Cumbre de las Américas, igualmente reconocieron “que los beneficios de la sociedad del conocimiento deben alcanzar a todos los ciudadanos de las Américas. Asimismo  considera[ron] que reducir la brecha digital en y entre las naciones de las Américas, es una de las condiciones para alcanzar los objetivos de desarrollo acordados internacionalmente, incluidos aquellos de la Declaración del Milenio.” Por lo que renovaron su “compromiso de colaborar con las agencias regionales, subregionales y multinacionales para progresar en la implementación de los resultados de la Cumbre Mundial sobre la Sociedad de la Información (CMSI), la Agenda de Conectividad para las Américas, el Plan de Acción de Quito, la Declaración de la Asamblea General de la OEA llevada a cabo en Santo Domingo, República Dominicana en el año 2006 ‘Gobernabilidad y Desarrollo en la sociedad del conocimiento’, y tomamos nota del Plan de Acción eLAC 2010 contenido en el Compromiso de San Salvador del año 2008.” Adicionalmente, hicieron “un llamamiento a [sus] ministros y autoridades de alto nivel responsables de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC), de la salud y de la educación, para que promuevan el uso de las TIC, en todas aquellas áreas en que éstas puedan mejorar nuestros sectores público y privado, la calidad de vida de nuestras poblaciones y busquen mejorar el acceso de los hogares y comunidades”; 
TENIENDO EN CUENTA TAMBIÉN que el área de ciencia y tecnología ha sido considerada como área prioritaria en el proceso de Cumbres de las Américas, lo cual fue reafirmado en el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009; 
CONSIDERANDO:


Que es de suma importancia para el Hemisferio la realización de al menos una reunión ministerial de ciencia y tecnología antes de la celebración de la próxima Cumbre de la Américas, con la finalidad de hacer llegar a los más altos niveles políticos, las prioridades, necesidades y recomendaciones de las máximas autoridades de ciencia y tecnología de las Américas; 
Que la Comisión Interamericana de Ciencia y Tecnología (COMCyT) celebró su Sexta Reunión Ordinaria el 9 y 10 de septiembre de 2010 (CIDI/COMCYT-VI/doc.9/10), durante la cual las autoridades recomendaron continuar trabajando en a) atraer mayores inversiones públicas y privadas, y hacer atractiva la inversión; b) dar mayor énfasis a la educación y preparación de recursos humanos y en ese sentido, iniciar la educación científica a temprana edad, de manera de incentivar a los jóvenes a elegir carreras en el área. Además mejorar la educación tanto en el Sistema Formal (colegios, universidades) como en el Sistema Informal (canales de TV, publicaciones) en apoyo a la apropiación de la ciencia; c) poner énfasis en la ingeniería con componentes de innovación y emprendedurismo; d) crear más y mejores nexos y vínculos colaborativos entre el sector público, sector privado y las universidades; e) promover una mayor participación de las mujeres en la Ciencia, Tecnología y la Ingeniería; y f) fomentar la colaboración entre los países de la región para enfrentar retos comunes, incluyendo el compartir y replicar las experiencias exitosas con otros países de manera de aprovechar las sinergias; 

CONSIDERANDO TAMBIÉN que mediante resolución CEPCIDI/RES.175/10 (CLXIV-O/10) “Fortalecimiento del Fondo Especial Multilateral del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (FEMCIDI):  Establecimiento de un periodo de transición para poner en práctica la estructura propuesta para el FEMCIDI” se suspendieron las programaciones futuras del FEMCIDI en la modalidad actual y se estableció un periodo de transición destinado a poner en práctica la estructura propuesta para el FEMCIDI, contenida en el flujo esquemático de programación (CEPCIDI/doc.963/10); y 


Que bajo esta nueva estructura del FEMCIDI la COMCYT esta considerando la metodología para la definición de temas claves en materia de ciencia y tecnología a ser financiados por el FEMCIDI,

RESUELVE:

1. Aceptar gustosamente y agradecer el generoso ofrecimiento del Gobierno de la República de Panamá para ser sede de la Tercera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Ciencia y Tecnología en el ámbito del CIDI, en la Ciudad de Panamá los días 17 y 18 de noviembre de 2011.


2. Subrayar la importancia de definir los temas claves en materia de ciencia y tecnología a ser financiados por el Fondo Especial Multilateral del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (FEMCIDI) y solicitar a las Autoridades de la Comisión Interamericana de Ciencia y Tecnología (COMCYT) recomendar una metodología para su definición, y a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CECPDI) considerarla y aprobarla a la brevedad posible.

3. Subrayar la importancia de continuar con el diálogo ministerial de ciencia y tecnología en el ámbito del CIDI e instar a los Estados Miembros a que participen en la mencionada reunión a través de sus máximas autoridades de ciencia y tecnología. 
4. Encomendar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) brinde el apoyo necesario para los preparativos y seguimiento de la Tercera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Ciencia y Tecnología en el ámbito del CIDI y que informe periódicamente a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) sobre su proceso preparatorio. 
5. Solicitar al CIDI Integral que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2643 (XLI-O/11)

SÉPTIMA REUNIÓN INTERAMERICANA DE
MINISTROS DE EDUCACIÓN EN EL ÁMBITO DEL CIDI
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS:

Las resoluciones CIDI/RES. 242 (XV-O/10) y AG/RES. 2589 (XL-O/10), “Informe de la Sexta Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI”, y CIDI/RES. 254 (XVI-O/11), “Séptima Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI”; y

La resolución CEPCIDI/RES. 178 (CLXVI-O/11), “Convocatoria de la Séptima Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI”; y

Las resoluciones CEPCIDI/RES.175/10 (CLXIV-O/10), "Fortalecimiento del Fondo Especial Multilateral del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (FEMCIDI): Establecimiento de un período de transición para poner en práctica la estructura propuesta para el FEMCIDI", y CEPCIDI/RES. 180 (CLXVII-O/11), "Temas clave para la cooperación solidaria en el sector educación en el marco del Fondo Especial Multilateral del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral";

CONSIDERANDO:

Que, en la Cuarta Cumbre de las Américas, celebrada los días 4 y 5 de noviembre de 2005, en Mar del Plata, Argentina, los Jefes de Estado y de Gobierno reconocieron la importancia del acceso a la educación como elemento primordial en la lucha contra la pobreza y la desigualdad en nuestros países, y se comprometieron a mejorar el acceso y la calidad de la educación básica, reconociendo que brindar oportunidades educativas es una inversión a futuro de los pueblos de las Américas; 


Que en la Quinta Cumbre de las Américas, celebrada del 17 al 19 de abril de 2009, en Puerto España, Trinidad y Tobago, los Jefes de Estado y de Gobierno reconocieron “que la educación es un proceso de toda la vida, que promueve la inclusión social y la ciudadanía democrática y permite a la persona contribuir plenamente al desarrollo de la sociedad […]”; 
Que los Jefes de Estado y de Gobierno reunidos en la Quinta Cumbre de las Américas hicieron también "un llamamiento a los Ministros de Educación para que, con el apoyo de la Organización de los Estados Americanos (OEA), instituciones regionales e internacionales especializadas y organizaciones de la sociedad civil, desarrollen estrategias para hacer accesible la educación secundaria de calidad para todos nuestros jóvenes para el año 2015, especialmente para los grupos más vulnerables y aquellos con necesidades educativas especiales"; y que "estas estrategias deberán basarse en los principios de equidad, calidad, pertinencia y eficiencia en la educación, tomando en cuenta la perspectiva de género y la diversidad estudiantil, y deberán alentar la innovación y la creatividad"; y 

TOMANDO EN CUENTA: 
Que es responsabilidad del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), en el marco del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009, fomentar el diálogo para promover el desarrollo de la educación como una de sus áreas prioritarias; 

Que, como parte del proceso de seguimiento de la Sexta Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI, la Comisión Interamericana de Educación (CIE) se reunió en Guayaquil, Ecuador, los días 9 y 10 de noviembre de 2010; y]
Que los Estados Miembros han desarrollado, con el apoyo de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI), un importante trabajo de seguimiento de la Sexta Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI y están embarcados en el proceso preparatorio para la séptima reunión ministerial; y 

VISTA la nota de la Misión Permanente de Suriname en la que ofrece ser sede de la Séptima Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI (CEPCIDI/INF.106/10), 

RESUELVE:

1. Aceptar con beneplácito el ofrecimiento del Gobierno de Suriname para realizar la Séptima Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI en Paramaribo, Suriname, los días 1 y 2 de marzo de 2012. 

2. Reconocer la importancia de la Séptima Reunión de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI como ocasión para evaluar los resultados del diálogo político y cooperación técnica realizados conforme al Plan de Trabajo de la Comisión Interamericana de Educación (CIE) y asesorar a la CIE sobre ajustes y adiciones a su plan de trabajo, con el objeto de apoyar a los Estados Miembros en sus esfuerzos para mejorar la calidad y equidad de sus sistemas educativos.

3. Reconocer los avances logrados en la implementación de la nueva estructura del Fondo Especial Multilateral del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (FEMCIDI) y, en la incorporación del sector educativo.
4. Destacar la importancia de aprobar los proyectos educativos del Fondo Especial Multilateral del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (FEMCIDI) conforme a su nueva estructura previa a la celebración de la Séptima Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI.   

5. Solicitar a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral que acelere la preparación de la metodología programática de cada uno de los temas fundamentales seleccionados en materia de educación y que continúe apoyando al FEMCIDI en su período de transición y a la Secretaría de Relaciones Externas para que, con la asesoría de la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (AICD) y en coordinación con la SEDI, promueva la movilización de recursos adicionales e iniciativas de cooperación en apoyo de los temas seleccionados.
6. Hacer un llamamiento a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI), la Comisión Interamericana de Educación (CIE) y la AICD para que continúen trabajando en la implementación de la nueva estructura del FEMCIDI en el sector educativo.   

7. Hacer un llamamiento a los Estados Miembros para que apoyen activamente la Séptima Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI con sus máximas autoridades de educación. 

8. Solicitar a la CIE que, con la ayuda de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI), continúe apoyando el proceso de preparación y seguimiento de las reuniones del área sectorial de educación, y que periódicamente informe a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) sobre ese proceso 

9. Solicitar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo  período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.  La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2644 (XLI-O/11)

INFORME DE LA SEGUNDA REUNIÓN INTERAMERICANA DE MINISTROS Y 
ALTAS AUTORIDADES DE DESARROLLO SOSTENIBLE EN EL ÁMBITO DEL CIDI
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las resoluciones CIDI/RES. 187 (XI-O/06), AG/RES. 2211 (XXXVI-O/06), “Primera Reunión Interamericana de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible en el ámbito del CIDI”, CIDI/RES.199 (XII-O/07), AG/RES. 2312 (XXXVII-O/07), “Informe de la Primera Reunión Interamericana de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible en el ámbito del CIDI”, CIDI/RES. 236 (XV-O/10) y AG/RES. 2572 (XL-O/10), “Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible en el ámbito del CIDI” y CIDI/RES. 255 (XVI-O/11), “Informe de la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible en el ámbito del CIDI”; y
TENIENDO EN CUENTA:
Que la Cumbre de las Américas sobre Desarrollo Sostenible, celebrada en Santa Cruz de la Sierra, Bolivia, en 1996, encomendó a la Organización de los Estados Americanos (OEA) el papel de coordinar el seguimiento de las diversas decisiones de dicha Cumbre, y al efecto, convocar las reuniones necesarias al nivel que corresponda; 
Que las declaraciones de las Cumbres de las Américas señalan que las reuniones ministeriales están produciendo importantes resultados en apoyo a los mandatos del proceso de Cumbres y que se continúe en el desarrollo de esta cooperación;

Que en el marco del proceso de Cumbres, los Jefes de Estado y de Gobierno de las Américas se han comprometido a coordinar esfuerzos internacionales que apoyen políticas de desarrollo sostenible;


Que los Jefes y Jefas de Estado y de Gobierno de las Américas, en el marco de la Quinta Cumbre de las Américas celebrada en Trinidad y Tobago del 17 al 19 de abril de 2009, instruyeron a los ministros y las autoridades responsables del desarrollo sostenible a que se reúnan en 2010, bajo los auspicios de la OEA; y
Que es de suma importancia para el Hemisferio la realización de una reunión ministerial sobre desarrollo sostenible, con la finalidad de hacer llegar a los más altos niveles políticos, las prioridades, necesidades y recomendaciones de las máximas autoridades de desarrollo sostenible de las Américas; y

CONSIDERANDO:

Que es responsabilidad del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), en el marco del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009, fomentar el diálogo sobre el desarrollo sostenible y el medio ambiente como una de sus áreas prioritarias;

Que la Segunda Reunión Interamericana de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible en el ámbito del CIDI se celebró en Santo Domingo, República Dominicana, del 17 al 19 de noviembre de 2010, con el apoyo técnico de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI); y

Que se llevaron a cabo tres reuniones preparatorias: una primera, los días 28 y 29 de junio de 2010, en la Sede de la Organización de los Estados Americanos (OEA); una segunda, en México, los días 6 y 7 de septiembre de 2010, en la cual se realizaron importantes avances respecto al Proyecto de Declaración; y una tercera,  el  día 17 de noviembre de 2010, en Santo Domingo, consagrada a concluir la negociación;

Que se llevó a cabo un proceso inclusivo y amplio de participación de la sociedad civil y otros actores sociales claves, tales como los jóvenes y el sector privado, que aprovechó las experiencias de estos actores en los temas abordados en la Reunión;  

Que el diálogo de los Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible se centró en el tema “Hacia el Desarrollo Sostenible en las Américas” y este encuentro propició una oportunidad para dar seguimiento a la Declaración de Santa Cruz+10, así como a la implementación del Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible(PIDS) (2006-2009), y dialogar sobre la vulnerabilidad en el marco del desarrollo sostenible, la gestión del riesgo en la planificación y los aspectos institucionales y de gestión frente al cambio climático;

Que los Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible aprobaron la Declaración de Santo Domingo para el Desarrollo Sostenible de las Américas (CIDI/RIMDS-II/DEC.1/10)
/ 

Que en la referida Declaración,
/ entre otras conclusiones, se extendió la vigencia del PIDS por el periodo 2010-2014 y se decidió convocar de manera ordinaria las reuniones de la Comisión Interamericana para el Desarrollo Sostenible (CIDS); y

VISTO el informe de la Segunda Reunión Interamericana de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible (CIDI/RIMDS-II/doc.8/11),

RESUELVE:

1. Felicitar al Gobierno de República Dominicana por la exitosa celebración de la Segunda Reunión Interamericana de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible en el ámbito del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI). 

2. Hacer nota de la Declaración de Santo Domingo para el Desarrollo Sostenible de las Américas (CIDI/RIMDS-II/DEC.1/10).
/
3. Instar a la Comisión Interamericana para el Desarrollo Sostenible (CIDS) a que informe sobre el progreso de su proceso de revisión y actualización del Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible (PIDS) (2006-2009).
4. Encomendar a la Secretaría General que, a través del Departamento de Desarrollo Sostenible de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI), siga apoyando a los Estados Miembros, en sus esfuerzos para continuar el intercambio de información, experiencias y prácticas óptimas para fortalecer la agenda de desarrollo sostenible en el marco de la OEA.

5. Encomendar a la Secretaría General que, a través del Departamento de Desarrollo Sostenible de la SEDI, colabore con las autoridades de desarrollo sostenible en el cumplimiento de las acciones y acuerdos adoptados durante la Segunda Reunión Interamericana de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible, y que periódicamente informe sobre este proceso a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI).
6. 
Acoger con beneplácito la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Desarrollo Sostenible Río+20 y reiterar el pleno compromiso de todos los países de la región para el éxito de la Conferencia. 
7. Solicitar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 
1.
…porque ésta promueve la valoración de los servicios ambientales y el desarrollo de los mercados de carbono, y porque no refleja de manera balanceada las posiciones de todos los miembros de la OEA.  Para el Estado Plurinacional de Bolivia no se puede ni debe valorar en términos monetarios las funciones de la naturaleza y menos desarrollar un mercado alrededor de las mismas. 

2.
…porque ésta promueve la valoración de los servicios ambientales y el desarrollo de los mercados de carbono, y porque no refleja de manera balanceada las posiciones de todos los miembros de la OEA.  Para el Estado Plurinacional de Bolivia no se puede ni debe valorar en términos monetarios las funciones de la naturaleza y menos desarrollar un mercado alrededor de las mismas.

3.
…porque ésta promueve la valoración de los servicios ambientales y el desarrollo de los mercados de carbono, y porque no refleja de manera balanceada las posiciones de todos los miembros de la OEA.  Para el Estado Plurinacional de Bolivia no se puede ni debe valorar en términos monetarios las funciones de la naturaleza y menos desarrollar un mercado alrededor de las mismas.


AG/RES. 2645 (XLI-O/11)

INFORME DE LA SEGUNDA REUNIÓN DE MINISTROS Y 
ALTAS AUTORIDADES DE DESARROLLO SOCIAL EN EL ÁMBITO DEL CIDI
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL, 

VISTAS:

Las resoluciones AG/RES. 2081 (XXXV-O/05), “Pobreza, equidad e inclusión social: Seguimiento de la Declaración de Margarita”, AG/RES. 2383 (XXXVIII-O/08), “Primera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI”,  AG/RES. 2472 (XXXIX-O/09), “Informe de la Primera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI” y AG/RES. 2568 (XL-O/10), Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI; y 

Las resoluciones CIDI/RES. 165 (X-O/05), “Pobreza, equidad e inclusión social: Seguimiento de la Declaración de Margarita”, CIDI/RES. 206 (XIII-O/08), “Primera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI”, y CIDI/RES. 221 (XIV-O/09), “Informe de la Primera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social”, CIDI/RES. 232 (XV-O/10), “Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI” y CIDI/RES. 256 (XVI-O/11), “Informe de la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI”;

CONSIDERANDO 

Que los Jefes y Jefas de Estado y de Gobierno reunidos en la Quinta Cumbre de las Américas, celebrada en Puerto España, Trinidad y Tobago, del 17 al 19 de abril de 2009, instruyeron a sus ministros, en especial los responsables de finanzas, planificación y desarrollo social, a que inicien o fortalezcan la revisión de los programas nacionales de protección social, inclusión y erradicación de la pobreza, si así se considera necesario, con el fin de aumentar la eficiencia y eficacia, reducir duplicaciones, identificar brechas a nivel nacional y optimizar el uso de los recursos; y  

Que en la Quinta Cumbre de las Américas,  los Jefes y Jefas de Estado y de Gobierno instruyeron a sus ministros, en especial los responsables de finanzas, planificación y desarrollo social  a que en la Segunda Reunión de Ministros y Autoridades de Alto Nivel de Desarrollo Social, a llevarse a cabo en Colombia intercambien las experiencias y mejores prácticas que emanen de las revisiones de los programas nacionales de protección social, inclusión y erradicación de la pobreza;

Que es responsabilidad del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) fomentar el diálogo regional y actividades de cooperación a favor del desarrollo integral y combate a la pobreza; y
TENIENDO PRESENTE: 

Que la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI se celebró los días 8 y 9 de julio de 2010 en Cali, Colombia; 


Que el encuentro de los Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social propició un diálogo sobre el fortalecimiento de los sistemas de protección social como estrategia integral de lucha contra la pobreza, la inequidad, la desigualdad y la exclusión social en América Latina y el Caribe, reconociendo el papel central del Estado en esta tarea, y procurando la articulación interinstitucional y con las organizaciones sociales, comunitarias, la academia y demás actores del ámbito privado sobre las siguientes lineas estratégicas:  i) La promoción de empleo y la generación de ingresos, ii) El fortalecimiento de las políticas de seguridad alimentaria y  nutricional; iii) La gestión de riesgo y reconstrucción del tejido social a través de la organización social para reducir la vulnerabilidad de las víctimas de desastres naturales; 

Que los Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social reiteraron el llamado a fortalecer la Red Interamericana de Protección Social como un mecanismo de cooperación hemisférica en materia de combate a la pobreza, la inequidad y la exclusión, y a fomentar el intercambio) de experiencias exitosas y el análisis de los principales desafíos de las estrategias de protección y promoción social, para cuyo lanzamiento y consolidación fue valioso el apoyo de los Estados Miembros, especialmente el respaldo financiero de los Estados Unidos; 
Que es necesario que la Secretaría General, en su rol de Secretaría Técnica, continúe con sus esfuerzos para facilitar la cooperación en el marco de  la Red Interamericana de Protección de Social (RIPSO);

Que en el marco de la Reunión Ministerial, las delegaciones, asimismo, tomaron nota de los avances en las negociaciones en la Carta Social de las Américas y su Plan de Acción y reiteraron el apoyo a sus objetivos;

Asimismo, que en el marco de la Reunión Ministerial se eligió a Brasil como Presidente de la Comisión  Interamericana de Desarrollo Social (CIDES), y El Salvador y México fueron elegidos para ocupar la primera vicepresidencia, la cual será compartida por ambas delegaciones por un período de un año cada una, y Barbados fue elegido para la segunda vicepresidencia; y
Que los Ministros y Altas Autoridades aprobaron un Comunicado (CIDI/REMDES/doc.5/10 rev. 5), el cual está contenido en el Informe Final de la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI (CIDI/REMDES/doc.11/10),

RESUELVE:

1. Felicitar al Gobierno de Colombia por la exitosa celebración de la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI). 

2. Hacer suyo el Comunicado de la Primera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI (CIDI/REMDES/doc.5/10 rev. 5). 
3. Encomendar a la Comisión Interamericana de Desarrollo Social (CIDES) que dé seguimiento a los acuerdos de la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI en su Plan de Trabajo 2010–2012. 
4. Encomendar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI), brinde el apoyo necesario a la CIDES en la implementación de su Plan de Trabajo 2010-2012 y que informe periódicamente a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI).
5. Agradecer y acoger el generoso ofrecimiento del Gobierno de Brasil para ser sede de la Tercera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI en 2012, efectuado en el marco de la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI.

6. Solicitar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

AG/RES. 2646 (XLI-O/11)

EXTENSIÓN DEL MANDATO DEL GRUPO DE TRABAJO DE LA CEPCIDI 
ENCARGADO DEL FORTALECIMIENTO DEL CIDI Y DE SUS ÓRGANOS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS:

Las resoluciones CIDI/RES. 192 (XII-O/07), “Fortalecimiento de los mecanismos del diálogo político para el desarrollo integral”, CIDI/RES. 193 (XII-O/07), “Fortalecimiento de la cooperación técnica para el desarrollo integral”, CIDI/RES. 194 (XII-O/07), “Fortalecimiento del diálogo político sustantivo en el marco del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral”, CIDI/RES. 213 (XIII-O/08) y CIDI/RES. 228 (XIV-O/09), “Fortalecimiento de la cooperación solidaria: Diálogo político, cooperación técnica, estructura y mecanismos,” CIDI/RES. 244 (XV-O/10) y CIDI/RES. 258 (XVI-O/11) “Extensión del Mandato del Grupo de Trabajo de la CEPCIDI encargado del Fortalecimiento del CIDI y de sus órganos”; y 

Las resoluciones AG/RES. 2303 (XXXVII-O/07), “Fortalecimiento de los mecanismos del diálogo político para el desarrollo integral”, AG/RES. 2304 (XXXVII-O/07), “Fortalecimiento de la cooperación técnica para el desarrollo integral”, AG/RES. 2305 (XXXVII-O/07), “Fortalecimiento del diálogo político sustantivo en el marco del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral”, AG/RES. 2390 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2469 (XXXIX-O/09), “Fortalecimiento de la cooperación solidaria: Diálogo político, cooperación técnica, estructura y mecanismos”;   
REITERANDO la importancia de fortalecer el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) y sus órganos, así como los mecanismos de diálogo político y cooperación técnica a fin de mejorar su funcionamiento y eficiencia;  
TENIENDO EN CUENTA:

Que en el marco de la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) se está desarrollando un proceso de reflexión y consulta sobre los mecanismos de diálogo político en el ámbito del CIDI y del esquema actual de la cooperación solidaria, explorando diversas alternativas con miras a fortalecerlo;  
Que la CEPCIDI en ese contexto creó un grupo de trabajo al cual se le confirió el mandato de “considerar las distintas alternativas de fortalecimiento del CIDI y sus órganos, y mejorar su funcionamiento”;  
Que el Grupo de Trabajo Encargado del Fortalecimiento del CIDI y de sus Órganos viene realizando sus tareas desde 2008 y ha avanzando en su Plan de Trabajo (CEPCIDI/GT/FORCIDI/doc.20/10 rev. 1. corr. 1), en cumplimiento del cual, presentó a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) sus recomendaciones para fortalecer el Fondo Especial Multilateral del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (FEMCIDI); 

Que a partir de las recomendaciones para fortalecer el FEMCIDI, la CEPCIDI aprobó la resolución CEPCIDI/RES.175/10 (CLXIV-O/10) “Fortalecimiento del Fondo Especial Multilateral del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (FEMCIDI): Establecimiento de un periodo de transición para poner en práctica la estructura propuesta para el FEMCIDI”, mediante la cual suspendió las programaciones futuras del FEMCIDI en la modalidad vigente y estableció un periodo de transición destinado a poner en práctica la estructura propuesta para el FEMCIDI, contenida en el flujo esquemático de programación (CEPCIDI/doc.963/10).  

Que dentro de los objetivos propuestos en el Plan de Trabajo, se encuentra pendiente el estudio de las nuevas modalidades de cooperación, los mecanismos de financiamiento,  la articulación de los procesos políticos, la cooperación técnica,  el fortalecimiento del diálogo político y  la estructura del CIDI y de sus órganos;  
TENIENDO EN CUENTA ASIMISMO que en la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios del Consejo Permanente se está realizando un proceso de establecimiento de prioridades y de realineación de la Secretaría General; y  

RECORDANDO la importancia de los trabajos emprendidos en Playa del Carmen, en octubre de 2008, y fortalecidos, en octubre de 2009, por la Reunión Especializada del CIDI de Altas Autoridades de Cooperación mediante el Consenso de Bogotá, para fortalecer al CIDI, 

RECORDANDO TAMBIÉN, que la Décima Sexta Reunión Ordinaria del CIDI consideró las modalidades innovadoras de cooperación y los mecanismos de financiamiento utilizados en la OEA,  proporcionando  recomendaciones y lineamientos con el fin de potenciar y consolidar dichas modalidades, a efecto de  vincularlas con los mecanismos de financiamiento existentes y potenciales.

RESUELVE:

1. Reconocer el progreso del Grupo de Trabajo Encargado del Fortalecimiento del CIDI y de sus Órganos, establecido por la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI), extender su mandato hasta la décimo séptima  reunión ordinaria del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) para que pueda continuar avanzando con su Plan de Trabajo (CEPCIDI/GT/FORCIDI/doc.20/10 rev. 1. corr. 1) y solicitar a sus autoridades  que presenten sus recomendaciones a la CEPCIDI a más tardar el 30 de abril de 2012.   

2. Instruir al Grupo de Trabajo de la CEPCIDI para el Fortalecimiento del CIDI y de sus órganos considerar en sus recomendaciones a ser presentadas a la CEPCIDI las recomendaciones y lineamientos emanados de la Décima Sexta Reunión Ordinaria del CIDI, destinadas a  potenciar y consolidar las modalidades innovadoras de cooperación, a efecto de vincularlas con los mecanismos de financiamiento existentes y potenciales.  

3. Solicitar a la CEPCIDI que si, al considerar las posibles acciones destinadas al fortalecimiento del CIDI, de sus órganos y de los mecanismos de diálogo político y de cooperación técnica, determina la necesidad de efectuar modificaciones al CIDI, a la CEPCIDI, al Fondo Especial Multilateral del CIDI (FEMCIDI) y a la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (AICD), incluyendo a sus estatutos o reglamentos, las apruebe ad referéndum de la Asamblea General, según resulte pertinente.  
4. Solicitar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2647 (XLI-O/11)

LOS MECANISMOS EXISTENTES SOBRE PREVENCIÓN, ATENCIÓN DE
LOS DESASTRES Y ASISTENCIA HUMANITARIA ENTRE LOS ESTADOS MIEMBROS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO EN CUENTA las resoluciones AG/RES. 2314 (XXXVII-O/07) “Reducción de desastres naturales, gestión de riesgos y asistencia en casos de desastres naturales y otros desastres” AG/RES. 2372 (XXXVIII-O/08), “Coordinación del voluntariado en el Hemisferio para la respuesta a los desastres naturales y la lucha contra el hambre y la pobreza: Iniciativa Cascos Blancos”, AG/RES. 2492 (XXXIX-O/09), “Los mecanismos existentes sobre prevención, atención de los desastres y asistencia humanitaria entre los Estados Miembros”, AG/RES. 2610 (XL-O/10) y CIDI/RES. 245 (XV-O/10), “Los mecanismos existentes sobre prevención, atención de los desastres y asistencia humanitaria entre los Estados Miembros”y CIDI/RES. 259 (XVI-O/11) “Los mecanismos existentes sobre prevención, atención de los desastres y asistencia humanitaria entre los Estados Miembros”;

TOMANDO NOTA del “Diagnostico y Curso de Acción Sugerido” por el Grupo de Trabajo Conjunto sobre “Los Mecanismos Existentes sobre Prevención, Atención de los Desastres y Asistencia Humanitaria entre los Estados Miembros” (GTC/DAH-12/11 rev. 3);
TOMANDO NOTA ASIMISMO del Informe de la Presidencia recogiendo las cinco reuniones sustantivas del Grupo de Trabajo Conjunto; (GTC/DAH-11/11)

DESTACANDO la participación, propuestas y recomendaciones de los Estados Miembros y de 37 expertos y funcionarios de los países, de organismos del Sistema Interamericano, de organismos y organizaciones internacionales, regionales y subregionales, durante las cinco reuniones sustantivas del Grupo de Trabajo Conjunto;  

RESALTANDO la necesidad de seguir evaluando y fortaleciendo, cuando proceda, los mecanismos hemisféricos, para adaptarlos y adecuarlos a las nuevas realidades y complejidades de los desastres y al nuevo marco de acción existente en el ámbito internacional;

REAFIRMANDO la importancia de facilitar y utilizar mecanismos que contribuyan al trabajo conjunto e incluyan la participación de la comunidad y sus organizaciones en el diagnóstico de sus problemas y en la elaboración de instrumentos de prevención y respuesta; 

DESTACANDO la conveniencia de instrumentar las orientaciones que emanan del Marco de Acción de Hyogo en políticas públicas que den cotinuidad a las políticas específicas de gestión de riesgo y emergencias; 

CONSCIENTES que  para lograr asistencia rápida y eficiente para personas en situación de desastres es fundamental evitar conflictos de jurisdicción y/o competencias resultantes de una insuficiencia de legislación específica sobre gestión de riesgo de desastres; 

CONVENCIDOS de la importancia de los acuerdos, entre otros, migratorios, aduaneros e impositivos para facilitar la recepción, donación o tránsito de los insumos humanitarios en situaciones de desastre o emergencia; 
ENFATIZANDO la importancia de fortalecer los organismos regionales y subregionales de gestión de riesgo y emergencias e importancia de un mayor acercamiento del Sistema Interamericano a las instancias nacionales y los organismos subregionales de gestión del riesgo tomando en cuenta mecanismos y actividades existentes, tales como: el Caribbean Disaster Emergency Management Agency (CDEMA), el Centro de Coordinación para la Prevención de los Desastres Naturales en América Central (CEPREDENAC), el Comité Andino para la Prevención y Atención de Desastres (CAPRADE) y la Reunión Especializada de Reducción de Desastres Socionaturales, la Defensa Civil, la Protección Civil y la Asistencia Humanitaria (REHU), fortaleciendo la complementariedad, sin duplicar esfuerzos; 

REITERANDO la importancia de alcanzar un compromiso entre los Estados Miembros que permita intercambiar, de manera oportuna y eficaz, información, herramientas, experiencias exitosas y buenas prácticas entre países, agencias internacionales, organismos regionales y subregionales y organizaciones, actores sociales y entidades de la sociedad civil, en cuanto a gestión de riesgos y atención a los desastres, así como evitar la duplicación de esfuerzos y unir sinergias de los mecanismos existentes en beneficio de la región. 

RESUELVE:

1. Hacer suyo el “Diagnóstico y el Curso de Acción Sugerido por el Grupo de Trabajo Conjunto sobre Los Mecanismos Existentes sobre Prevención, Atención de los Desastres y Asistencia Humanitaria entre los Estados Miembros” (GTC/DAH-12/11 rev. 3).  
2.
Extender las labores del Grupo de Trabajo Conjunto sobre Mecanismos Existentes sobre Prevención, Atención de los Desastres y Asistencia Humanitaria entre los Estados Miembros por 1 (un) año a fin de diseñar un Plan Interamericano para la Coordinación de la Prevención, la Atención de los Desastres y la Asistencia Humanitaria que responda, entre otros, al diágnostico y que tome en cuenta los mecanismos e instancias nacionales, subregionales, regionales y multilaterales existentes, de manera de buscar complementariedades, evitando la duplicación de esfuerzos. 
3.
Encomendar al Grupo de Trabajo Conjunto que al diseñar dicho Plan considere los instrumentos y mecanismos existentes en el ámbito interamericano.  
4. Exhortar a los Estados Miembros a que consideren: 

a. Fortalecer los mecanismos subregionales y su “Foro de Coordinación y Cooperación de Mecanismos Subregionales de Gestión del Riesgo de Desastres de las Américas”, como interlocutores clave con vistas a aumentar los niveles de coordinación regional.  (Este párrafo se reubicaría en la posición del actual “2.bis”)

b.
Fortalecer las capacidades nacionales de la gestión integral de riesgo, favoreciendo la coordinación de la respuesta y la asistencia humanitaria internacional. (Este párrafo se reubicaría en la posición del actual “2.a”)

c.
Informar a la Secretaría General de la OEA, a través de las representaciones permanentes de los Estados Miembros, las respectivas Autoridades de Coordinación Nacional para situaciones de emergencia en los Estados Miembros con vistas a aumentar los niveles de coordinación regional.

d.
Desarrollar, en la medida de sus posibilidades y necesidades, herramientas que optimicen los procesos relacionados con la asistencia humanitaria, tales como el manejo de suministros, guías de procedimiento o manuales. 

e.
Promover el “Programa Internacional de Leyes, Normas y Principios para la Respuesta a Desastres” (IDRL) de la Federación Internacional de la Cruz Roja (FICR), como un aporte al desarrollo de los soportes legales internos, con la intención de generar protocolos de acción, mejorar leyes, adaptarlas, llenar vacíos e integrar a los sectores público, privado y comunitario. 

f.
Apoyar el proceso de reuniones regionales sobre mecanismos internacionales de asistencia humanitaria, contribuyendo a evitar la duplicación de esfuerzos y apuntando a la construcción de herramientas específicas, conducentes a mejorar los mecanismos de coordinación regional, como lo son el diseño de un Compendio Normativo Regional, la elaboración de procedimientos formales de Cancillería y de guías de operaciones para la asistencia humanitaria, la adopción de modelos subregionales de manejo de suministros, herramientas virtuales de coordinación, recuperación de saberes y prácticas ancestrales y otros. 

5. Encomendar a la Secretaría General que:

a. Informe sobre el estado de instrumentación de los Acuerdos y Convenios que la Secretaría General ha suscrito, entre otros, con la Oficina de Coordinación de los Asuntos Humanitarios de Naciones Unidas (OCHA), la Federación de las Sociedades de la Cruz Roja y la Media Luna Roja (FICR), la Estrategia Internacional para la Reducción de Desastres (EIRD) y con el Programa Mundial de Alimentos (PMA). 

b. Aprovechando la estructura instalada de la OEA, a partir de la interacción entre las Oficinas Nacionales de la OEA, las Cancillerías de los Estados Miembros, y sus Representaciones ante la Organización, incentivar el uso de sistemas unificados de información existentes sobre la problemática de desastres, incluso a partir de demandas de los organismos subregionales pertinentes. 

c. Integrar y difundir un registro actualizado de organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales que trabajan en la asistencia humanitaria con el que la OEA y los Estados Miembros puedan contar ante una emergencia, a partir de los recursos existentes en la Organización. 

d. Difundir, agilizar y facilitar la labor del Comité Interamericano para la Reducción de Desastres Naturales (CIRDN) y el Fondo Interamericano de Asistencia para Situaciones de Emergencia (FONDEM). 

e.
Activar el Comité Interamericano para la Reducción de Desastres Naturales (CIRDN) cada vez que haya una emergencia requiriendo asistencia internacional en la región.

f. Difundir el Programa Internacional de Leyes, Normas y Principios para la Respuesta a Desastres (IDRL) de la Federación Internacional de la Cruz Roja (FICR). 


6.
Encomendar al Grupo de Trabajo que en la elaboración del Plan a que se refiere el párrafo resolutivo primero, haga seguimiento y tome en consideración, en lo que corresponda, a las actividades objeto de los párrafos resolutivos 2 y 3, así como otras reuniones especializadas que puedan contribuir.

7.
Encomendar a la Secretaría General que desarrolle una estrategia de movilización de recursos para sostener las labores del Grupo de Conjunto. 

8.
Solicitar a la Secretaría General que informe al cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.”  La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2648 (XLI-O/11)

MEJORAMIENTO DE LA TRANSPARENCIA Y EFICACIA DE
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE PUERTOS
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO EN CUENTA:  

Que, de conformidad con el artículo 8 del Estatuto del CIDI, son funciones de la Comisión Ejecutiva Permanente del CIDI (CEPCIDI), entre otras, coordinar las actividades de los órganos subsidiarios del CIDI y recibir sus informes y recomendaciones; 

Que en el marco de la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) se está desarrollando un proceso de reflexión y consulta sobre los mecanismos de diálogo político en el ámbito del CIDI y del esquema actual de la cooperación solidaria, explorando diversas alternativas con miras a fortalecerlo;   
Que la CEPCIDI en ese contexto creó un grupo de trabajo al cual se le confirió el mandato de “considerar las distintas alternativas de fortalecimiento del CIDI y sus órganos, y mejorar su funcionamiento”;  
VISTA la resolución CIDI/RES. 257 (XVI-O/11), “Mejoramiento de la transparencia y eficacia de la Comisión Interamericana de Puertos”;

CONSIDERANDO:
Que mediante resolución CECIP/RES. 1 (XII-11) “Subcomité de Política y Coordinación” del Comitéé Ejecutivo de la Comisión Interamericana de Puertos (CECIP) encomendó a la Subcomisión sobre Políticas y Coordinación de la CIP aprobar  antes del 1 de junio de 2011,  un formato para reporte de los informes financieros trimestrales que incluya información detallada de los gastos de la CIP a fin de mejorar la contabilización y las operaciones presupuestarias de las actividades futuras;

Mediante resolución CEPCIP/RES. 9/11 (XII-11) “Plan piloto de nuevos procedimientos para gestión y cumplimientos de tareas de Comité y Subcomités” del CECIP encargó  a la Subcomisión de Políticas y Coordinación de la CIP que  formule la propuesta de un Plan Piloto  de nuevos procedimientos para la gestión y el cumplimiento de las tareas de los Comité y Subcomités, que no altere el debido seguimiento de los actuales planes y programas pero que abra una vía ejecutiva para garantizar el cumplimiento de las tareas de la CECIP;

RESUELVE:
1.
Instruir a la Secretaría de la Comisión Interamericana de Puertos (CIP), a que antes de realizar reuniones de la CIP y de sus órganos, someta a la aprobación de la Comisión Ejecutiva Permanente del CIDI (CEPCIDI) propuestas de lugar y fecha para dichas reuniones.

2.
Instruir a la Secretaría de la CIP a presentar a la CEPCIDI los resultados de cada reunión para que la CEPCIDI las remita al CIDI, acompañadas, cuando sea apropiado, por sus observaciones y recomendaciones. 

3.
Instruir al Secretario de la Comisión Interamericana de Puertos (CIP) que presente el nuevo formato de informe financiero trimestral a la Comisión Ejecutiva del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI), a más tardar el 17 de junio de 2011.


4.
Encomendar al Secretario de la CIP que realice un examen de las actividades de esta comisión y que proponga a la CEPCIDI una encuesta entre los Estados Miembros con el objeto de dar forma a un programa simplificado de actividades focalizadas que sean acordes con las fortalezas de la CIP y las prioridades de los Miembros.

5.
Instruir al Secretario de la Comisión Interamericana de Puertos (CIP) que le presente a la CEPCIDI informes financieros trimestrales mediante el uso del nuevo formato dentro de un período de 30 días a partir del final de cada trimestre, a partir del 1 de julio de 2011.

6.
Encomendar a la Secretaría de la CIP que presente a la CEPCIDI un informe sobre la implementación de la resolución CECIP/RES.9/11 (XII-11), a más tardar el 1 de Julio de 2011.

7.
Encomendar a la CEPCIDI, que considere los reportes solicitados a la Secretaría de la CIP y los de a conocer a la CIP, junto con las recomendaciones que estime pertinentes para el mejoramiento de los trabajos de dicha Comisión.  Asimismo, que remita al Grupo de Trabajo para el Fortalecimiento del CIDI dichas recomendaciones para que las tome en cuenta en su proceso del fortalecimiento del CIDI.  
8.
Instruir a la Secretaria de la CIP que  adopte lo dispuesto en esta Resolución en la preparación de la próxima reunión de la CIP.

9.
Instruir CIDI a hacer las modificaciones necesarias en el Reglamento de la CIP para atender a esta Resolución.

10.
Solicitar al CIDI que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo periodo ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2649 (XLI-O/11)

EL CAMBIO CLIMÁTICO EN LOS PAÍSES DEL HEMISFERIO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las resoluciones CIDI/RES. 241 (XV-O/10) y AG/RES. 2588 (XL-O/10), y CIDI/RES. 260 (XVI-O/11) “El cambio climático en los países del Hemisferio”; 
CONSIDERANDO:

Que el desarrollo económico-social y la protección del ambiente son pilares interdependientes del desarrollo sostenible y que la erradicación de la pobreza es una meta fundamental del mismo; 

Que el cambio climático genera impactos negativos en todo el Hemisferio, provocando la degradación de la calidad de vida y el medio ambiente para las generaciones presentes y futuras; 

Que la más reciente evidencia científica, incluido el Cuarto Informe de Evaluación del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC) de las Naciones Unidas, indica que es necesario reducir las emisiones globales de manera que permitan estabilizar la temperatura de la tierra en el mediano y largo plazos; 

Que los Estados Miembros de la OEA enfrentan significativos riesgos causados por los efectos adversos del cambio climático particularmente aquellos vulnerables de conformidad con la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático, y que requieren adoptar medidas de adaptación para contrarrestar dichos efectos;  

Que los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y la comunidad internacional comparten la responsabilidad de encontrar soluciones equitativas y efectivas al cambio climático de acuerdo con el principio de responsabilidades comunes pero diferenciadas y sus respectivas capacidades, y demás principios, objetivos y disposiciones de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático;

Que los Estados Miembros de la OEA respaldan los esfuerzos encaminados a movilizar apoyo financiero y tecnológico en el Hemisferio para atender las necesidades de adaptación y mitigación de sus países en desarrollo; 

Que la OEA ha adoptado resoluciones y declaraciones para acompañar los esfuerzos de los Estados Miembros en materia de cambio climático y desarrollo sostenible, entre otras: las resoluciones AG/RES. 1674 (XXIX-O/99), “Los cambios climáticos en las Américas”, AG/RES. 1736 (XXX-O/00) y AG/RES. 1821 (XXXI-O/01), “Los efectos socioeconómicos y ambientales del cambio climático en los países del Hemisferio,” AG/RES. 2588 (XL-O/10) “Cambio Climático en los Países del Hemisferio” y la Declaración de Santo Domingo para el Desarrollo Sostenible de las Américas (CIDI/RIMDS-II/DEC.1/10)
/; y 

Que del 29 de noviembre al 10 de diciembre de 2010 se desarrolló en Cancún México la Décimo Sexta Conferencia de las Partes (COP 16) de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático y la Sexta Reunión de las Partes (COP-MOP 6) del Protocolo de Kyoto,

RESUELVE:

1. Reafirmar los compromisos asumidos en los instrumentos, resoluciones y declaraciones pertinentes sobre desarrollo sostenible y cambio climático en el marco de la Organización de los Estados Americanos (OEA). 
2. Apoyar los esfuerzos de los Estados Miembros de la OEA para promover el desarrollo económico y social y la protección del medio ambiente de forma integral y en armonía con las acciones para erradicación de la pobreza.

3. Acoger con beneplácito los resultados de Cancún de la Décimo Sexta Conferencia de las Partes (COP 16) y para aquellos que son Parte del Protocolo de Kyoto, de la Sexta Reunión de las Partes (CMP 6) del Protocolo de Kyoto, realizadas en Cancún, México del 29 de noviembre al 10 de diciembre de 2010
/.  
4. Trabajar para fortalecer la resiliencia de los Estados Miembros de la OEA frente a los efectos adversos del cambio climático, particularmente de los Estados más vulnerables del Hemisferio y apoyar la creación de actividades de adaptación al cambio climático. 

5. Apoyar los esfuerzos de los Estados Miembros en materia de mitigación de emisiones de gases de efecto invernadero, incluyendo la promoción de actividades destinadas a la generación de capacidades y el intercambio de información. 

6. Instar a todos los Estados Miembros de la OEA a trabajar conjuntamente para construir a partir de las decisiones adoptadas en Decimotercera y la Decimosexta Conferencias de las Partes, incluyendo tanto tareas de implementación como asuntos por resolver, para garantizar el éxito de la COP17/CMP7.
/
/  

7. Promover la generación de capacidades el intercambio de información  relacionada con el cambio climático, incluyendo desarrollo y fortalecimiento de capacidades meteorológicas en los Estados Miembros de la OEA. 

8. Resaltar las necesidades particulares de la población, las comunidades y ecosistemas vulnerables al cambio climático en los países del Hemisferio y considerarlos en los planes programas) y actividades de la OEA en materia de cambio climático. 
9. Instar asimismo a todos los Estados Miembros de la OEA a buscar y acordar resultados ambiciosos, equitativos, efectivos, eficaces, producto de un proceso de negociación transparente e inclusivo, a fin de asegurar el éxito de la Décimo Séptima Conferencia de las Partes (COP 17) de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático y la Séptima  Reunión de las Partes (CMP 7) del Protocolo de Kyoto  a celebrarse en Durban, Sur África.
10.
Apoyar los esfuerzos de la Secretaría General orientados a movilizar recursos tendientes a avanzar en la implementación de actividades en materia de cambio climático. 
11.
Solicitar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo tercer período ordinario de sesionessobre la implementación de la presente resolución.
NOTA DEL PIE DE PÁGINA

1.
porque considera que la valoración de los servicios ambientales y los mercados de carbono, en vez de contribuir al desarrollo sostenible y a resolver el problema de cambio climático, profundizarán aún más el desequilibrio con la naturaleza y la inequidad entre los seres humanos.

2.
a la naturaleza ante un escenario catastrófico de incremento de la temperatura de 4o C al permitir a los países desarrollados incumplir con sus obligaciones de reducción de gases de efecto invernadero, debilitar el Protocolo de Kioto y promover nuevos mecanismos de mercado que transfieren sus responsabilidades a los países en vías de desarrollo.

3.
de las 277 decisiones de las Conferencias de las Partes de Cambio Climático, una decisión con la objeción formal y explícita de un Estado Parte, circunstancia que debe ser tomada en cuenta en las negociaciones sobre la implementación de sus resultados.



4
sin excepción, por consenso.  El proceso preparatorio de la 16ª. Conferencia se caracterizó por su transparencia y por el interés de la Presidencia de reflejar las preocupaciones de todos los Estados Partes. No existe ningún derecho de veto bajo la Convención Marco.  En los informes de la Conferencia consta que la Presidenta declaró que los Acuerdos de Cancún fueron adoptados por consenso y que ninguna delegación objetó dicha declaración.

AG/RES. 2650 (XLI-O/11)

PROMOCIÓN Y RESPETO DEL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

REAFIRMANDO su resolución AG/RES. 2575 (XL-O/10) y todas sus resoluciones anteriores pertinentes; 

PROFUNDAMENTE CONSTERNADA por que en diversos lugares del mundo persisten las violaciones al derecho internacional humanitario causando sufrimientos a las víctimas de los conflictos armados, particularmente a la población civil, y por los desafíos que representan las nuevas situaciones que se desarrollan en el contexto de los conflictos armados; 

RECORDANDO que la obligación de respetar y hacer respetar en todas las circunstancias el derecho internacional humanitario, tanto convencional como consuetudinario, incumbe a todos los Estados Parte de los cuatro Convenios de Ginebra de 1949, universalmente reconocidos, incluyendo los Estados Miembros; 

RECORDANDO que 33, 32 y 13 Estados Miembros son Parte de los Protocolos Adicionales I, II y III a los Convenios de Ginebra de 1949, respectivamente, y que 11 han reconocido la competencia de la Comisión Internacional Humanitaria de Encuesta;  

TOMANDO NOTA de la entrada en vigor de la Convención sobre Municiones en Racimo el 1º de agosto de 2010 y que a la fecha 10 Estados Miembros son Parte de dicho instrumento y 19 lo han firmado; 
TOMANDO NOTA de la consideración del tema de municiones de racimo por el Grupo de Expertos Gubernamentales  de la Convención sobre prohibiciones o restricciones al empleo de ciertas armas convencionales excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados (CCAC).

CONSCIENTE del rico legado de bienes culturales en el Hemisferio reconocidos por la UNESCO como patrimonio mundial, mismos  que se beneficiarían de los sistemas de protección del derecho internacional humanitario; 

SUBRAYANDO la necesidad de fortalecer el derecho internacional humanitario mediante su aceptación universal, su más amplia difusión y la adopción de medidas nacionales para su debida implementación, incluyendo la represión de las violaciones graves al mismo; 
RECONOCIENDO la importante labor de asesoría que desempeñan las comisiones o comités nacionales de derecho internacional humanitario, y que 19 Estados Miembros cuentan con éstas; 

TOMANDO NOTA de las conclusiones de la Tercera Reunión Universal  de Comisiones Nacionales de Derecho Internacional Humanitario, celebrada en Ginebra, Suiza, del 17 al 29 de Octubre de 2010, así como de las conclusiones y recomendaciones adoptadas por la Conferencia Internacional de Comisiones Nacionales de Derecho Internacional Humanitario de América Latina y el Caribe, celebrada en la Ciudad de México, del 30 de junio al 2 de julio de 2010; y 

DESTACANDO el papel fundamental que cumple el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), como institución neutral, imparcial e independiente, para proteger y asistir a las víctimas de los conflictos armados,  así como para promover y difundir el respeto del derecho internacional humanitario en la región, y reconociendo también los valiosos esfuerzos que realizan las sociedades nacionales de la cruz roja a este respecto, 
RESUELVE:

1. Instar a los Estados Miembros y a las partes involucradas en un conflicto armado a que respeten y cumplan sus obligaciones bajo el derecho internacional humanitario, incluyendo las destinadas a la protección de la vida, la integridad y la dignidad de las personas y los bienes protegidos, así como al trato debido a los prisioneros de guerra. 
2. Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren adherirse a los tratados de derecho internacional humanitario de los que aún no son Parte, incluyendo aquéllos sobre la prohibición o restricción sobre el uso de ciertas armas por razones humanitarias, y considerar hacer uso, cuando sea apropiado, de los servicios de la Comisión Internacional Humanitaria de Encuesta. 
3. Invitar a los Estados Miembros a que den la mayor difusión posible a las normas y principios del derecho internacional humanitario, en particular, a través de su inclusión en las doctrinas y manuales militares con el fin de que las Fuerzas Armadas cuenten con los medios y mecanismos necesarios para su efectiva aplicación, así como a través de los medios pertinentes para que este derecho sea conocido por la población civil. 

4. Instar a los Estados Miembros a que adopten las medidas legislativas o de otra índole que fuesen necesarias para cumplir con las obligaciones previstas en los tratados de derecho internacional humanitario de los que son Parte, incluyendo:
a)
Tipificar en la legislación penal las violaciones graves  al derecho internacional humanitario, con particular énfasis en los crímenes de guerra, incluyendo la responsabilidad del superior por los actos de sus subordinados y el reconocimiento de la imprescriptibilidad de la acción penal y de la pena por estos delitos, entre otras disposiciones pertinentes. 

b)
Adoptar todas las medidas necesarias para cumplir con sus obligaciones internacionales con respecto al reclutamiento y uso de niños en las fuerzas armadas o grupos armados, así como para evitar su participación en las hostilidades, de acuerdo con las normas y principios del derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional de los refugiados. 

c)
Adoptar leyes que regulen el uso y respeto, prevengan y, en su caso, sancionen los abusos en la utilización de los emblemas de la cruz roja, la media luna roja y, en su caso, del cristal rojo, así como de su denominación, incluyendo disposiciones para proteger la misión médica. 

d)
Adoptar disposiciones que garanticen la protección de los bienes culturales contra los efectos de los conflictos armados, que pueden incluir medidas de carácter preventivo relativas a la preparación de inventarios, la planificación de medidas de emergencia y la designación de autoridades competentes. 

5. Recordar a los Estados Miembros que son Parte de tratados que prohíben o limitan, por razones humanitarias, el empleo de ciertas armas y municiones, sus obligaciones conforme a dichos instrumentos, incluyendo:

a)
Adoptar medidas legislativas  o de otra índole que prevengan y repriman penalmente, cuando sea el caso, el empleo, la fabricación, la transferencia, el almacenamiento y cualquier otra actividad prohibida respecto de esas armas y municiones, que faciliten la limpieza y destrucción de sus arsenales, que presten la debida atención a las víctimas y que fortalezcan el control sobre su disponibilidad.  

b)
Establecer procedimientos de examen para determinar, al momento de estudiar, desarrollar, adquirir o adoptar una nueva arma o nuevos medios o métodos de combate, si su empleo sería contrario al derecho internacional humanitario y, en tal caso, prohibir tales actividades. 

c)
Implementar activamente el Plan de Acción de Cartagena 2010-2014
/, así como el  Plan de Acción de Vientián
/, con énfasis particular en la asistencia a las víctimas, así como en actividades de prevención y reducción del riesgo por contaminación por el empleo de ciertas armas. 

d)
Fortalecer la protección de los civiles frente al uso y los efectos indiscriminados de armas y municiones, incluso a través de una participación activa en: 

i. La Cuarta Conferencia de Revisión de la Convención sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que puedan considerarse excesivamente  nocivas o de efectos indiscriminados, que se celebrará en Ginebra, Suiza, en noviembre de 2011, en la cual se considerarán, entre otros, los resultados del Grupo de Expertos Gubernamentales de las Altas Partes Contratantes de la Convención, encargado de concretar un instrumento que atienda de manera integral las consecuencias de las municiones en racimo.

ii.
La Segunda Reunión de Estados Parte de la Convención sobre Municiones en Racimo, que tendrá lugar en Beirut, Líbano, del 12 al 16 de septiembre de 2011. 

iii.
La Cuarta Sesión del Comité Preparatorio y La Conferencia de la Naciones Unidas sobre el Tratado sobre el Comercio de Armas, que se celebrarán en Nueva York en julio de 2011 y en 2012, respectivamente. 

6. Exhortar a los Estados Miembros a que participen activamente en la XXXI Conferencia Internacional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, que se celebrará en Ginebra, Suiza, del 28 al 31 de noviembre de 2011. 

7. Invitar a los Estados Miembros a que continúen apoyando el trabajo de los comités o comisiones nacionales encargados de la aplicación y la difusión del derecho internacional humanitario, e instar a los Estados que no cuentan con dicho órgano a que consideren su establecimiento como una manera de fortalecer la promoción y el respeto del derecho internacional humanitario. 

8. Solicitar a la Secretaria General identificar conjuntamente con  el CICR mecanismos para promover la participación de las Comisiones Nacionales de Derecho Internacional Humanitario en las actividades de la OEA;

9. Respaldar las reuniones regionales de las Comisiones Nacionales de Derecho Internacional Humanitario que se realizan con el apoyo del CICR, que coadyuvan a la difusión de las actividades y aportes estas comisiones con el fin de compartir buenas prácticas en la implementación, integración y promoción del derecho internacional humanitario en sus respectivos países, e invitar al CICR a presentar informes sobre los resultados de dichas reuniones.

10. Exhortar a los Estados Miembros a continuar apoyando los esfuerzos encaminados a la implementación y el fortalecimiento del derecho internacional humanitario, con miras a hacer más efectiva su aplicación y encontrar soluciones a las brechas de protección. 

11. Expresar su satisfacción por la cooperación entre la Organización de los Estados Americanos y el CICR en el ámbito de la promoción del respeto del derecho internacional humanitario y de los principios que lo rigen, e instar a la Secretaría General a que siga fortaleciendo esa cooperación. 
12. Solicitar al Comité Jurídico Interamericano (CJI) a que, proponga leyes modelo que apoyen los esfuerzos emprendidos por los Estados Miembros en la implementación de obligaciones derivadas de tratados en materia de derecho internacional humanitario, con énfasis en la protección de bienes culturales en caso de conflicto armado, e informe sobre los avances que se generen a la Asamblea General en su cuadragésimo segundo y tercer períodos de sesiones, respectivamente. 

13. Solicitar a la Secretaría General que, a través del Departamento de Derecho Internacional y en coordinación con el CICR, continúe organizando, dentro del marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, cursos y seminarios dirigidos a los Estados Miembros, a funcionarios de la  Organización de los Estados Americanos y al público en general, con el objeto de promover el conocimiento y respeto del derecho internacional humanitario y de los instrumentos regionales relacionados, incluidas las medidas para su efectiva implementación. 


14. Reiterar la solicitud formulada al Consejo Permanente de celebrar, antes del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General,  una sesión especial sobre temas de actualidad del derecho internacional humanitario. 

15. Solicitar al Consejo Permanente que informe al cuadragésimo tercer período ordinario de sesiones de la Asamblea General sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución de actividades estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa presupuesto de la Organización y otros recursos. 


----------------------------------------------------------------


1.
….del 30 de noviembre al 4 de diciembre de 2009).
AG/RES. 2651 (XLI-O/11)

LAS PERSONAS DESAPARECIDAS Y LA ASISTENCIA A SUS FAMILIARES

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)

LA ASAMBLEA GENERAL, 


RECORDANDO la resolución AG/RES. 2594 (XL-O/10) “Las personas desaparecidas y la asistencia a sus familiares”, adoptada por esta misma Asamblea General, el 8 de junio de 2010; la resolución A/RES/65/210 “Las personas desaparecidas”, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 21 de diciembre de 2010; otras resoluciones pasadas relacionadas a esta materia, adoptadas por ambos foros, por la antigua Comisión de Derechos Humanos, y por el actual Consejo de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas, así como los tratados de derecho internacional humanitario y del derecho internacional de los derechos humanos, de vocación universal y regional, que abordan esta problemática; 

TOMANDO NOTA que la 'Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas', aprobada el 20 de diciembre de 2006 por la Asamblea General de las Naciones Unidas, entró en vigor el 23 de diciembre de 2010 y que 23 países la han ratificado o adherido, de los cuales diez son Estados del Hemisferio, y tres de los seis que han reconocido la competencia del "Comité contra la Desaparición  Forzada" pertenecen a su vez a esta región; 


RECONOCIENDO también los esfuerzos desplegados en este ámbito por parte de las organizaciones y asociaciones de familiares y de la sociedad civil, e instituciones estatales para la definición de estándares comunes en temas de atención psicosocial; 
TENIENDO EN CUENTA que el problema de las personas desaparecidas y la asistencia a sus familiares es abordado tanto por el derecho internacional humanitario, como por el derecho internacional de los derechos humanos, desde sus respectivos ámbitos de aplicación, y que, en función de dichos marcos normativos, se insta a los Estados para que adopten progresivamente las medidas nacionales de aplicación ya referidas en previas resoluciones de esta Asamblea General sobre la materia, en particular, en los ámbitos de la prevención, el esclarecimiento, el tratamiento de los restos humanos y el apoyo a los familiares; 


REAFIRMANDO la necesidad humanitaria y la responsabilidad del los Estados de continuar desplegando los esfuerzos que sean necesarios para aliviar el sufrimiento, la ansiedad e incertidumbre por los que atraviesan los familiares de las personas dadas por desaparecidas a raíz de situaciones de conflicto armado o de situaciones de violencia armada, así como su derecho a la verdad y a la justicia así como su derecho a conocer la suerte y el paradero de éstas,: según se reconoce en la resolución AG/RES. 2509 (XXXIX O/09) y, cuando sea procedente, a la reparación por el daño causado; 


DESTACANDO el desarrollo de las ciencias forenses y de la genética forense, en particular, así como el importante aporte de dichas ciencias en el proceso de búsqueda de las personas desaparecidas, en particular, en lo que concierne a la ubicación, recuperación, identificación y restitución de los restos humanos, y al esclarecimiento de la suerte y el paradero de las personas dadas por desaparecidas; y

REAFIRMANDO que la desaparición forzada constituye una violación múltiple y continuada de varios derechos humanos y que no puede ser practicada, permitida ni tolerada ni aún en estados de emergencia, excepción o de suspensión de garantías,

RESUELVE:

1. Reiterar las previsiones de los párrafos operativos 1 al 17 de la AG/RES. 2594 (XL-O/10) “Las personas desaparecidas y la asistencia a sus familiares”, aprobada por esta misma Asamblea General, el 8 de junio de 2010. 
2. Instar a los Estados a que, de conformidad con sus obligaciones en materia de derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los derechos humanos, continúen con la adopción progresiva de medidas, incluyendo disposiciones nacionales de carácter normativo e institucional destinadas a prevenir la desaparición de personas en relación con un conflicto armado u otra situación de violencia armada, a esclarecer la suerte y el paradero de las personas desaparecidas, a fortalecer las competencias técnicas en el tratamiento de los restos humanos y a atender las necesidades de los familiares, tomando como referencia, entre otros, los "Principios rectores / Modelo de Ley sobre las Personas Desaparecidas", elaborados por el Servicio de Asesoramiento en derecho internacional humanitario del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR). 
3. Alentar a los Estados Miembros a que, con miras a abordar la situación jurídica de las personas desaparecidas y los efectos de esta última sobre la de sus familiares, procedan a adoptar, según sea el caso de sus respectivas legislaciones nacionales, el marco jurídico interno necesario para reconocer y atender las dificultades y problemas jurídicos que enfrentan las personas desaparecidas y sus familiares, incluyendo aquél que permita para habilitar la 'declaración de ausencia' para las personas dadas por desaparecidas.  
4. Solicitar a los Estados que presten la máxima atención a los casos de niños dados por desaparecidos en relación con los conflictos armados y otras situaciones de violencia armada y que adopten medidas apropiadas para buscar e identificar a esos niños y reunirlos con sus familias.

5. Invitar a los Estados Miembros que consideren ratificar y/o adherirse a la “Convención
Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas”, implementarla en su ordenamiento interno, así como reconocer la competencia del "Comité contra la Desaparición Forzada" previsto por dicha Convención.

6.
Instar a los Estados Miembros a que, con miras a efectivizar el derecho de los familiares a conocer la suerte y el paradero de sus parientes desaparecidos a raíz de situaciones de conflicto armado o de situaciones de violencia armada, según se reconoce en la resolución AG/RES. 2509 (XXXIX O/09), adopten medidas eficaces, en un marco de investigación amplio e integral, para  la ubicación, recuperación, identificación y restitución de los restos humanos, respetando a su vez la dignidad, costumbres y salud mental de las familias. 


7.
Alentar a los Estados Miembros a que, en concordancia con las conclusiones y recomendaciones de la Primera Reunión de Especialistas Forenses de las Américas, de la Reunión de Ministros de Justicia u otros Ministros Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA), llevada a cabo el 24 y 25 de setiembre de 2009,  respalden los procesos de capacitación de los profesionales de las ciencias forenses en sus respectivos países, así como la implementación de peritajes forenses compatibles con los estándares y procedimientos científicos validados internacionalmente, promoviendo a estos efectos la cooperación internacional, la participación y la asistencia técnica de instituciones internacionales y nacionales con experiencia reconocida en la materia. 

8.
Recomendar a los Estados Miembros tomar en cuenta estándares mínimos de trabajo psicosocial, al momento de definir y aplicar sus políticas públicas en relación con el proceso de búsqueda de las personas desaparecidas y la correspondiente investigación forense, así como para abordar la situación de los familiares. 


9.
Invitar a los Estados Miembros a que sigan cooperando con el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), una reconocida institución humanitaria, neutral e independiente, en sus diferentes ámbitos de responsabilidad, facilitando su trabajo y, acogiendo sus recomendaciones técnicas con miras a consolidar las medidas adoptadas por los Estados en el proceso de búsqueda de las personas desaparecidas.

10.
Alentar a los Estados Miembros a que, según sea el caso, con el apoyo de sus respectivas comisiones de búsqueda de personas desaparecidas, sus comisiones de derechos humanos, de derecho internacional humanitario u otros órganos competentes, a la luz de sus correspondientes mandatos, y con la colaboración técnica del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), brinden información sobre las medidas adoptadas, en el plano nacional, respecto de las previsiones de las resoluciones 'Las personas desaparecidas y sus familiares', aprobadas por esta Asamblea General desde el 2005, encargándose a la Comisión de Asuntos y Jurídicos y Políticos (CAJP) prevea en su agenda socializar dicha información, antes de la 42° Asamblea General de la Organización.

11.
Encomendar al Consejo Permanente que dé seguimiento a la presente resolución. 
AG/RES. 2652 (XLI-O/11)

OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES AL INFORME ANUAL
DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS 

Las Observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros al informe anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CP/CAJP-2948/11);

Los artículos 54 (f) de la Carta de la Organización de los Estados Americanos y 65 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos;

CONSIDERANDO:

Que, los Jefes de Estado y de Gobierno en diversas oportunidades han expresado su apoyo a continuar con el “fortalecimiento del funcionamiento  de los órganos del sistema interamericano de derechos humanos” para lo cual se seguirá con acciones concretas para lograr, entre otros objetivos, “una mayor adhesión a los instrumentos jurídicos, un efectivo cumplimiento de las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el perfeccionamiento del acceso de las víctimas a los mecanismos del sistema y el financiamiento adecuado de los órganos del sistema, incluyendo el fomento de contribuciones voluntarias”; 
DESTACANDO CON SATISFACCIÓN el progresivo y significativo rendimiento y eficiencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el ejercicio de sus funciones contenciosas, que se ha traducido en una disminución considerable del  tiempo para resolver los casos bajo su conocimiento;

DESTACANDO la importancia de que la Corte Interamericana de Derechos Humanos haya celebrado períodos extraordinarios de sesiones  en Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Paraguay, Perú, República Dominicana, Uruguay, lo que ha fortalecido considerablemente el acercamiento de la Corte con las instituciones nacionales y la sociedad civil; 

RECONOCIENDO la importancia y el carácter constructivo que han sido las audiencias privadas de supervisión de cumplimiento de las sentencias emitidas por la Corte Interamericana y los resultados positivos de las mismas;

DESTACANDO la importancia de las actividades de capacitación realizadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos dirigidas a funcionarios de los poderes ejecutivos, jueces, defensores públicos y otros operadores de justicia, como una manera de contribuir a un mayor conocimiento del sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos;


VALORANDO  la contribución e impacto que tiene la jurisprudencia desarrollada por la Corte Interamericana tanto a nivel regional como nacional,

PREOCUPADOS porque las sentencias y resoluciones de la Corte no estén disponibles para todos los habitantes de la región, al no poder estar traducidas a los idiomas oficiales de la Organización, situación que los priva de un acceso efectivo a la jurisprudencia de ésta; y,

TOMANDO NOTA de la convocatoria de la reunión para el fortalecimiento financiero del sistema interamericano de derechos humanos, organizada por la Corte y la Comisión Interamericanas de Derechos Humanos y prevista para llevarse a cabo en San Salvador el 8 de junio de 2011,

CONSCIENTES de las importantes necesidades financieras que enfrenta la Corte Interamericana de Derechos Humanos para el adecuado funcionamiento de ésta tal como figura en el documento “Nota del Presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre los requerimientos presupuestales básicos del Tribunal para el corto, mediano y largo plazo (documento CP/CAJP/INF.124/10 del 2 de noviembre de 2010),
RESUELVE:

1. Adoptar las Observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros al informe anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CP/CAJP-2948/11) y transmitirlas a dicho órgano.

2. Reiterar que los fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos son definitivos e inapelables y que los Estados Parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos deben cumplir las decisiones de la Corte en todos los casos en que sean parte.

3. Reafirmar el valor esencial de las labores y jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para la efectiva vigencia y respeto de los derechos humanos en el Hemisferio, el Estado de derecho, y la importancia de la difusión efectiva de sus decisiones en todos los Estados Miembros.
4. Disponer que la Secretaría General de la Organización asuma a partir del ejercicio presupuestal 2012, los costos de traducción a  todos los idiomas oficiales que originen las sentencias y resoluciones que emita la Corte Interamericana de Derechos Humanos para  así garantizar el pleno acceso de todos los habitantes de hemisferio a éstas.

5. Reiterar que, con el propósito de que la Corte pueda cumplir cabalmente con la obligación de informar a la Asamblea General sobre el cumplimiento de sus fallos, es necesario que los Estados Parte le brinden oportunamente la información que ésta les requiera.

6. Reafirmar la importancia de:

a) la función consultiva y contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para el desarrollo de la jurisprudencia interamericana y el derecho internacional de los derechos humanos;

b) la celebración de períodos extraordinarios de sesiones fuera de la sede de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, por su importancia para la difusión y conocimiento del sistema interamericano de protección de los derechos humanos y en especial de la labor de la Corte Interamericana;

c) la celebración de audiencias de supervisión del cumplimiento de sentencias, por ser uno de los mecanismos desarrollados más efectivos para avanzar en el cumplimiento de las mismas, y 

d) las actividades de capacitación dirigidas a jueces y otros operadores de justicia realizadas por la Corte Interamericana para promocionar la efectiva aplicación del derecho internacional de los derechos humanos en el ámbito interno.

7. Encomendar al Consejo Permanente que continúe la consideración y estudio de los siguientes temas “Acceso de la víctima a la Corte Interamericana de Derechos Humanos (jus standi) y su puesta en práctica”, “funcionamiento permanente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, incluyendo sus repercusiones financieras y presupuestarias” y “medios para promover el mejor cumplimiento de las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos por parte de los Estados Miembros.

8. Solicitar al Secretario General que busque mecanismos efectivos para asegurar el financiamiento sostenible  de la Corte Interamericana a través del fondo regular de la OEA.

9. Respaldar las iniciativas de fortalecimiento financiero de ambos órganos del sistema interamericano de derechos humanos.

10. Invitar a los Estados Miembros, Observadores Permanentes, y otros donantes que aporten contribuciones voluntarias, sin fines específicos a la Corte Interamericana para que esta pueda desarrollar sus diversas actividades.

11. Expresar su agradecimiento Chile, Colombia,  Costa Rica y México y al Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, que han realizado contribuciones voluntarias a la Corte Interamericana de Derechos Humanos; a los Observadores Permanentes de España y Noruega, que a través de proyectos de cooperación apoyan y financian de manera significativa al Tribunal, así como a la Fundación Konrad Adenauer, que ha brindado cooperación a la Corte en temas de capacitación.

12. Expresar su agradecimiento a los pueblos y Gobiernos de Perú y del Ecuador, por haber permitido en el transcurso del año 2010 que la Corte Interamericana de Derechos Humanos haya celebrado de manera exitosa períodos extraordinarios de sesiones en sus respectivos países y, a los gobiernos de Panamá, Barbados y Colombia por sus invitaciones para que la Corte celebre períodos de sesiones en sus respectivos países en el transcurso del año 2011. 

13. Alentar a los Estados Miembros a que continúen extendiendo invitaciones a la Corte Interamericana de Derechos Humanos a celebrar períodos extraordinarios de sesiones fuera de su sede.

14. Instar a los Estados Miembros, Observadores Permanentes y otros donantes a que contribuyan al Fondo de Asistencia Legal del Sistema Interamericano de Derechos Humanos.

15. Instar a los Estados Miembros a que consideren, según sea el caso, la firma y ratificación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos del sistema, incluyendo la aceptación de la jurisdicción obligatoria de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

16. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución de actividades estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2653 (XLI-O/11)

DERECHOS HUMANOS, ORIENTACIÓN SEXUAL E
IDENTIDAD DE GÉNERO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria,  celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO EN CUENTA las resoluciones AG/RES. 2435 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2504 (XXXIX-O/09) y AG/RES. 2600 (XL-O/10), “Derechos humanos, orientación sexual e identidad de género”;

REITERANDO:

Que la Declaración Universal de los Derechos Humanos afirma que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y que a cada persona le es dado ejercer todos los derechos y libertades existentes en ese instrumento sin distinción de cualquier naturaleza tales como de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición; y

Que la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre prevé que todo ser humano tiene derecho  a la vida, a la libertad y a la seguridad personal, sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna; 

CONSIDERANDO que la Carta de la Organización de los Estados Americanos proclama que la misión histórica de las Américas es ofrecer al ser humano una tierra de libertad y un ambiente favorable para el desarrollo de su personalidad y para la realización justa de sus aspiraciones;

REAFIRMANDO los principios de universalidad, indivisibilidad e interdependencia de los derechos humanos; 

TOMANDO NOTA de la Declaración sobre Orientación Sexual e Identidad de Género, presentada a la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 2008; y 

TOMANDO NOTA CON PREOCUPACIÓN de los actos de violencia y otras violaciones de derechos humanos, así como de la discriminación practicados contra personas a causa de su orientación sexual e identidad  de género,  

RESUELVE:

1. Condenar la discriminación contra personas  por motivos de  orientación sexual e identidad  de género, e instar a los Estados  dentro de los parámetros de las instituciones jurídicas de su ordenamiento interno, a adoptar las medidas necesarias para prevenir, sancionar y erradicar dicha discriminación.

2. Condenar los actos de violencia y las violaciones de derechos humanos contra personas a causa de su orientación sexual e identidad y de género, e instar a los Estados a prevenirlos, investigarlos y asegurar a las víctimas la debida protección judicial en condiciones de igualdad y que los responsables enfrenten las consecuencias ante la justicia.

3. Alentar a los Estados Miembros a que, dentro de los parámetros de las instituciones jurídicas de su ordenamiento interno, consideren la adopción de políticas públicas  contra la discriminación contra personas a causa de orientación sexual e identidad de género. 

4. Instar a los Estados para que aseguren una protección adecuada de las y los defensores de derechos humanos que trabajan en temas relacionados con los actos de violencia, discriminación y violaciones de los derechos humanos contra personas a causa de su orientación sexual e identidad de género.  
5. Solicitar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que preste particular atención a su plan de trabajo titulado “Derechos de las personas LGTBI”, y que prepare el informe hemisférico en la materia, de conformidad con la práctica establecida por la propia CIDH e instar a los Estados Miembros para que participen en el informe. 
6. Solicitar a la CIDH y al Comité Jurídico Interamericano sendos estudios sobre las implicaciones jurídicas y los desarrollos conceptuales y terminológicos  relativos a orientación sexual, identidad de género y expresión de género,  y encomendar a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos  que incluya en su agenda la consideración del resultado de los estudios solicitados, con la participación de las organizaciones de la sociedad civil interesadas, antes del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

7. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre el cumplimiento de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2654 (XLI-O/11)
PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS MAYORES 
/ 
/
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO la resolución AG/RES 2562 (XL-O/10), “Derechos humanos y personas adultas mayores”, aprobada en la cuarta sesión plenaria de la Asamblea General, celebrada el 8 de junio de 2010;

TOMANDO NOTA de las presentaciones y recomendaciones de los Estados Miembros, de expertos del sector académico y de la sociedad civil, así como de las organizaciones internacionales en ocasión de la sesión especial del Consejo Permanente, celebrada el 28 de octubre de 2010 (CP/CAJP-2801/10 REV.1), en cumplimiento de la resolución AG/RES. 2562 (XL-O/10), “Derechos humanos y personas adultas mayores”;  

TOMANDO EN CUENTA los aportes de la Organización Panamericana de la Salud (OPS) incluidos en las resoluciones CD49.R15 (2009), Plan de Acción sobre la Salud de Personas Mayores incluido el Envejecimiento Activo y Saludable, y CD50.R8 (2010) La salud y los derechos humanos, aprobadas por su Consejo  Ejecutivo; al igual que las contribuciones de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), en particular la Estrategia regional de implementación para América Latina y el Caribe del Plan de Acción Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento de 2003 y la Declaración de Brasilia (2007);

REITERANDO su preocupación por la insuficiencia de estudios e informes a nivel hemisférico respecto de la institucionalidad y mecanismos particulares relativos a los derechos y las necesidades de las personas mayores, en especial sobre las violaciones e infracciones a sus derechos humanos y libertades, lo que hace necesario avanzar en la creación de instrumentos internacionales para su protección,
TOMANDO EN CUENTA:

Los esfuerzos que se realizan en las Naciones Unidas y sus organismos para identificar y abordar las necesidades particulares de las personas mayores, inclusive la consideración, según sea apropiada, de la viabilidad de avanzar con instrumentos jurídicos y medidas relacionados con los derechos de las personas mayores; y

La conveniencia de que en el marco de la Organización de los Estados Americanos (OEA) se pueda agregar valor a los esfuerzos actuales y atender una necesidad que no ha sido abordada,

RESUELVE:

1.
Solicitar al Consejo Permanente que establezca un grupo de trabajo conformado por representantes nacionales y expertos provenientes del sector académico y de la sociedad civil, así como de organismos internacionales y agencias especializadas, que prepare un informe para fines de 2011, analizando la situación de las personas mayores en el Hemisferio y la efectividad de los instrumentos universales y regionales vinculantes de derechos humanos con relación a la protección de los derechos de las personas mayores.

2.
Solicitar al grupo de trabajo que, teniendo en cuenta los resultados que se obtengan del informe antes mencionado, prepare un proyecto de convención interamericana para la promoción y protección de los derechos de las personas mayores que deberá ser presentado al Consejo Permanente antes que finalice el primer semestre de 2012, y recomiende otras medidas para avanzar en la implementación de convenciones internacionales vigentes.

3.
Instar a los Estados Miembros para que, en colaboración con la sociedad civil, lleven a cabo acciones adicionales para que las personas mayores, sus familiares y las personas que les prestan atención, así como otras personas interesadas tengan conocimiento sobre sus derechos y responsabilidades de manera de respaldar la dignidad y salvaguardia del bienestar físico, mental y social de las personas mayores.

4.
Acoger con beneplácito el trabajo en marcha que se lleva a cabo en Naciones Unidas y su Grupo de Trabajo Abierto sobre Envejecimiento para abordar los temas que enfrentan las personas mayores en nuestros Estados Miembros, incluso mediante el estudio, cuando corresponda, de la viabilidad de nuevos instrumentos y medidas relacionados con los derechos de las personas mayores.

5.
Alentar a la Organización Panamericana de la Salud (OPS) y a la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) a que continúen colaborando con la Secretaría General de la OEA, Estados Miembros, expertos del sector académico, organizaciones de la sociedad civil y organismos internacionales para promover la cooperación regional, entre otros, mediante la identificación de buenas prácticas para el diseño de políticas públicas que atiendan las necesidades específicas de las personas  mayores en el Hemisferio en el contexto de los instrumentos universales y regionales de derechos humanos.

6.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre el cumplimiento de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

7.
Instar a la Secretaría General a que, a través del área encargada del seguimiento de este tema, brinde el más amplio apoyo técnico al grupo de trabajo que será creado de conformidad con lo indicado en el párrafo 1.

NOTAS DE PIE DE PÁGINA


1
...los resultados de las deliberaciones del Grupo de Trabajo de Composición Abierta de las Naciones Unidas sobre el Envejecimiento con respecto a una recomendación para atender las necesidades de este grupo vulnerable. Canadá está notablemente preocupada ante la posibilidad de que se dé una duplicación de esfuerzos de carácter internacional en esta área y considera que es prudente esperar una aclaración del Grupo de Trabajo de Composición Abierta de las Naciones Unidas con respecto a los vacíos que puedan existir en el marco internacional de derechos en esta área y qué otros instrumentos podrían necesitarse, si es el caso, antes de que la OEA considere la conveniencia relativa de proseguir con la elaboración de una convención interamericana. Canadá exhorta a la OEA a concentrarse en la aplicación de las resoluciones existentes en el ámbito de los derechos humanos y en el fortalecimiento de la eficacia de los instrumentos existentes en la materia en lugar de iniciar procesos nuevos y posiblemente redundantes, sin antes identificar claramente una necesidad. 


2.
 …de convención interamericana para la promoción y protección de los derechos de las personas mayores mientras que en este momento un grupo de trabajo de las Naciones Unidas está evaluando la necesidad de un instrumento de esta naturaleza.  Estados Unidos considera más bien que la OEA debería esperar las conclusiones del grupo de trabajo de las Naciones Unidas y considerarlas antes de comprometerse en un proceso de redacción y negociación potencialmente largo, costoso y redundante.  Por lo tanto, Estados Unidos se reserva su postura sobre la necesidad de elaborar cualquier instrumento nuevo internacional, incluido un proyecto de convención interamericana para proteger los derechos de las personas mayores.

AG/RES. 2655 (XLI-O/11)

SEGUIMIENTO DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA
LA CORRUPCIÓN Y DEL PROGRAMA INTERAMERICANO DE COOPERACIÓN
PARA COMBATIR LA CORRUPCIÓN

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5217/11) en lo que se refiere a este tema; 

TENIENDO EN CUENTA la resolución AG/RES. 2576 (XL-O/10); 

CONSIDERANDO la importancia de la Convención Interamericana contra la Corrupción y el hecho de que ha sido ratificada por treinta y tres Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA), así como que treinta y uno de éstos participan en el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC); 

TENIENDO PRESENTES los mandatos emanados de las Cumbres de las Américas vinculados al tema de la lucha contra la corrupción, la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (CICC) y el fortalecimiento del MESICIC, así como el apoyo al mismo expresado en la XIX Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno, celebrada en Portugal en 2009; 

RECONOCIENDO las labores realizadas por el Comité de Expertos del MESICIC, las cuales han contado con el apoyo de la Secretaría General y permitieron iniciar en septiembre de 2009 la Tercera Ronda de Análisis de los veintiocho Estados Parte; 

RESALTANDO los resultados del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción (MESICIC/CEP- II/doc.5/06 rev. 2), adoptado en la Segunda Reunión de la Conferencia de Estados Parte del MESICIC, en noviembre de 2006, y aprobado por la Asamblea General en su trigésimo séptimo período ordinario de sesiones, en junio de 2007, entre los cuales se destaca la continuidad del proceso de análisis de la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción por parte de los Estados Miembros del MESICIC y del programa de apoyo a los mismos para la implementación de las recomendaciones que les ha formulado el Comité de Expertos de dicho mecanismo; 
REITERANDO el firme compromiso de los Estados Parte de la Convención Interamericana contra la Corrupción de promover, facilitar y regular la cooperación entre los Estados Parte a fin de asegurar la eficacia de las medidas y acciones para prevenir, sancionar y erradicar los actos de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas; 

RECONOCIENDO CON SATISFACCIÓN los resultados de la Tercera Reunión de la Conferencia de Estados Parte del MESICIC y, en particular, sus recomendaciones, cuyo texto consta en el documento MESICIC/CEP-III/doc.4/10 rev.1; y 

EXPRESANDO SU SATISFACCIÓN de la adhesión al MESICIC, en el marco de la reunión antes mencionada, de Antigua y Barbuda, Haití y Saint Kitts y Nevis, 

RESUELVE:

1. Exhortar a los Estados Parte de la Convención Interamericana contra la Corrupción (CICC) que aún no lo hayan hecho, a que participen en el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC o Mecanismo), y a todos los Estados Parte de este Mecanismo a que lo financien mediante aportes voluntarios. 

2. Alentar asimismo a los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) que aún no lo hayan hecho, a que consideren  ratificar o adherir, según sea el caso, la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (Convención de Mérida), así como también la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo). 

3. Instar a los Estados Parte de la Convención Interamericana contra la Corrupción a que adopten todas las medidas que estimen necesarias, dentro de sus propios sistemas institucionales, a fin de adecuar su legislación interna para cumplir con los compromisos asumidos con la ratificación o adhesión a la Convención, y en ese sentido a continuar avanzando en el cumplimiento de las recomendaciones del Comité de Expertos del MESICIC correspondientes a la primera, segunda y tercera ronda de análisis de la implementación de la Convención. 

4. Expresar su beneplácito por la adopción y la aplicación efectiva de legislación o de planes nacionales de lucha contra la corrupción por parte de muchos Estados Parte de la Convención Interamericana contra la Corrupción. 

5. Manifestar una vez más su respaldo al fortalecimiento del MESICIC y, al respecto: 

a) Expresar su satisfacción por los avances logrados por el Comité de Expertos del MESICIC en la tercera ronda de análisis, con el apoyo de la Secretaría General, reflejados en la adopción de los informes de Argentina, Bahamas, Bolivia, Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Estados Unidos, Guatemala, Guyana, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, San Vicente y las Granadinas, Trinidad y Tobago, Uruguay y Venezuela; y en la preparación de los informes de Belize, Brasil, Grenada y Suriname  que habrán de ser considerados y aprobados por el Comité de Expertos en su próxima reunión a celebrarse del 12 al 16 de septiembre de 2011, en Washington, D. C. 

b) Expresar su satisfacción por los talleres celebrados en Bolivia, Costa Rica, Suriname y Trinidad y Tobago como parte de la ejecución del proyecto de cooperación que la Secretaría General viene desarrollando para apoyar a los Estados Parte del MESICIC en la implementación de las recomendaciones que les ha formulado su Comité de Expertos, mediante la adopción de planes de acción nacionales para tal efecto. 

c) Expresar su satisfacción por la adopción, por parte del Comité de Expertos del MESICIC, del Primer Informe de Avance en la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (SG/MESICIC/doc.263/10 rev.2), en el cual quedan plasmados los adelantos logrados en este proceso por los países integrantes del MESICIC. 

d) Expresar su satisfacción por la realización, en el marco del proyecto de cooperación  técnica  del MESICIC, de la sesión de trabajo de expertos  internacionales  "Proyecto  de  ley  modelo  sobre  protección al denunciante y/o testigos de actos de corrupción",llevado a cabo en la ciudad de Lima, Perú, entre  los  días  6  y  7  de  abril de 2011.

e) Respaldar la celebración de la Segunda Conferencia sobre Avances y Desafíos en la Cooperación Hemisférica contra la Corrupción, la cual se llevará a cabo en la República de Colombia los días 21 y 22  de junio de 2011, en Colombia, con la colaboración del Gobierno de este país, la cual facilitará el intercambio de buenas prácticas  y experiencias en los temas analizados en el marco del MESICIC y contribuirá así a la implementación de las recomendaciones del Mecanismo y al fortalecimiento de la cooperación interamericana contra la corrupción.

f) Sugerir al Comité de Expertos del MESICIC que considere incorporar en su agenda, como tema de interés colectivo, la gestión de calidad en el sector público.

g) Solicitar a la Secretaría General que continúe identificando fuentes de financiamiento interno de la OEA, tales como el Fondo Regular,  así como fuentes de financiamiento externo, tales como instituciones financieras internacionales y regionales y organismos nacionales de carácter oficial y otras, para financiar el adecuado funcionamiento del MESICIC y, cuando corresponda, para el pleno y efectivo cumplimiento de sus recomendaciones y de las actividades a ser desarrolladas por los países destinatarios de las mismas para su implementación. 

h) Invitar a la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC a que continúe informando al Consejo Permanente acerca de la implementación de medidas concretas para fortalecer el MESICIC, así como sobre otros temas que hayan sido puestos a su consideración. 

i) Solicitar a la Secretaría General que, a través del Departamento de Cooperación Jurídica de la Secretaría de Asuntos Jurídicos, continúe prestando los servicios de secretaría técnica a la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC y al Comité de Expertos de dicho mecanismo. 

j) Solicitar a la Secretaría General que, a través del Departamento de Cooperación Jurídica de la Secretaría de Asuntos Jurídicos, y en concordancia con lo previsto en el párrafo I, 2, g) del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, continúe desarrollando y ejecutando el programa de capacitación de los miembros ante el Comité de Expertos del MESICIC, tanto en materia de aplicación de la metodología de este mecanismo, como en lo relativo a la implementación de las recomendaciones que en relación con las disposiciones de la Convención Interamericana contra la Corrupción han sido formuladas por el mismo. 

6. Agradecer al Gobierno de Brasil por la exitosa organización de la Tercera Reunión de la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC, celebrada en Brasilia, Brasil, los días 9 y 10 de diciembre de 2010. 

7. Hacer suyas las recomendaciones de la Tercera Reunión de la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC (MESICIC/CEP-III/doc.4/10 rev.1), las cuales constituyen un valioso aporte para continuar fortaleciendo este mecanismo y, al respecto, expresar su respaldo al desarrollo de las acciones necesarias para llevarlas a la práctica, incluida la realización de visitas in situ a partir de la cuarta ronda de análisis del Comité de Expertos del MESICIC, previa anuencia del respectivo Estado, de conformidad con la metodología aprobada por consenso por dicho Comité en su última reunión celebrada en Washington D. C., en marzo de 2011, cuyo texto consta en el documento SG/MESICIC/doc.276/11 rev.2. 

8. Invitar a los Estados Parte del MESICIC a expresar su anuencia para la realización de las visitas in situ con ocasión de la cuarta ronda de análisis de dicho Comité, de conformidad con lo previsto en la disposición 5 de la metodología para la realización de las visitas in situ adoptada por el Comité de Expertos del MESICIC. 

9. Reconocer: las contribuciones realizadas por las organizaciones de la sociedad civil en el proceso de implementación de las recomendaciones del MESICIC, de acuerdo con lo establecido en la disposición 8 del Documento de Buenos Aires y en el artículo 34 del Reglamento del Comité, al igual que por los nuevos espacios de participación previstos para dichas organizaciones en  las disposiciones 26 y 27 de la metodología adoptada por el Comité para las visitas in situ, en desarrollo de las recomendaciones pertinentes de la Tercera Reunión de la Conferencia de Estados Parte del MESICIC.

10. Expresar su satisfacción por la adopción en la Tercera Reunión de la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC de la estrategia en relación con la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (MESICIC/CEP-III/doc.4/10 rev. 1), en cumplimiento de lo previsto en el capítulo VII del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción (MESICIC/CEP-II/doc.5/06 rev. 2). 

11. Solicitar a la Secretaría General que, a través del Departamento de Cooperación Jurídica de la Secretaría de Asuntos Jurídicos y de conformidad con lo previsto en el capítulo VIII del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, continúe prestando el apoyo técnico necesario para el desarrollo de dicho programa de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 
12. Alentar a los Estados Miembros y otros donantes, de conformidad con el artículo 74 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General, para que consideren contribuir al fondo específico de la OEA, “Fondo Interamericano Anticorrupción”, para ayudar a los Estados Miembros en la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción y las recomendaciones de los informes de países del MESICIC  y que apoyen las operaciones del MESICIC, incluidas las visitas in situ.


13. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

AG/RES. 2656 (XLI-O/11)

GARANTÍAS PARA EL ACCESO A LA JUSTICA. EL ROL DE LOS
DE LOS DEFENSORES PÚBLICOS OFICIALES

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL, 

RECORDANDO que de conformidad con la Carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA), la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y teniendo presentes todas las disposiciones aplicables del derecho internacional de los derechos humanos, dentro de sus respectivos ámbitos de aplicación, los derechos humanos y libertades fundamentales deben ser respetados, sin hacer distinción alguna;

RECORDANDO TAMBIÉN que el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece la obligación de los Estados Parte de dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el Pacto. El artículo 14 dispone que toda persona acusada de un delito tiene derecho a defenderse personalmente o ser asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera defensor,  de este derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo; 
DESTACANDO que la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece en el articulo 8.2.e el Derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o  no, según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley;

AFIRMANDO el carácter universal, indivisible e interdependiente de los derechos humanos;

AFIRMANDO TAMBIÉN que los Estados Miembros tienen la obligación de respetar y garantizar el ejercicio de los derechos reconocidos en los tratados internacionales de los que son parte y en sus legislaciones internas,  eliminando los obstáculos que afecten o limiten el acceso a la defensa pública, de manera tal que se asegure el libre y pleno acceso a la justicia; 
CONSIDERANDO que el acceso a la justicia, en tanto derecho humano fundamental es, asimismo, el medio que permite restablecer el ejercicio de aquellos derechos que hubiesen sido desconocidos o vulnerados, a la vez que subraya que el acceso a la justicia no se agota con el ingreso de las personas a la instancia judicial, sino que se extiende a lo largo de todo el proceso, que debe sustanciarse de conformidad con los principios que sustentan el estado de derecho, como el juicio justo y se prolonga hasta la ejecución de la sentencia;  

TENIENDO PRESENTE:

La Observación General Nº 32 del Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas cuyo párrafo 9 establece que el acceso a la administración de justicia debe garantizarse efectivamente en todos los casos; y

Las “Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad” (XIV Cumbre Judicial Iberoamericana Brasilia, República Federativa del Brasil, 2008), destinadas a garantizar el acceso efectivo a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, a fin de que dichas personas puedan gozar plenamente de los servicios del sistema judicial; que promueven además la implementación de políticas públicas destinadas a garantizar la asistencia técnico-jurídica de las personas no se tiene claridad sobre el sentido de esta frase final, preferiríamos su eliminación;
DESTACANDO la labor que desarrollan los Defensores Públicos Oficiales en diversos países del Hemisferio en la defensa de los derechos fundamentales de los individuos, específicamente, los servicios de asistencia letrada gratuita  que permiten el fácil y oportuno acceso de todas las personas a la justicia, en particular de aquellas que se encuentran en una situación especial de vulnerabilidad; 


TENIENDO EN CUENTA la importancia fundamental de que ese servicio goce de independencia y autonomía funcional, y 

TOMANDO NOTA CON SUMA SATISFACCIÓN de la implementación de la figura del “Defensor Público Interamericano” y del Acuerdo de Entendimiento suscrito entre la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF), para la designación oficiosa de un defensor público y procurar el derecho de asistencia letrada gratuita a las presuntas víctimas de violaciones de derechos humanos, en la tramitación de los casos contenciosos que así lo requieran,
RESUELVE:

1. Afirmar que el acceso a la justicia, en tanto derecho humano fundamental es, a la vez, el medio que permite restablecer el ejercicio de aquellos derechos que hubiesen sido desconocidos o vulnerados. 

2. Apoyar el trabajo que vienen desarrollando los Defensores Públicos Oficiales de los Estados del Hemisferio, el cual constituye un aspecto esencial para el fortalecimiento del acceso a la justicia y la consolidación de la democracia.  

3. Afirmar la importancia fundamental que tiene el servicio de asistencia letrada gratuita para la promoción y protección del derecho de acceso a la justicia de todas las personas, en particular de aquellas que se encuentran en una situación especial de vulnerabilidad. 

4. Recomendar a los Estados Miembros que ya cuentan con el servicio de asistencia letrada gratuita que adopten acciones tendientes a que los Defensores Públicos Oficiales gocen de independencia y autonomía funcional.

5. Alentar a los Estados que aún no cuenten con la institución de la defensa pública, que consideren la posibilidad de crearla en el marco de sus ordenamientos jurídicos. 

6. Exhortar a los Estados a promover oportunidades de cooperación internacional para el intercambio de experiencias y buenas prácticas en la materia.
7. Alentar a los Estados y a los órganos del sistema interamericano a promover la celebración de convenios para la realización de capacitaciones y formación de los Defensores Públicos Oficiales. 

8. Respaldar la labor de Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF) en el fortalecimiento de la defensa pública en los Estados Miembros. 

9. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuestario de la Organización y otros recursos. 
AG/RES. 2657 (XLI-O/11)

REUNIÓN DE MINISTROS DE JUSTICIA U OTROS MINISTROS, PROCURADORES O FISCALES GENERALES DE LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,
VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5217/11), en particular en lo que se refiere al cumplimiento de la resolución AG/RES. 2581 (XL-O/10), “Reunión de Ministros de Justicia u otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas”; 

RECORDANDO que en las Cumbres de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno han apoyado el trabajo realizado en el marco de las Reuniones de Ministros de Justicia u otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA) y la implementación de sus conclusiones y recomendaciones; 

TENIENDO PRESENTE que en la Declaración sobre Seguridad en las Américas adoptada en la ciudad de México en el año 2003, los Estados del Hemisferio reafirmaron que “las Reuniones de Ministros de Justicia o Ministros o Procuradores Generales de las Américas (REMJA) y otras reuniones de autoridades en materia de justicia penal son foros importantes y eficaces para la promoción y el fortalecimiento del entendimiento mutuo, la confianza, el diálogo y la cooperación en la formulación de políticas en materia de justicia penal y de respuestas para hacer frente a las nuevas amenazas a la seguridad”;

TENIENDO EN CUENTA que en la resolución AG/RES. 2581 (XL-O/10) dispuso encomendar al Consejo Permanente dar el seguimiento apropiado al cumplimiento de las “Conclusiones y Recomendaciones de la REMJA VIII” y de conformidad con las mismas convocar las reuniones a las que se refieren, las cuales se realizarán de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos; 
TENIENDO EN CUENTA ADEMÁS que la resolución AG/RES. 2581 (XL-O/10)  dispuso “agradecer y aceptar el ofrecimiento de sede de El Salvador para la REMJA IX, a celebrarse en 2012”, al igual que “agradecer y aceptar el ofrecimiento de sede de Paraguay para la Quinta Reunión del Grupo de Trabajo en Asistencia Mutua en Materia Penal y Extradición de la REMJA”, 
RESUELVE:
1. Expresar su satisfacción por los avances realizados en la implementación de las recomendaciones de la REMJA VIII, los cuales se reflejan, entre otros, en: 

a) La celebración de la reunión técnica coordinada por Brasil, sobre la utilidad de la Red de Cooperación en Derecho de Familia y de la Infancia y el interés manifestado por los Estados en integrar un grupo de trabajo sobre esta materia, celebrada en Washington, D.C., del 11 al 13 de noviembre de 2010, cuyas recomendaciones constan en el documento REDFN/RT/doc. 06/10 Rev. 1.

b) La realización de talleres regionales de capacitación en materia de Delito Cibernético, en Ciudad de México, México, del 23 al 25 de junio de 2010; Lima, Perú, del 31 de agosto al 2 de septiembre de 2010; y Antigua y Barbuda, del 13 al 16 de diciembre de 2010.

c) La celebración, en Miami, Estados Unidos, en mayo de 2011, conjuntamente por el CICTE y la REMJA, de un taller sobre coordinación regional e intercambio de información relacionada con la seguridad cibernética y el delito cibernético. 

d) La actualización, mantenimiento y expansión de los componentes público, privado y de comunicación electrónica segura de la Red en Materia Penal de la OEA, así como la puesta en marcha de una fase piloto de la herramienta para el uso de videoconferencias seguras entre autoridades centrales y de cooperación jurídica  entre las autoridades competentes en materia penal. 

2. Encomendar al Consejo Permanente que de el seguimiento apropiado a las “Conclusiones y recomendaciones de la REMJA VIII” y que, de acuerdo con sus determinaciones convoque a las reuniones siguientes, que se llevarán a cabo antes de la realización de la REMJA IX y sujeto a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos: 
a) Quinta Reunión del Grupo de Trabajo en Asistencia Mutua en Materia Penal y Extradición, a celebrarse en Paraguay; 

b) Tercera Reunión del Grupo de Trabajo en Políticas Penitenciarias y Carcelarias; 

c) Séptima Reunión del Grupo de Trabajo en Delito Cibernético, y 

d) Reunión técnica de las autoridades directamente responsables de la asistencia y protección a víctimas y testigos de los Estados Miembros de la OEA, con el propósito de identificar áreas prioritarias de trabajo. 

3. Convocar la Novena Reunión de Ministros de Justicia u otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA IX), la cual se celebrará en El Salvador en 2012, de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos, y encomendar al Consejo Permanente que fije la fecha de la misma y, con el apoyo técnico del Departamento de Cooperación Jurídica de la Secretaría de Asuntos Jurídicos de la Secretaría General, desarrolle los trabajos preparatorios correspondientes. 
4. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 
AG/RES. 2658 (XLI-O/11)

DEFENSORAS Y DEFENSORES DE DERECHOS HUMANOS:
APOYO A LAS TAREAS QUE DESARROLLAN LAS PERSONAS, GRUPOS Y
ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL PARA LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE
LOS DERECHOS HUMANOS EN LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General, en lo que se refiere a este tema  y la resolución AG/RES. 2579 (XL-0/10) “Defensoras y Defensores de derechos humanos: apoyo a las tareas que desarrollan las personas, grupos y organizaciones de la sociedad civil para la promoción y protección de los derechos humanos en las Américas”;
RECORDANDO la Declaración de las Naciones Unidas sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos; 
RECONOCIENDO la importante función que las defensoras y defensores de los derechos humanos pueden desempeñar en la labor de fortalecimiento de la paz y el desarrollo mediante el diálogo, la apertura, la participación y la justicia; 

REITERANDO que “toda persona tiene derecho, individual o colectivamente, a solicitar, recibir y utilizar recursos con el objeto expreso de promover y proteger por medios pacíficos los derechos humanos y las libertades fundamentales” de conformidad con el derecho interno, en cuanto concuerda con la Carta de las Naciones Unidas y otras obligaciones internacionales del Estado en la esfera de los derechos humanos y las libertades fundamentales; 

PREOCUPADA porque en las Américas persisten situaciones que, directa o indirectamente, impiden o dificultan las tareas de las personas, grupos u organizaciones que trabajan en la promoción y protección de los derechos humanos y libertades fundamentales; 

SUMAMENTE PREOCUPADA porque, en algunos casos, se han utilizado indebidamente leyes y otras disposiciones sobre seguridad nacional y lucha contra el terrorismo para incriminar a las defensoras y defensores de los derechos humanos o para menoscabar su labor y su seguridad de manera contraria al derecho internacional; 

TENIENDO EN CUENTA la resolución 2005/67 de la otrora Comisión de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas y la resolución 64/163 de la Asamblea General de dicha organización, en la cual los Estados Miembros observaron “con profunda preocupación que, en muchos países, las personas y las organizaciones dedicadas a promover y defender los derechos humanos y las libertades fundamentales a menudo sufren amenazas y acoso y padecen inseguridad como resultado de esas actividades, incluso mediante restricciones de la libertad de asociación o expresión, o del derecho de reunión pacífica, o abusos en los procedimientos civiles o penales”; 

CONSIDERANDO que los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) han puesto de manifiesto su amplia disposición para apoyar la labor desarrollada por las defensoras y defensores de los derechos humanos y reconocen la valiosa contribución de los mismos en la promoción, respeto y protección de los derechos humanos y libertades fundamentales en las Américas, así como en la representación y defensa de individuos, minorías, personas con discapacidad y otros grupos de personas cuyos derechos se ven amenazados o violados; 

TOMANDO NOTA de lo señalado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en sus resoluciones para otorgar medidas provisionales, así como del Informe sobre la situación de las defensoras y defensores de los derechos humanos en las Américas elaborado por la Unidad de Defensores de Derechos Humanos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en 2006, sobre la importancia que tiene el trabajo de las defensoras y defensores de los derechos humanos para el desarrollo de las democracias de las Américas; 

TOMANDO NOTA de la decisión de la CIDH de elaborar un informe de seguimiento del “Informe de 2006 sobre la situación de las defensoras y defensores de derechos humanos en las Américas”, el cual permitirá conocer los avances y retos en la materia;

AGRADECIENDO la información proporcionada a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos por los Estados y la sociedad civil sobre la situación actual  de los defensores y defensoras de derechos humanos y las medidas adoptadas para poner en práctica las recomendaciones contenidas en el “Informe sobre la situación de las defensoras y defensores de los derechos humanos en las Américas”;

EXHORTANDO a la Unidad de Defensores de Derechos Humanos de la CIDH a que continúe con sus trabajos; 

DESTACANDO que toda persona tiene deberes respecto de la comunidad y dentro de ella, puesto que sólo en ella puede desarrollar libre y plenamente su personalidad; 

DESTACANDO TAMBIÉN que la promoción y protección de los derechos humanos es una labor legítima y que, al ejercerla, las defensoras y defensores de los derechos humanos contribuyen decididamente al fortalecimiento de las instituciones democráticas y al perfeccionamiento de los sistemas nacionales de derechos humanos; y 
DESTACANDO ADEMÁS la importancia de la función que desempeñan las defensoras y defensores de los derechos humanos mediante la promoción del diálogo, la apertura, la participación y la justicia, para contribuir a la prevención de la violencia y promover una paz y seguridad sostenibles y la afirmación de que, para ser eficaces, las estrategias internacionales en este ámbito deben prestar particular atención a la protección de las defensoras y defensores de derechos humanos, 
RESUELVE:

1. Reiterar su respaldo a la tarea que desarrollan, en el plano nacional y regional, las defensoras y defensores de derechos humanos, y reconocer su valiosa contribución en la promoción, respeto y protección de los derechos humanos y libertades fundamentales en el Hemisferio. 

2. Reconocer que las mujeres defensoras de los derechos humanos, en virtud de sus actuaciones y necesidades específicas de su género, merecen atención especial que permita asegurar su pleno empoderamiento  para ser eficaces en las importantes actividades que realizan. 

3. Condenar los actos que tengan como intención impedir o dificultar, sea de manera directa o indirecta, las tareas que desarrollan las defensoras y defensores de los derechos humanos en las Américas. 

4. Alentar a las defensoras y defensores de los derechos humanos a continuar trabajando desinteresadamente y contribuir al perfeccionamiento de los sistemas nacionales de derechos humanos y al fortalecimiento de la democracia, en observancia de los principios contenidos en la Declaración de las Naciones Unidas sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos. 
5. Alentar a los Estados Miembros a que continúen o emprendan, según sea el caso, actividades de educación y divulgación dirigidas a los funcionarios del Estado, a la sociedad en general y a los medios de comunicación públicos y privados, para concienciarlos acerca de la importancia y validez del trabajo de las defensoras y defensores de los derechos humanos y de sus organizaciones. 

6. Exhortar a los Estados Miembros a que continúen intensificando los esfuerzos para adoptar las medidas necesarias para garantizar la vida, la libertad y la integridad personal de las defensoras y defensores de los derechos humanos y sus familiares, incluyendo mecanismos de protección urgentes y efectivos frente a situaciones de amenaza o riesgo inminente, y a que, en todos los casos de violaciones a los derechos humanos contra las defensoras y defensores de los derechos humanos, se continúe realizando  investigaciones y procesamientos completos e imparciales y a que se apliquen las sanciones correspondientes. 

7. Instar a los Estados a que, en el marco de sus ordenamientos jurídicos internos y consistente con sus obligaciones internacionales, adopten o continúen adoptando, según sea el caso, las medidas necesarias para que no queden impunes los ataques, amenazas y actos de intimidación, incluidos los actos de violencia sexista, contra las defensoras y defensores de los derechos humanos y sus familiares, asegurando que las denuncias sean investigadas y tramitadas de manera expedita, transparente, independiente y responsable. 

8. Solicitar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que:

a) siga prestando la adecuada atención a esta materia;

b) continúe intensificando el diálogo y cooperación con la Relatoría Especial sobre la situación de los defensores de derechos humanos de la Organización de las Naciones Unidas; e 

c) incluya en su informe anual una sección sobre la labor de su Unidad de Defensores de Derechos Humanos. 
9. Alentar a los Estados Miembros a asegurar que la legislación nacional aplicable, incluyendo el registro cuando sea aplicable conforme al orden jurídico interno, relativa a las defensoras y defensores de los derechos humanos y a sus organizaciones, permita que su trabajo sea efectuado en un ambiente político libre, transparente y abierto, y en forma congruente con el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario aplicables. 
10. Invitar a los Estados Miembros a que promuevan la difusión y aplicación de los instrumentos convencionales y no convencionales del sistema interamericano y las decisiones de sus órganos en materia de derechos humanos, así como de la Declaración de las Naciones Unidas sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos. 
11. Invitar a los Estados Miembros a que consideren la elaboración e implementación de planes nacionales que pongan en práctica los principios contenidos en la Declaración de las Naciones Unidas mencionada en el párrafo anterior, para cuyo objetivo también podrán recurrir al asesoramiento de la CIDH. 
12. Invitar a los Estados Miembros, que aún no lo han hecho, a informar a la CIDH sobre las medidas adoptadas para dar seguimiento a las recomendaciones contenidas en el “Informe sobre la situación de las defensoras y defensores de los derechos humanos en las Américas”, en aras de elaborar un informe de seguimiento. 


13. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución de actividades estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

AG/RES. 2659 (XLI-O/11)

PROMOCIÓN DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL
/ 
/

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,


RECORDANDO su resolución AG/RES. 2577 (XL-O/10) y todas sus resoluciones anteriores pertinentes; 

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1619 (XXIX-O/99), AG/RES. 1706 (XXX-O/00), AG/RES. 1709 (XXX-O/00), AG/RES. 1770 (XXXI-O/01), AG/RES. 1771 (XXXI-O/01), AG/RES. 1900 (XXXII-O/02), AG/RES. 1929 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2039 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2072 (XXXV-O/05) y AG/RES. 2176 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2279 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2364 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2505 (XXXIX-O/09) y AG/RES. 2577 (XL-O/10);


RECORDANDO TAMBIÉN la recomendación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (OEA/Ser.L/V/II.102, Doc. 6 rev., del 16 de abril de 1999, Cap. VII, 21.3.B), así como su resolución No. 1/03 sobre juzgamiento de crímenes internacionales y el documento “Marco de referencia para la acción de la OEA con respecto a la Corte Penal Internacional” (AG/INF.248/00); 


CONSTATANDO con preocupación que en algunos lugares del mundo persisten violaciones reiteradas al derecho internacional humanitario y al derecho internacional de los derechos humanos, y reafirmando que todos los Estados tienen la obligación primordial de investigar, juzgar y, cuando haya los elementos de convicción suficientes,  sancionar tales violaciones, a fin de prevenir su repetición y evitar la impunidad de sus perpetradores;  


REAFIRMANDO la responsabilidad primaria de los Estados, a través de sus jurisdicciones nacionales, de investigar y enjuiciar a los responsables de los crímenes más graves de trascendencia internacional, de manera consistente con el derecho internacional, y teniendo presente el carácter complementario de la jurisdicción de la Corte Penal Internacional respecto de los crímenes de su competencia;  

CONVENCIDA de la importancia de preservar la efectividad e integridad jurídica del Estatuto de Roma, incluida la jurisdicción de la Corte Penal Internacional y reconociendo el papel fundamental de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados y la firme voluntad de sus Estados Partes para preservarlas;


CONVENCIDA de que el Estatuto de Roma y la Corte Penal Internacional son instrumentos eficaces para la consolidación del derecho penal internacional y garantizar que la justicia internacional pueda contribuir a consolidar una paz duradera;  


ACOGIENDO CON SATISFACCIÓN que  114 Estados han ratificado o se han adherido al Estatuto de Roma, entre ellos  26 Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA), habiendo sido Santa Lucía el último país en ratificarlo el 18 de agosto de 2010, y que 14 Estados Miembros han ratificado o se han adherido al Acuerdo sobre Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal Internacional, habiendo sido Costa Rica el último país en ratificarlo el 28 de abril del 2011;  


ACOGIENDO de los resultados de la Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma, que tuvo lugar del 31 de mayo al 11 de junio de 2010 en Kampala, Uganda;  


CONSCIENTE de la importancia que tiene la plena y efectiva cooperación de los Estados, de las Naciones Unidas, incluyendo el Consejo de Seguridad, otras organizaciones internacionales y regionales, y la sociedad civil, para el funcionamiento efectivo de la Corte Penal Internacional, tal como lo reconoce el Estatuto de Roma, y tomando nota de la resolución 65/12 de la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la cual invita a las organizaciones regionales a que consideren la posibilidad de concretar acuerdos de cooperación con la Corte;  

DESTACANDO la importancia del “Intercambio de Cartas para el establecimiento de un acuerdo de cooperación con la Corte Penal Internacional” firmado entre la Secretaría General de la OEA y la Corte Penal Internacional el 18 de abril de 2011;


SUBRAYANDO la importante labor que realiza la Coalición por la Corte Penal Internacional en la promoción del Estatuto de Roma con los Estados Miembros;  


EXPRESANDO su satisfacción por la celebración en la sede de la OEA, el 10 de marzo de 2011, de la “Sesión de Trabajo sobre la Corte Penal Internacional”, en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos y con el apoyo del Departamento de Derecho Internacional, en la cual participaron representantes de la Corte Penal Internacional, funcionarios de gobiernos, representantes de organismos internacionales y organizaciones de la sociedad civil, y tomando nota de los resultados de dicha sesión contenidos en el informe de la reunión CP/CAJP-2978/11; y  

TOMANDO NOTA del Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc. 5127/11),  

RESUELVE:

1. Renovar el llamado a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren la ratificación o adhesión, según sea el caso, del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional y de su Acuerdo sobre Privilegios e Inmunidades.
2. Recordar a los Estados Miembros que son partes de dichos instrumentos la importancia de promover su universalidad y continuar adoptando las medidas necesarias para lograr su íntegra y efectiva implementación, incluyendo aquellas encaminadas a armonizar su legislación nacional, particularmente en lo referente a la tipificación de los crímenes que son competencia de la Corte Penal Internacional, así como a la cooperación internacional y a la asistencia judicial.  

3. Acoger con satisfacción la cooperación y asistencia brindadas hasta ahora a la Corte Penal Internacional por aquellos Estados miembros que son parte del Estatuto de Roma,  por aquellos Estados miembros que no son parte, así como por las organizaciones internacionales y regionales, e instarlos a que continúen sus esfuerzos para asegurar la cooperación y asistencia con la Corte Penal Internacional en cumplimiento de sus respectivas obligaciones internacionales, particularmente en lo que se refiere a la detención y entrega, la presentación de pruebas, la protección y el traslado de víctimas y testigos y la ejecución de las penas, a fin de evitar la impunidad de los responsables de haber cometido los crímenes sobre los cuales tiene competencia.  

4. Poner de relieve la importancia de la cooperación que los Estados que no son Partes del Estatuto de Roma pueden brindar a la Corte Penal Internacional.  

5. Exhortar a los Estados Miembros que son Partes del Estatuto de Roma a promover y defender la labor que lleva a cabo la Corte Penal Internacional y a que sigan procesos rigurosos y transparentes para identificar a los mejores candidatos a magistrados y para fiscal de la Corte Penal Internacional, y a elegir, entre estos, a quienes posean las más altas calificaciones de conformidad con el Estatuto de Roma.  

6. Alentar a los Estados Miembros en capacidad de hacerlo a que contribuyan al Fondo Fiduciario en beneficio de las Víctimas de los crímenes de la competencia de la Corte Penal Internacional y  sus familias, al Fondo Especial para la Reubicación de Testigos, así como al Fondo Fiduciario para permitir la participación de los países menos adelantados y otros Estados en desarrollo, con el objeto de facilitar su participación en la Asamblea de los Estados Partes.  

7. Alentar a los Estados Miembros que son Partes del Estatuto de Roma a dar un seguimiento puntual a los resultados de la Conferencia de Revisión, particularmente la ratificación de las enmiendas adoptadas, así como al cumplimiento de las promesas que se realizaron durante la Conferencia de Revisión.

8. Pedir al CJI que, con la colaboración de la Secretaría General y la Secretaría de Asuntos Jurídicos continúe apoyando y promoviendo en los Estados Miembros la capacitación de funcionarios administrativos, judiciales y académicos en materia de cooperación con la Corte Penal Internacional así como la adopción de legislación nacional en la materia.

9. Agradecer al Comité Jurídico Interamericano por sus recientes trabajos respecto a la elaboración de una legislación modelo en materia de implementación del Estatuto de Roma, y en particular sus informes sobre la tipificación de los crímenes que son competencia de la Corte Penal Internacional “Informe sobre las actividades de promoción de la Corte Penal Internacional y textos modelo para crímenes contemplados en el Estatuto de Roma” (CJI/doc.360/10 rev.1) y su informe complementario (CJI/doc. 374/11), y solicitar a los Estados que aún no cuenten con dicha tipificación consideren implementar las propuestas del Comité en la medida en que les resulte conveniente.

10. Solicitar a la Secretaría General informe sobre la implementación de las medidas de cooperación establecidas en el “Intercambio de Cartas para el establecimiento de un acuerdo de cooperación con la Corte Penal Internacional” firmado entre la Secretaría General de la OEA y la Corte Penal Internacional.

11. Solicitar al Consejo Permanente que, con el apoyo del Departamento de Derecho Internacional, celebre, antes del cuadragésimo tercer período de sesiones de la Asamblea General, una sesión de trabajo, que deberá incluir un segmento de diálogo de alto nivel entre los Representantes Permanentes de todos los Estados Miembros, en el que se discuta, entre otros asuntos,  medidas  que fortalecerían la cooperación con la Corte Penal Internacional. Se invitará a la Corte Penal Internacional, a organizaciones e instituciones internacionales y a la sociedad civil a que cooperen y participen en esta sesión de trabajo.  

12. Solicitar al Secretario General que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de los mandatos de esta resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa presupuesto de la Organización y otros recursos.  

1.
…por lo que  le otorga una especial importancia a este tema, tipificando estos delitos bajo el Título XXII de la Ley No. 641 del año 2007 del Código Penal. Estas normas son de aplicación exclusiva por el Poder Judicial nicaragüense.  A nivel Constitucional el artículo 158  establece  que “La Justicia emana del pueblo y será impartida en su nombre y delegación por el Poder Judicial, integrado por los Tribunales de Justicia que establezca la ley”.- En lo relativo a la exhortación a los Estados, de considerar la adhesión o ratificación del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, el  Gobierno de Nicaragua no puede adherirse por ahora al Estatuto de Roma, debido  a que no existen las condiciones propicias en nuestro país para adherirnos a este instrumento internacional. 

Nicaragua fundamenta sus relaciones internacionales en la amistad y solidaridad entre los pueblos y la reciprocidad entre los Estados. Por tanto se inhibe y proscribe todo tipo de acción política, militar, económica, cultural, religiosa y la intervención en asuntos de otros Estados. Reconoce el principio de solución pacifica de las controversias internacionales por los medios que ofrece el derecho internacional, proscribe cualquier medio de destrucción masiva en conflictos internos e internacionales.  Nicaragua observa con preocupación el incremento de las violaciones al derecho internacional humanitario, así como al derecho internacional de los derechos humanos en diversas regiones del mundo, en particular en la Republica Árabe Libia, situación que se agrava con la intervención de la OTAN  la cual ejecuta actos de agresión contra la población Libia, provocando la muerte de civiles y ejecutando acciones para el derrocamiento de las autoridades de este país, bajo una interpretación parcializada  y excedida de la resolución 1973 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.

2.
…desempeñando un papel preponderante en la reparación de estos agravios.  Estados Unidos ha subrayado que no puede ignorar los terribles crímenes que se han perpetrado, dondequiera que haya sido, y el gran sufrimiento humano del que ha sido testigo el mundo. Estados Unidos reconoce que la Corte Penal Internacional puede ser un elemento decisivo para lograr que los autores de las peores atrocidades paguen sus culpas.  Al no ser parte del Estatuto de Roma, Estados Unidos puede ser una contraparte y un aliado en la causa de la promoción de la justicia internacional.  Estados Unidos reitera su reserva con respecto a determinados elementos de la presente resolución.   En este sentido y con respecto a las enmiendas adoptadas en la Conferencia de Revisión, Estados Unidos se permite hacer notar que existen diferencias entre el crimen de agresión y los crímenes definidos en los artículos 6, 7 y 8 del Estatuto de Roma. Considera además que es prudente que los Estados Partes sometan la jurisdicción de la Corte respecto del crimen de agresión a un fallo que se adoptará el 1 de enero de 2017.  Lo anterior dará, entre otras cosas, una pausa para considerar las medidas que requieren atención y para consolidar los avances en otras áreas de interés para la comunidad internacional como, por ejemplo, el garantizar que los autores de crímenes de guerra, genocidio y crímenes de lesa humanidad respondan por sus actos.  Según entiende Estados Unidos, todo apoyo que proporcione la OEA a la Corte Penal Internacional, incluido cualquier acuerdo alcanzado al amparo del “Intercambio de Cartas para el establecimiento de un acuerdo de cooperación” provendrá de aportaciones a fondos específicos y no del presupuesto regular de la OEA.  

AG/RES. 2660 (XLI-O/11)

PROGRAMA INTERAMERICANO PARA EL DESARROLLO
DEL DERECHO INTERNACIONAL

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General, en particular en lo que se refiere al cumplimiento de la resolución AG/RES. 2590 (XL-O/10) “Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional” (AG/doc …….);

CONSIDERANDO que la Asamblea General adoptó en 1996 la Declaración de Panamá sobre la contribución interamericana al desarrollo y la codificación del derecho internacional (AG/DEC. 12 (XXVI-O/96), y en 1997 adoptó el Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional por medio de la resolución AG/RES. 1471 (XXVII-O/97);

CONSIDERANDO TAMBIÉN que la Asamblea General ha venido reafirmando su apoyo a dicho Programa a través de las resoluciones AG/RES. 1557 (XXVIII-O/98), AG/RES. 1617 (XXIX-O/99), AG/RES. 1705 (XXX-O/00), AG/RES. 1766 (XXXI-O/01), AG/RES. 1845 (XXXII-O/02), AG/RES. 1921 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2032 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2070 (XXXV-O/05), AG/RES. 2174 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2264 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2405 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2503 (XXXIX-O/09), AG/RES.2590 (XL-O/10); y

DESTACANDO la importancia y la vigencia de los principios de derecho internacional como norma de conducta de los Estados en sus relaciones recíprocas, contenidos en la Carta de la Organización de los Estados Americanos;
TOMANDO NOTA:

Del “Informe sobre el Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional. Actividades realizadas por el Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría de Asuntos Jurídicos durante el año 2010”(CP/CAJP/INF.136/11), y del Informe Verbal que hiciera el Director de dicho Departamento ante la CAJP el 7 de abril de 2011;

RECORDANDO que luego de la adopción del Programa Interamericano por el desarrollo del derecho internacional en la Asamblea General de 1997 se han producido importantes avances en la materia, y reconociendo la necesidad de actualizarlo,
RESUELVE:
1. Agradecer al Departamento de Derecho Internacional la presentación del Informe sobre el Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional e instarlo a que siga presentando dichos Informes de manera anual.
2. Reafirmar la importancia de dicho Programa, reiterar su apoyo al mismo y solicitar al Departamento de Derecho Internacional que continúe la ejecución de las acciones enumeradas en el mismo.

3. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo tercer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución de actividades estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

4. Aprobar la actualización del Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional en los términos siguientes:

PROGRAMA INTERAMERICANO PARA EL DESARROLLO DEL DERECHO INTERNACIONAL


Los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos, en el marco de los principios y propósitos establecidos en la Carta de la Organización y teniendo presente la Declaración de Panamá sobre la contribución interamericana al desarrollo y codificación del derecho internacional (AG/DEC. 12 (XXVI-O/96)), así como el Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional, aprobado en 1997 mediante resolución AG/RES.1471 (XXVII-O/97), y en virtud de los nuevos desarrollos en cuanto a la promoción del derecho internacional y a los resultados alcanzados hasta el momento en la implementación de dicho Programa, han decidido actualizarlo, desarrollando las siguientes acciones:

Tratados en el ámbito interamericano

a.
Seguir manteniendo y actualizando periódicamente la página web del Departamento de Derecho Internacional en materia de los nuevos desarrollos jurídicos en la agenda interamericana, así como en materia de tratados y acuerdos interamericanos, dándole difusión de manera de permitir la consulta del texto completo de los tratados interamericanos de los cuales la OEA es depositaria, el estado actualizado de firmas, ratificaciones y/o adhesiones, reservas, objeciones, declaraciones y fecha de entrada en vigor de los mismos, los antecedentes y trabajos preparatorios de dichos tratados interamericanos, así como información similar sobre los acuerdos de cooperación celebrados por la OEA.

Desarrollo jurídico a nivel de los órganos de la OEA

b.
Solicitar a la Secretaría General que mantenga una estrecha coordinación entre sus distintas áreas y dependencias y otros órganos de la OEA en cuanto a la sistematización de la información en materia de resoluciones, declaraciones, programas de acción y de otros desarrollos jurídicos que emanen de los distintos Órganos de la Organización.

Enseñanza del derecho internacional interamericano

c.
Fortalecer el Curso de Derecho Internacional que organizan anualmente el Comité Jurídico Interamericano y la Secretaría de Asuntos Jurídicos en la ciudad de Río de Janeiro, mediante conferencias sobre los últimos desarrollos del derecho internacional y la agenda hemisférica.


d.
Organizar, con la colaboración de instituciones de los distintos Estados miembros y otras entidades, ya sea en el territorio de los Estados miembros o en la sede misma de la Organización, cursos a nivel subregional, nacional sobre los distintos aspectos del derecho interamericano, en especial sobre los desarrollos temáticos más recientes en la Organización, con el objeto de brindar la oportunidad a asesores jurídicos de las cancillerías, funcionarios diplomáticos, parlamentarios, jueces, miembros de las fuerzas armadas y otros altos funcionarios públicos y de diversas instituciones, de conocer los desarrollos jurídicos y políticos en el seno de la OEA y de intercambiar ideas sobre los mismos.


e.
Realizar periódicamente encuentros de profesores de derecho internacional público y privado nacionales de los Estados miembros y de otras regiones con el objeto de profundizar el estudio, el desarrollo y la enseñanza de la temática jurídica en el sistema interamericano; y fortalecer los vínculos con las diversas instituciones académicas con miras a lograr una incorporación sistemática del estudio del derecho interamericano en los planes de estudio de las distintas facultades de derecho.


f.
Tener en cuenta, en todas las actividades antes mencionadas, la necesidad de incorporar temas y representantes de los distintos sistemas jurídicos del Hemisferio.

Difusión

g.
Impulsar la difusión, por medio de publicaciones u otros medios, de instrumentos jurídicos interamericanos, tales como la Carta de la OEA reformada y otros tratados.


h.
Promover la difusión periódica de las principales actividades que desarrolla la OEA en el campo jurídico a través del Boletín Informativo del Departamento de Derecho Internacional.


i.
Continuar impulsando la difusión de las publicaciones jurídicas que resulten de actividades tales como el Curso de Derecho Internacional, la Serie Temática de dicho Curso, las Jornadas de Derecho Internacional, y otras actividades académicas sobre derecho internacional.

Cooperación para el desarrollo, difusión y enseñanza del derecho internacional en el Hemisferio

j.
Promover acuerdos con diversas entidades para la enseñanza y difusión del derecho interamericano, entre ellas, universidades, institutos de estudios internacionales y academias diplomáticas, con el objeto de facilitar una mayor difusión del patrimonio jurídico del sistema interamericano y de los últimos desarrollos políticos y jurídicos en el marco de la Organización.


k.
Promover la cooperación con organizaciones internacionales tales como las Naciones Unidas, en especial con la Sexta Comisión de su Asamblea General y la Comisión de Derecho Internacional, así como con la Academia de Derecho Internacional de La Haya y la Conferencia de La Haya sobre Derecho Internacional Privado, como un medio para incrementar la difusión del derecho internacional interamericano. 


l.
Promover la celebración de convenios de cooperación con diversos organismos internacionales de financiamiento tales como el Banco Interamericano de Desarrollo y el Banco Mundial, así como con fundaciones y otras entidades públicas y privadas que puedan apoyar económicamente la labor de difusión, desarrollo y enseñanza del derecho internacional.

AG/RES. 2661 (XLI-O/11)

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1932 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2057 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2121 (XXXV-O/05), AG/RES. 2252 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2288 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2418 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2514 (XXXIX-O/09), “Acceso a la información pública: Fortalecimiento de la democracia” y la resolución AG/RES. 2607 (XL-O/10) “Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública”, y reiterando todos los mandatos y consideraciones históricas, procedimentales, jurídicas, políticas y sustantivas contenidas en éstas;

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General, en lo que se refiere al estado de cumplimiento de las resoluciones AG/RES. 2514 (XXXIX-O/09) y AG/RES. 2607 (XL-O/10); 
RECORDANDO el papel fundamental del acceso a la información pública en el proceso electoral y democrático, en la gobernabilidad del estado, en la transparencia y combate a la corrupción,  en la protección y promoción de los derechos humanos, y en particular, en el derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, así como en la libertad de prensa;

REITERANDO el papel imprescindible de los instrumentos  internacionales, incluyendo la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Declaración Universal de Derechos Humanos y la Carta Democrática Interamericana, los mandatos de las Cumbres de las Américas, los fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así como las labores valiosas de la Secretaría General, del Comité Jurídico Interamericano, de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, incluyendo su Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, y de la sociedad civil, en la promoción y protección del derecho a buscar, impartir y recibir información, así como la importancia del acceso a la información pública, y teniendo presente los valiosos instrumentos, jurisprudencia, informes, reuniones, y documentos preparados al efecto;

TOMANDO NOTA CON INTERES la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública y su Guía de Implementación contenida en la resolución AG/RES. 2607 (XL-O/10) y tomando nota del informe de la sesión especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) conducente a examinar los comentarios de los Estados miembros a la Ley Modelo, así como la posibilidad de elaborar un Programa Interamericano sobre Acceso a la Información Pública, con la participación de los Estados Miembros, la Secretaría General y representantes de la sociedad civil, celebrada en la sede de la Organización de los Estados Americanos (OEA), el 13 de diciembre de 2010, contenido en el documento CP/CAJP-2938/11;

TOMANDO NOTA, ASIMISMO, del Seminario Internacional sobre la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública y su Aplicación Regional y en México, llevado a cabo los días 10 y 11 de marzo en la Ciudad de México, organizado por la OEA en colaboración con el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública, el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México y la Secretaría de Relaciones Exteriores, entre otras instituciones; y visto su informe sobre conclusiones y recomendaciones, contenidas en el documento CP/CAJP....”; 
CONSIDERANDO que el acceso a la información pública, por un lado, y la protección de datos personales, por el otro, son  valores fundamentales que deben trabajar siempre en concordancia;

CONSIDERANDO, ASIMISMO, la creciente importancia de la privacidad y la protección de datos personales, así como la necesidad de fomentar y proteger el flujo transfronterizo de información en las Américas;

TENIENDO PRESENTE los esfuerzos que realizan los Estados para garantizar el acceso a la información pública y protección de datos personales;

TENIENDO PRESENTES TAMBIÉN los esfuerzos de otras entidades internacionales y regionales (tales como la OCDE, la APEC, la Unión Europea y el Consejo de Europa), que trabajan en el área de la protección de datos personales.

TOMANDO NOTA del Proyecto de Principios y Recomendaciones Preliminares sobre la Protección de Datos Personales contenido en el documento CP/CAJP-2921/10 Rev.1, preparado por el Departamento de Derecho Internacional, así como los comentarios de los Estados miembros al mismo; 

RESUELVE:

1. Reafirmar la importancia del acceso a la información pública como requisito indispensable para la democracia y el compromiso de los Estados Miembros de respetar y hacer respetar el principio de brindar acceso a la información gubernamental.
2. Alentar a los Estados a que en el diseño, ejecución y evaluación de sus normativas y políticas sobre acceso a la información pública, consideren la aplicación e implementación de la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública contenida en la resolución AG/RES. 2607 (XL-O/10) y su Guía de Implementación.
3. Encomendar a la Secretaría General, a través del Departamento de Derecho Internacional, que con la colaboración de la sociedad civil apoyen los esfuerzos de los Estados miembros de tomar las medidas legislativas y otros medios apropiados para garantizar el acceso a la información pública, en particular para la implementación de la Ley Modelo o para continuar su adecuación a la misma; y la promoción de contactos e intercambio de mejores prácticas de las autoridades nacionales (Comisionados, Ombudsman, etc.) encargadas de la implementación del acceso a la información pública.
4. Agradecer a los miembros del Grupo de Expertos que colaboraron en la redacción de la Ley Modelo y su Guía de Implementación, bajo la conducción y por invitación del Departamento de Derecho Internacional, y encomendarles que sigan colaborando con las actividades de aprobación e implementación de la Ley Modelo en los Estados.

5. Encomendar al Consejo Permanente a que, antes del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) considere la elaboración de un Programa Interamericano sobre Acceso a la Información Pública, basada en los insumos de la Sesión Especial de la CAJP realizada el 13 de diciembre de 2010.

6. Instar a los Estados Miembros a que lleven a cabo seminarios nacionales y regionales sobre la implementación de la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública en su ámbito nacional y que proporcionen conclusiones y recomendaciones con el fin de ayudar a incorporar las normas de dicha ley modelo en las prácticas jurídicas, judiciales y administrativas de los Estados Miembros.

7. Encomendar a la Secretaría General a que desarrolle una política institucional interna y elabore una directiva de acceso a la información pública de la Organización, de conformidad con los estándares seguidos en otras organizaciones multilaterales, y que la misma se ponga en vigencia antes de la celebración del cuadragésimo segundo período de sesiones de la Asamblea General.

8. Encomendar a la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH que continúe incluyendo en el informe anual de la CIDH un informe sobre la situación / estado del acceso a la información pública en la región y su efecto en el ejercicio del derecho a la libertad de expresión. 

9. Invitar a los Estados miembros a considerar su posible participación en la Conferencia Internacional de Autoridades Nacionales de Privacidad y Protección de Datos Personales, a realizarse en la Ciudad de México del 31 de octubre al 2 de noviembre de 2011. 

10. Agradecer al Departamento de Derecho Internacional la presentación del Proyecto de Principios y Recomendaciones Preliminares sobre la Protección de Datos Personales, contenido en el documento CP/CAJP-2921/10 Rev.1, y  encomendarle la elaboración de un estudio comparativo sobre los distintos regímenes jurídicos, políticas y mecanismos de aplicación existentes para la protección de datos personales, inclusive las leyes, reglamentos y  auto regulación nacionales., con miras a explorar la posibilidad de un marco regional en esta área.

11. Encomendar al Comité Jurídico Interamericano que, antes del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General,  presente un documento de principios de privacidad y protección de datos personales en las Américas, tomando en cuenta los dos documentos descritos en el párrafo anterior.

12. Encomendar a la Secretaría General que establezca canales de información  con otras organizaciones internacionales y regionales que en el presente realizan esfuerzos en materia de protección de datos, a fin de facilitar el intercambio de información y cooperación.

13. Encomendar a la Secretaría General que identifique nuevos recursos para apoyar los esfuerzos de los Estados Miembros que faciliten el acceso a la información pública y protección de datos personales y alentar a otros donantes a que contribuyan en esta labor.
14. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2662 (XLI-O/11)

EL DERECHO A LA VERDAD

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,
VISTAS las resoluciones AG/RES. 2175 (XCXVI-O/06); AG/RES. 2267 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2406 (XXXVM-O/08), AG/RES. 2509 (XXXIX-O/09) y AG/RES 2595 (XL-O/10) sobre "El derecho a la verdad";
CONSIDERANDO la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas;
CONSIDERANDO PARTICULARMENTE los artículos 25, 8, 13 y 1.1. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, relativos al derecho a la protección judicial,  al debido proceso y garantías judiciales, a la libertad de expresión y al deber de los Estados de respetar y garantizar los derechos humanos, respectivamente;

CONSIDERANDO TAMBIÉN las disposiciones contenidas en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, los Convenios de Ginebra de 1949 y sus protocolos adicionales de 1977, la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas de 2006, y otros instrumentos pertinentes de la normativa internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario, así como la Declaración y Programa de Acción de Viena;

TOMANDO NOTA de la universalidad, interdependencia, indivisibilidad e interrelación de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales;
OBSERVANDO los artículos 32 y 33 del Protocolo Adicional I, adoptado el 8 de junio de 1977, a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales, que reconocen el derecho que asiste a las familias a conocer, tan pronto las circunstancias lo permitan, la suerte de las personas desaparecidas en conflictos armados;
DESTACANDO que también se deberían adoptar las medidas adecuadas para identificar a las víctimas en las situaciones que no equivalgan a conflicto armado, en especial en los casos de violaciones graves o sistemáticas de los derechos humanos;
CONSCIENTE de que el derecho a la verdad puede caracterizarse de manera diferente en algunos sistemas jurídicos como derecho a saber o a ser informado o libertad de información; 

RECORDANDO TAMBIÉN el último informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre el derecho a la verdad (A/HRC/12/19) y sus conclusiones respecto a la importancia que tienen la protección de testigos en el marco de procedimientos penales relativos a graves violaciones a los derechos humanos y violaciones al derecho internacional humanitario, así como las cuestiones ligadas a la elaboración y gestión de sistemas de archivos, para garantizar el efectivo cumplimiento del derecho a la verdad;
TENIENDO EN CUENTA el informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre genética forense y derechos humanos (A/HRC/15/26) que reconoce el importante rol que tiene la genética forense en términos de garantizar el efectivo ejercicio del derecho a la verdad;
DESTACANDO el compromiso que debe adoptar la comunidad regional a favor del reconocimiento del derecho que asiste a las victimas de graves violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario, así como a sus familias y a la sociedad en su conjunto, de conocer la verdad sobre tales violaciones de la manera más completa posible, en particular la identidad de los autores y las causas, los hechos y las circunstancias en que se produjeron;
DESTACANDO TAMBIÉN que es importante que los Estados proporcionen mecanismos adecuados y efectivos para que la sociedad en su conjunto y, en particular, los familiares de las víctimas conozcan la verdad en relación con las violaciones manifiestas de  los derechos humanos y con las violaciones graves del derecho internacional humanitario; y
CONVENCIDA de que los Estados deben, dentro de sus propios marcos jurídicos internos, preservar los archivos y otras pruebas relativas a violaciones manifiestas de los derechos humanos y a las violaciones graves  del derecho internacional humanitario para facilitar el conocimiento de las mismas, investigar las denuncias y proporcionar a las víctimas acceso a un recurso efectivo, de conformidad con el derecho internacional, a fin de evitar, entre otros motivos, que  estos hechos vuelvan a ocurrir en el futuro,
RESUELVE:

1. Reconocer la importancia de respetar y garantizar el derecho a la verdad para contribuir a acabar con la impunidad y promover y proteger los derechos humanos.
2. Acoger con satisfacción la creación en varios Estados de mecanismos judiciales específicos, y respetar sus decisiones; así como la creación de otros mecanismos extrajudiciales o ad hoc, como las comisiones de la verdad y la reconciliación, que contribuyen con el trabajo del sistema judicial y a la investigación de las violaciones de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, y valorar la preparación y publicación de sus informes.
3. Alentar a los Estados interesados a difundir y aplicar las recomendaciones formuladas por mecanismos nacionales extrajudiciales o ad hoc como las comisiones de la verdad y reconciliación, y a vigilar su implementación en el ámbito interno, así como a informar sobre la observancia de las decisiones de los mecanismos judiciales.
4. Alentar a otros Estados a que estudien la posibilidad de crear mecanismos judiciales específicos y, según proceda, comisiones de la verdad u otras de similar naturaleza, que contribuyan con  el sistema judicial para investigar y castigar las violaciones manifiestas de los derechos humanos y las violaciones graves del derecho internacional humanitario. 
5. Alentar a los Estados y a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), dentro del ámbito de su competencia, a que presten a los Estados que así lo soliciten la asistencia necesaria y adecuada sobre el derecho a la verdad, a través de, entre otras acciones, la cooperación técnica y el intercambio de información relativas a medidas administrativas, legislativas y judiciales nacionales aplicadas, así como de experiencias y mejores prácticas que tienen por objeto la protección, promoción y aplicación de este derecho.
6. Instar a los Estados que aún no la han hecho a que consideren la firma y ratificación de la Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas.
7. Reiterar a la CIDH que siga trabajando en la elaboración de un informe, para su presentación al Consejo Permanente antes del cuadragésimo segundo período de sesiones de la Asamblea General de la OEA, sobre el desarrollo del derecho a la verdad en el Hemisferio, que incluya los mecanismos y experiencias nacionales en este tema, así como buenas prácticas para garantizar el efectivo cumplimiento del derecho a la verdad. Ello con vistas a que el Consejo organice una sesión especial en el primer semestre de 2012 sobre el derecho a la verdad con el fin de discutir el informe de la CIDH y de intercambiar experiencias nacionales.
8. Alentar a todos los Estados a tomar medidas pertinentes para establecer mecanismos o instituciones que divulguen la información sobre violaciones de los derechos humanos, y aseguren el acceso adecuado de los ciudadanos a esta información, con el fin de promover el ejercicio del derecho a la verdad y la prevención de futuras violaciones de los derechos humanos, así como para lograr la determinación de responsabilidades en esta materia.
9. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución de actividades estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2663 (XLI-O/11)

APOYO AL COMITÉ PARA LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS
DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD
Y A SU SECRETARÍA TÉCNICA

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO:

La Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, adoptada en Guatemala el 7 de junio de 1999, la cual entró en vigor el 14 de septiembre de 2001 y ha sido ratificada por 18 Estados Miembros;

La resolución AG/RES. 2596 (XL-O/10)  “Apoyo al Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad”; 

VISTOS: 

El informe final de la Primera Reunión del Grupo de Trabajo del Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (CEDDIS), celebrada el 25 y 26 de octubre 2010 en Washington D.C., (CP/doc.      ) y el informe final de la Primera Reunión Extraordinaria de este Comité realizada en San Salvador, El Salvador, el 4 y 5 de mayo de 2011(CP/doc.      ); 

TENIENDO EN CUENTA:

La observación general del Comité sobre el ejercicio de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad adoptada en la Resolución CEDDIS/RES.1 (I-E/11); y

La constitución de un Grupo de Trabajo a fin de evaluar el funcionamiento de la Secretaría Técnica para el Desarrollo del Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016) (SEDISCAP) y emitir recomendaciones para su sostenibilidad, mediante la Resolución CEDDIS/RES. 2 (I-E/11);

RECONOCIENDO: 

Los avances registrados por el Comité en la definición de parámetros para medir el progreso de la implementación de la Convención Interamericana  y en el diseño de las metas ideales nacionales por ámbito sectorial;

El trabajo realizado por la Secretaría Técnica del Comité para la promoción y difusión de la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad y del Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016), a través de la publicación de ejemplares en los cuatro idiomas oficiales de la organización;
El encuentro sostenido el 3 de febrero de 2011 por la Presidencia del Comité con la Presidencia del Consejo Permanente, el Secretario General Adjunto, la Secretaría Técnica del Comité, Representantes de Misiones Permanentes y Observadores Permanentes de la Organización, para informar sobre la labor del Comité y su Secretaría Técnica y reiterar la importancia de su apoyo  para la consecución de los objetivos de la Convención;

Los resultados del II Encuentro Internacional de Proyectos Inclusivos Exitosos convocado por CONADIS Perú y el Departamento de Programas Jurídicos Especiales de la OEA, en diciembre 2010; y
Las contribuciones de la sociedad civil durante el diálogo sostenido con el Comité en su Primera Reunión Extraordinaria, así como las recomendaciones que fueron presentadas en esa oportunidad y que serán consideradas en la próxima reunión del CEDDIS, en los términos del artículo 23 del Reglamento del Comité,

RESUELVE:

1. Expresar su agradecimiento al pueblo y al Gobierno de la República de El Salvador por la generosa hospitalidad y por el apoyo decidido y eficaz que contribuyeron a asegurar el éxito de la Primera Reunión Extraordinaria del Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad.

2. Alentar al Comité a que convoque su cuarta reunión durante el segundo semestre de 2012 para revisar los progresos registrados en la aplicación de la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, e  intercambiar experiencias entre los Estados parte conforme a lo indicado en el artículo VI de la Convención y en el artículo 20 de su Reglamento.

3. Instar a los Estados Parte de la Convención a que den formal inicio a la preparación de su Segundo Informe de Cumplimiento de la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad que serán discutidos en la cuarta reunión del Comité.

4. Reiterar la importancia de que se efectúen contribuciones voluntarias al “Fondo Específico para el Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad” (CP/RES. 947 (1683/09), creado con el fin de complementar el financiamiento de las actividades del Comité y de su Secretaría Técnica; invitar a los Estados Miembros y los Observadores Permanentes, así como a personas o entidades públicas y privadas, nacionales o internacionales, a que hagan aportes a dicho fondo y solicitar al Secretario General que realice gestiones para captar nuevos recursos en favor del mismo. 

5. Solicitar al Consejo Permanente que convoque durante el segundo semestre del año 2011 una sesión especial de representantes gubernamentales y expertos provenientes de los Consejos Nacionales en Discapacidad, del sector académico, de la sociedad civil de personas con discapacidad, y de organismos internacionales de la Región, con el objetivo de intercambiar información y buenas prácticas e identificar  las necesidades específicas y las políticas públicas adecuadas para lograr la inclusión de las personas con discapacidad en todos los ámbitos de la sociedad.

6. Solicitar al Secretario General:

a. La más amplia difusión de la observación general del Comité sobre la necesidad de interpretar el artículo I. 2, Inciso B) In fine de la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, en el marco del artículo 12 de la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.

b. Realizar gestiones para lograr avances progresivos en la accesibilidad para personas con discapacidad a las instalaciones de la Organización, así como a los instrumentos de difusión de información de la organización tales como los documentos, comunicaciones, página en la Internet y otros, en consonancia con el principio de no discriminación de la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad. 

c. Brindar el más amplio apoyo al Grupo de Trabajo del CEDDIS creado para evaluar el funcionamiento de la SEDISCAP y para emitir recomendaciones para su sostenibilidad; 

7.
Encomendar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2664 (XLI-O/11)

PROGRAMA DE ACCIÓN PARA EL DECENIO DE LAS AMÉRICAS
POR LOS DERECHOS Y LA DIGNIDAD DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD
(2006-2016) Y APOYO A SU SECRETARÍA TÉCNICA (SEDISCAP)

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

TOMANDO EN CUENTA que en el Plan de Acción de la Cuarta Cumbre de las Américas (Mar del Plata, Argentina, noviembre de 2005), los Jefes de Estado y de Gobierno encomendaron a la Organización de los Estados Americanos (OEA) “considerar en el próximo período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA, a celebrarse en República Dominicana, una Declaración del Decenio de las Américas de las Personas con Discapacidad (2006-2016), con un Programa de Acción”;

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1249 (XXIII-O/93) “Situación de las Personas con Discapacidad en el Continente Americano”, AG/RES. 1356 (XXV-O/95) “Situación de los Discapacitados en el Continente Americano”, AG/RES. 1369 (XXVI-O/96) “Compromiso de Panamá con las Personas con Discapacidad en el Continente Americano”, AG/RES. 2230 (XXXVI-O/06) “Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016)”, AG/RES. 2339 (XXXVII-O/07), por medio de la cual se adoptó el “Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016)”, AG/RES. 2365 (XXXVIII-O/08) “Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016) y Apoyo a su Secretaría Técnica”; AG/RES. 2464 (XXXIX-O/09) “Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los derechos y la dignidad de las personas con discapacidad, (2006-2016) y apoyo a su Secretaría Técnica” (SEDISCAP), y AG/RES. 2598 (XL-O/10) “Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los derechos y la dignidad de las personas con discapacidad, (2006-2016) y apoyo a su Secretaría Técnica” (SEDISCAP);

TENIENDO PRESENTE:

La Declaración del Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016), adoptada en Santo Domingo, República Dominicana, con el lema: “Igualdad, Dignidad y Participación”, AG/DEC. 50 (XXXVI-O/06), cuyo objetivo es lograr el reconocimiento y el ejercicio pleno de los derechos y la dignidad de las personas con discapacidad y su derecho a participar plenamente en la vida económica, social, cultural y política y en el desarrollo de sus sociedades, sin discriminación y en pie de igualdad con los demás; y
La necesidad de que durante el decenio señalado se emprendan programas, planes y acciones para alcanzar la inclusión y la participación plena de las personas con discapacidad en todos los ámbitos de la sociedad; se ejecuten programas sociales, políticos, económicos, culturales y de desarrollo destinados al logro de oportunidades, y se promuevan medidas efectivas para la prevención de discapacidades  secundarias o adicionales y el acceso de las personas con discapacidad a los servicios y programas de rehabilitación, en igualdad de condiciones con los demás; 
VISTO, el Informe final de la II Reunión de Directores de Instituciones y Formuladores de Políticas Públicas para Personas con Discapacidad, celebrada en Buenos Aires, Argentina, en agosto 2010, para observar los avances obtenidos por los Estados Miembros de la OEA en su proceso de implementación del Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (PAD), y para la definición del orden de importancia de las acciones contenidas en el PAD a partir del diálogo de las autoridades respecto a las prioridades de políticas;


ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO la iniciativa de las autoridades en discapacidad presentes en la II Reunión de Directores de Instituciones y Formuladores de Políticas Públicas para Personas con Discapacidad, en dedicar cada año para conmemorar un ámbito del PAD por separado a fin de reforzar la difusión e implementación de este instrumento, siendo el 2011 el año conmemorativo a la sensibilización de la sociedad, respeto a los derechos humanos y a las personas con discapacidad;

RECORDANDO:

Que el Programa de Acción asigna la coordinación de su ejecución a una Secretaría Técnica, en adelante SEDISCAP, cuyo propósito es brindar apoyo a los Estados Miembros, a las personas con discapacidad y a sus organizaciones y a los organismos de la OEA, para realizar el seguimiento de los compromisos ahí contenidos y la planificación de actividades conducentes al logro de sus objetivos y acciones concretas; 

La resolución CP/RES. 926 (1625/08) “Instalación en Panamá de la Secretaría Técnica para el Desarrollo del Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016)” y que dicha Secretaría Técnica fue inaugurada el 5 de junio de 2008;

Que, gracias a los recursos financieros proporcionados generosamente por el Gobierno de la República de Panamá, la SEDISCAP ha estado en capacidad de funcionar, a lo largo de los dos últimos años, y podrá garantizar un año de funcionamiento adicional a la luz de una importante aporte realizado por el Gobierno Panameño en el primer trimestre de 2011, contribuyendo en favor del Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016); 

Que exceptuando las contribuciones aportadas  por el Gobierno de la República de Panamá, no se han recibido  nuevas contribuciones al  Fondo de aportes voluntarios por parte de otros Estados Miembros, por lo que resulta necesario tomar medidas urgentes para asegurar  la continuidad de SEDICAP por el resto de la década 2006-2016; 

CONSIDERANDO:


Los debates sostenidos por los miembros del Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad en su Primera Reunión del Grupo de Trabajo en Octubre 2010,  y en su Primera Reunión Extraordinaria del 4 y 5 de mayo 2011, con ocasión al mandato que les fuese encomendado de realizar una evaluación exhaustiva sobre el funcionamiento de SEDISCAP y a formular recomendaciones a fin de asegurar su sostenibilidad en lo que resta del Decenio de las Américas (AG/RES. 2598 (XL-O/10), 

RESUELVE:

1. Agradecer al Gobierno de la República de Panamá por su apoyo decidido y eficaz al Programa de Acción y por la instalación en la ciudad de Panamá de la Secretaría Técnica (SEDISCAP).

2. Expresar su agradecimiento al pueblo y al Gobierno de la República de Argentina por la generosa hospitalidad y por el apoyo decidido y eficaz que contribuyeron a asegurar el éxito de la II Reunión de Directores de Instituciones y Formuladores de Políticas Públicas para Personas con Discapacidad de agosto 2010.

3. Apoyar los esfuerzos del Grupo de Trabajo constituido por el Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra las Personas con Discapacidad, mediante su resolución CEDDIS/RES.2 (I-E/11) a fin de realizar una evaluación exhaustiva y formular recomendaciones para su sostenibilidad en lo que resta del Decenio de las Américas (2006-2016), a fin de materializar el mandato que fuese encomendado mediante la Resolución AG/RES, 2598 (XL-O/10).  
4. Reiterar la importancia de que se efectúen contribuciones al Fondo Específico de Contribuciones Voluntarias establecido por el Consejo Permanente, cuyo objetivo es apoyar el funcionamiento de la SEDISCAP, e invitar a los Estados Miembros y los Observadores Permanentes, así como a personas o entidades públicas y privadas, nacionales o internacionales, a que hagan aportes a dicho fondo de conformidad con la Carta de la Organización de los Estados Americanos y las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General, y solicitar al Secretario General que realice gestiones para captar nuevos recursos en favor de dicho fondo específico. 
5. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución de actividades estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2665 (XLI-O/11)

PREVENCIÓN Y REDUCCIÓN DE LA APATRIDIA Y PROTECCIÓN DE LAS PERSONAS APÁTRIDAS EN LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL.

RECORDANDO la resolución AG/RES. 1971 (XXXIII-O/03) sobre “La protección de refugiados, repatriados, apátridas y desplazados internos en las Américas”, así como la exhortación a la ratificación de las convenciones internacionales sobre apatridia formulada en las resoluciones AG/RES. 1693 (XXIX-O/99) “La situación de los refugiados y repatriados en las Américas”, AG/RES. 1762 (XXX-O/00) “La situación de los refugiados, repatriados y desplazados internos de las Américas”, AG/RES. (XXX-O/01) “La protección de los refugiados, repatriados y desplazados internos de las Américas”, AG/RES. 1892 (XXXII-O/02) “La protección de los refugiados, repatriados y desplazados internos de las Américas”, AG/RES. 2511 (XXXIX-O/09) “Protección de los Solicitantes de la Condición de Refugiado y de los Refugiados en las Américas” y en particular la resolución AG/RES. 2599 (XL-O/10) “Prevención y Reducción de la Apatridia y Protección de las Personas Apátridas en las Américas”;

CONSIDERANDO que en la “Declaración de Brasilia sobre la Protección de Personas Refugiadas y Apátridas en el Continente Americano” de 11 de noviembre de 2010 se acordó “exhortar a los países del continente americano a que consideren la ratificación de los instrumentos internacionales en materia de personas apátridas, que  revisen su legislación nacional con miras a prevenir y reducir las situaciones de apatridia, y que fortalezcan los mecanismos nacionales para el registro universal de nacimientos”;  

CONVENCIDA de que la apatridia es un grave problema mundial que requiere de una cooperación internacional amplia y el desarrollo de programas en esta materia;

RECONOCIENDO la primordial responsabilidad de los Estados de prevenir y reducir la apatridia; 

DESTACANDO la tradición de los países americanos de prevenir  y reducir la apatridia a través del otorgamiento de la nacionalidad mediante la aplicación combinada de los principios del ius soli para los niños nacidos en sus territorios y del ius sanguinis para los nacidos en otro país;

RECONOCIENDO que algunos países de la región han introducido reformas legislativas o prácticas recientes para  determinar el estatuto  o brindar protección a personas apátridas; 

RECONOCIENDO que 13 Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) se han adherido a la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas de 1954 y 6 son Partes de la Convención para Reducir los Casos de Apatridia de 1961;

SUBRAYANDO la importancia del derecho a la nacionalidad en el continente americano, reconocido en el artículo XIX de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en el artículo 20 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como la relevancia de promover la adhesión a la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas de 1954 y la Convención para Reducir los Casos de Apatridia de 1961;

RESALTANDO la importancia del “Programa Interamericano para el Registro Civil Universal y Derecho a la Identidad”, puesto que el reconocimiento de la identidad de las personas es uno de los medios a través de los cuales se facilita el ejercicio de los derechos a la personalidad jurídica, al nombre, a la nacionalidad, a la inscripción en el registro civil, a las relaciones familiares, entre otros derechos reconocidos en instrumentos internacionales e interamericanos;

DESTACANDO que el presente año se celebra el quincuagésimo aniversario de la adopción de la Convención para Reducir los Casos de Apatridia de 1961; y expresando su reconocimiento a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), por la colaboración técnica y financiera, y  la labor realizada en el continente americano para apoyar a los Estados para prevenir y reducir la apatridia y extender su protección a las personas apátridas. 

RESUELVE:

1. Destacar la importancia de los instrumentos universales para la protección de las personas apátridas y la prevención y reducción de la apatridia: la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas de 1954 y la Convención para Reducir los Casos de Apatridia de 1961.

2. Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren la ratificación de los instrumentos internacionales en materia de apatridia o su adhesión a ellos, según sea el caso, y a que promuevan la adopción de procedimientos y mecanismos institucionales para su implementación, de conformidad con los mismos.

3. Exhortar a  los Estados Miembros a que sin perjuicio de la ratificación o adhesión a los  instrumentos internacionales  en  materia  de  apatridia consideren   la  aprobación  de  disposiciones  legales  internas  para  la prevención  y  reducción  de  la  apatridia  y  protección  de las personas apátridas.

4. Exhortar a los Estados que aún no lo hayan hecho, a que, de conformidad con los instrumentos internacionales en materia de apatridia de los que son Partes, revisen su legislación nacional con miras a prevenir y reducir las situaciones de apatridia y a fortalecer los mecanismos nacionales para el registro universal de nacimientos.

5. Exhortar a los Estados Miembros y a la comunidad internacional a que colaboren y apoyen el fortalecimiento y la consolidación de los programas del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) en materia de identificación, prevención y reducción de la apatridia y la protección internacional de las personas apátridas,.

6. Reafirmar la importancia de la cooperación internacional, en materia de oferta de servicios técnicos y de asesoramiento adecuados para la preparación y aplicación de legislación en materia de nacionalidad y  protección efectiva a las personas apátridas.

7. Encomendar al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos y con el apoyo del Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría General y la colaboración técnica y financiera  que pueda ser proporcionada por el ACNUR, considerando  en especial que en el presente año se celebra el quincuagésimo aniversario de la adopción de la Convención para Reducir los Casos de Apatridia de 1961, destaque especialmente la temática de la apatridia en sus actividades de promoción y capacitación.

8. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.


AG/RES. 2666 (XLI-O/11)

PROTOCOLO DE SAN SALVADOR:
PRESENTACIÓN DE INDICADORES DE PROGRESO PARA MEDICIÓN DE DERECHOS CONTEMPLADOS EN EL PROTOCOLO DE SAN SALVADOR

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.4992/09 y adenda), así como las resoluciones AG/RES. 2074 (XXXV-O/05), AG/RES. 2178 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2262 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2430 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2506 (XXXIX-O/09), y AG/RES 2582 (XL-O/10); 

CONSIDERANDO las disposiciones de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, cuyo Capítulo III se refiere a los derechos económicos, sociales y culturales;

DESTACANDO la entrada en vigor del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, en noviembre de 1999, y que quince Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) han ratificado dicho instrumento jurídico;

RECORDANDO TAMBIÉN que el artículo 19 del Protocolo de San Salvador dispone que los Estados Parte se comprometen a presentar, de conformidad con lo dispuesto en ese artículo y las correspondientes normas que al efecto deberá elaborar la Asamblea General, informes periódicos respecto de medidas progresivas que hayan adoptado para asegurar el debido respeto de los derechos consagrados en el mismo Protocolo;

TENIENDO EN CUENTA que la resolución AG/RES. 2074 (XXXV-O/05) aprobó las “Normas para la confección de los informes periódicos previstos en el artículo 19 del Protocolo de San Salvador”, que la resolución AG/RES. 2178 (XXXVI-O/06) encomendó al Consejo Permanente que, a través de su Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, presente a la brevedad posible propuestas respecto de la composición y el funcionamiento del Grupo de Trabajo previsto para el análisis de los informes nacionales de conformidad con dichas normas, y que la resolución AG/RES. 2262 (XXXVII-O/07) aprobó la composición y funcionamiento del Grupo de Trabajo para analizar los informes nacionales;

TOMANDO NOTA del documento preliminar titulado “Lineamientos para la elaboración de indicadores de progreso en materia de derechos económicos, sociales y culturales" (CP/doc.4250 corr. 1) presentado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) al Consejo Permanente, en noviembre de 2007, en el marco del mandato otorgado por la resolución AG/RES. 2262 (XXXVII-O/07);

TENIENDO PRESENTE que, a través de la resolución AG/RES. 2582 (XL-O/10), la Asamblea General dio al Grupo de Trabajo para Analizar los Informes Periódicos de los Estados Parte del Protocolo de San Salvador el mandato de elaborar indicadores de progreso a ser empleados por cada agrupamiento de derechos protegidos sobre los que deba presentarse los informes nacionales;

RECONOCIENDO que el Plan de Acción de la Cuarta Cumbre de las Américas, realizada en Mar del Plata, Argentina, el 5 de noviembre de 2005, exhortó a los Estados Miembros a que consideren firmar y ratificar o adherir, según sea el caso, el Protocolo de San Salvador, y a que colaboren en el desarrollo de indicadores de progreso en materia de derechos económicos, sociales y culturales, y 

TENIENDO EN CUENTA que el Grupo de Trabajo se encuentra integrado por todos sus miembros titulares y, en consecuencia, operativo desde junio de 2010, y que el Grupo elaboró una propuesta sobre los  indicadores de progreso para el agrupamiento de derechos sociales protegidos, tomando como base el documento “Lineamientos para la elaboración de indicadores de progreso en materia de derechos económicos, sociales y culturales” (CP/doc.4250/07 corr. 1), y de conformidad con las “Normas para la confección de los informes periódicos previstos en el Protocolo de San Salvador” ;

QUE dicha propuesta fue presentada frente a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente el día 5 de abril de 2011;

RESUELVE:

1. Expresar su reconocimiento al Grupo de Trabajo para Analizar los Informes Periódicos de los Estados Parte del Protocolo de San Salvador por la elaboración y presentación del documento “Indicadores de progreso para la medición de derechos contemplados en el Protocolo de San Salvador”.
2. Someter dicho documento a un proceso de revisión para la aprobación de los indicadores en el cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General. Para tal fin, invitar a los Estados miembros  que emitan sus comentarios antes del 30 de septiembre de 2011.

3. Celebrar en el marco de la CAJP, durante el cuarto trimestre de 2011, una reunión de carácter técnico con el Grupo de Trabajo para analizar los informes periódicos de los Estados Parte del Protocolo de San Salvador, con el fin de realizar una consideración integral del proceso de evaluación, teniendo en cuenta, en particular, el documento “Indicadores de progreso para la medición de derechos contemplados en el Protocolo de San Salvador”.
4. Solicitar al Grupo de Trabajo que avance en la definición de indicadores de progreso para la medición de los derechos económicos y culturales, que corresponden al segundo agrupamiento en el documento “Lineamientos para la elaboración de Indicadores de Progreso en materia de derechos económicos, sociales y culturales” elaborado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) (CP/doc.4250/07 corr. 1)
5. Extender el mandato por dos años adicionales al experto independiente y al experto gubernamental del Grupo de Trabajo cuyas funciones, de acuerdo a las reglas establecidas en la resolución AG/RES 2262/(XXXVII-O/07), deberían finalizar en junio de 2012, con el fin de poder concluir la tarea de elaboración de indicadores. 

6. Reiterar el  encargo al Consejo Permanente la elección del experto gubernamental suplente, y facultar asimismo al Secretario General para que designe al experto independiente suplente en la misma oportunidad.

7. Exhortar a los Estados Miembros a que consideren firmar y ratificar, ratificar o adherir, según sea el caso, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”.

8. Renovar la invitación a contribuir con el Fondo Específico para el Grupo de Trabajo Encargado de Analizar los Informes Periódicos de los Estados Parte del Protocolo de San Salvador (CP/RES 972(1761/10) a todos los Estados Partes del Protocolo de San Salvador, a los Estados Miembros y Observadores Permanentes ante la OEA, así como a personas o entidades públicas o privadas, nacionales o internacionales, tal como se define en el artículo 74 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General, y otras disposiciones y reglamentos de la Organización.
9. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre el cumplimiento de la presente resolución, cuya ejecución de actividades estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2667 (XLI-O/11)

DESPLAZADOS INTERNOS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1971 (XXXIII-O/03) “La protección de refugiados, repatriados, apátridas y desplazados internos en las Américas”, AG/RES. 774 (XV-O/85), AG/RES. 838 (XVI-O/86), AG/RES. 951 (XVIII-O/88), AG/RES. 1021 (XIX-O/89), AG/RES. 1039 (XX-O/90), AG/RES. 1040 (XX-O/90), AG/RES. 1103 (XXI-O/91), AG/RES. 1170 (XXII-O/92), AG/RES. 1214 (XXIII-O/93), AG/RES. 1273 (XXIV-O/94), AG/RES. 1336 (XXV-O/95), AG/RES. 1416 (XXVI-O/96), AG/RES. 1504 (XXVII-O/97), AG/RES. 1602 (XXVIII-O/98), AG/RES. 1892 (XXXII-O/02), AG/RES. 2055 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2140 (XXXV-O/05), AG/RES. 2229 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2277 (XXXVIII-O/07), AG/RES. 2417 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2508 (XXXIX-O/09) y en particular la resolución AG/RES. 2578 (XL-O/10) “Desplazados internos”;

REITERANDO los principios establecidos en la Carta de la Organización de los Estados Americanos y en la Carta Democrática Interamericana, especialmente aquellos mencionados en su Capítulo III “Democracia, desarrollo integral y combate a la pobreza”;


TENIENDO PRESENTE el “Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género”, que fue aprobado por la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos en su trigésimo período ordinario de sesiones, celebrado en Windsor, Canadá, y que fuera refrendado por nuestros Jefes de Estado y de Gobierno en la Tercera Cumbre de las Américas, celebrada en la ciudad de Quebec; 

RECORDANDO la normativa internacional pertinente sobre derechos humanos, derecho humanitario y derecho de los refugiados, y reconociendo que la protección de los desplazados internos se ha visto reforzada mediante la determinación y la consolidación de las normas específicas de protección, en particular mediante los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos, elaborados por el Representante Especial del Secretario General de las Naciones Unidas sobre la cuestión de los desplazados internos;

RECORDANDO TAMBIÉN que, de acuerdo con dichos principios rectores, se entiende por desplazados internos a “las personas o grupos de personas que se han visto forzadas u obligadas a escapar o huir de su hogar o de su lugar de residencia habitual, en particular como resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos o de catástrofes naturales o provocadas por el ser humano, y que no han cruzado una frontera estatal internacionalmente reconocida”;

RESALTANDO que los Estados tienen la responsabilidad fundamental de respetar, promover y proteger los derechos humanos de todas las personas sujetas a su jurisdicción, incluyendo a los desplazados internos y de proporcionar a éstos protección y asistencia adecuada e integral, así como atender, según corresponda, las causas de la problemática del desplazamiento interno y, cuando se requiera, en cooperación con la comunidad internacional;

RECONOCIENDO la importancia de atender el desplazamiento interno desde un enfoque multidisciplinario y que varios países del Hemisferio están utilizando los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos y los están incluyendo en la formulación de políticas y estrategias nacionales; 

RESALTANDO la importancia de implementar medidas  efectivas para prevenir y evitar el desplazamiento forzado interno y para la protección y asistencia a las personas afectadas por el desplazamiento, incluyendo a las comunidades de origen y de acogida, durante el desplazamiento y durante el retorno o reasentamiento y la reintegración, inclusive a través de la implementación del derecho internacional aplicable;

SUBRAYANDO que para promover una mejor protección a los desplazados internos se necesitan estrategias integrales y soluciones duraderas que incluyan, entre otros aspectos, la decisión libre e informada de las personas desplazadas internas ya sea de regresar a su lugar de origen, de integrarse localmente en el lugar donde fueron desplazados o de reasentarse en otra parte del país; y

RECORDANDO la Conferencia de Alto Nivel “Diez años de los Principios Rectores sobre el desplazamiento interno: logros y retos futuros” celebrada en Oslo, Noruega, los días 16 y 17 de octubre de 2008, en la que se presentó el documento “Protección de las personas internamente desplazadas: manual para legisladores y actores políticos”, a fin de brindar asistencia práctica a las autoridades nacionales, en su preparación y promulgación de legislación interna y políticas dirigidas al desplazamiento interno en su país y, en su caso, para armonizar la legislación interna con los Principios Rectores,

RESUELVE:

1. Instar a los Estados Miembros a que, cuando corresponda, incluyan en sus planes, políticas y programas sectoriales las necesidades especiales de los desplazados internos y las comunidades afectadas por el desplazamiento interno, en particular en la elaboración de programas vinculados con la prevención de las diversas causas y consecuencias que genera dicho desplazamiento, incluyendo programas de desarrollo, de combate a la pobreza y de reducción del riesgos de desastres naturales, en los que podrán considerarse asimismo las necesidades de las comunidades receptoras.

2. Instar a los Estados Miembros a que consideren utilizar los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos elaborados por el Representante del Secretario General de las Naciones Unidas sobre los Derechos Humanos de los Desplazados Internos, , como base para sus planes, políticas y programas en apoyo a las personas desplazadas y, de conformidad con el derecho internacional, a las comunidades indígenas y afrodescendientes, entre otras, así como también en apoyo a las necesidades específicas de los niños, las mujeres, los ancianos, los campesinos y las personas con discapacidad

3. Sugerir a los Estados Miembros que evalúen la conveniencia de incorporar a su legislación nacional los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos a fin de promover su implementación, así como promover la transparencia en las políticas de protección a los desplazados internos.

4. Alentar a los Estados Miembros a que, con el fin de evitar los desplazamientos internos, atiendan sus causas y establezcan medidas de prevención, tales como  sistemas de alerta temprana y políticas que mitiguen la amenaza y el riesgo de desplazamiento , teniendo en cuenta que el diálogo con todos los actores involucrados es esencial para alcanzar soluciones duraderas.

5. Hacer un llamamiento a los Estados Miembros para que cumplan con sus obligaciones bajo el derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho de los refugiados aplicables, al atender a los desplazados internos y las comunidades afectadas por el desplazamiento interno, incluyendo en la prevención de los desplazamientos internos. 

6. Instar a los Estados Miembros a que, en atención a su responsabilidad frente a los desplazados internos, a partir de estrategias integrales y desde una perspectiva de derechos humanos y de género, se comprometan a brindarles protección y asistencia durante el desplazamiento, a través de las instituciones competentes, así como invitarlos a que asuman el compromiso de buscar soluciones duraderas, que incluyan el retorno seguro, voluntario y digno de los desplazados internos, su reasentamiento y reintegración, ya sea en su lugar de origen o la comunidad receptora.

7. Instar a los Estados para que en la atención a los desplazados internos, protejan sus derechos humanos mediante un enfoque integral para el socorro, particularmente en casos de desastre y para la reconstrucción de las comunidades afectadas por desastres naturales, de conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho interno, y tomando en cuenta los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos. Los Estados miembros podrán usar sistemas diferenciados de atención al desplazamiento interno.

8. Instar a los Estados a que colaboren privilegiando el intercambio de buenas prácticas para la protección efectiva de los derechos humanos de los desplazados internos así como en la elaboración e implementación de políticas públicas para la prevención de los desplazamientos, incluidos por razones de desastres naturales, mediante la adopción de medidas para la reducción del riesgo de desastres.

9. Alentar a los Estados Miembros a que, cuando atiendan las necesidades de los desplazados internos y las comunidades afectadas por el desplazamiento interno, consideren el Marco de Soluciones Duraderas para los Desplazados Internos, las Guías Operativas sobre Derechos Humanos y Desastres Naturales, preparados por el Representante del Secretario General de las Naciones Unidas sobre los Derechos Humanos de los Desplazados Internos, así como el manual para legisladores y actores políticos “Protección de las personas internamente desplazadas”, presentado en el marco de la Conferencia de Alto Nivel “Diez años de los Principios Rectores el sobre desplazamiento interno: logros y retos futuros” y el Marco de Acción de Hyogo 2005-2015.

10. Alentar a los Estados y las autoridades competentes a buscar, de ser necesario, formas de protección y asistencia nuevas y apropiadas para las personas desplazadas, que se adecuen según los requerimientos diferenciados de los residentes en centros urbanos, zonas rurales o aquellas ubicadas en campamentos.

11. Instar a los Estados a atender de manera eficaz las necesidades de las personas internamente desplazadas en casos de desastres naturales, incluyendo aquellas relacionadas con reducción y mitigación de riesgo, a través de sus esfuerzos nacionales, de la cooperación internacional y, en la medida de lo posible, en diálogo con los desplazados internos y las comunidades afectadas por el desplazamiento interno.

12. Hacer un llamamiento a los organismos de las Naciones Unidas y del sistema interamericano pertinentes, a otras organizaciones humanitarias y a la comunidad internacional, para que brinden el apoyo y asistencia que los Estados soliciten, con el fin de atender las distintas causas que dan origen al desplazamiento interno, así como a las personas afectadas por el mismo en todas sus etapas, tomando en consideración los Principios Rectores sobre el Fortalecimiento de la Coordinación de la Asistencia Humanitaria de Emergencia.

13. Encomendar al Consejo Permanente que dé el seguimiento que considere apropiado a la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2668 (XLI-O/11)

ESTUDIO SOBRE LOS DERECHOS Y LA ATENCIÓN DE LAS PERSONAS SOMETIDAS
A CUALQUIER FORMA DE DETENCIÓN Y RECLUSIÓN

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1816 (XXXI-O/01), AG/RES. 1897 (XXXII-O/02), AG/RES. 1927 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2037 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2125 (XXXV-O/05), AG/RES. 2233 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2283 (XXXVII-O /07), AG/RES. 2403 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2510 (XXXIX-O/09) y AG/RES.2592 (XL-O/10). Actualizado (AG/Res.2510)
TENIENDO EN CUENTA:

Que en el sistema interamericano los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) se comprometen a respetar y proteger los derechos humanos de las personas que han sido privadas de la libertad, incluyendo todos los derechos aplicables establecidos en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, así como aquellos establecidos en todos los otros instrumentos de derechos humanos de los cuales son parte;

Que en el ámbito de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) se han continuado las consultas a los Estados Miembros sobre este tema, y que varios de ellos han respondido al cuestionario elaborado para tal efecto (CP/CAJP-1853/01 rev. 1);

Las conclusiones y recomendaciones de la Sexta Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas (REMJA-VI), incluyendo aquellas relativas a una posible declaración interamericana sobre los derechos, deberes y la atención de las personas sometidas a cualquier forma de detención y reclusión, y aquellas relativas a la factibilidad de elaborar un manual hemisférico sobre derechos penitenciarios, tomando como base las reglas mínimas de las Naciones Unidas para el tratamiento de los reclusos (REMJA-VI/doc.21/06, rev. 1, párrafos 4 b y d);y

Las conclusiones y recomendaciones de la Segunda Reunión de Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA (GAPECA/doc.8/08 rev. 2, párrafo 2. L. ii.), celebrada en Valdivia, Chile, del 26 al 28 de agosto de 2008 y las recomendaciones de la Octava Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA-VIII/doc.4/10 rev. 1, párrafo VI.2.), celebrada en la ciudad de Brasilia, Brasil, del 24 al 26 de febrero de 2010, para realizar la Tercera Reunión de Autoridades Responsables de Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA con el fin de continuar intercambiando información y experiencias y fortaleciendo la cooperación mutua entre ellas;

RECORDANDO los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, aprobados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a través de la resolución 01/08 adoptada durante su 131 período ordinario de sesiones; y
DESTACANDO la necesidad de tomar acciones concretas para prevenir situaciones de hacinamiento y violencia en los lugares de privación de libertad en las Américas a fin de garantizar el respeto de los derechos humanos de las personas privadas de libertad,

RESUELVE:

1. Instar a los Estados Miembros a que cumplan, en cualquier circunstancia, todas las obligaciones internacionales aplicables de respetar los derechos humanos de las personas sometidas a cualquier forma de detención y reclusión, incluyendo los derechos establecidos en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, así como aquellos establecidos en todos los otros instrumentos de derechos humanos de los cuales son parte. 

2. Encomendar al Consejo Permanente que continúe estudiando el tema relativo a los derechos y la atención de las personas sometidas a cualquier forma de detención y reclusión, en colaboración con los órganos y entidades competentes del sistema interamericano, y convocar a la Tercera Reunión de Autoridades Responsables de Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA con el fin de continuar intercambiando información y experiencias así como fortaleciendo la cooperación mutua entre ellas, teniendo en cuenta las conclusiones y recomendaciones de la Segunda Reunión de Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA (GAPECA/doc.8/08 rev.2, párrafo 2.L.ii.) y las recomendaciones de la Octava Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA-VIII/doc.4/10 rev. 1, párrafo VI.2.). 

3. Solicitar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que, a través de su Relatoría sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, continúe informando sobre la situación en la que se encuentran las personas sometidas a cualquier forma de detención y reclusión en el Hemisferio y que, tomando como base su trabajo sobre el tema, siga refiriéndose a los problemas y buenas prácticas que observe.

4. Felicitar y reconocer a los Estados Miembros que han invitado al Relator sobre Derechos de las Personas Privadas de Libertad en las Américas de la CIDH a visitar sus países, incluyendo sus centros de detención, y alentar a todos los Estados Miembros a que faciliten dichas visitas.

5. Reconocer la importante labor que lleva a cabo el Comité Internacional de la Cruz Roja, en el ámbito de su competencia, con el fin de contribuir a que las personas que han sido privadas de su libertad en centros de detención o reclusión reciban un trato humano. 

6. Hacer un llamamiento a los Estados Miembros para que consideren destinar mayores recursos a la CIDH, a fin de que apoye el cumplimiento eficaz del mandato de la Relatoría sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad en las Américas.
7. Reiterar al Consejo Permanente que, sobre la base de los resultados de los debates y estudios efectuados, entre otros los aportes de la CIDH, incluido el documento Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, los trabajos del Relator sobre Derechos de las Personas Privadas de Libertad en las Américas de la CIDH y los resultados de la Segunda Reunión del Grupo de Trabajo en Políticas Penitenciarias y Carcelarias, celebrada por decisión de la REMJA-VII, considere la posibilidad de preparar una declaración interamericana sobre los derechos, deberes y la atención a las personas sometidas a cualquier forma de detención y reclusión, con miras a fortalecer las normas internacionales ya existentes en la materia, así como la factibilidad de elaborar un manual hemisférico sobre derechos penitenciarios, tomando como base las reglas mínimas de las Naciones Unidas para el tratamiento de los reclusos, y que mantenga informados a los Estados Miembros sobre los avances.
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Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo tercer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. Actualizado (AG/Res.2510)

AG/RES. 2669 (XLI-O/11)

LOS DERECHOS HUMANOS DE TODOS
LOS TRABAJADORES MIGRATORIOS Y DE SUS FAMILIAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

Visto el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General, en lo que se refiere a este tema;

Teniendo en cuenta las resoluciones AG/RES. 1717 (XXX-O/00), AG/RES. 1775 (XXXI-O/01), AG/RES. 1898 (XXXII-O/02), AG/RES. 1928 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2027 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2130 (XXXV-O/05), AG/RES. 2224 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2289 (XXXVII-O/07); AG/RES. 2502 (XXXIX-O/09) y AG/RES. 2593 (XL-O/10).
REAFIRMANDO que la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre proclama que todas las personas son iguales ante la ley y tienen los derechos y deberes consagrados en dicha Declaración, sin distinción de raza, sexo, idioma, credo, ni otra alguna;

DESTACANDO que la Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana;

REAFIRMANDO que los principios y normas consagrados en ambos documentos adquieren particular relevancia en relación con la protección de los derechos humanos de los trabajadores migratorios y sus familias;
RECORDANDO que la Declaración Universal de Derechos Humanos establece que toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado, y a salir de cualquier país, incluso el propio, y regresar a su país;

TENIENDO EN CUENTA:

Que en las Cumbres de las Américas los Jefes de Estado y de Gobierno han manifestado consistentemente la importancia de garantizar la protección de los derechos humanos de los trabajadores migratorios y de sus familias, así como demostrado su voluntad de atender el fenómeno migratorio con un enfoque integral y de estrechar la cooperación entre los países del Hemisferio para asegurar la protección de las personas migrantes;

Los informes anuales de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en particular el capítulo relativo a los trabajos de la Relatoría Especial sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias, la resolución CJI/RES. 150 (LXXIII-O/08) “Opinión del Comité Jurídico Interamericano sobre la Directiva de Retorno aprobada por el Parlamento de la Unión Europea” y la resolución del Consejo Permanente CP/Res. 938 (1654/08) “Acción de la OEA sobre la Directiva de Retorno de la Unión Europea en Materia Migratoria”;

Las Opiniones Consultivas OC-16/99  del 1 de octubre “El derecho a la información sobre la asistencia consular en el marco de las garantías del debido proceso legal” y OC-18/03,de 17 de septiembre de 2003 sobre “La condición jurídica y derechos de las personas migrantes indocumentadas” emitidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos;
El fallo de la Corte Internacional de Justicia del 31 de marzo de 2004 en el caso Avena y otros nacionales mexicanos, así como su decisión del 19 de enero de 2009, en el que se reafirman las obligaciones contenidas en el fallo Avena; y 

Las sesiones especiales de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP), celebradas el 14 de enero de 2008 y el 12 de febrero de 2009, sobre la implementación del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias y de las propuestas para nuevas actividades optativas por parte de los Estados, así como las presentaciones de los órganos, organismos y entidades de la Organización de los Estados Americanos (OEA);

SUBRAYANDO el estrecho nexo existente entre la migración, el desarrollo y los derechos humanos, y reconociendo el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos las personas migrantes como pilares del desarrollo, y éste siendo esencial para el ejercicio efectivo de esos derechos y libertades y para aprovechar los aspectos positivos de la migración internacional, como se ha reconocido en el Diálogo de alto nivel de las Naciones Unidas sobre la migración internacional y el desarrollo y el Foro Mundial sobre Migración y Desarrollo, así como en los foros de consulta regional de las Américas;

DESTACANDO:

La importante contribución de las remesas de las personas migrantes a la economía de sus países de origen y al mejoramiento de la calidad de vida de las personas; y

La entrada en vigor de la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, el 1 de julio de 2003, la instalación e inicio de los trabajos del Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, en el marco de las Naciones Unidas, así como la entrada en vigor del Protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire, el 28 de enero de 2004, y del Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, el 25 de diciembre de 2003, adicionales a la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo);

TENIENDO EN CUENTA el Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias, mediante la resolución AG/RES. 2141 (XXXV-O/05), así como la presentación por el Secretario General, el 13 de febrero de 2007, del “Plan de Trabajo del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias” (CP/CAJP-2456/07);

ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO los trabajos realizados por la Comisión Especial de Asuntos Migratorios (CEAM) en el cumplimiento de su mandato;

CONSIDERANDO:

El carácter mundial del fenómeno de la migración, la importancia de la cooperación y el diálogo a nivel internacional, regional y bilateral a ese respecto, cuando proceda, y la necesidad de proteger los derechos humanos de las personas migrantes, particularmente ante el aumento de las corrientes migratorias en la economía globalizada; y

Que prácticamente todos los países del Hemisferio son países de origen, tránsito y destino de las personas migrantes y están facultados para reglamentar la inmigración de personas que ingresan en su territorio, de conformidad con el derecho internacional aplicable, incluyendo el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los refugiados;

RECONOCIENDO:

Los programas sobre personas migrantes adoptados por algunos países, que permiten su integración en los países de acogida, facilitan la reunificación familiar y promueven un ambiente de armonía, tolerancia y respeto;

Las contribuciones positivas de las personas migrantes tanto a los Estados de origen como a los de tránsito o destino, y su integración con el tiempo en la sociedad que los acoge, así como los esfuerzos que algunos países de tránsito o acogida realizan tanto para atender las necesidades de los migrantes para asegurarles un trato humano y digno con protecciones adecuadas como para atender aquellas de la comunidad receptora o local;

La necesidad de encontrar formas adecuadas de maximizar los beneficios del desarrollo y responder a los retos que plantea la migración en los países de origen, tránsito y destino, especialmente a la luz de la actual crisis económica y financiera, y comprometiéndose a garantizarles un trato digno y humano con las salvaguardias que procedan y a fortalecer los mecanismos de cooperación internacional; 
La importancia de adoptar un enfoque amplio, equilibrado sobre la migración internacional, teniendo presente que la migración enriquece las estructuras económica, política, social y cultural de los Estados y los lazos históricos y culturales que existen en algunas regiones;

Las obligaciones de los países de origen, tránsito y destino en virtud del derecho internacional de los derechos humanos;

PREOCUPADA por la grave situación de vulnerabilidad en que se encuentran muchos de los trabajadores migratorios y sus familias en el Hemisferio, y por los persistentes obstáculos que les impiden disfrutar plenamente de sus derechos humanos;

ENFATIZANDO  el carácter global del migración internacional, y, por ello, la importancia de la cooperación internacional, regional y bilateral, según proceda, y de estimular el diálogo sobre migración, así como la necesidad de proteger los derechos humanos de las personas migrantes, particularmente en un momento en que los flujos migratorios han aumentado en las economías globalizadas y se producen en un contexto caracterizado por nuevas preocupaciones en materia de seguridad y protección;

TENIENDO PRESENTE que las políticas e iniciativas sobre la cuestión de la migración, incluidas las relativas a su gestión ordenada, deberían promover planteamientos integrales que tengan en cuenta las causas y consecuencias del fenómeno, así como el pleno respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas migrantes;

TENIENDO PRESENTE TAMBIÉN que las personas migrantes suelen ser víctimas de delitos, malos tratos y actos de discriminación, racismo y xenofobia, y que las mujeres migrantes solas o jefes de familia, así como los niños migrantes, son particularmente vulnerables a la violencia de género y otros tipos de explotación sexual y laboral, lo que hace necesaria una amplia cooperación entre los Estados de origen transito y destino para combatir estas situaciones, así como la situación de posible vulnerabilidad en la que quedarían las familias de los migrantes en los países de origen;

TENIENDO EN CUENTA las obligaciones de los Estados, en virtud del derecho internacional, de actuar con la debida diligencia para prevenir e investigar crímenes contra los migrantes y castigar a los culpables, y que no hacerlo viola y menoscaba o anula el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales de las víctimas;

AFIRMANDO que ciertos  crímenes contra migrantes, incluida la trata de personas y el tráfico de migrantes siguen constituyendo un grave problema y se ha demostrado que se requiere una evaluación y respuesta internacional concertada a través de una cooperación multilateral efectiva entre los países de origen, tránsito y destino para su erradicación;

REITERANDO el llamado a  la Organización de los Estados Americanos, a que continúe velando por el estricto cumplimiento de los Derechos Humanos de los migrantes y a que prosiga la lucha contra la discriminación injusta en contra de ellos; 

ADVIRTIENDO que la creciente feminización de la migración, impulsada en gran medida por factores socioeconómicos, requiere una mayor atención hacia las cuestiones de género en todas las políticas y actividades relacionadas con la migración internacional, teniendo en cuenta que las mujeres están más expuestas al abuso y la explotación; 

RECONOCIENDO TAMBIÉN la importancia de promover acciones para la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los niños, niñas y adolescentes en el contexto de la migración internacional;

TOMANDO NOTA de las iniciativas, actividades y programas que a nivel regional desarrolla la Conferencia Regional de Migración (Proceso de Puebla) en Norteamérica, los países de América Central y la República Dominicana, del Diálogo de Ministros de Países Mesoamericanos, República Dominicana, Ecuador y Colombia, de la Primera Reunión del Foro Andino de Migraciones, así como de la Octava Conferencia Sudamericana sobre Migraciones celebrada en Montevideo, Uruguay, y el Foro Especializado Migratorio del MERCOSUR; y 

TENIENDO PRESENTE que todas las personas migrantes y sus defensores tienen el deber y la obligación de obedecer todas las leyes de los países de origen, tránsito y destino, 

RESUELVE:

1. Exhortar a los Estados a promover y proteger de manera efectiva los derechos humanos y libertades fundamentales de todos los trabajadores migratorios y sus familias, particularmente las mujeres y los niños, sin importar su estatus migratorio, de conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos y para abordar la migración internacional mediante la cooperación y el diálogo a nivel internacional, regional o bilateral a través de un enfoque integral y equilibrado, reconociendo responsabilidades de los países de origen, tránsito y destino en la promoción y protección de los derechos humanos de todos los migrantes y evitar enfoques que pudieran agravar su vulnerabilidad. 

2. Expresar su preocupación por el impacto de la crisis económica y financiera sobre la migración internacional y las personas migrantes y en ese sentido insta a los gobiernos a luchar contra el trato injusto y discriminatorio de las personas migrantes.

3. Expresar su preocupación por la legislación, interpretación, prácticas  y otras medidas e iniciativas adoptadas por algunos Estados, que pueden restringir los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas  migrantes, y reafirmar que los Estados, al ejercer su derecho soberano de promulgar y aplicar medidas relativas a la migración y la seguridad de sus fronteras, deben cumplir las obligaciones que les incumben en virtud del derecho internacional, incluidas las normas internacionales de derechos humanos, a fin de que se respeten plenamente los derechos humanos de las personas migrantes.

4. Condenar enérgicamente las manifestaciones o actos de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia contra las personas migrantes, entre otras, aquellas relacionadas con el acceso al empleo, la formación profesional, la vivienda, la instrucción, los servicios de atención de la salud, los servicios sociales y los servicios destinados al uso público, e instar a los Estados a que apliquen y refuercen las leyes y políticas vigentes para atender estas situaciones, en particular para evitar la impunidad de quienes cometen actos de racismo o xenofobia. 

5. Pedir a los Estados garantizar que en sus leyes y políticas respeten plenamente los derechos humanos de los migrantes en el ejercicio de su derecho soberano de promulgar y aplicar medidas relativas a la migración y la seguridad de sus fronteras, en particular en los ámbitos de de la lucha contra el terrorismo y la lucha contra la delincuencia trasnacional organizada, así como contra la trata de personas y el tráfico ilícito de las personas migrantes. 

6. Alentar a los Estados que aún no lo hayan hecho a que promulguen leyes nacionales y adopten medidas más eficaces para combatir la trata internacional y el tráfico ilícito de personas migrantes, teniendo en cuenta que dichos delitos pueden poner en peligro la vida de los migrantes o exponerlos a sufrir daños, servidumbre que puede incluir servidumbre por deudas, esclavitud, explotación sexual o trabajo forzoso y solicita a los Estados fortalecer la cooperación internacional para combatir esa trata y tráfico ilícito. 

7. Exhortar a los Estados miembros a evitar la adopción de leyes que injustamente discriminen a los migrantes y alentar a los Estados a que continúen esforzándose en el cumplimiento de sus obligaciones internacionales relacionadas con el tratamiento a los migrantes.

8. Reiterar categóricamente que ningún Estado debe tratar como un delito en sí mismo el estatus migratorio de una persona, ni dar pie, por ese solo hecho, a la adopción de medidas de carácter penal o de efecto equivalente. 

9. Pedir a los Estados adoptar medidas concretas para prevenir la violación de los derechos humanos de los migrantes en tránsito, incluso en puertos o aeropuertos y en las fronteras y puntos de control de migración, capacitar a los funcionarios públicos que trabajan en esos servicios y en las zonas fronterizas para tratar a los migrantes con respeto y de conformidad con la ley y para procesar, de conformidad con la legislación aplicable, todo acto de violación de los derechos humanos de los migrantes, entre otras cosas, las detenciones arbitrarias, la tortura y violaciones del derecho a la vida, incluidas las ejecuciones extrajudiciales, durante su tránsito desde su país de origen al país de destino y viceversa. 

10. Pedir a todos los Estados que, de conformidad con la legislación nacional e instrumentos jurídicos internacionales aplicables de los que son parte, hagan cumplir de manera efectiva la legislación laboral y actúen cuando se infrinja dicha legislación con respecto a las relaciones laborales y condiciones de trabajo de los trabajadores migratorios, entre otras, las relativas a la remuneración y las condiciones de higiene y seguridad en el trabajo y al derecho a la libertad de asociación. 

11. Alentar a los Estados a facilitar la transferencia segura, rápida y sin restricciones de las remesas, ganancias, bienes y pensiones de las personas migrantes a sus países de origen o cualquier otro país, de conformidad con la legislación aplicable, teniendo en cuenta que se trata de fondos propios de los migrantes, y a que consideren, cuando proceda, medidas para resolver otras dificultades que puedan obstaculizar dichas transferencias. 

12. Reafirmar que la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre asegura que toda persona puede recurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos; asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente.

13. Expresar su preocupación por las crecientes actividades de la delincuencia organizada trasnacional y nacional y otros que se benefician  de los delitos contra los migrantes, especialmente mujeres y niños migrantes, sin tener en cuenta las condiciones peligrosas e inhumanas a que someten a sus víctimas y en flagrante violación de las leyes nacionales e internacionales, así como por el alto nivel de impunidad que gozan los traficantes, tratantes y sus cómplices, así como otros miembros de la delincuencia organizada, y en este contexto, la negación de los derechos y la justicia a las personas migrantes que han sufrido abuso; 

14. Acoger con beneplácito los programas de inmigración adoptados por algunos países, que permiten a las personas migrantes integrarse plenamente a los países de acogida, facilitan la reunificación familiar y promueven un ambiente de armonía, tolerancia y respeto, y alentar a los Estados a que consideren la posibilidad de adoptar este tipo de programas. 

15. Pedir a todos los Estados, las organizaciones internacionales y otras partes interesadas que, en sus políticas e iniciativas sobre cuestiones relacionadas con la migración, tengan en cuenta el carácter mundial del fenómeno de las migraciones y presten la debida consideración a la cooperación internacional, regional y bilateral en este ámbito, mediante la organización de diálogos sobre la migración en los que participen los países de origen, destino y tránsito y la sociedad civil, incluidas las personas migrantes, con miras a tratar exhaustivamente, entre otras cosas, sus causas y consecuencias y el problema de los migrantes indocumentados o irregulares, dando prioridad a la protección de los derechos humanos de los migrantes. Dichos diálogos deberían incluir el intercambio de experiencias positivas y buenas prácticas en los procesos de regularización de las personas migrantes en los países de acogida

16. Reafirmar categóricamente el deber de los Estados Parte en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, de 1963, de cumplir con dicha Convención, incluida la obligación de los Estados Parte en cuyo territorio ocurre la detención de nacionales extranjeros de informar a éstos sobre su derecho a comunicarse con sus oficiales consulares y, en ese sentido, llamar a la atención de los Estados sobre la Opinión Consultiva OC-16/99 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así como en la jurisprudencia de otros Tribunales internacionales en la materia. 

17. Llamar la atención de los Estados sobre la Opinión Consultiva OC-18/03, emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la cual sostiene que “la calidad migratoria de una persona no puede constituir una justificación para privarla del goce y ejercicio de sus derechos humanos, incluyendo los de carácter laboral”.

18. Alentar a los Estados Miembros a que consideren la adopción de programas para lograr la integración de las personas migrantes en sus sociedades, con el objeto de promover un ambiente de armonía, tolerancia y respeto. 

19. Alentar el diálogo constructivo y la cooperación entre los Estados Miembros para perfeccionar sus políticas y prácticas migratorias, con miras a contemplar la protección adecuada de todas las personas migrantes, incluyendo los trabajadores migratorios y sus familias, así como para promover procesos migratorios de acuerdo con el orden jurídico interno de cada Estado y el derecho internacional aplicable. 

20. Instar a los Estados Miembros a que consideren la firma y ratificación, ratificación o adhesión, según sea el caso, de los instrumentos del sistema interamericano de derechos humanos, y a que tomen las medidas necesarias para garantizar los derechos humanos de todos los migrantes, incluidos los trabajadores migratorios y sus familias. 

21. Exhortar a los Estados Miembros a que consideren la firma y ratificación de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, como cuestión de prioridad.

22. Encomendar al Consejo Permanente que continúe apoyando los trabajos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) sobre esta materia y que tenga en cuenta los esfuerzos de otros organismos internacionales en favor de los trabajadores migratorios y de sus familias, con miras a contribuir a mejorar su situación en el Hemisferio y, en particular, en lo que fuere apropiado, los esfuerzos de la Relatoría Especial sobre los Derechos Humanos de los Migrantes de las Naciones Unidas, así como los de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM).

23. Alentar a los Estados Miembros a que colaboren en los procesos de intercambio de información y experiencias, en el marco de la Conferencia Regional sobre Migración, la Conferencia Sudamericana sobre Migraciones, el Foro Especializado Migratorio del MERCOSUR, el Foro Andino de Migraciones y la Comisión Especial de Asuntos Migratorios (CEAM) de la OEA, con el objeto de vincular y acercar posiciones en materia de migración.
24. Encomendar al Secretario General que lleve a cabo una actualización del Plan de Trabajo del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias (CP/CAJP-2456/07), a fin de que la distribución de las actividades sea acorde con la nueva estructura de la Organización, y que presente esa actualización a la CAJP.

25. Solicitar a los órganos, organismos y entidades de la OEA que informen a la CAJP, en el último trimestre de 2010, sobre la implementación de las actividades asignadas por el Programa Interamericano, mediante un cuadro comparativo de tareas asignadas, avances logrados y fechas previstas para el logro de las tareas pendientes.

26. Disponer la reglamentación del fondo del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes Incluyendo los Trabajadores Migratorios y sus Familias a efectos de permitir su efectivo funcionamiento, y solicitar al Consejo Permanente que considere y apruebe un reglamento para ello a propuesta de la Secretaria General. 
27. Solicitar a la Secretaría General que considere la transversalidad y prioridad de los derechos humanos de los migrantes para una labor coordinada de todos los órganos, organismos y entidades pertinentes de la OEA, así como solicitar a los Estados que los trabajos se complementen con aquellos que se realizan en la CEAM.

28. Encomendar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que:

a) considere la conveniencia de participar en proyectos conjuntos de cooperación en la materia desarrollados por la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI);

b) proporcione a su Relatoría Especial sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias los medios necesarios y adecuados para el desempeño de sus funciones, de conformidad con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos; y

c) presente al Consejo Permanente informes sobre la situación de los derechos de los trabajadores migratorios y de sus familias antes del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

29. Invitar a los Estados Miembros, Observadores Permanentes, órganos, organismos y entidades del sistema interamericano y otras fuentes a que contribuyan al Fondo Voluntario de la Relatoría Especial sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias, de la CIDH.

30. Instar a los Estados Miembros a que consideren la posibilidad de invitar al Relator Especial sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias a que visite sus países, a fin de que pueda desempeñar con eficacia su mandato.

31. Solicitar a la Secretaría General que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo  período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2670 (XLI-O/11)

FORTALECIMIENTO DE LAS ACTIVIDADES
DEL CENTRO DE ESTUDIOS DE JUSTICIA DE LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS los mandatos conferidos por la Tercera y Cuarta Cumbres de las Américas, la resolución AG/RES. 1 (XXVI-E/99), mediante la cual se decidió establecer el Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA); la resolución AG/RES. 2228 (XXXVI-O/06) “Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas” (REMJA); la AG/RES. 2603 (XL-O/10), “Fortalecimiento de las actividades del Centro de Estudios de Justicia de las Américas”, y anteriores resoluciones; 
TENIENDO PRESENTE el Plan de Financiamiento que fue presentado por el CEJA ante la Sexta Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA-VI), celebrada en abril de 2006 en Santo Domingo, República Dominicana, en el que se propone un esquema de contribuciones voluntarias sugeridas a los Estados Miembros destinado a asegurar el financiamiento de sus gastos básicos; 

TOMANDO EN CUENTA el Informe Anual de Actividades 2010 del Centro (CP/doc.4551/11) y el informe de proyectos y acciones de impacto presentado ante la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente de la OEA (CP/CAJP/INF.138/11), el 14 de Abril  de 2011, los cuales reflejan las iniciativas concretas en capacitación, investigación y difusión que CEJA ha impulsado el último año para fortalecer los sistemas de justicia en los Estados Miembros; 

RECORDANDO que el artículo 17 del Estatuto del Centro, aprobado en 1999 por la Asamblea General en su vigésimo sexto período extraordinario de sesiones, establece que el CEJA y sus actividades pueden ser financiadas con las contribuciones voluntarias aportadas por los Estados Miembros, así como con fondos provenientes de otras fuentes públicas y privadas; 
AGRADECIENDO las contribuciones voluntarias efectuadas por Canadá y Chile,
RESUELVE:

1. Felicitar al Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) por el trabajo que ha seguido desarrollando en las Américas, especialmente en lo relativo a la investigación de experiencias de innovación y nuevas tecnologías de información que permiten mejorar la gestión y el funcionamiento de los sistemas de Justicia y el desarrollo de estudios comparados y nuevas líneas de trabajo para apoyar la reforma a la Justicia Civil en la Región, conscientes de que esta tarea significa una contribución al fortalecimiento de la gobernabilidad, desarrollo económico y democracia en la región. 
2. Renovar el llamado a los Estados Miembros e invitar a los Observadores Permanentes a realizar contribuciones voluntarias al CEJA. 

3. Instar a los órganos e instituciones vinculados al sistema interamericano para que profundicen sus vínculos de trabajo con el CEJA en las materias de su competencia. 


4. Solicitar al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, continúe incluyendo en su agenda un diálogo con el CEJA en el que se consideren las mejores formas de ampliar la cooperación entre los Estados Miembros y el Centro. 

5. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. 

AG/RES. 2671 (XLI-O/11)

OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES AL INFORME ANUAL DEL
 COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,
VISTAS las observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros al Informe Anual del Comité Jurídico Interamericano (CP/CAJP-2993/11);
TENIENDO EN CUENTA la resolución AG/RES. 2611 (XL-O/10) “Observaciones y recomendaciones al informe anual del Comité Jurídico Interamericano”; 
TENIENDO PRESENTE la celebración del 77o y 78o Período ordinario de sesiones del Comité en su sede en Río de Janeiro, Brasil; 

CONSIDERANDO:

Que el artículo 53 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece como uno de los órganos de la Organización al Comité Jurídico Interamericano (CJI);

Que el artículo 54 (f) de la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece como atribución de la Asamblea General la consideración, entre otras, de las observaciones y recomendaciones que eleve el Consejo Permanente de conformidad con el artículo 91 (f) de la Carta sobre los informes de los órganos, organismos y entidades de la Organización; y

Que el CJI presentó su informe anual a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) del Consejo Permanente el 7 de abril de 2011 y éste ha remitido a la Asamblea General las observaciones y recomendaciones al mismo,

RESUELVE:
1. Tomar nota de  las observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros al Informe Anual del Comité Jurídico Interamericano y transmitirlas a dicho órgano.
2. Agradecer al Comité Jurídico Interamericano (CJI) la inclusión en su Informe Anual de la resolución CJI/RES. 170 (LXXVII-O/10) sobre “Protección de los Derechos de los Migrantes”, además de los  informes en materia de Democracia, Corte Penal Internacional, Derecho Internacional humanitario, Refugiados, Diversidad cultural, Formas innovadoras de acceso a la justicia, Temas de Derecho Internacional Privado, y Libertad de pensamiento y expresión.  
3. Solicitar al CJI que presente a la Asamblea General un informe final del tema de la diversidad cultural en el desarrollo del derecho internacional. 

4. Solicitar al CJI que informe sobre los avances en relación al análisis acerca de la importancia que tiene para la garantía del derecho a la libertad de pensamiento y expresión de los ciudadanos el que los medios de comunicación libres e independientes, en el ejercicio de la actividad periodística, se rijan por conductas éticas, las cuales en ningún caso pueden ser impuestas por los Estados, consistentes con los principios de derecho internacional aplicables. 

5.
Solicitar al CJI que informe sobre los avances en relación al análisis comparativo de los principales instrumentos jurídicos del sistema interamericano relativos a la paz, la seguridad y la cooperación.

6.
Solicitar al CJI que informe sobre los avances en relación al estudio jurídico sobre los mecanismos de Democracia participativa y de participación ciudadana que contienen las legislaciones de  algunos países de la región.

7.
Resaltar una vez más la importancia de la realización del Curso de Derecho Internacional que organiza anualmente el CJI y el Departamento de Derecho Internacional de la Organización de los Estados Americanos en Río de Janeiro; subrayar la importancia de aumentar el financiamiento de las becas que otorga la OEA para el mencionado curso; instar a los Estados Miembros a que tengan en cuenta la posibilidad de sufragar directamente la participación de estudiantes y profesores nacionales en el mismo; y reconocer la labor del Departamento de Derecho Internacional en la organización de dicho Curso y la publicación de las conferencias dictadas en el mismo. 

8.
Reafirmar la importancia de los estrechos contactos que el CJI mantiene con los órganos políticos de la Organización, especialmente con el Consejo Permanente y su Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, y recomendar al CJI que continúe concentrando sus esfuerzos en las cuestiones que los órganos competentes le indiquen y que sean de interés prioritario para la Organización.
9.
Resaltar la necesidad de reforzar el apoyo administrativo y presupuestario al CJI a fin de que pueda abordar adecuadamente la actual agenda jurídica interamericana y formular las correspondientes recomendaciones, de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
10.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución de actividades estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 
AG/RES. 2672 (XLI-O/11)

OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES AL INFORME ANUAL
DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
/

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las Observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros al Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) a la Asamblea General (referencia pendiente);

CONSIDERANDO:

Que en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, los Estados Miembros han proclamado como uno de sus principios, el respeto de los derechos fundamentales de la persona humana sin distinción de raza, nacionalidad, credo o sexo;

Que, de conformidad con la Carta de la Organización de los Estados Americanos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Estatuto de la CIDH, ésta tiene como función principal promover la observancia y defensa de los derechos humanos; y

Que en la Declaración de Compromiso de la Quinta Cumbre de las Américas, celebrada en Puerto España, Trinidad y Tobago
/, las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno expresaron su “compromiso para proteger y promover los derechos humanos en nuestro Hemisferio, y el fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos, con debido respeto a su autonomía e independencia”. También, reconocieron que “todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados entre sí” y que “la promoción y protección universal de los derechos humanos, incluidos los civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, así como el respeto al derecho internacional, entre ellos, el derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional de los refugiados son fundamentales para el funcionamiento de las sociedades democráticas”. Asimismo, reconocieron los principios contenidos en la Declaración y Programa de Acción de Viena que reafirma, entre otros, la importancia de garantizar la universalidad y objetividad del examen de las cuestiones de derechos humanos; 
TOMANDO NOTA:

De las invitaciones abiertas y permanentes para realizar visitas que han extendido Argentina, Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Guatemala, Honduras, México, Paraguay, Perú y Uruguay a la CIDH. .  

De las observaciones de algunos países durante la presentación del informe anual de la CIDH ante la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) el 14 de abril de 2011 sobre la importancia de la transparencia en el uso de las fuentes de información; y

Del llamamiento realizado por  los Estados Miembros en la resolución CP/RES 981 (1791/11) para dotar de suficientes recursos a los trabajos de la CIDH;

De la iniciativa de fortalecimiento financiero llevada a cabo por la CIDH a partir del año 2010 y de la presentación realizada por el Presidente de dicho órgano, incluyendo el plan estratégico para el período 2011-2015

Del interés expresado  por los Estados y recogido por la Comisión en el procedimiento de solución amistosa, para que la Comisión continúe desarrollando sus capacidades en la materia y se involucre de manera activa en la búsqueda de soluciones. Dicho procedimiento es considerado de la mayor importancia para el sistema de peticiones y casos individuales 

RECONOCIENDO:

La importancia de continuar el diálogo llevado a cabo en la CAJP conjuntamente con la CIDH, los Estados y otros usuarios del sistema interamericano, dentro del contexto del proceso de reflexión sobre el sistema;

La disposición  manifestada por la CIDH para continuar un diálogo amplio con los Estados y demás usuarios del sistema a fin de que se conozca cuál es la metodología utilizada para construir la información que se presenta, incluyendo la selección de las fuentes, y perfeccionar y fortalecer esa metodología en cuanto resulte pertinente;

La fundamental labor de protección realizada por la CIDH, a través del sistema de casos y peticiones;

La realización de tres períodos de sesiones de la CIDH durante el año 2010 y, en el marco de éstos, la celebración de 88 audiencias y 47 reuniones de trabajo;

La realización de visitas de trabajo de miembros de la CIDH a Argentina, Brasil, Ecuador, El Salvador, Honduras, México, Panamá y Paraguay; y

CONSCIENTES de las necesidades financieras que enfrenta la CIDH para ejercer sus funciones, mandatos y atribuciones y, en particular, para tramitar peticiones y asuntos individuales,

RESUELVE:

1. Adoptar las Observaciones y Recomendaciones de los Estados Miembros al Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) (CP/CAJP-3003/11) y transmitirlas a dicho órgano.

2. Reafirmar el valor esencial de las funciones que realiza la CIDH para el perfeccionamiento de la promoción y protección de los derechos humanos y el fortalecimiento del Estado de derecho en el Hemisferio.

3. Alentar a los Estados Miembros de la Organización a que:

a) consideren la firma y ratificación, ratificación o adhesión, según sea el caso, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica) y de todos los demás instrumentos jurídicos del sistema interamericano de derechos humanos; y

b)  continuar dando seguimiento a las recomendaciones de la CIDH

4. Tomar nota con satisfacción de la decisión de los Estados Miembros que han invitado a la CIDH a visitar sus respectivos países, y alentar a todos los Estados Miembros a que continúen esta práctica y a que consideren las solicitudes realizadas por la CIDH para tales efectos.

5. Alentar a los Estados Miembros a que continúen invitando a la CIDH a celebrar períodos extraordinarios de sesiones fuera de su sede.

6. Instar a la CIDH, a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y al Instituto Interamericano de Derechos Humanos a que sigan realizando periódicamente seminarios especializados para funcionarios estatales sobre el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos.

7.  Recomendar a la Comisión que de la mayor prioridad al fortalecimiento y a la aplicación del mecanismo de las soluciones amistosas entre las partes interesadas, de conformidad con lo dispuesto en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Estatuto y el Reglamento de la CIDH. 

8. Con respecto al financiamiento de la CIDH:

a) Encomendar al Consejo Permanente que continúe analizando de manera prioritaria los medios para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización y se busquen soluciones concretas al respecto  Para estos efectos, agradecer el trabajo realizado por el Secretario General, e instarlo a que continúe sus esfuerzos y presente propuestas adicionales tendientes a lograr el financiamiento adecuado de la CIDH en dicho programa-presupuesto;

b) Agradecer a los Estados Miembros, a los Observadores Permanentes y otras instituciones que han realizado contribuciones voluntarias a la CIDH; y

c) Sugerir a los donantes que aporten parte de sus contribuciones voluntarias sin fines específicos, para dar flexibilidad a la CIDH en la asignación de recursos entre sus diferentes actividades y proyectos regulares.
d) Invitar  a la CIDH que de a conocer a los Estados Miembros los resultados de las iniciativas complementarias para su financiamiento. 

9. Reafirmar la importancia de que   la CIDH:

a) continúe teniendo en cuenta las observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros a su informe anual y adopte las medidas que considere pertinentes con base en dichas observaciones y recomendaciones;

b) continúe publicando en su página de Internet, cuando los Estados Miembros así lo soliciten, sus observaciones y recomendaciones al informe anual de la CIDH a la Asamblea General;

c) continúe, según lo dispuesto en el artículo 15 de su Reglamento, fortaleciendo las relatorías y unidades funcionales existentes, de la manera más equitativa posible, de acuerdo con sus recursos disponibles, y de conformidad con las normas de procedimiento para la designación de relatores;

d) continúe participando, a través de sus comisionados, en el diálogo con los Estados Miembros en el ámbito de la CAJP, con el propósito de dar seguimiento a las observaciones y comentarios de los Estados recogidos en los informes de las reuniones celebradas el 26 de octubre de 2004 (CP/CAJP/SA. 412/04 corr. 1 y CP/CAJP/INF. 17/04), el 9 de marzo de 2006 (CP/CAJP-2311/05 add. 2 y add. 2-a), el 30 de marzo de 2007 (CP/CAJP-2526/07), el 4 de abril de 2008 (CP/CAJP-2644/08), el 20 de marzo de 2009 (CP/CAJP-2769/09), 14 de mayo de 2010 (CP/CAJP-2904/10) y 17 de marzo y 14 de abril de 2011 (CP/CAJP-3002/11) 
e) Examine la posibilidad de funcionar de manera permanente teniendo en cuenta los recursos disponibles, entre otros elementos. 

f) Continúe consultando sobre sus propuestas de reformas reglamentarias, previamente a su adopción, justificando el origen y propósitos de las mismas.

10. Reiterar la importancia de que  la CIDH  tenga presente las propuestas y comentarios de los Estados Miembros presentadas el 20 de marzo de 2009, en el marco del diálogo sobre el funcionamiento del sistema interamericano de derechos humanos entre los Estados Miembros y los miembros de la CIDH y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en particular las contenidas en el documento “Resultados del proceso de reflexión sobre el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos 2008-2009” (CP/CAJP-2665/08 rev. 8 corr. 3, ), entregado formalmente en dicha ocasión a las Presidentas de los dos órganos del sistema como aporte de los Estados al proceso de reformas que la CIDH y la Corte Interamericana de Derechos Humanos han encarado, dentro del más irrestricto respeto a la autonomía e independencia de dichos órganos, así como las contribuciones de la sociedad civil y otros actores, conforme se registra en el informe de dicha reunión contenido en el documento CP/CAJP-2769/09, y a que adopte las medidas que considere pertinentes en el marco de su autonomía e independencia.

11. Convocara la CIDH a continuar el  diálogo  con los Estados y demás usuarios del sistema sobre  la metodología utilizada para construir la información que se presenta en el capítulo IV de su informe anual, invitando a reflexionar conjuntamente sobre cómo mejorar la eficacia de este mecanismo.

12. Encomendar a la CAJP que, con el objeto de dar cumplimiento al párrafo resolutivo 9 d), programe reuniones a fin de mantener su diálogo con los comisionados de la CIDH.

13. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

NOTA AL PÍE DE PÁGINA

1.
…suscritos por Nicaragua.

En lo que respecta a la importante labor que debe desarrollar la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), consideramos necesario que dicha Comisión no aplique un doble estándar en su análisis de la situación de los derechos humanos en la región. Los elementos de transparencia, veracidad de las fuentes de información, su imparcialidad y universalidad contribuirán a una mayor objetividad de los trabajos de la Comisión por lo que sus recomendaciones no deben ser utilizadas como un instrumento de presión política en contra de algunos Estados.

2.
…de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.
AG/RES. 2673 (XLI-O/11)

LA EDUCACIÓN EN DERECHOS HUMANOS EN LA EDUCACIÓN FORMAL
EN LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria,  celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO la resolución AG/RES. 2066 (XXXV-O/05), mediante la cual la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos sugiere la incorporación de contenidos y acciones básicas en materia de derechos humanos en los centros formales de educación y las resoluciones AG/RES. 2321 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2404 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2466 (XXXIX-O/09) y AG/RES. 2604 (XL-O/10);
CONSIDERANDO que en el Plan de Acción de la Primera Cumbre de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno, reunidos en Miami en 1994, establecieron que “los gobiernos desarrollaran programas para la promoción y observancia de los derechos humanos, incluidos programas educativos para informar a la población de sus derechos legales y su obligación de respetar los derechos de los demás”;

RECORDANDO que el artículo 49 de la Carta de la OEA señala que “los Estados Miembros llevaran a cabo los mayores esfuerzos para asegurar, de acuerdo con sus normas constitucionales, el ejercicio efectivo del derecho a la educación”, teniendo en cuenta, entre otros criterios, que “la educación primaria será obligatoria para la población en edad escolar y se ofrecerá también a todas las otras personas que puedan beneficiarse de ella. Cuando la imparta el Estado, será gratuita”;

CONSIDERANDO ASIMISMO que el artículo 13 de la Carta Democrática Interamericana establece que “la promoción y observancia de los derechos económicos, sociales y culturales son consustanciales al desarrollo integral, al crecimiento económico con equidad y a la consolidación de la democracia en los Estados del Hemisferio”;

TENIENDO PRESENTE que el artículo 13.2 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador” determina contenidos esenciales que deben orientar la educación en cada uno de los Estados Parte, siendo uno de tales contenidos el respeto de los derechos humanos;

VALORANDO POSITIVAMENTE los esfuerzos realizados por el Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH) en la realización de los Informes Interamericanos de la Educación en Derechos Humanos, que actualmente son nueve y que han sido elaborados sucesivamente desde 2002, donde se demuestran los progresos realizados por los Estados Parte en el “Protocolo de San Salvador” en materia de educación en derechos humanos;

CONSIDERANDO que el derecho a la educación en derechos humanos desde la primera edad escolar es una garantía para el fortalecimiento del sistema democrático, el desarrollo, la seguridad y el progreso de las sociedades libres en las Américas;
CONSIDERANDO ASIMISMO que el derecho a la educación en derechos humanos desde la primera edad escolar constituye un elemento esencial para el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales;
REAFIRMANDO que la Carta Democrática Interamericana considera que la promoción y protección de los derechos humanos es condición fundamental para la existencia de una sociedad democrática;

VALORANDO los esfuerzos de la Conferencia de Ministros de Educación sobre Educación en Derechos Humanos, convocada por el Ministro de Educación de la República de Panamá y el IIDH, realizada en mayo y junio de 2007, y el Dialogo Ministerial, convocado por el Ministerio de Educación de Colombia y el IIDH, realizado en mayo de 2008, en el sentido de fortalecer el contenido de derechos humanos en los sistemas de educación formal de los Estados;

RECONOCIENDO que la incorporación efectiva de la educación en derechos humanos en el sistema educativo formal, en la que están comprometidos todos los Estados Miembros, responde a acciones enmarcadas en procesos de mediano y largo plazo y que, por tanto, requiere de sostenibilidad técnico financiera;

RECONOCIENDO TAMBIÉN que el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, en cumplimiento de sus mandatos, ha venido ejerciendo un papel fundamental de apoyo al sistema interamericano para la incorporación efectiva de la educación en derechos humanos en los sistemas educativos formales y otros ámbitos en los países americanos; y

OBSERVANDO CON SATISFACCIÓN el progreso logrado en la implementación del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas desde su lanzamiento en agosto de 2005, y el importante papel desempeñado por el Instituto Interamericano de Derechos Humanos en la Junta Consultiva del Programa,

RESUELVE:

1. Reconocer los avances, acciones y políticas que vienen implementando gradualmente los Estados Miembros en materia de educación en derechos humanos para los niños, niñas y jóvenes que cursan la educación formal, según se desprende de los progresos identificados en los Informes Interamericanos de la Educación en Derechos Humanos.

2. Sugerir a los Estados Miembros que, en los casos y en la medida en que aun no lo hayan hecho, implementen las recomendaciones contenidas en los Informes Interamericanos de la Educación en Derechos Humanos para incorporar la Educación en Derechos Humanos en los distintos ámbitos de su educación formal, teniendo presentes las directrices y políticas educativas de cada uno de los Estados Miembros.

3. Sugerir a los Estados Miembros que analicen los aportes de la Propuesta Curricular y Metodológica del IIDH para la incorporación de la educación en derechos humanos en la educación formal de niños y niñas entre 10 y 14 años de edad y se evalúe su aplicabilidad teniendo en cuenta los contextos nacionales y los sistemas educativos de los Estados miembros,  de conformidad  con el artículo 13.2 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, y en ese sentido, recomendar a los Estados que no lo han hecho, adoptar, suscribir y ratificar este ultimo instrumento.

4. Destacar el proceso y los logros del Encuentro Interamericano de la Conferencia de Ministros de Educación sobre Educación en Derechos Humanos de los países firmantes del “Protocolo de San Salvador”, en los que se intercambiaron experiencias y discutieron los desarrollos curriculares y metodológicos necesarios para introducir o fortalecer la educación en derechos humanos en sus respectivos sistemas educativos.

5. Alentar a los Estados Miembros a continuar apoyando al Instituto Interamericano de Derechos Humanos en las actividades y proyectos educativos que, con base en su mandato, realiza a nivel nacional y regional, especialmente a través de una iniciativa denominada Pacto Interamericano por la Educación en Derechos Humanos cuya implementación inicial cuenta con el decidido apoyo del Ministerio de Educación de la República de El Salvador y el Ministerio de Educación y Cultura de la República Oriental del Uruguay; y que consiste en la promoción de la educación inclusiva, la dotación de infraestructura que garantice una educación de calidad, la capacitación docente, el desarrollo curricular y la elaboración y distribución de herramientas didácticas; así como en la implementación de propuestas orientadas a la prevención, atención  y superación de las manifestaciones de violencia que afectan el ámbito escolar.

6. Felicitar a los Estados firmantes del Protocolo de San Salvador que han mostrado significativos progresos en la inclusión de ejercicios en textos escolares, explícitamente relacionados con derechos humanos y los diseños pedagógicos para implementación de los mismos; los cuales se señalan en la sección IV del IX Informe Interamericano de la Educación en Derechos Humanos titulado “Desarrollo de la metodología de educación en derechos humanos en los libros de texto: 10 a 14 años”.
AG/RES. 2674 (XLI-O/11)

PROYECTO DE DECLARACIÓN AMERICANA SOBRE LOS
DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1022 (XIX-O/89), AG/RES. 1479 (XXVII-O/97), AG/RES. 1549 (XXVIII-O/98), AG/RES. 1610 (XXIX-O/99), AG/RES. 1708 (XXX-O/00), AG/RES. 1780 (XXXI-O/01), AG/RES. 1851 (XXXII-O/02), AG/RES. 1919 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2029 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2073 (XXXV-O/05), AG/RES. 2234 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2294 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2368 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2498 (XXXIX-O/09) y AG/RES. 2565 (XL-O/10);

VISTOS el Informe de la Presidencia del Grupo de Trabajo Encargado de Elaborar el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas en relación con las actividades celebradas durante el período 2010-2011 (GT/DADIN/doc.409/11), incluyendo la celebración de la Decimotercera Reunión de Negociaciones para la Búsqueda de Consensos y el informe de ésta (GT/DADIN/doc.406/11);

DESTACANDO los resultados de la Decimotercera Reunión de Negociaciones para la Búsqueda de Consensos sobre el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, celebrada en Washington, D. C., del 18 al 20 de enero de 2011, y en particular los esfuerzos realizados en conjunto por los Estados Miembros y el Conclave Indígena para avanzar en la búsqueda de consensos;

RECONOCIENDO CON SATISFACCIÓN la excelente conducción del Grupo de Trabajo durante este período por parte de su Presidencia; y

RECONOCIENDO la importancia de los aportes al Fondo Específico para Apoyar la Elaboración de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas que permiten la participación efectiva de los representantes indígenas en las reuniones de negociación,

RESUELVE:

1. Reafirmar la voluntad y el compromiso de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos con el proceso en torno al Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 

2. Renovar el mandato del Grupo de Trabajo Encargado de Elaborar el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas para que continúe sus reuniones de negociación para la búsqueda de consensos con el fin de culminar la redacción del Proyecto de Declaración con base en el documento “Registro del estado actual del Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas”, en adelante “Registro del Estado Actual” (GT/DADIN/doc.334/08 rev. 6) y tomando en consideración el “Compendio de propuestas de negociación para la búsqueda de consensos celebradas por el Grupo de Trabajo”, resultado de la Decimotercera Reunión de Negociaciones para la Búsqueda de Consensos (GT/DADIN/doc.255/06 add. 4) y de los demás documentos pertinentes del Grupo de Trabajo. 

3. Solicitar al Consejo Permanente que instruya al Grupo de Trabajo que:

a) celebre hasta dos reuniones de negociación para la búsqueda de consensos con una duración de tres días antes de la celebración del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General;

b) convoque la celebración de las reuniones de negociación para la búsqueda de consensos sobre el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas con tres meses de antelación; y
c) tome las medidas convenientes para asegurar la participación efectiva en dichas reuniones de representantes de los Estados Miembros y de los pueblos indígenas. 

4. Invitar a los Estados Miembros a realizar consultas o diálogos con los respectivos pueblos indígenas en relación con el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.

5. Solicitar a la Junta de Selección del Fondo Específico para apoyar la elaboración de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas que continúe trabajando conforme a los principios de transparencia establecidos en la resolución CP/RES. 951 (1691/09), “Fondo Específico para apoyar la elaboración de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas”.

6. Agradecer a los Estados Miembros, Observadores Permanentes e instituciones por las valiosas contribuciones al Fondo Específico las cuales permitirán realizar las reuniones sugeridas para el período que cubre la presente resolución e invitar a todos los Estados e instituciones a que sigan apoyando con sus aportes los objetivos del Fondo.

7. Solicitar a la Secretaría General y a los órganos, organismos y entidades de la Organización, que continúen prestando su valioso apoyo al proceso de elaboración de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y agradecerles su permanente contribución al mismo. 

8. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.


AG/RES. 2675 (XLI-O/11)

FORTALECIMIENTO DEL SISTEMA INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS EN SEGUIMIENTO DE LOS MANDATOS DERIVADOS DE LAS CUMBRES DE LAS AMÉRICAS
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5111/10 add. 1), en lo que se refiere a este tema;

REAFIRMANDO IGUALMENTE la importancia del sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos, cuyos órganos tienen competencia para promover la observancia de los derechos humanos en todos los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA), conforme a los compromisos contraídos por cada Estado, y que operan en forma subsidiaria a los sistemas jurisdiccionales nacionales;

REITERANDO el “compromiso para proteger y promover los derechos humanos en nuestro Hemisferio, y el fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos, con debido respeto a su autonomía e independencia”; reconociendo que “todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados entre sí” y que “la promoción y protección universal de los derechos humanos, incluidos los civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, así como el respeto al derecho internacional, entre ellos, el derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional de los refugiados son fundamentales para el funcionamiento de las sociedades democráticas, y reconociendo asimismo los principios contenidos en la Declaración y Programa de Acción de Viena que reafirma entre otros la importancia de garantizar la universalidad y objetividad del examen de las cuestiones de derechos humanos;

MANIFESTANDO que el fortalecimiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en el marco de lo dispuesto en los instrumentos aplicables aprobados por los Estados miembros, contribuirá al perfeccionamiento del sistema interamericano de derechos humanos;

RECORDANDO la Reunión de México sobre el Fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, celebrada del 25 al 26 de junio de 2008, en la Ciudad de México, en la que participaron, a invitación de México, Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Panamá, Paraguay y Perú, cuyo documento de resultados (CP/doc.4329/08 corr. 1) fue acogido por el Consejo Permanente el 24 de julio de 2008; 
RECONOCIENDO la necesidad de alentar en los ordenamientos internos de los Estados Miembros mecanismos y disposiciones jurídicas que promuevan el cumplimiento de las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos según corresponda y el seguimiento de las recomendaciones de la CIDH, basados en las normas que respectivamente las rigen, como factores que contribuyen al fortalecimiento de los sistemas nacionales de derechos humanos; y los esfuerzos de los Estados Miembros que se encuentran desarrollando o han desarrollado mecanismos y disposiciones jurídicas en ese sentido.  

TENIENDO PRESENTE las declaraciones y planes de acción de la Tercera, Cuarta y Quinta Cumbres de las Américas
/, celebradas en la ciudad de Quebec, Canadá, Mar del Plata, Argentina y Puerto España, Trinidad y Tobago, respectivamente; y en particular, los párrafos 1, 82, y 83 de la Declaración de Compromiso de Puerto España; y 

TOMANDO NOTA de los procesos de fortalecimiento financiero del sistema interamericano de derechos humanos iniciados por  la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la CIDH durante el año 2010, así como del resumen del Presidente de la reunión técnica para la coordinación y el apoyo al sistema interamericano de derechos humanos, que tuvo una invitación abierta y participaron algunos Estados miembros de la OEA llevada a cabo en Ottawa, Canadá, el 1 y 2 de marzo de 2011. 

RESUELVE:

1. Reafirmar el compromiso de los Estados Miembros de continuar fortaleciendo y perfeccionando el sistema interamericano para la promoción y protección de los derechos humanos y, en ese sentido, continuar implementando las siguientes acciones concretas tendientes al cumplimiento de los respectivos mandatos de los Jefes de Estado y de Gobierno, derivados de las Cumbres de las Américas:

a) la universalización del sistema interamericano de derechos humanos, considerando la firma y ratificación, ratificación o adhesión, lo antes posible y según sea el caso, de todos los instrumentos universales e interamericanos de derechos humanos;

b) el cumplimiento de las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el seguimiento de las recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH);

c) el perfeccionamiento del acceso de las víctimas a los mecanismos del sistema interamericano de derechos humanos;

d) el financiamiento adecuado de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de la CIDH, incluyendo el fomento de contribuciones voluntarias, a fin de seguir atendiendo sus actividades y responsabilidades; y 

e) el examen de la posibilidad de que la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la CIDH funcionen de manera permanente

2. Reconocer los avances registrados en el marco del amplio proceso de reflexión sobre el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) del Consejo Permanente y la importancia de las sesiones realizadas en el ámbito de la CAJP con ese propósito y del intercambio de propuestas y comentarios entre los Estados Miembros y los órganos del sistema interamericano de derechos humanos, relacionados con el fortalecimiento y el perfeccionamiento del mismo, los cuales quedaron plasmados en el documento CP/CAJP-2665/08 rev. 8 corr. 3, “Resultados del proceso de reflexión sobre el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos (2008-2009)”, entregado formalmente el 20 de marzo de 2009 a las Presidentas de los dos órganos del sistema, como aporte de los Estados al proceso de reformas que la CIDH y la Corte Interamericana de Derechos Humanos han encarado, dentro del más irrestricto respeto a la autonomía e independencia de dichos órganos;

3. Reconocer los avances registrados hasta la fecha y encomendar al Consejo Permanente que, a fin de dar cumplimiento a los objetivos mencionados en el párrafo resolutivo 1:

a) continúe el amplio proceso de reflexión sobre el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos, como un asunto de particular importancia en el programa de trabajo de la CAJP que se aprueba anualmente, y que en ese sentido se programen sesiones, teniendo en cuenta las propuestas que se han dado en el marco de las discusiones llevadas a cabo en dicha Comisión. Dicho proceso de reflexión continuará siendo efectuado en consulta con los Estados Miembros, órganos especializados del sistema interamericano de derechos humanos, organizaciones no gubernamentales, instituciones nacionales de derechos humanos, instituciones académicas y expertos calificados en la materia, sobre:

i. los principales retos que enfrenta el sistema interamericano para promover y proteger los derechos humanos en el Hemisferio;

ii. las posibles acciones para fortalecerlo y perfeccionarlo; y

iii. la pertinencia de convocar a una conferencia interamericana sobre derechos humanos;

b) apoye las iniciativas de fortalecimiento financiero emprendidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la CIDH para solicitar financiamiento a los organismos internacionales y regionales, en beneficio de las actividades de los órganos del sistema interamericano para la promoción y protección de los derechos humanos. En ese contexto, agradecer los esfuerzos realizados por el Secretario General de la Organización e instarlo a elaborar y presentar una propuesta para que en apoyo de las citadas iniciativas plantee medidas para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización.

c) inste, además, a los Estados Miembros a que contribuyan al Fondo Específico para el Fortalecimiento del Sistema Interamericano de Protección y Promoción de los Derechos Humanos, así como al Fondo de Capital de Aportes Voluntarios Oliver Jackman para el financiamiento del sistema interamericano de derechos humanos, creado mediante la resolución AG/RES. 2329 (XXXVII-O/07);

d) continúe la consideración de medios para promover el cumplimiento de las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el seguimiento de las recomendaciones de la CIDH por parte de los Estados Miembros. En ese sentido, solicitar al Comité Jurídico Interamericano la elaboración, de manera prioritaria, de estudio sobre formas de fortalecer el sistema interamericano de derechos humanos
e) continúe el análisis de las prioridades para el perfeccionamiento del sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos, incluido el examen de la posibilidad de que la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la CIDH puedan llegar a funcionar de manera permanente;

f) celebre anualmente, en el marco de la CAJP, el diálogo sobre el funcionamiento del sistema interamericano de derechos humanos, entre los Estados Miembros y los miembros de la CIDH y los jueces de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. La CAJP definirá la agenda de dicha reunión, con al menos dos meses de anticipación; y

g) solicite a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH que continúen informando sobre el impacto y el significado en la práctica de sus reformas reglamentarias, tanto para el trabajo de ambos órganos como para el fortalecimiento del sistema.  

4. Expresar su agradecimiento a los Estados Miembros (Chile, Colombia, Costa Rica, y México) y Observadores Permanentes (España y Noruega), que realizaron en el año 2010 contribuciones voluntarias a la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Asimismo agradecer las contribuciones que a este órgano hizo durante ese mismo período el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR). 

5. Expresar su agradecimiento a Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, Estados Unidos y México y a los Observadores Permanentes de la Unión Europea, España, Finlandia, Francia, Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte, Luxemburgo, Suecia y Suiza que realizaron en el año 2010 contribuciones voluntarias a la CIDH. Asimismo agradecer las contribuciones que a este órgano hicieron durante ese mismo período la Agencia Canadiense de Desarrollo Internacional,  el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, el Fondo de Población de las Naciones Unidas, la Fundación Sueca para los Derechos Humanos, Save the Children/Suecia y la Universidad de Notre Dame. 

6. Continuar promoviendo el fortalecimiento de los sistemas nacionales de protección y promoción de los derechos humanos en los Estados Miembros y, para tal efecto, instar a los órganos, organismos y entidades pertinentes de la Organización a prestar, en la medida de sus posibilidades y dentro de sus recursos, cooperación y apoyo técnico a los Estados Miembros que lo soliciten, en forma tal que contribuyan a perfeccionar el cumplimiento de sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos y a desarrollar relaciones de cooperación e intercambios de información con la Federación Iberoamericana de Ombudsmen, la Asociación de Defensores del Pueblo del Caribe, la Red de Instituciones Nacionales de Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Américas, el Consejo Andino de Defensores del Pueblo y el Consejo Centroamericano de Procuradores de Derechos Humanos, entre otros.

7. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

1.   
Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.


AG/RES. 2676 (XLI-O/11)

LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS Y
LIBERTADES FUNDAMENTALES EN LA LUCHA CONTRA EL TERRORISMO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1840 (XXXII-O/02), AG/RES. 1906 (XXXII-O/02), AG/RES. 1931 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2035 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2143 (XXXV-O/05), AG/RES. 2238 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2271 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2415 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2512 (XXXIX-O/09) y AG/RES. 2580 (XL O/10), así como el Informe sobre Terrorismo y Derechos Humanos elaborado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (OEA/Ser.L/V/II.116, Doc.5 rev. 1);

REAFIRMANDO los principios y propósitos de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, la Carta de las Naciones Unidas y la Declaración Universal de los Derechos Humanos;

DESTACANDO que todas las personas nacen libres y tienen los derechos humanos y libertades fundamentales reconocidos en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición, y que esto es válido en todas las circunstancias, de conformidad con el derecho internacional; 

RECONOCIENDO que el respeto de todos los derechos humanos, el respeto de la democracia y el respeto del Estado de derecho están interrelacionados y se refuerzan mutuamente; 

REAFIRMANDO la importancia fundamental de respetar todos los derechos humanos y las libertades fundamentales, así como el Estado de derecho, incluso al responder al terrorismo y al temor de terrorismo; y reiterando que  las medidas contra el terrorismo deben aplicarse tomando plenamente en consideración los derechos humanos de todas las personas, incluidas minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas, y no deben ser discriminatorias de conformidad con el derecho internacional por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social;

RECORDANDO que todas las personas son iguales ante la ley y tienen los derechos y deberes consagrados en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna;

RECORDANDO  la Declaración y Programa de Acción de Viena; aprobados por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos el 25 de junio de 1993;

REAFIRMANDO TAMBIÉN que los Estados tienen la obligación de proteger todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de todas las personas, y reiterando en este sentido que las medidas de lucha contra el terrorismo deben aplicarse tomando plenamente en consideración los derechos humanos de todas las personas, incluidas las pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas, y no deben ser discriminatorias de conformidad con el derecho internacional por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social; 

INSISTIENDO en que la adopción de medidas para asegurar el respeto de los derechos humanos para todos y el imperio de la ley es uno de los pilares del Plan de Acción de la Estrategia Mundial de las Naciones Unidas de Lucha contra el Terrorismo, adoptado por consenso en 2006;

REITERANDO que las medidas adoptadas contra el terrorismo en todos los niveles de conformidad con el derecho internacional, incluidas las normas de derecho internacional de los derechos  humanos, el derecho internacional de los refugiados y el derecho internacional humanitario, contribuyen de manera importante al funcionamiento de las instituciones democráticas y al mantenimiento de la paz y la seguridad y, por consiguiente, al pleno disfrute de los derechos humanos;
RATIFICANDO que los actos, métodos y prácticas terroristas, en todas sus formas y manifestaciones, son actividades dirigidas a la destrucción de los derechos humanos, las libertades fundamentales y la democracia, amenazan la integridad territorial y la seguridad de los Estados y desestabilizan a los Gobiernos legítimamente constituidos, y que la comunidad internacional debe tomar las medidas necesarias para intensificar su cooperación a fin de prevenir y combatir el terrorismo;

REAFIRMANDO su condena inequívoca de todos los actos, métodos y prácticas terroristas en todas sus formas y manifestaciones y dondequiera y por quienquiera que sean cometidos, independientemente de su motivación, por ser criminales e injustificables, y renovando su compromiso de estrechar la cooperación internacional para prevenir y combatir el terrorismo;

DEPLORANDO PROFUNDAMENTE  las violaciones de los derechos humanos y libertades fundamentales en el contexto de la lucha contra el terrorismo, así como violaciones del derecho internacional de los refugiados y el derecho internacional humanitario; 

DEPLORANDO TAMBIÉN el sufrimiento causado por el terrorismo a las víctimas y sus familiares, expresando su profunda solidaridad con ellos y subrayando la importancia de fortalecer la asistencia y el apoyo a los mismos.

TENIENDO EN CUENTA:

Que en la Declaración “La Renovación del Compromiso Hemisférico para Fortalecer la Cooperación a fin de Prevenir, Combatir y Eliminar el Terrorismo”, adoptada en Washington DC el 17 de marzo de 2011, los Estados Miembros reiteraron su más vehemente condena del terrorismo en todas sus formas y manifestaciones, cualquiera sea su origen o motivación, el cual no tiene justificación alguna y constituye una grave amenaza a la vida, bienestar y libertades fundamentales de todos los pueblos, amenaza la paz y la seguridad internacionales, y socava los valores y principios del sistema interamericano, las instituciones democráticas, el Estado de derecho y las libertades consagradas y promovidas por la Carta de la Organización de los Estados Americanos, la Carta Democrática Interamericana y otros instrumentos internacionales.

Que en la Declaración sobre Seguridad en las Américas, los Estados del Hemisferio ratificaron su compromiso, reiterado en la Declaración de San Carlos y en la Declaración de Panamá, de luchar contra el terrorismo y su financiamiento con el pleno respeto al Estado de derecho y al derecho internacional, incluidos el derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional de los refugiados, la Convención Interamericana contra el Terrorismo y la resolución 1373 (2001) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas; y

Que en la Declaración de Mar del Plata de la Cuarta Cumbre de las Américas, en la Declaración de Nuevo León de la Cumbre Extraordinaria de las Américas y en la Declaración de Puerto España de la Quinta Cumbre de las Américas
/, las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno acordaron tomar todas las medidas necesarias para prevenir y combatir el terrorismo y su financiamiento, en cumplimiento pleno de sus compromisos en el marco del derecho internacional, incluidos el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional de los refugiados y el derecho internacional humanitario;

ACOGIENDO CON SATISFACCIÓN que la Convención Interamericana contra el Terrorismo entró en vigor el 10 de julio de 2003, y que en la actualidad ya ha sido ratificada por 24 países;

CONSIDERANDO el informe de la Reunión de Expertos Gubernamentales sobre las mejores prácticas y experiencias nacionales en la adopción de medidas contra el terrorismo, bajo la perspectiva de los derechos humanos, celebrada del 12 al 13 de febrero de 2004 (CP/CAJP-2140/04);

CONSIDERANDO TAMBIÉN el documento “Recomendaciones para la protección de los derechos humanos por parte de los Estados Miembros de la OEA en la lucha contra el terrorismo” (CP/doc.4117/06), elaborado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), que complementa el informe de la CIDH sobre Terrorismo y Derechos Humanos del 22 de octubre de 2002 (OEA.Ser.L/V/II.116, Doc.5 rev. 1); y

REAFIRMANDO:

Que en la lucha contra el terrorismo cualquier persona detenida que se encuentre presuntamente involucrada en un acto terrorista gozará de los derechos y garantías que le otorga el derecho internacional aplicable, en particular, el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario;

Que los medios que el Estado puede utilizar para proteger su seguridad o la de sus ciudadanos en la lucha contra el terrorismo deben ser en toda circunstancia acordes con el derecho internacional aplicable,  en particular, el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los refugiados; y

Que el terrorismo no puede ni debe vincularse con ninguna religión, nacionalidad, civilización o grupo étnico;

RECORDANDO que, de conformidad con el artículo 27 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y con el artículo 4 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, se reconoce que algunos derechos no son derogables en ninguna circunstancia y que, con respecto a los derechos que pueden estar sujetos a derogación, los Estados pueden adoptar medidas que deroguen sus obligaciones de acuerdo con esas Convenciones en la medida estrictamente requerida por las exigencias de la situación y, en el caso de la Convención Americana, durante el período de tiempo requerido, siempre que dichas medidas sean compatibles con los demás derechos y obligaciones que impone el derecho internacional; y enfatizando que, en el sistema interamericano, la protección de derechos inderogables incluye garantías judiciales esenciales para la protección de dichos derechos; y

OBSERVANDO CON PREOCUPACIÓN y reiterando que deben evitarse todas las medidas que puedan menoscabar los derechos humanos y el Estado de derecho, como la detención de sospechosos de actos de terrorismo sin fundamento jurídico para la detención  y sin las debidas garantías procesales, la privación de libertad equivalente a sustraer al detenido de la protección de la ley, el enjuiciamiento de sospechosos sin las garantías procesales fundamentales, la privación de libertad y el traslado ilícitos de sospechosos de actividades terroristas y la devolución de sospechosos a países sin evaluar caso por caso la posibilidad de que existan motivos fundados para creer que correrían peligro de ser sometidos a torturas, y las limitaciones al escrutinio efectivo de las medidas contra el terrorismo; 

DESTACANDO que todas las medidas utilizadas en la lucha contra el terrorismo, como la elaboración de perfiles de personas y la utilización de seguridades diplomáticas, memorandos de entendimiento y acuerdos o arreglos de traslado de otra índole, deben ajustarse a las obligaciones que incumben a los Estados en virtud del derecho internacional, incluidas las normas de derechos humanos, el derecho de los refugiados y el derecho humanitario; 
RESUELVE:

1. Reafirmar que la lucha contra el terrorismo debe realizarse con el pleno respeto de la ley, incluyendo el cumplimiento del debido proceso, y de los derechos humanos, que abarcan los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, así como a las instituciones democráticas para preservar el Estado de derecho, las libertades y los valores democráticos en el Hemisferio.

2. Reafirmar que todos los Estados Miembros tienen el deber de garantizar  que todas las medidas adoptadas en la lucha contra el terrorismo  ajustan a sus  obligaciones  de conformidad   con el derecho internacional, en particular, el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional de los refugiados y el derecho internacional humanitario.

3. Instar a los Estados que, en su lucha contra el terrorismo, cumplan plenamente sus obligaciones en contra de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, en particular, la absoluta prohibición de la tortura. 

4. Exhortar a los Estados a que se cercioren de que sus leyes por las que se penalizan la conducta o las actividades terroristas son accesibles, están formuladas con precisión, no son discriminatorias ni tienen carácter retroactivo y se ajustan al derecho internacional aplicable, incluidas las normas de derechos humanos, el derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los refugiados.

5. Exhortar a los Estados a que no recurran a perfiles basados en estereotipos fundados en cualquier motivo de discriminación prohibido por el derecho internacional.

6. Instar a los Estados a que respeten plenamente la obligación de no devolución que les incumbe en virtud del derecho internacional de los refugiados y las normas internacionales de derechos humanos y, al mismo tiempo, a que examinen, respetando plenamente esa obligación y otras salvaguardias legales, la validez de la decisión tomada sobre la condición de refugiado de una persona si se obtienen pruebas pertinentes y fidedignas que indiquen que la persona en cuestión ha cometido actos delictivos, incluidos actos terroristas, a los que sean aplicables las cláusulas de exclusión previstas en el derecho internacional de los refugiados. 
7. Instar a los Estados a asegurar que toda forma de privación de libertad, en todos los lugares de detención,  mantenga al detenido bajo la protección de la ley y se respeten las  salvaguardas relativas a la libertad, seguridad, integridad y dignidad de las personas de conformidad con lo dispuesto en el derecho internacional, incluidas las normas de derechos humanos y el derecho humanitario; 

8. Instar a los Estados Miembros a que, en el marco de sus obligaciones, respeten los derechos humanos de todas las personas privadas de libertad en los centros de detención de control efectivo, de manera particular la observancia del debido proceso, garantizando que ninguna forma de privación de la libertad coloque a la persona detenida fuera de la protección de la ley. 

9. Respetar el derecho de las personas a la igualdad ante la ley y los tribunales y el derecho a un juicio justo según lo dispuesto en el derecho internacional, incluidas las normas internacionales de derechos humanos, como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,  el derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los refugiados. 
10. Invitar a todos los Estados Miembros a que, con el fin de cumplir con los compromisos adoptados en esta resolución, consideren firmar y ratificar, a la brevedad posible, la Convención Interamericana contra el Terrorismo y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, según sea el caso, y a los Estados Parte que adopten las medidas que sean pertinentes a fin de implementar las disposiciones de estos tratados.

11. Instar a los órganos, organismos y entidades competentes de la OEA, de conformidad con sus mandatos a  prestar, cuando se les solicite, asistencia técnica para consolidar la capacidad de los Estados Miembros de elaborar y aplicar programas de asistencia y apoyo a las víctimas del terrorismo con arreglo a sus leyes nacionales.

12. Instar a los Estados Miembros a que promuevan y apliquen en todos los niveles la Estrategia Mundial de las Naciones Unidas contra el Terrorismo y su Plan de para avanzar en el objetivo común de erradicar el flagelo del terrorismo internacional, teniendo en cuenta que uno de sus pilares es asegurar el respeto de los derechos humanos en la lucha contra el terrorismo.
13. Reiterar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), que continúe promoviendo el respeto y la defensa de los derechos humanos y facilitando los esfuerzos de los Estados Miembros para cumplir debidamente con sus compromisos internacionales en materia de derechos humanos cuando desarrollen y ejecuten medidas contra el terrorismo, incluyendo los derechos de las personas que podrían estar en desventaja, en situación de discriminación y de vulnerabilidad como resultado de la violencia terrorista o iniciativas antiterroristas, y que informe al Consejo Permanente sobre la conveniencia de realizar un estudio de seguimiento.

14. Reiterar  al Consejo Permanente que con base en las “Recomendaciones para la protección de los derechos humanos por parte de los Estados Miembros de la OEA en la lucha contra el terrorismo” formuladas por la CIDH y los resultados de las consultas con el Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE) y los Estados Miembros, considere la preparación de un proyecto de términos de referencia comunes para la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo, que compile los estándares internacionales vigentes, con fundamento en el derecho internacional aplicable, así como las mejores prácticas, para la consideración de la Asamblea General.

15. Insistir en la importancia de intensificar el diálogo entre la Secretaría del CICTE, la Secretaría Ejecutiva de la CIDH y otras áreas pertinentes de la Organización, con miras a mejorar y fortalecer su colaboración permanente en el tema de la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo 
16. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo tercer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

1.
…Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.
AG/RES. 2677 (XLI-O/11)

PROYECTO DE CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA EL RACISMO
Y TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN E INTOLERANCIA
/ 
/ 
/
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,


VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5217/11); 


RECORDANDO el contenido de las resoluciones AG/RES. 1712 (XXX-O/00) y AG/RES. 1774 (XXXI-O/01), “Elaboración de un proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia”, AG/RES. 1905 (XXXII-O/02), AG/RES. 1930 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2038 (XXXIV-O/04) y AG/RES. 2126 (XXXV-O/05), “Prevención del racismo y de toda forma de discriminación e intolerancia y consideración de la elaboración de un proyecto de Convención Interamericana”, AG/RES. 2168 (XXXVI-O/06), “Lucha contra el racismo y toda forma de discriminación e intolerancia y consideración del Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia”, AG/RES. 2276 (XXXVII-O/07), “Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia”, AG/RES. 2367 (XXXVIII-O/08), “Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia”, AG/RES. 2501 (XXXIX-O/09), “Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia”, y AG/RES. 2606 (XL-O/10), “Proyecto de Convención Interamericana Contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia”;

REAFIRMANDO los principios de igualdad y no discriminación y reconociendo que la diversidad humana es un valioso elemento para el adelanto y el bienestar de la humanidad en general;

REITERANDO FIRMEMENTE el más decidido compromiso de la Organización de los Estados Americanos en favor de la erradicación del racismo y de todas las formas de discriminación e intolerancia, y la convicción de que tales actitudes discriminatorias representan una negación de valores universales como los derechos inalienables e inviolables de la persona humana y de los propósitos, principios y garantías previstos en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en la Carta Democrática Interamericana, en la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, y en la Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los Derechos Humanos;

TOMANDO NOTA de la conmemoración durante el 2010 del Año Internacional de los Afrodescendientes conforme a la resolución A/RES/64/169 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, “Año Internacional de los Afrodescendientes”, así como del mandato de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos contenida en la resolución  AG/RES. 2550 (XL-O/10), “Reconocimiento del Año Internacional de los Afrodescendientes” y, conforme a esta última, la realización el 15 de marzo del 2011 de la sesión extraordinaria del Consejo Permanente de la Organización para celebrar el Año Internacional de los Afrodescendientes, y otras actividades relacionadas en el marco de la OEA;

OBSERVANDO con preocupación que aún hoy una cantidad considerable de seres humanos en nuestro Hemisferio siguen siendo víctimas de manifestaciones tradicionales y contemporáneas de racismo, discriminación e intolerancia;

RECONOCIENDO las importantes contribuciones de los Estados Miembros, los órganos, organismos y entidades de la Organización de los Estados Americanos, otros organismos de Naciones Unidas, las organizaciones de la sociedad civil y otros organismos, al continuo proceso de negociaciones; y


TOMANDO EN CONSIDERACIÓN ESPECIALMENTE el Informe del Presidente del Grupo de Trabajo Encargado de Elaborar un Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia (CAJP/GT/RDI-174/11 rev. 5), para el período 2010-2011, presentado a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos,

RESUELVE:

1. Reafirmar la voluntad y el más decidido compromiso de los Estados Miembros de continuar realizando esfuerzos para la elaboración y negociación de los instrumentos jurídicamente vinculantes que sean necesarios para hacer frente a los flagelos del racismo, la discriminación racial y toda otra forma de discriminación e intolerancia.
2. Instruir al Consejo Permanente que prorrogue la tareas del Grupo de Trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, y encomendarle que elabore proyectos de instrumentos jurídicamente vinculantes, con la debida consideración de una Convención contra el racismo y la discriminación racial, así como un protocolo o protocolos facultativos que adicionalmente atiendan toda otra forma de discriminación e intolerancia, de conformidad con el plan de trabajo y la metodología que se adopte y tomando en cuenta hasta donde sea posible los avances reflejados en el “Documento consolidado: Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia” (CAJP/GT/RDI-57/07 rev. 13), y continúe las negociaciones sobre la base de dichos instrumentos.  Para tales propósitos y para recibir aportaciones adicionales, el Grupo de Trabajo considerará convocar a una sesión especial, en una fecha conveniente durante el período 2011-2012, en la que participen expertos gubernamentales y representantes de los Estados Miembros, organismos especializados del sistema interamericano y otros sistemas regionales, los organismos especializados de Naciones Unidas y organizaciones no gubernamentales.

3. Encomendar que la elaboración, negociación y aprobación del texto final de los proyectos de dichos instrumentos jurídicos se realice de manera simultánea y concurrente, de tal manera que se garantice un tratamiento integral y congruente de los flagelos del racismo, la discriminación y la intolerancia en el hemisferio.

4. Instruir que este proceso continúe promoviendo los aportes de los Estados Miembros, de los órganos, organismos y entidades de la Organización de los Estados Americanos (OEA), teniendo en cuenta al Instituto Interamericano de Derechos Humanos, así como de las Naciones Unidas y de las organizaciones regionales, y exhortar a éstos a que sigan enviando sus contribuciones por escrito para la consideración del Grupo de Trabajo y que, conforme a las Directrices para la Participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA, incluidas en la resolución del Consejo Permanente CP/RES. 759 (1217/99), continúe recibiendo las contribuciones de grupos en situación de vulnerabilidad, así como de las organizaciones de la sociedad civil interesadas.

5. Reiterar los mandatos encomendados al Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) y a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en los párrafos 5, 7 y 8 de la resolución AG/RES. 2168 (XXXVI-O/06).

6. Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría Ejecutiva de la CIDH y del Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría de Asuntos Jurídicos, continúe brindando apoyo a las actividades del Grupo de Trabajo.

7. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

NOTA AL PIE DE PÁGINA


1.
…comunicación fechada el 30 de noviembre de 2010 (CAJP/GT/RDI/INF. 21/10). Canadá no deja de estar preocupada por el hecho de que una nueva convención interamericana confundiría o debilitaría las normas internacionales ya existentes y representaría una carga excesiva para el sistema interamericano de derechos humanos. No obstante, Canadá seguirá colaborando en forma práctica con los Estados Miembros de la OEA en el combate al racismo y en la promoción de la tolerancia y la no discriminación en el continente


2.
…racial y otras formas de discriminación e intolerancia pues, durante mucho tiempo, su postura ha sido que el Grupo de Trabajo no debería negociar una nueva convención contra el racismo, la discriminación racial y otras formas de discriminación e intolerancia.  La Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, de la cual son parte cerca de 170 países, incluidos 33 miembros de esta Organización, prohíbe la discriminación por motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico, y compromete a los Estados Partes “a seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación racial en todas sus formas”. En virtud de que este sólido tratado internacional ya dispone amplias protecciones en esta área, no es necesario un instrumento regional, además de que se corre el riesgo de crear inconsistencias con dicho régimen internacional. Ya en 2002 el Comité Jurídico Interamericano presentó argumentos similares y llegó a la conclusión de que no era aconsejable negociar una nueva convención en esta área. Estados Unidos considera que sería mejor que la OEA y sus Estados Miembros dedicaran sus recursos a identificar medidas prácticas que los gobiernos de las Américas podrían adoptar para combatir el racismo, la discriminación racial y otras formas de discriminación e intolerancia, incluidas prácticas óptimas en forma de leyes nacionales y una mejor implementación de los instrumentos internacionales existentes. Estos esfuerzos deberían estar dirigidos a brindar protección real e inmediata contra la discriminación en todo el mundo.


3.
… En ese sentido, ha reiterado, asimismo, su total disposición para continuar trabajando de manera inmediata, constructiva y proactiva en la negociación del “Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda forma de Discriminación e Intolerancia”,  de conformidad con el reiterado mandato de las Resoluciones que durante la última década   ha adoptado la Asamblea General de la OEA,  y como también ha sido consignado en varias Declaraciones Presidenciales de Cumbres de las Américas, siendo la más reciente de ellas, la Declaración de Puerto España. 

  

Para el Ecuador, el Proyecto de Convención que se ha venido negociando por varios años reviste un alto valor, puesto que significa la expresión objetiva de la voluntad de los Estados por avanzar cualitativamente en el combate contra el Racismo, pero asimismo contra toda forma de Discriminación e Intolerancia, ya que solo a través del tratamiento integral, comprehensivo e igualitario de dichos flagelos,  el Hemisferio podrá  verdaderamente propiciar un avance cualitativo en  la lucha contra el Racismo, la Discriminación y la Intolerancia, y marcar un avance cierto con respecto de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial de 1965. 
  
La lucha contra los flagelos de la discriminación y la intolerancia, cualquiera sea su expresión, merecen, a criterio del Ecuador,  la misma atención, por lo que todas las formas de Discriminación e Intolerancia deberían ser igualmente repudiadas, combatidas y sancionadas. 

Por tal razón,  el Ecuador no puede acompañar la presente Resolución que implica una Desagregación del Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda forma de Discriminación e Intolerancia, a fin de abordar dichos flagelos a través de instrumentos distintos, y eventualmente diferentes jerárquicamente,  lo que podría significar otorgar  preeminencia a una forma de discriminación sobre otras,   contrariando los principios de igualdad, interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, consagrados en el derecho internacional de los derechos humanos,  contemplados también  en la Constitución del Ecuador, en el Plan Nacional para el Buen Vivir –Sumak Kawsay- y en la demás  normativa nacional del Ecuador. 
El Ecuador, a la luz de lo señalado, seguirá con atención los desarrollos que se produzcan en torno a la definición de la jerarquía y número de instrumentos jurídicos que se decida sean parte del nuevo proceso de negociación que nace de esta Resolución.


AG/RES. 2678 (XLI-O/11)

PROTECCIÓN DE LOS SOLICITANTES DE LA CONDICIÓN DE REFUGIADO
Y DE LOS REFUGIADOS EN LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 2597 (XL-O/10), AG/RES. 2511 (XXXIX-O/09), AG/RES. 2296 (XXXVII-O/07) y AG/RES. 2402 (XXXVIII-O/08) "La protección de los solicitantes de la condición de refugiado y de los refugiados en las Américas", la resolución AG/RES. 2232 (XXXVI-O/06), "La Protección de los solicitantes de la condición de refugiado, los refugiados y repatriados en las Américas", así como las resoluciones AG/RES. 1762 (XXX-O/00), AG/RES. 1832 (XXXI-O/01), AG/RES. 1892 (XXXII-O/02), AG/RES. 1971 (XXXI1I-O/03) y AG/RES. 2047 (XXXIV-O/04);

RESALTANDO la contribución del continente americano al fortalecimiento de la protección de los solicitantes de la condición de refugiado y refugiados y derecho internacional de los refugiados 

TOMANDO NOTA de que en el año 2011 se cumple el sexagésimo aniversario de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, en la que se enuncian los principios y conceptos fundamentales para la protección internacional de los refugiados, y del proceso conmemorativo iniciado por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), el cual culminará con una reunión a nivel ministerial en el marco de las Naciones Unidas   por celebrarse en Ginebra los días 7 y 8 de diciembre de 2011; 

ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO el hecho de que veintiocho Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) se han adherido a la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y treinta a su Protocolo de 1967, que la mayoría de estos países ha incorporado sus disposiciones en la normativa interna, que Costa Rica, Colombia y Chile adoptaron nuevas disposiciones normativas en materia de protección de refugiados en el ultimo año, que Jamaica adoptó una nueva política sobre refugiados en marzo de 2009 y que México promulgó a principios de 2011 la Ley sobre Refugiados y Protección Complementaria;  

DESTACANDO la importancia del Acuerdo de Cooperación firmado el pasado 12 de noviembre de 2007 entre la Secretaría General de OEA y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) para la promoción del Derecho Internacional de Refugiados en el continente;

RECONOCIENDO el compromiso asumido por los Estados Miembros de la OEA de continuar ofreciendo protección a los solicitantes de la condición de refugiado y a los refugiados, con base en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, así como con la búsqueda de soluciones duraderas para su situación;

DESTACANDO el carácter humanitario y apolítico de la protección internacional de los refugiados; 

ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO el “Encuentro Internacional sobre Protección de Refugiados, Apátridas y Movimientos Migratorios Mixtos en las Américas”, organizado por el Ministerio de Justicia de Brasil el 11 de noviembre de 2010 en Brasilia, en el marco de la celebración del sexagésimo aniversario del ACNUR, y las conmemoraciones del sexagésimo aniversario de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y del quincuagésimo aniversario de la Convención para Reducir los Casos de Apatridia de1961;

TOMANDO NOTA que en dicho Encuentro Internacional se adoptó la Declaración de Brasilia sobre la Protección de Personas Refugiadas y Apátridas en el continente americano, cuyas recomendaciones buscan revitalizar el componente de soluciones duraderas del Plan de Acción de México para Fortalecer la Protección Internacional de los Refugiados en América Latina de 2004, consolidar su aplicación como un enfoque regional para responder a los nuevos retos relacionados con la identificación y protección de refugiados en el contexto de movimientos migratorios mixtos y promover la ratificación de las convenciones sobre la apatridia y la protección de las personas apátridas; 

RECONOCIENDO ADEMÁS los esfuerzos que los países de origen han venido realizando, con el apoyo de la comunidad internacional, para atender las circunstancias que generan flujos de personas que buscan protección internacional como refugiados y la importancia de darles continuidad;

SUBRAYANDO los esfuerzos que, aun en circunstancias socioeconómicas difíciles, realizan algunos países receptores de la región,  para continuar ofreciendo protección a solicitantes de la condición de refugiado y a los refugiados; 

DESTACANDO la importancia de la cooperación internacional, técnica y financiera para atender adecuadamente y encontrar, o en su caso afianzar, soluciones duraderas a la situación de las personas refugiadas y solicitantes de la condición de refugiado, y observando con satisfacción, dentro de este contexto, las firmas de acuerdos entre el ACNUR y varios países de la región dirigidos al mejoramiento de los mecanismos nacionales de protección; y

RECONOCIENDO la responsabilidad de los Estados de brindar protección internacional a los refugiados sobre la base de los principios de solidaridad internacional y responsabilidad compartida.
/
RESUELVE: 

1.
Exhortar a todos los Estados a que defiendan y respeten los principios internacionales de protección de los refugiados, en particular el de la no devolución.

2.
Reconocer y reafirmar, con motivo de su sexagésimo aniversario, la plena vigencia e importancia fundamental de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967 como los principales instrumentos para la protección de los refugiados y reafirmar el compromiso de los Estados Partes de dichos instrumentos de implementar plena y efectivamente las obligaciones contenidas en ellos, de conformidad con su objeto y fin.

3.
Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren, según sea el caso, la firma, ratificación o adhesión de los instrumentos internacionales en materia de refugiados, además de promover la adopción de procedimientos y mecanismos institucionales para su implementación efectiva, de conformidad con los mismos.

4.
Continuar apoyando, con la colaboración de la comunidad internacional y de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), la Declaración y el Plan de Acción de México para Fortalecer la Protección Internacional de los Refugiados en América Latina y, considerando las recomendaciones de la Declaración de Brasilia, revitalizar  la aplicación de sus principios para responder con un enfoque regional a los nuevos retos relacionados con la identificación y protección de refugiados en el contexto de los movimientos migratorios mixtos.

5.
Exhortar a los Estados Miembros y a la comunidad internacional a que colaboren y apoyen el fortalecimiento y la consolidación de los programas de fronteras solidarias, ciudades solidarias y reasentamiento solidario, propuestos en el Plan de Acción de México. En particular, instar a los Estados Miembros a continuar promoviendo acciones para garantizar el disfrute de los derechos de los refugiados, reconociendo los avances alcanzados en el contexto del programa de ciudades solidarias y tomando en consideración los objetivos de la nueva política del ACNUR en esta materia.

6.
Exhortar a todos los Estados Miembros a que participen activamente en el proceso conmemorativo iniciado por el ACNUR y que consideren, de estimarlo conveniente, el asumir compromisos voluntarios, individual o colectivamente, que fortalezcan la protección de los solicitantes de la condición de refugiado y refugiados en el Hemisferio y reflejen las particularidades nacionales y regionales, con miras a ser presentados en la reunión ministerial de diciembre de 2011.

7.
Reafirmar la importancia y el vital papel de la cooperación internacional en la búsqueda y el fortalecimiento de soluciones duraderas para atender la situación de los refugiados y los solicitantes de tal condición, y exhortar a los Estados Miembros y a la comunidad internacional a incrementar la cooperación técnica y económica con los países del Hemisferio receptores de refugiados que así lo requieran, y para que trabajen en cooperación con el ACNUR para brindar protección efectiva a solicitantes de la condición de refugiado y a refugiados dentro de la región. 

8.
Reconocer los esfuerzos y avances positivos que han logrado los Estados de origen y alentarlos a que, en la medida de sus posibilidades, con el apoyo del ACNUR y de la comunidad internacional, continúen realizando esfuerzos para atender las circunstancias que generan flujos de solicitantes de la condición de refugiado.

9.
Reconocer los esfuerzos y avances positivos que han logrado los Estados receptores de refugiados en la región en la aplicación de los mecanismos de protección, de acuerdo con el derecho internacional de los refugiados y los principios internacionales de protección de los refugiados allí incluidos.

10.
Encomendar al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos y con el apoyo del Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría General y la colaboración técnica y financiera del ACNUR organice, antes del cuadragésimo tercer período ordinario de sesiones de la Asamblea General, un curso sobre derecho internacional de los refugiados, dirigido al personal de las Misiones Permanentes de los Estados Miembros, de la Secretaría General y otros interesados. 

11.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución de actividades estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.


1.
…en e la búsqueda y consolidación de soluciones duraderas en esta materia, desea expresar su reserva a lo señalado en este párrafo, en tanto la Delegación de Colombia, entiende que  la responsabilidad compartida es un concepto que se encuentra en elaboración, sobre el cual no existe una posición única en la comunidad internacional y no se encuentra respaldado en obligaciones o compromisos asumidos por Colombia sobre este tema en particular conforme al Derecho Internacional vigente y aplicable en el país.

AG/RES. 2679 (XLI-O/11)
DERECHO A LA LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y EXPRESIÓN Y LA IMPORTANCIA
DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,


VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.4992/09 add. 2, Proyectos de resolución y declaración considerados por el Consejo Permanente y elevados a la consideración del plenario de la Asamblea General);

TOMANDO EN CUENTA las resoluciones AG/RES. 2237 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2287 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2434 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2523 (XXXIX-O/09), “Derecho a la libertad de pensamiento y expresión y la importancia de los medios de comunicación”;

DESTACANDO la Declaración de Santo Domingo: Gobernabilidad y desarrollo en la sociedad del conocimiento [AG/DEC. 46 (XXXVI-O/06)], aprobada el 6 de junio de 2006;

RECORDANDO que el derecho a la libertad de pensamiento y expresión que comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole está reconocido en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (artículo IV), la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 13), la Carta Democrática Interamericana (incluido el artículo 4), la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en otros instrumentos internacionales y constituciones nacionales, así como en la resolución 59 (I) de la Asamblea General de las Naciones Unidas y la resolución 104 adoptada por la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO);

RECORDANDO TAMBIÉN que el artículo IV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre declara que “toda persona tiene derecho a la libertad de investigación, de opinión y de expresión y difusión del pensamiento por cualquier medio”;

RECORDANDO ADEMÁS que el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos dispone que:

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.

2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:

a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o

b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.

3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones.

4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2.

5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional;


RECORDANDO los principios establecidos en la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), de octubre del año 2000;

RECORDANDO los volúmenes pertinentes de los informes anuales de la CIDH correspondientes a los años 2006, 2007, 2008, 2009 y 2010 sobre la libertad de expresión, así como los comentarios realizados por los Estados Miembros en las sesiones de las presentaciones correspondientes;

TOMANDO EN CUENTA las resoluciones 2004/42 y 2005/38, “El Derecho a la Libertad de Opinión y de Expresión”, de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas; y

RECORDANDO la importancia de los estudios y aportes aprobados por la UNESCO en relación con la contribución de los medios de comunicación al fortalecimiento de la paz, la tolerancia y la comprensión internacional, a la promoción de los derechos humanos y a la lucha contra el racismo y la incitación a la guerra,

RESUELVE:

1. Reafirmar el derecho a la libertad de pensamiento y expresión, y hacer un llamamiento a los Estados Miembros a respetar y garantizar el respeto a este derecho, de conformidad con los instrumentos internacionales de derechos humanos aplicables tales como la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, entre otros.
2. Reafirmar que la libertad de expresión y difusión de ideas son fundamentales para el ejercicio de la democracia.

3. Instar a los Estados Miembros a que aseguren, en el marco de los instrumentos internacionales aplicables, el respeto a la libertad de expresión en los medios de comunicación, incluyendo radio y televisión, y en particular, el respeto a la independencia y libertad editorial de los medios de comunicación.

4. Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren firmar y ratificar, ratificar o adherir, según sea el caso, la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

5. Reafirmar que los medios de comunicación libres e independientes son fundamentales para la democracia, para la promoción del pluralismo, la tolerancia y la libertad de pensamiento y expresión, y para la facilitación de un diálogo y un debate libre y abierto entre todos los sectores de la sociedad, sin discriminación de ningún tipo.

6. Instar a los Estados Miembros a que promuevan un enfoque pluralista de la información y múltiples puntos de vista mediante el fomento del pleno ejercicio de la libertad de expresión y de pensamiento, el acceso a los medios de comunicación y la diversidad de propietarios de medios de comunicación, fuentes de información y contenidos a través de, entre otros, sistemas transparentes de concesión de licencias  y, según proceda, reglamentos eficaces que impidan la concentración indebida de la propiedad de los medios de comunicación. 

7. Instar a los Estados Miembros a que consideren la importancia de incluir, en el marco de sus respectivos ordenamientos jurídicos, normativa sobre la creación de medios de comunicación alternativos o comunitarios que asegure su funcionamiento independiente, como una manera de ampliar la difusión de información y opiniones, fortaleciendo así la libertad de expresión  con un enfoque pluralista y considerando criterios democráticos que garanticen una igualdad de oportunidades para todos los individuos en el acceso a los mismos.

8. Instar a los Estados Miembros a que adopten todas las medidas necesarias para evitar las violaciones del derecho a la libertad de pensamiento y expresión, y a que creen las condiciones necesarias con tal propósito, incluso asegurando que la legislación nacional pertinente se ajuste a sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos y se aplique con eficacia. 
9. Instar a los Estados Miembros a examinar sus procedimientos, prácticas y legislación, según sea necesario, para garantizar que toda limitación que se pueda imponer al derecho a la libertad de opinión y expresión esté expresamente fijada por la  ley y sea necesaria para asegurar el respeto a los derechos o la reputación de los demás o para la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. 

10. Reconocer la valiosa contribución de las tecnologías de la información y la comunicación, tales como la Internet, al ejercicio del derecho a la libertad de expresión y a la habilidad de las personas para buscar, recibir y difundir información, así como los aportes que puedan ofrecer en la lucha contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas y contemporáneas de intolerancia, y en la prevención de los abusos contra los derechos humanos.

11. Reiterar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que realice el seguimiento adecuado y la profundización del estudio de los temas contenidos en los volúmenes pertinentes de sus informes anuales correspondientes a los años 2006, 2007, 2008, 2009 y 2010  sobre la libertad de expresión, tomando como base, entre otros, los insumos que sobre la materia reciba de los Estados Miembros. 

12. Invitar a los Estados Miembros a considerar las recomendaciones de la Relatoría Especial de la CIDH para la Libertad de Expresión. 

13. Solicitar al Consejo Permanente que celebre una Reunión de Autoridades Nacionales en esta materia con miras a intercambiar experiencias e información y a comenzar un diálogo político entre los Estados Miembros sobre las nuevas tendencias y debates relacionados con el derecho a la libertad de pensamiento y expresión, la importancia de los medios de comunicación en el Hemisferio y el derecho de toda persona de buscar, recibir y difundir información.  Dicha reunión tendrá además como invitados a los miembros de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la CIDH, incluido el Relator Especial para la Libertad de Expresión, y expertos nacionales de los Estados Miembros, con el fin de que puedan intercambiar experiencias sobre estos temas. 

14. Tomar en consideración los resultados y criterios expresados en las sesiones especiales sobre libertad de pensamiento y expresión, llevadas a cabo en 2008 y 2009 en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos.


15.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 



AG/RES. 2680 (XLI-O/11)

“PROMOCIÓN DE LOS DERECHOS DE LIBERTAD DE REUNIÓN Y DE ASOCIACIÓN
EN LAS AMÉRICAS”
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO EN CUENTA la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención sobre los Derechos del Niño, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que establecen que toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas; 

TENIENDO EN CUENTA las resoluciones AG/RES. 2579 (XL-O/10, “Defensoras y defensores de derechos humanos: Apoyo a las tareas que desarrollan las personas, grupos y organizaciones de la sociedad civil para la promoción y protección de los derechos humanos en las Américas”, AG/RES. 2612 (XL-O/10), “Aumento y fortalecimiento de la participación de la sociedad civil y los actores sociales en las actividades de la Organización de los Estados Americanos y en el proceso de Cumbres de las Américas”, AG/RES. 2344 (XXXVII-O/07), “Participación ciudadana y fortalecimiento de la democracia en las Américas”, AG/RES. 2351 (XXXVII-O/07), “Las organizaciones de la sociedad civil y la protección de los derechos humanos y la promoción de la democracia”, AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03) Aumento y Fortalecimiento de la Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA, CP/RES. 759 (1217/99), “Directrices para la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA”, CP/RES. 840 (1361/03), “Estrategias para incrementar y fortalecer la participación de las organizaciones de sociedad civil en las actividades de la OEA”, y la “Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos”;

REAFIRMANDO que el carácter participativo de la democracia en nuestros países en los diferentes ámbitos de la actividad pública contribuye a la consolidación de los valores democráticos y a la libertad y la solidaridad en el Hemisferio; 
REAFIRMANDO que todo Estado tiene derecho a elegir, sin injerencias externas, su sistema político, económico y social, y a organizarse en la forma que más le convenga, y tiene el deber de no intervenir en los asuntos de otro Estado. Con sujeción a lo arriba dispuesto, los Estados americanos cooperarán ampliamente entre sí y con independencia de la naturaleza de sus sistemas políticos, económicos y sociales;
CONSIDERANDO que la libertad de reunión y asociación pacíficas y de buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio está reconocido en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Carta Democrática Interamericana, así como en la Declaración Universal de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 

Reafirmando que cada Estado tiene el derecho a desenvolver libre y espontáneamente su vida cultural, política y económica. En este libre desenvolvimiento el Estado respetará los derechos de la persona humana y los principios de la moral universal;
REAFIRMANDO que toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas y que nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación; 
REAFIRMANDO que la eliminación de toda forma de discriminación, especialmente la discriminación de genero, étnica y racial, y de las diversas formas de intolerancia, así como la promoción de los DDHH de los pueblos indígenas y los migrantes y el respeto a la diversidad étnica, cultural y religiosa en las Américas, contribuyen al fortalecimiento de la democracia y la participación ciudadana;

REAFIRMANDO el reconocimiento por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos de 1993 que todos los derechos humanos son universales, indivisibles interdependientes y están relacionados entre si, y el llamamiento que hizo a todos los gobiernos para que, en cumplimiento de  sus obligaciones internacionales y teniendo debidamente en cuenta su respectivos sistemas  jurídicos, adoptaran las medidas apropiadas para hacer frente a la intolerancia y otras formas análogas de violencia basadas en la religión o las creencias, en particular las practicas de discriminación contra la mujer y la profanación de lugares religiosos, reconociendo que todo individuo tiene derecho a la libertad de pensamiento conciencia expresión y religión;  

TOMANDO NOTA del reciente nombramiento de un relator especial sobre el derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas por parte del Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, mediante la resolución A/HRC/RES/15/21 aprobada por este mismo consejo;


PREOCUPADA porque en las Américas se presentan situaciones que, directa o indirectamente, impiden o dificultan las tareas  de los gobiernos, de las personas, grupos u organizaciones democráticas independientes que trabajan en la promoción y protección de los derechos humanos y libertades fundamentales; 
RENOVANDO su confianza en el compromiso de todos los países de encontrar vías que permitan lograr el bienestar de sus pueblos y afianzar los valores universales de soberanía, libertad, independencia, paz, solidaridad, el bien común, la convivencia y el imperio de la ley y el respeto de los derechos humanos para ésta y las futuras generaciones y de promover la justicia social y la igualdad jurídica sin discriminación de ningún tipo; 

PREOCUPADA TAMBIÉN por el aumento del número de nuevas leyes restrictivas que regulan la creación y el funcionamiento de las organizaciones no gubernamentales y por cualquier abuso en los procedimientos civiles o penales incoados contra ellos como consecuencia de sus actividades de promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales; 
REAFIRMANDO ASIMISMO que todo Estado americano tiene el deber de respetar los derechos de que disfrutan los demás Estados de acuerdo con el derecho internacional; 
DESTACANDO que los derechos fundamentales de los Estados no son susceptibles de menoscabo en forma alguna; 

RECONOCIENDO:

Que es importante que las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales participen en la consolidación de la democracia en todos los Estados Miembros; 

Que  todos los actores sociales incluidas las organizaciones de la sociedad civil,  pueden contribuir a la labor de los órganos y organismos del sistema interamericano, y 
Que el ejercicio del derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas, concordante con los parámetros establecidos por el derecho internacional, en particular las normas internacionales de derechos humanos, es imprescindible para el pleno goce de esos derechos, sobre todo en el caso de personas que puedan abrazar convicciones religiosas o políticas minoritarias o disidentes, 
RESUELVE:

14. Instar a los Estados Miembros a que se adhieran o  ratifiquen, o ambas, según sea el caso, a la Convención Americana de Derechos Humanos y demás instrumentos del sistema interamericano universal de protección de derechos humanos. 

15. Instar a los Estados Miembros a promover y fomentar diversas formas de participación ciudadana y comunitaria en el proceso de toma de decisiones relativas al desarrollo integral de manera que contribuya a solucionar los problemas que les afectan, a asegurar que los beneficios de la democracia sean compartidos por la sociedad en su conjunto y a fortalecer y consolidar la democracia y los derechos humanos. 
16. Exhortar a los Estados Miembros a que respeten y protejan plenamente el derecho de todas las personas a la libertad de reunión y de asociación pacíficas, y a que adopten todas las medidas necesarias para asegurar que cualquier restricción del libre ejercicio del derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas sea en el marco de las constituciones y leyes nacionales y conforme con las obligaciones que les incumben en virtud de las normas  y convenios internacionales de derechos humanos. 
17. Recomendar a los Estados Miembros la promoción y fortalecimiento de medios alternativos de comunicación e información. 

18. Recomendar una vez más a los Estados Miembros que desarrollen y, en su caso, amplíen las redes de información sobre políticas y programas públicos para que la ciudadanía pueda desempeñar un papel mucho más eficaz con relación al proceso de adopción de decisiones a nivel gubernamental. 
19. Alentar a los Estados Miembros para que se aseguren de que la legislación nacional aplicable, permita que las defensoras y defensores de los derechos humanos y sus organizaciones efectúen su trabajo en un ambiente político libre, transparente y abierto, y en forma congruente con el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario aplicables.  
20. Alentar a todos los actores sociales, incluida la sociedad civil, para que promuevan el goce del derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas, reconociendo que  la sociedad civil  puede  contribuir al logro de los principios y objetivos de la Carta de la OEA.
21. Invitar a la  Secretaría General que continúe apoyando a los Estados Miembros que así lo soliciten en sus esfuerzos por aumentar la capacidad institucional de sus gobiernos para recibir, integrar e incorporar,  cuando proceda, los aportes y las causas  de todos los actores sociales, de ser posible, mediante la utilización de tecnologías de la información y la comunicación.   
22. Encomendar al Consejo Permanente que prepare y convoque a una sesión especial para intercambiar experiencias, puntos de vista y prácticas óptimas que sirvan para promover el derecho a la libertad de reunión y de asociación.

23. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.  La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2681 (XLI-O/11)

AMPLIACIÓN DEL ACCESO A LAS TELECOMUNICACIONES Y LAS TECNOLOGIAS DE LA INFORMACIÓN Y LA COMUNICACIÓN POR MEDIO DEL FORTALECIMIENTO DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE TELECOMUNICACIONES

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

CONSIDERANDO que un amplio acceso a las telecomunicaciones y a las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) es fundamental para fomentar el desarrollo sostenible, la mitigación de la pobreza y la creación de empleo;

TENIENDO PRESENTE la resolución AG/RES. 2545 (XL-O/10), “La promoción de cooperación para el desarrollo y difusión de las tecnologías de la información y la comunicación en las Américas por la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones”, la cual “insta a la CITEL para que siga coordinando la labor de armonización, desarrollo y mejora de las telecomunicaciones y las tecnologías de la información y la comunicación (telecomunicaciones/TIC) y siga proporcionando una plataforma para que formuladores de políticas, reguladores, representantes del sector privado, investigadores, miembros del mundo académico y otras partes interesadas puedan intercambiar opiniones, experiencias y prácticas idóneas sobre esta materia que contribuyan a estimular la inclusión de los países de la región en la sociedad del conocimiento”;

DESTACANDO que la Conferencia Mundial de Desarrollo de las Telecomunicaciones de 2010 de la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT) incluyó “entre las altas prioridades de la UIT el apoyo a las iniciativas de la “Agenda de conectividad para las Américas”, recomendando el uso de mecanismos que contribuyan a alcanzar los resultados necesarios para cada país o región, y la promoción del intercambio de información sobre el avance de la conectividad a nivel global”, y

RECONOCIENDO:

Que la CITEL es la principal plataforma en las Américas en donde los Estados Miembros y el sector privado se reúnen para discutir temas fundamentales sobre telecomunicaciones/TIC y elaborar propuestas interamericanas que se han de presentar en conferencias importantes de la UIT;
Que el desarrollo armonioso y equilibrado de la infraestructura de telecomunicaciones es provechoso tanto para los países desarrollados como para los países en desarrollo

Que es necesario coordinar esfuerzos y crear alianzas con diversos actores, inclusive el sector privado, a fin de lograr un desarrollo armonioso y equilibrado de la infraestructura de telecomunicaciones a nivel nacional y regional en el hemisferio;
Que es necesario seguir promoviendo programas de capacitación a nivel nacional y regional para generar conocimientos sobre las nuevas tecnologías de telecomunicaciones y los asuntos de política y estrategia correspondientes, y
Que, dada la situación financiera de la Organización de los Estados Americanos, los Estados Miembros toman nota con satisfacción de los importantes esfuerzos que realiza la CITEL para racionalizar sus operaciones encaminadas a optimizar el uso de los recursos financieros, y alientan a la CITEL para que continúe realizando estos esfuerzos, en la medida de lo posible, sin menoscabo de sus mandatos y competencias básicas, de conformidad con las resoluciones AG/RES. 2545 (XL-O/10) y AG/RES. 2546 (XL-O/10),
RESUELVE:

1.
Reiterar a la CITEL a que continúe colaborando estrechamente con los Estados Miembros para el intercambio de prácticas óptimas de políticas, tecnologías y estrategias nacionales de las telecomunicaciones y las tecnologías de la información y la comunicación (telecomunicaciones/TIC), y que promueva aún más la utilización de todos los medios apropiados para atender a las áreas rurales, aisladas e insuficientemente servidas.

2.
Invitar a la CITEL a que continúe con sus esfuerzos para racionalizar sus operaciones de conformidad con su mandato y competencias básicas.

3.
Encargar a la CITEL que continúe la promoción de capacidades humanas en la región respecto a los diferentes aspectos del sector de las telecomunicaciones/TIC, asignándole los recursos presupuestarios necesarios.

4.
Instar a los Estados Miembros para que identifiquen formas y medios para apoyar a la CITEL en el cumplimiento de sus mandatos, incluyendo mecanismos para fomentar su mayor participación y la de todas las partes interesadas, incluido el sector privado.


5.
Encargar al Secretario General que siga prestando su apoyo a la CITEL, a fin de facilitar el cumplimiento cabal de sus mandatos.


AG/RES. 2682 (XLI-O/11)

PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR: CONSOLIDACIÓN DE LA RED CONSUMO SEGURO Y SALUD Y CREACIÓN DE UN SISTEMA INTERAMERICANO DE ALERTAS RÁPIDAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)

LA ASAMBLEA GENERAL,

CONSIDERANDO:


Que la Carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA), en su artículo 39, establece que los Estados Miembros deben realizar esfuerzos con el fin de conseguir suministros adecuados y seguros para los consumidores; y

Que en la Cumbre Extraordinaria de las Américas, celebrada en Monterrey, Nuevo León, México, en el año 2004, los Jefes de Estado y de Gobierno acordaron promover la protección de los consumidores, la competencia leal y el perfeccionamiento del funcionamiento de los mercados, a través de marcos regulatorios claros, efectivos y transparentes;

CONSIDERANDO TAMBIÉN la importancia de compartir información y de intercambiar y difundir prácticas óptimas en materia de defensa de los consumidores y protección de la salud entre los órganos y organismos competentes para la mejor integración de las políticas públicas relacionadas con estos temas, así como la relevancia de fortalecer la capacidad de monitoreo y control de los Estados sobre la seguridad de los productos disponibles en el mercado para su consumo o uso;

TOMANDO EN CUENTA:

Que la resolución AG/RES. 2549 (XL-O/10), “Protección al Consumidor: Red Consumo Seguro y Salud en las Américas”, confirió mandato de creación de la Red Consumo Seguro y Salud (RCSS) para las Américas, como primera etapa hacia la implementación de un Sistema Interamericano de Alertas Rápidas (SIAR) sobre seguridad de los productos de consumo;

Que en la resolución AG/RES. 2494 (XXXIX-O/09), “Protección del consumidor”, la Asamblea General solicitó a la Secretaría General que “apoye el fortalecimiento de los mecanismos de cooperación existentes y otras modalidades de actividades conjuntas entre las agencias gubernamentales de protección al consumidor” y que “coordine sus actividades con los de organismos nacionales de defensa del consumidor y otras organizaciones”;

Que, en consecuencia, la Secretaría General, en alianza con la Organización Panamericana de la Salud (OPS), llevó a cabo consultas técnicas sobre la temática de la seguridad de los productos de consumo y su impacto en la salud, en las que se remarcó la importancia de contar con mecanismos de intercambio de información ágiles entre autoridades de la región con competencia en la vigilancia del mercado; y

RECONOCIENDO CON SATISFACCIÓN: 

La coordinación llevada a cabo, anteriormente, por el Departamento de Programas Jurídicos Especiales y en la actualidad por el Departamento de Desarrollo Social y Empleo a los efectos de implementación de la RCSS, así como los esfuerzos del Departamento de Información y Tecnologías para la conformación del portal electrónico de la RCSS, lanzado oficialmente frente al Consejo Permanente el 23 de noviembre de 2010; 

Que, en cumplimiento al mandato de capacitación de autoridades competentes contenido en la resolución AG/RES. 2549 (XL-O/10), se ha realizado con éxito el primer curso de posgrado para la capacitación de autoridades nacionales, además de un taller especializado y que se continuarán celebrando actividades de intercambio de experiencias sobre temas especializados; 

Que, como informó la Secretaría General al Consejo Permanente el 14 de febrero del corriente año, se trata de un ejemplo de coordinación efectiva dentro de la Organización y hacia fuera tanto en el ámbito interamericano como global; y que su implementación con los Estados ha sido multidisciplinaria, involucrando autoridades de protección al consumidor, de salud, metrología, normalización, sociedad civil, entre otras; y

CONCIENTES: 

De la necesidad de continuar reforzando los esfuerzos realizados y aprovechar el entusiasmo con el que la Red Consumo Seguro y Salud fue acogida por las autoridades competentes, para seguir contribuyendo a asegurar la protección adecuada de los consumidores y del derecho a un consumo seguro y saludable; y

De que la creación de un Sistema Interamericano de Alertas Rápidas sobre seguridad de los productos de consumo contribuirá a proteger la salud de los consumidores, a través de la detección rápida y la acción coordinada para evitar el ingreso de productos de consumo inseguros a los mercados americanos;

RESUELVE:

1. Agradecer a la Secretaría General, en especial al Departamento de Desarrollo Social y Empleo y al Departamento de Información y Tecnologías y a la Organización Panamericana de la Salud (OPS), por la rápida puesta en marcha de la Red Consumo Seguro y Salud y sus herramientas de Internet, y por la coordinación de sus actividades complementarias de capacitación e intercambio de experiencias. 
2. Solicitar a la Secretaría General que continúe coordinando acciones con la OPS y otros organismos internacionales, para consolidar a la Red Consumo Seguro y Salud en la región y posicionar a la OEA como un actor de relevancia en el ámbito global en materia de seguridad de los productos de consumo. Asimismo, solicitar a la Secretaria General el diseño e implementación de un Sistema Interamericano de Alertas Rápidas (SIAR) sobre seguridad de los productos de consumo.
3. Solicitar a la Secretaría General que, a efectos de consolidar la Red Consumo Seguro y Salud, promueva e implemente acuerdos de cooperación con organismos subregionales para la creación del SIAR, de manera de aprovechar los avances de dichos organismos y no duplicar esfuerzos en el tema de la seguridad de los productos de consumo.
4. Solicitar a la Secretaría General que, en alianza con organizaciones internacionales de protección a los consumidores, diseñe un plan para fomentar la participación de la sociedad civil y otros actores en la construcción del SIAR.
5. Instar a las autoridades de los Estados miembros que aun no participan en la Red Consumo Seguro y Salud a unirse a ella y a participar activamente de las actividades de capacitación, intercambio de experiencias y la programación de un sistema interamericano de alertas rápidas.  

6. Solicitar a la Secretaría General la creación de un fondo específico de contribuciones voluntarias que se denominará “Fondo Consumo Seguro y Salud”, para apoyar las actividades tendientes a consolidar la Red y a ser administrado por el Departamento de Desarrollo Social y Empleo.

7. Agradecer a los Gobiernos que han contribuido monetariamente y en especie, de manera voluntaria, especialmente a los Gobiernos de Brasil, de los Estados Unidos de América, del Perú, y la a Generalidad de Cataluña, e invitar a los Estados Miembros, Observadores Permanentes y otros donantes a que, una vez creado el fondo mencionado anteriormente, a través de contribuciones voluntarias, respalden las actividades emprendidas por la Secretaría General para la consolidación de la Red Consumo Seguro y Salud y la creación del SIAR. 

8. Solicitar a la Secretaría General que presente los resultados de la implementación de los anteriores mandatos al Consejo Permanente antes del próximo período ordinario de sesiones de la Asamblea General.
AG/RES. 2683 (XLI-O/11)

PROGRAMA INTERAMERICANO SOBRE 
EDUCACIÓN EN VALORES Y PRÁCTICAS DEMOCRÁTICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las resoluciones, AG/RES. 1907 (XXXII-O/02) “Promoción de la Democracia”, AG/RES. 1869 (XXXII-O/02) “Promoción de la Cultura Democrática” AG/RES. 1960 (XXXIII-O/03) “Programa de Gobernabilidad Democrática en las Américas”, AG/RES. 1957 (XXXIII-O/03) “Promoción y Fortalecimiento de la Democracia: Seguimiento a la Carta Democrática Interamericana” AG/RES. 2045 (XXXIV-O/04) “Programa de Gobernabilidad Democrática en las Américas”, AG/RES. 2044 (XXXIV-O/04) “Promoción y Fortalecimiento de la Democracia”, AG/RES. 2119 (XXXV-O/05) “Promoción y Fortalecimiento de la Democracia”, AG/RES. 2164 (XXXVI-O/06) “Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas” AG/RES. 2320 (XXXVII-O/07) “Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas”, AG/RES. 2423 (XXXVIII-O/08) “Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas”, AG/RES. 2481 (XXXIX-O/09) “Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas”, AG/RES. 2571 (XL-O/10) ““Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas” y CIDI/RES. 235 (XV-O/10) “Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas”;

TENIENDO EN CUENTA:

Que en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, los Estados Miembros reafirman que la educación de los pueblos debe orientarse hacia la justicia, la libertad y la paz, y se comprometen a dar importancia primordial, dentro de sus planes de desarrollo, al estímulo de la educación, orientada hacia el mejoramiento integral de la persona humana y como fundamento de la democracia, la justicia social y el progreso;

Que el año 2011 marca el décimo aniversario de la adopción de la Carta Democrática Interamericana, la cual reconoce que la educación es clave para fortalecer las instituciones democráticas, promover el desarrollo del potencial humano y el alivio de la pobreza y fomentar un mayor entendimiento entre los pueblos; y que es esencial que una educación de calidad esté al alcance de todos, incluyendo a las niñas y a las mujeres, a los habitantes de las zonas rurales, y a las minorías;

Que el Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas constituye una de las herramientas para que la OEA continúe desarrollando programas y actividades dirigidos a promover los principios y prácticas democráticas y fortalecer la cultura democrática en el Hemisferio, prestando atención especial al desarrollo de programas y actividades para la educación de la niñez y la juventud como forma de asegurar la permanencia de los valores democráticos, incluidas las libertades fundamentales y la justicia social;

Que en la Declaración contra la Violencia aprobada en la Segunda Reunión de Ministros de Educación, celebrada en Punta del Este, Uruguay, el 24 de septiembre de 2001, los Ministros se comprometieron a enfatizar la no violencia y la cultura de paz dentro de las iniciativas de formación y educación en valores a nivel nacional y subregional, y a impulsar la construcción de un programa hemisférico para la educación en valores democráticos;

Que en la Declaración de Santiago sobre democracia y confianza ciudadana: Un nuevo compromiso de gobernabilidad para las Américas, aprobada durante el trigésimo tercer período ordinario de sesiones de la Asamblea General en junio de 2003, los Ministros de Relaciones Exteriores de los Estados Miembros declararon que “la consolidación de la democracia en la región requiere de una cultura basada en principios y valores democráticos profundos y en la vivencia cotidiana de ellos. Estos valores deben fomentarse a través de una educación para la democracia”;

Que en la Declaración de México, aprobada en la Tercera Reunión Interamericana de Ministros de Educación, celebrada en la Ciudad de México, del 11 al 13 de agosto de 2003, los Ministros reconocieron “la importancia de formar conciencia, cultura y valores democráticos en las presentes y futuras generaciones, así como la de los principios de la Carta Democrática Interamericana”, e instaron a que “se impulse la incorporación de dichos principios en los programas educativos de acuerdo al ordenamiento de cada país”;

Que en la Declaración de Compromiso de Puerto España de la Quinta Cumbre de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno reconocieron que “la educación es un proceso de toda la vida, que promueve la inclusión social y la ciudadanía democrática y permite a la persona contribuir plenamente al desarrollo de la sociedad” y reafirmaron su “compromiso con la Declaración de Medellín de 2008 sobre la Juventud y los Valores Democráticos”; 
/

Que en la Declaración de San Pedro Sula: Hacia una Cultura de la No-Violencia, aprobada durante el trigésimo noveno período ordinario de sesiones de la Asamblea General en junio de 2009, los Ministros de Relaciones Exteriores de los Estados Miembros de la OEA declararon “la importancia de desarrollar e implementar programas educativos, comenzando en los primeros años de formación y educación, tanto en el sistema formal como informal, que promuevan una cultura de paz y no violencia”; y 

Que en la Declaración de Lima: Paz, Seguridad y Cooperación en las Américas, aprobada en el cuadragésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General en junio de 2010, los Ministros de Relaciones Exteriores de los Estados Miembros declararon “su compromiso de continuar fomentando una cultura de paz y promoviendo la educación para la paz en los países de la región, reafirmando nuestra meta de seguir destinando mayores recursos al bienestar de nuestros pueblos”;
Que en la Declaración de Quito, aprobada en la Sexta Reunión Interamericana de Ministros de Educación, celebrada en Quito, Ecuador, del 12 al 14 de agosto de 2009, los ministros se comprometieron a impulsar políticas públicas y programas educativos con el objetivo de lograr una transformación cultural que permita la erradicación de la violencia con énfasis en la violencia intraescolar, intrafamiliar y la ejercida contra la mujer, los y las niñas y los y las jóvenes, debido a una variedad de factores, incluidos los culturales, económicos, sociales, étnicos y políticos;

RECORDANDO:

Que el Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas fue aprobado durante la Cuarta Reunión de Ministros de Educación, en el ámbito del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), celebrada en Scarborough, Trinidad y Tobago, del 10 al 12 de agosto de 2005, para promover una cultura democrática y de no violencia a través de la educación formal y no formal en el Hemisferio, cuya implementación prevé la orientación de un Grupo Asesor integrado por funcionarios de la educación de los Estados Miembros, universitarios y expertos de la sociedad civil, así como por otros interesados pertinentes;

Que en la Declaración de Mar del Plata de la Cuarta Cumbre de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno apoyaron “las recomendaciones contenidas en la Declaración y el Plan de Acción de la Cuarta Reunión de Ministros de Educación” y señalaron que se esforzarán “para que la educación pública sea de calidad en todos los niveles” y promoverán “la alfabetización para asegurar una ciudadanía democrática, fomentar el trabajo decente, luchar contra la pobreza y lograr una mayor inclusión social”;

Que en el Compromiso Hemisférico por la Educación de la Primera Infancia, adoptado en la Quinta Reunión de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI, celebrada en Cartagena de Indias, Colombia, del 14 al 16 de noviembre de 2007, los Ministros hicieron referencia a una educación de calidad para todos que, entre otras cosas, estimule el desarrollo de factores vinculados con la paz, el desarrollo y los derechos humanos, la educación en prácticas y valores democráticos y la protección del medio ambiente; y se comprometieron a “redoblar esfuerzos para seguir avanzando en la construcción de una cultura democrática en nuestro Hemisferio a través de la implementación del Programa Interamericano en Educación en Valores y Prácticas Democráticas, enfatizando que los valores y prácticas propicias a la convivencia pacífica se comienzan a construir desde la primera infancia”; y

Que la Declaración de Medellín, aprobada en la cuarta sesión plenaria de la Asamblea General celebrada en junio de 2008 en la ciudad de Medellín, destaca la importancia de promover oportunidades para que los jóvenes participen de manera significativa en la vida política, económica y cultural, y que los Ministros de Relaciones Exteriores de los Estados Miembros de la OEA declararon su compromiso de promover la educación formal y no formal en valores y prácticas democráticas con el propósito de desarrollar conocimientos y habilidades en la población juvenil para la vida en democracia y para el pleno goce de sus derechos humanos y libertades fundamentales, y solicitaron a la Secretaría General de la OEA que, en colaboración con los Estados Miembros promueva una mayor participación de los y las jóvenes en las actividades establecidas en el marco del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas de la OEA;

TENIENDO PRESENTE:

Que en la Declaración de Quito, aprobada en la Sexta Reunión Interamericana de Ministros de Educación, celebrada en Quito, Ecuador, del 12 al 14 de agosto de 2009, los ministros reconocieron con satisfacción los avances en la implementación del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas, por su contribución al fortalecimiento de la cultura democrática y de la no violencia; y encomendaron a la CIE, con el apoyo de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI), elaborar un Plan de Trabajo 2009 – 2012 con especial atención a líneas de acción tales como el fortalecimiento de estrategias, mecanismos e instancias para promover la participación de los jóvenes,

Que la Séptima Reunión Interamericana de Ministros de Educación tendrá lugar en la República de Suriname el 1 y 2 de marzo de 2012, 

RESUELVE:

1. Destacar la importancia y reconocer los avances en la implementación del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas el cual a través de las acciones realizadas bajo sus tres componentes, investigación, desarrollo profesional e intercambio de información y experiencias, contribuye a lograr una mayor comprensión de las distintas dimensiones de la educación para la democracia en las Américas, apoyar el fortalecimiento de la capacidad en los Estados miembros, y promover la cooperación horizontal en la educación formal y no formal mediante mecanismos y oportunidades para el diálogo y para la divulgación de información sobre temas claves en educación para una ciudadanía democrática en las Américas.

2. Encomendar a la Secretaría General a continuar desarrollando actividades en el marco del Programa tales como el proyecto “Fortalecimiento de Valores y Prácticas Democráticas para el Sostenimiento y Consolidación de la Democracia en el Perú y en América Latina”, actualmente en ejecución en Colombia, Guatemala y Perú; el Fondo de Cooperación para Misiones de Asistencia Técnica del Programa; el proyecto “Educación para la Ciudadanía Democrática en el Caribe: Un Curso para Educadores vía Internet,”el proyecto “El uso de las artes y los medios de comunicación para promover la ciudadanía democrática en la niñez y la juventud”, realizado en colaboración con las Comisiones Interamericanas de Educación (CIE) y de  Cultura (CIC); la Revista Interamericana de Educación para la Democracia; el Proyecto “Armando Paz: Construcción de una Cultura de Paz con los Jóvenes en Centro América a través de las Artes, los Medios y el Diálogo Social”, los cursos en línea, y los demás incluidos en el Plan de Trabajo de la CIE (2010-2012).

3. Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral, informe a los Ministros de Educación de las Américas sobre los avances del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas.

4. Acoger con beneplácito el ofrecimiento de la República de Panamá de ser sede del Foro “El rol de la educación en valores y prácticas democráticas en la sustentabilidad de la democracia en las Américas” en el marco de la conmemoración de décimo aniversario de la Carta Democrática Interamericana. 

5. Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) y de la Secretaría de Asuntos Políticos, continúe apoyando al Consejo Permanente, al CIDI y a los Estados Miembros en el diseño y la ejecución del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas, y que informe regularmente al CIDI y al Consejo Permanente.

6. Encomendar a la Comisión Interamericana de Educación (CIE) que, en colaboración con la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI), la Secretaría de Asuntos Políticos y otros órganos pertinentes del sistema interamericano, lleve a cabo el seguimiento de la ejecución del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas.

7. Agradecer a los Estados Miembros que han contribuido con recursos financieros, logísticos y humanos para el desarrollo de las actividades del Programa.

8. Invitar a los Estados Miembros y a los Observadores Permanentes, así como a las personas o a las entidades públicas y privadas nacionales o internacionales que lo deseen, a que realicen contribuciones voluntarias para respaldar el desarrollo e implementación del Programa, tomando en cuenta el compromiso de los Ministros de Educación en su Sexta Reunión celebrada en Quito, Ecuador, del 12 al 14 de agosto de 2009, de “instar a los organismos de cooperación, desarrollo y financiamiento para que aúnen esfuerzos para respaldar el trabajo multilateral de la CIE aportando nuevos recursos financieros que permitan, en colaboración con los aportes de los Estados miembros y otros socios, implementar los mandatos” que acordaron.

9. Solicitar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral que, con el apoyo de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) informen a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre el cumplimiento de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

NOTA DE PIE DE PÁGINA

1.
……expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.

AG/RES. 2684 (XLI-O/11)

LIBERTAD DE COMERCIO E INVERSIÓN EN EL HEMISFERIO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO la resolución AG/RES. 1364 (XXVI-0/96), "Libertad de comercio e inversión en el Hemisferio", mediante la cual encomendó al Comité Jurídico Interamericano (CJI) que realizara un estudio sobre el tema;

RECONOCIENDO la opinión del CJI (CJI/RES. 11-14/96) en la que se afirma que el Comité concluyó unánimemente que "los fundamentos y la eventual aplicación de la legislación objeto de esta opinión, en las áreas significativas anteriormente descritas, no guardan conformidad con el derecho internacional";

TENIENDO EN CUENTA las resoluciones AG/RES. 1447 (XXVII-0/97), AG/RES. 1532 (XXVIII-O/98), AG/RES. 1614 (XXIX-O/99), AG/RES. 1700 (XXX-O/00), AG/RES. 1826 (XXXI-O/01), AG/RES. 1884 (XXXII-O/02), AG/RES. 1914 (XXXIII-O/03), AG/RES. 1976 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2063 (XXXV-O/05), AG/RES. 2239 (XXXVI-O/06) y AG/RES. 2301 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2376 (XXXVIII-O/08); AG/RES. 2450 (XXXIX-O/09) y AG/RES. 2547 (XL-O/10; y

CONSIDERANDO el informe del Consejo Permanente sobre libertad de comercio e inversión en el Hemisferio (CP/CG-1877/11),

RESUELVE:

1. Tomar nota del informe del Consejo Permanente sobre libertad de comercio e inversión en el Hemisferio, en cumplimiento de la resolución AG/RES. 2547 (XL-O/10.

2. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre los desarrollos relativos a este asunto.

3. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2685 (XLI-O/11)

FORTALECIMIENTO DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE MUJERES

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)

LA ASAMBLEA GENERAL,

RECONOCIENDO la importancia que el Secretario General ha asignado a los temas de la mujer y la igualdad de género, así como el apoyo dado a la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM);

RECORDANDO que se declaró el año 2010 como el Año Interamericano de las Mujeres mediante la resolución AG/RES. 2322 (XXXVII-O/07);

RECONOCIENDO los resultados emanados de la Trigésimo Quinta Asamblea de Delegadas de la Comisión Interamericana de Mujeres celebrada del 3 al 5 de noviembre de 2010 en la Ciudad de México, México, en particular la adopción de la Declaración del Año Interamericano de las Mujeres “Mujeres y poder: por un mundo con igualdad” CIM/DEC. 10 (XXXV-O/10); 

DESTACANDO la celebración del Foro Hemisférico “Liderazgo de las mujeres para la democracia de ciudadanía”, celebrado en la sede de la Organización de los Estados Americanos (OEA) del 2 al 6 de abril de 2011; 

CONSIDERANDO:

Que la resolución AG/RES. 1732 (XXX-O/00), mediante la cual se adoptó el Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género (PIA), solicita a la Secretaría General fortalecer la Secretaría Permanente de la CIM mediante la dotación de los recursos humanos y financieros necesarios, y ayudarla en la captación de fondos de origen privado;

Que las resoluciones AG/RES. 1451 (XXVII-O/97), AG/RES. 1592 (XXVIII-O/98), AG/RES. 1625 (XXIX-O/99), AG/RES. 1777 (XXXI-O/01), AG/RES. 1941 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2021 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2124 (XXXV-O/05), AG/RES. 2161 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2323 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2441 (XXXIX-O/09) y AG/RES. 2560 (XL-O/10) encomiendan reiteradamente a la Secretaría General y el Consejo Permanente que realicen todos los esfuerzos posibles para asignar los recursos técnicos, humanos y financieros a la CIM para fortalecer su capacidad de cumplir con sus crecientes mandatos; y

Que los recursos humanos y financieros asignados a la CIM continúan siendo insuficientes para cumplir en forma efectiva con todos sus mandatos,

RESUELVE:

1. Hacer suya la Declaración del Año Interamericano de las Mujeres “Mujeres y poder: por un mundo con igualdad” CIM/DEC. 10 (XXXV-O/10) adoptada durante la Trigésimo Quinta Asamblea de Delegadas de la Comisión Interamericana de Mujeres celebrada del 3 al 5 de noviembre de 2010 en la Ciudad de México, México y alentar a los Estados Miembros a que apliquen o continúen aplicando efectivamente los compromisos contenidos en este documento. 

2. Reiterar al Secretario General que provea a la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), en su capacidad de organismo especializado de la Organización de los Estados Americanos (OEA), de los recursos humanos y financieros suficientes para fortalecer su capacidad de cumplir con sus crecientes mandatos, especialmente aquellos reconocidos como prioritarios por los Estados Miembros.
3. Instar al Secretario General a que en la solicitud de recursos incluya proyectos y programas de la CIM entre las prioridades que se presenten para la captación de financiamiento de donantes externos, e invitar a los Estados Miembros y a los Observadores Permanentes, y a personas o entidades públicas y privadas nacionales o internacionales que lo deseen, a realizar contribuciones voluntarias para respaldar el desarrollo e implementación de los proyectos y programas de la CIM.
4. Solicitar a los Estados Miembros y Observadores Permanentes que identifiquen formas y medios de apoyar a la CIM en el cumplimiento de sus mandatos, incluida la provisión de recursos humanos.
5. Solicitar al Secretario General que, a través del Consejo Permanente, informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2686 (XLI-O/11)

PREVENCIÓN Y ERRADICACIÓN DE LA EXPLOTACIÓN SEXUAL COMERCIAL, TRÁFICO ILÍCITO Y TRATA DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL, 

TENIENDO PRESENTE: 

Las resoluciones AG/RES. 2548 (XL-O/10) prevención y erradicación de la explotación sexual comercial, tráfico ilícito y trata de niños, niñas y adolescentes; AG/RES. 2486(XXXIX-O/09) “Prevención y erradicación de la  explotación sexual comercial, tráfico ilícito y trata de niños, niñas y adolescentes”,  (AG/RES.  2432 (XXXVIII-O/08) “Prevención y erradicación de la explotación sexual comercial, tráfico ilícito y trata de niños, niñas y adolescentes”, AG/RES. 2348 (XXXVII-O/07), “Esfuerzos de cooperación hemisférica para combatir la trata de personas y Segunda Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas”, AG/RES. 2240 (XXXVI-O/06) “Combate a la  explotación sexual, comercial y tráfico ilícito y trata de niños en el Hemisferio”, AG/RES. 1948 (XXXIII-O/03) “Combate contra la trata de personas, especialmente mujeres, adolescentes y  niños” y todas las otras resoluciones de la Asamblea General sobre el tema de trata de personas”;  

La Declaración y el Plan de Acción de Río de Janeiro para prevenir y detener la  explotación sexual de niños y adolescentes, que emanara del Tercer Congreso Mundial contra la  Explotación Sexual de Niños y Adolescentes, realizado en Río de Janeiro, Brasil, del 25 al 28 de  noviembre de 2008.

Los resultados emanados del XX Congreso Panamericano del Niño, la Niña y  Adolescentes, realizado en Lima, Perú del 23 al 25 de setiembre de 2009, así como  del Primer Foro Panamericano de Niños, Niñas y Adolescentes en el marco del “Programa de Promoción y  Defensa de Derechos Humanos de los  Niños, Niñas y adolescentes”; en especial lo referente a la promoción de la participación de niños, niñas y adolescentes como parte de la estrategia de fortalecimiento ante la Explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes (ESCNNA) y otras formas de violencia sexual

El XII Congreso de Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal realizado en Salvador, Brasil del 12 al 19 de abril de 2010;  

CONSIDERANDO: 

Que en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, los Estados Miembros  reafirman que la educación de los pueblos debe orientarse hacia la justicia, la libertad y la paz, y  promueven el fortalecimiento de la conciencia cívica de los pueblos americanos como uno de  los fundamentos del ejercicio efectivo de la democracia y la observancia de los derechos y  deberes de las personas; 

La importancia de que todos los niños y las niñas tengan acceso a la educación, así como la  importancia de los programas que fomentan el ingreso y permanencia de la población estudiantil  en el sistema escolar y que evite su deserción; y de los programas que brinden apoyo a los niños  que de otra forma serían marginalizados, discriminados, quedarían fuera del acceso a los  programas escolares, incluyendo niños indígenas y de grupos minoritarios, niños con  discapacidades, niños dentro del sector laboral, niños afectados por conflictos y otras emergencias  de carácter humanitario; 

Que la resolución AG/RES. 2240 (XXXVI-O/06) “Combate a la explotación sexual comercial, el tráfico ilícito y la trata de niños, niñas y adolescentes en el Hemisferio” incluye  específicamente al Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN) y a otros organismos de la OEA en la solicitud de que los trabajos en este tema sean coordinados con el  Departamento de Seguridad Pública de la Secretaría General; 

Que la antes mencionada resolución toma en cuenta las Conclusiones y Recomendaciones de la Primera Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de  Personas, realizada en la Isla de Margarita, República Bolivariana de Venezuela, del 14 al 17 de marzo de 2006, las cuales recuerdan “el compromiso de los gobiernos de mejorar la capacidad para identificar, investigar, juzgar y sancionar a los responsables de la trata de personas especialmente mujeres y niños, y brindar una debida asistencia y protección a sus víctimas”; 

Que la resolución AG/RES. 2348 (XXXVII-O/07) “Esfuerzos de cooperación hemisférica para combatir la trata de personas y Segunda Reunión de Autoridades Nacionales en  Materia de Trata de Personas”, manifiesta que “la pobreza, la inequidad y la exclusión social en el  Hemisferio son factores que incrementan la vulnerabilidad de las personas, especialmente de mujeres, niñas y niños, para convertirse en víctimas de la trata cuyos responsables en numerosas ocasiones forman parte de grupos delictivos organizados, que operan tanto a nivel interno como transnacional”; y

TENIENDO EN CUENTA las conclusiones y recomendaciones de la Segunda Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas, co-auspiciada por los gobiernos de la  República Argentina y la República Oriental del  Uruguay, realizada en la Ciudad de Buenos  Aires, los días 25, 26 y 27 de marzo de 2009, en las cuales se presentó la necesidad de visualizar  la acción negativa del denominado Cliente o Usuario de la Trata con fines de Explotación Sexual; y en la Octava Reunión de Ministros de Justicia u otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas, celebrada el 26 de febrero de 2010, en la ciudad de Brasilia, República Federativa de Brasil, en cuyo documento final se alienta a los Estados Miembros a  considerar, en el marco de sus respectivas legislaciones nacionales, la penalización u otras formas  que resulten apropiadas, del denominado Cliente, Consumidor o Usuario de la Trata con Fines de  Explotación Sexual y otras formas de explotación de personas; 

ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO la aprobación de la resolución AG/RES. 2551 (XL-O/10), “Plan de trabajo contra la trata de personas en el Hemisferio occidental”, en la que se propone que los Estados Miembros lleven a cabo actividades encaminadas a prevenir la trata de niños, niñas y adolescentes, y a brindar protección y atención a los niños, niñas y adolescentes víctimas.

TENIENDO PRESENTE que el Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN) aprobó en Cartagena de Indias el Plan de Acción 2007-2011, en el cual se enfatiza su tarea de contribuir al fortalecimiento de las capacidades de los Estados para la protección de los derechos de la niñez y adolescencia ante diferentes amenazas, entre ellas la explotación sexual comercial de niñas, niños y adolescentes (ESCNNA). 

RECORDANDO las resoluciones aprobadas por el Consejo Directivo del IIN en relación con la prevención y erradicación de la explotación sexual comercial infantil, tráfico ilícito y trata  de niños, niñas y adolescentes, particularmente la resolución CD/RES. 10 (82-R/07), adoptada en  ocasión de la Octogésimo Segunda Reunión Ordinaria celebrada los días 26 y 27 de julio de 2007  en Cartagena de Indias, Colombia, que estableció el “Programa Interamericano para la Prevención y Erradicación de la Explotación Sexual Comercial, Tráfico Ilícito y Trata de Niños, 3 Niñas y Adolescentes”, y encomendó a la Directora General del IIN el desarrollo de una  propuesta de trabajo conjunto en el marco de esta iniciativa, al tiempo que respaldó la creación de  un observatorio sobre este tema; 

RECONOCIENDO: 

Los avances ya realizados en el IIN en el cumplimiento de sus mandatos en el marco de la implementación del Plan de Acción 2007-2011, los cuales han sido notificados a través de sus  Informes Anuales a la Asamblea General y al Consejo Permanente; y  que] la Secretaría General ha estado implementando durante varios años programas para  combatir la trata de personas y tiene personal dedicado a esta tarea; 
TENIENDO PRESENTE que a la fecha el IIN ha estado implementado un Programa Interamericano para la Prevención y Erradicación de la Explotación Sexual Comercial, Tráfico  Ilícito y Trata de Niños, Niñas y Adolescentes, el que incluye tres áreas de trabajo, a saber: área 1 - Recopilación y actualización de información acerca de la temática de ESCNNA en la región y ponerla a disposición de los Estados Parte; área 2 – Generación de información y conocimiento sobre el tema de ESCNNA que contribuya a los Estados Parte en el diseño e implementación de sus políticas y acciones destinadas al abordaje de esta problemática; área 3 - Formación de recursos humanos y asistencia técnica especializada a los Estados Parte. 
RESUELVE: 

1. Tomar nota de los avances producidos en la implementación del “Programa  Interamericano para la Prevención y Erradicación  de la Explotación Sexual Comercial, Tráfico  Ilícito y Trata de Niños, Niñas y Adolescentes” en sus tres componentes, e instar al IIN a continuar desarrollando profundizando el  referido Programa, de acuerdo a la planificación establecida en el mismo. 

2. Invitar al IIN a que considere actualizar el mencionado Programa, con miras a incluir la prevención y la erradicación de todas las formas de explotación sexual de niños, niñas y adolescentes.

3. Encomendar al Secretario General continúe coordinando el desarrollo de este programa directamente con el IIN, la  Secretaría de  Seguridad Multidimensional y la Secretaría Ejecutiva de Desarrollo Integral (SEDI) en lo que sea  pertinente, especialmente promoviendo la implementación de un sistema de información articulado que incluya datos técnicos que sirvan de base a la toma de decisiones conjuntas, además de contar con el apoyo y asesoría de otros órganos y organismos competentes  de la Organización de los Estados Americanos (OEA). 

4.
Promover y fortalecer la cooperación horizontal en materia de armonización de la legislación, metodologías, proyectos, programas y buenas prácticas.

5.
Promover y fortalecer la cooperación técnica y el intercambio de información en  metodologías, proyectos, programas y buenas prácticas.
6.
Solicitar al IIN que trabaje en conjunto con la Secretaría de Seguridad Multidimensional en el desarrollo e implementación de las medidas contenidas en el Plan de Trabajo contra la Trata de Personas en el Hemisferio Occidental, contando con el apoyo y asesoría de otros organismos del sistema interamericano y agencias internacionales.

7.
Reconocer el trabajo realizado por el Instituto Interamericano para la actualización del Observatorio sobre Prevención y Erradicación de la Explotación Sexual  Comercial, Tráfico Ilícito y Trata de Niños, Niñas y Adolescentes, incluido en el área de trabajo 1 del Programa Interamericano y la edición del boletín virtual denominado AnnaObserva que permite a los Estados obtener información actualizada periódicamente sobre esta temática. Del mismo modo como parte del área de trabajo 3 del referido programa se reconocen y valoran las nuevas modalidades puestas en práctica por el IIN, en coordinación con varios de los Estados miembros para la formación de recursos humanos capacitados  y fortalecimiento de las capacidades técnicas institucionales, específicamente en esta materia, instando al IIN a continuar desarrollando esas modalidades.

8. Tomar nota de que dentro de las estrategias de generación de información e intercambio de experiencias se realizó, los días 23 y 24 de agosto de 2010 en San José, Costa Rica, el I encuentro regional sobre “Prevención, Protección y Restitución de Derechos frente a la explotación sexual comercial de niñas, niños y adolescentes (ESCNNA): Experiencias para pensar”, con la colaboración y apoyo del Patronato Nacional de la Infancia PANI, el que dio lugar a la publicación bilingüe “Buenas prácticas para la prevención, protección y restitución de derechos frente a la Explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes] (ESCNNA). 

9. Promover encuentros regionales y hemisféricos para compartir buenas prácticas, en atención integral, prevención y legislación.

10. Acoger con satisfacción la continuidad y actualización del portal titulado “Nuestra voz a colores” dirigido al estimulo de la participación infantil y adolescente en materia de políticas públicas que les atañen, en concordancia con las recomendaciones del Tercer Congreso Mundial contra la Explotación Sexual de Menores y Adolescentes.  Dicho portal se inscribe como una herramienta novedosa en el marco de la OEA, donde por primera vez se abre un espacio exclusivo y permanente a la participación de la niñez. 
11. Tomar conocimiento de la relación de cooperación del IIN con las Comisiones Nacionales contra la Explotación Sexual de los distintos Estados del Sistema Interamericano, contando a la fecha con enlaces técnicos en 20 de los 33 Estados Miembros activos de la OEA, e instar al IIN a continuar reforzando esa relación, y ampliarla hasta contar con enlaces técnicos en todos los Estados Miembros de la OEA.

12. Solicitar al IIN que continúe brindando asesoramiento a los Estados Miembros que así lo soliciten en sus esfuerzos por adoptar o enmendar la normativa interna destinada a  combatir la explotación sexual comercial, el  tráfico ilícito y la trata de niños, niñas y  adolescentes, incluida la legislación referida  a las autorizaciones de viaje y los controles migratorios, así como también en la formación y asistencia técnica a las  Comisiones Nacionales a los otros organismos que encaran la prevención, la erradicación de este  delito, la protección de las víctimas, así como de la aplicación de la ley.

13. Expresar su preocupación por las nuevas modalidades que toma la ESCNNA, en especial mediante la utilización de las nuevas tecnologías, valorando en este sentido, los resultados del debate temático del 20 período de sesiones de la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal que tuvo lugar en Viena, Austria, del 11 al 15 de abril de 2011, cuyo tema principal fue “Proteger a los niños en la era digital: el uso indebido de la tecnología en el abuso y la explotación de los niños; el aporte realizado por el IIN en ocasión del X Informe al Secretario General, que contiene un riguroso estudio sobre el tema del que se desprenden recomendaciones para los Estados Miembros. Dicho estudio forma parte del área de trabajo 2 del Programa Interamericano, el que se refiere a la generación de información y conocimiento. 

14. Exhortar a los Estados Miembros, Observadores Permanentes, organismos financieros internacionales, organizaciones regionales, subregionales y organizaciones de la  sociedad civil a que contribuyan al financiamiento de este Programa y al fondo específico del  Observatorio sobre Prevención y Erradicación de la Explotación Sexual Comercial, Tráfico Ilícito  y Trata de Niños, Niñas y Adolescentes. 

15.  Instar a los Estados Miembros, que aún no lo han hecho, a que consideren la firma y ratificación o adhesión, según sea el caso, de los instrumentos internacionales que guardan relación con el combate a la explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes y con la  lucha contra el tráfico ilícito y la trata de niños, niñas y adolescentes, entre ellos, la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo), adoptada en 2000, y su Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas especialmente mujeres y niños, adoptado en 2000, y el Protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire, adoptado en el año  2000, la Convención sobre los Derechos del Niño, adoptado en 1989, y su Protocolo Facultativo relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, adoptado en 2000, la Convención sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción  Internacional de Menores, adoptada en 1980, la Convención Interamericana sobre el Tráfico Internacional de Menores, adoptada en 1994 y la Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores, adoptada en 1989, e instar a los Estados Parte a que tomen las medidas necesarias para cumplir oportunamente con las obligaciones contenidas en dichos instrumentos. 

16. Promover entre los Estados Miembros la adopción y puesta en ejecución de  procedimientos conjuntos de repatriación en condiciones de de niños, niñas y adolescentes víctimas de trata, que definan los procedimientos a seguir por los gobiernos como garantes del interés superior de los niños, niñas y adolescentes y con base en los principios consagrados en el marco jurídico nacional y el derecho internacional aplicable. 

17. Exhortar a los Estados Miembros a que se establezcan y, según sea el caso, fortalezcan los programas de atención integral e interdisciplinaria a niñas, niños y adolescentes víctimas de la  explotación sexual comercial, y trata,  en particular aquellos que adquirieron el VIH/SIDA, y de los niños involucrados en el tráfico, así como las medidas a considerar para la plena vigencia de sus derechos. 

18. Solicitar al IIN que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 


AG/RES. 2687 (XLI-O/11)

PROMOCIÓN DE LA RESPONSABILIDAD SOCIAL DE LAS EMPRESAS 
EN EL HEMISFERIO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)

LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO EN CUENTA la resolución AG/RES. 2336 (XXXVII-O/07), “Promoción de la responsabilidad social de las empresas en el Hemisferio”; 

RECORDANDO las resoluciones anteriores en torno al tema de la promoción de la responsabilidad social de las empresas en el Hemisferio, AG/RES. 1871 (XXXII-O/02), AG/RES. 1953 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2013 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2123 (XXXV-O/05), AG/RES. 2194 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2483 (XXXIX-O/09) y AG/RES. 2554 (XL-O/10); 

TENIENDO PRESENTE el compromiso asumido por los Jefes de Estado y de Gobierno en la Declaración de Mar del Plata, en la cual reconocieron que “el crecimiento económico sostenido, con equidad e inclusión social, es una condición indispensable para crear empleo, enfrentar la pobreza extrema y superar la desigualdad en el Hemisferio. Para ello, es necesario mejorar la transparencia y el clima de inversión en nuestros países, acrecentar el capital humano, estimular el aumento de los ingresos y mejorar su distribución, promover la responsabilidad social de las empresas y alentar tanto el espíritu de empresa como una vigorosa actividad empresarial”; 

TOMANDO EN CONSIDERACIÓN que el sector privado, las organizaciones de la sociedad civil, los pueblos indígenas, las comunidades locales organizadas y las instituciones académicas, entre otros, desempeñan un papel importante y pueden beneficiarse de los esfuerzos que realizan los Estados Miembros para promover y alentar la responsabilidad social de las empresas; 

RECONOCIENDO que los Estados Miembros son responsables de la buena gestión pública y de la promoción y aplicación de leyes que satisfagan las necesidades de sus ciudadanos; 

RECONOCIENDO ADEMÁS que si bien las empresas y la sociedad civil y otros actores sociales, desempeñan un papel importante y comparten la responsabilidad de promover y respetar la observancia de los derechos humanos en el contexto de sus actividades, corresponde a los gobiernos la responsabilidad de conservar el Estado de derecho y cumplir con sus obligaciones con respecto a los derechos humanos; 

RECONOCIENDO que el apoyo a los derechos humanos, el respeto a los principios de los estándares laborales y ambientales, y la lucha contra la corrupción, entre otros, delineadas en el Pacto Mundial de las Naciones Unidas, son principios que las empresas, los gobiernos y la sociedad civil, entre otros, deberían promover en conjunto;
TENIENDO EN CUENTA el papel que pueden desempeñar las alianzas entre los sectores público y privado para la erradicación de la pobreza y el hambre en poblaciones vulnerables, así como para la implementación de estrategias nacionales y planes de acción gubernamentales para el mejoramiento de los servicios sociales, y que ambos sectores deben esforzarse por fortalecer prácticas sostenibles para el cumplimiento de tales objetivos; 

TOMANDO EN CONSIDERACIÓN que varios foros multilaterales, incluido el Grupo de los Ocho (G8), el Foro de Cooperación Económica Asia-Pacífico (APEC), la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), la Cumbre de las Américas y la Organización de las Naciones Unidas, están tomando medidas para fomentar y promover prácticas de responsabilidad social de las empresas; 

RECONOCIENDO TAMBIÉN los esfuerzos continuos del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y del Banco Mundial para fomentar y promover buenas prácticas corporativas entre las partes interesadas y los gobiernos; 

HACIENDO ÉNFASIS en que una conducta empresarial responsable y transparente, manifestada en la observancia de leyes y reglamentos nacionales aplicables y de directrices y principios reconocidos en el ámbito internacional relativos a la responsabilidad social de las empresas (RSE), como los identificados en el párrafo 8 de la presente resolución, entre otros, refuerza los efectos positivos de las inversiones locales y extranjeras en el desarrollo sostenible; 

TENIENDO PRESENTE que una gestión corporativa responsable y transparente es cada vez más reconocida por los consumidores, inversionistas y los socios empresariales, y que estas buenas políticas y prácticas corporativas seguirán siendo un aspecto importante en la forma como se hacen los negocios en el siglo XXI, para empresas de todo tamaño y en cualquier actividad; y

TOMANDO EN CONSIDERACIÓN TAMBIÉN la implementación por parte de la Organización de los Estados Americanos, a través de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral, de los programas para RSE para pequeñas y medianas empresas y otras partes interesadas, 

RESUELVE:

1.
Tomar nota de la realización de la VIII Conferencia Interamericana sobre Responsabilidad Social de la Empresa por parte del Banco Interamericano de Desarrollo, celebrada en Asunción, Paraguay, del 24 al 26 de mayo de 2011, 

2.
Tomar nota asimismo de la realización de los talleres regionales y mesas redondas sobre la responsabilidad social de las empresas organizados por la SEDI de la OEA, incluido el taller “Herramientas para alcanzar una gestión empresarial ambientalmente responsable: del diagnóstico a la evaluación” y la mesa redonda con el título “El rol de los diferentes actores involucrados en la implementación de la responsabilidad social empresarial”, celebrados respectivamente tanto en Lima, Perú, el 4 de junio de 2010, como en Santiago, Chile, los días 27 y 28 de julio de 2010. 

3.
Alentar a los Estados Miembros para que apoyen los programas e iniciativas de la OEA/SEDI para la promoción de la RSE, los cuales contribuyen al intercambio de información y al desarrollo de capacidades sobre la RSE en las comunidades empresariales, inclusive en organizaciones locales dedicadas a la RSE. 


4.
Alentar a los Estados Miembros para que además consideren las oportunidades de capacitación y asesoría a fin de que las pequeñas y medianas empresas participen en las iniciativas de RSE, a través de eventos como el taller regional sobre “Promoción de la responsabilidad social en las pequeñas y medianas empresas en el sector turístico del Caribe”, celebrado en Saint George's, Grenada, los días 8 y 9 de septiembre de 2010. 

5.
Instruir a la Secretaría General para que a través de la SEDI informe a los Estados Miembros, con anticipación, sobre los programas e iniciativas en materia de RSE que pretende desarrollar para la implementación de la presente resolución, contribuyendo así al intercambio de información sobre el tema.

6.
Alentar el diálogo entre los cuerpos legislativos y el sector privado sobre el tema de la responsabilidad social empresarial mediante eventos tales como la “Responsabilidad social y la gestión parlamentaria en América Latina”, celebrado en Costa Rica, los días 8 y 9 de diciembre de 2010. 

7.
Instar a los gobiernos de los Estados Miembros para que promuevan programas e iniciativas sobre la responsabilidad social de las empresas, con especial énfasis en cadenas de valor y en la participación de la comunidad, y para que adquieran mayores conocimientos sobre los actuales principios y lineamientos voluntarios reconocidos internacionalmente, así como sobre las iniciativas del sector privado en esta área, y para que apoyen y se sumen a la puesta en práctica de tales principios e iniciativas. 

8.
Instar también a los Estados Miembros para que promuevan el uso de iniciativas, herramientas y mejores prácticas aplicables en materia de responsabilidad social de las empresas, incluidas, según corresponda, las Directrices para las Empresas Multinacionales de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), la Declaración Tripartita de Principios sobre las Empresas Multinacionales y la Política Social de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el Pacto Mundial de las Naciones Unidas y los Principios Voluntarios sobre Seguridad y Derechos Humanos y los principios contenidos en la resolución de la OIT sobre la Promoción de las Empresas Sostenibles, y todos aquellos relacionados con el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio de las Naciones Unidas. 

9.
Invitar a los Estados Miembros a que promuevan mejores prácticas entre las empresas, según corresponda, en materia de protección del medio ambiente y el entorno social con la participación de las partes interesadas, en particular en los sectores de la extracción de recursos naturales y manufactura, a que promuevan los Principios Voluntarios sobre Seguridad y Derechos Humanos y a que consideren participar en la Iniciativa para la Transparencia en las Industrias Extractivas (EITI). 

10. Invitar a los Estados Miembros a que apoyen las iniciativas tendientes a fortalecer sus capacidades para la gestión y desarrollo de los recursos naturales de manera ecológicamente sostenible y con responsabilidad social. 

11. Alentar a los Estados Miembros y al sector privado a que sigan promoviendo la responsabilidad social de las empresas en el contexto de crisis económicas internacionales.
/ 

12.
Solicitar al Secretario General que, a través de la SEDI, acompañe los esfuerzos del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el Banco Mundial y otros organismos internacionales y regionales, como la Organización Latinoamericana de Minería (OLAMI) y la Asociación Regional de Empresas del Sector Petróleo, Gas y Biocombustibles en Latinoamérica y el Caribe (ARPEL), que contribuyen al intercambio de información y al desarrollo de capacidades sobre principios y directrices internacionalmente reconocidos existentes, de manera que los Estados Miembros estén en condiciones de promover iniciativas sobre RSE entre sus propias comunidades empresariales. 

13.
Solicitar al CIDI que, con el apoyo de la SEDI, informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

AG/RES. 2688 (XLI-O/11)

APOYO AL COLOQUIO REGIONAL PARA MUJERES LÍDERES

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General, en particular en lo que se refiere al Coloquio Regional para Mujeres Líderes (AG/doc. 5217/11);

AFIRMANDO que la igualdad de género es un componente esencial de la democracia y que en la Carta Democrática Interamericana se establece que “los Estados promoverán la plena e igualitaria participación de las mujeres en las estructuras políticas de sus respectivos países como elemento fundamental para la promoción y ejercicio de la cultura democrática”; 

CONSIDERANDO:

Que en la Quinta Cumbre de las Américas, celebrada en Puerto España, Trinidad y Tobago, del 17 al 19 de abril de 2011, los Jefes de Estado y de Gobierno se comprometieron a fomentar “la participación plena e igualitaria de las mujeres en la vida política y las estructuras de toma de decisiones en nuestros países, a todos los niveles, a través de leyes y políticas públicas que promuevan el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales de las mujeres, la igualdad, la equidad y la paridad de género”; y 

Que en la Quinta Cumbre de las Américas los Jefes de Estado y de Gobierno también “reconocieron la importancia de considerar las necesidades diferenciadas de mujeres y hombres para promover y asegurar la integración transversal de la perspectiva de género en las políticas, planes y programas nacionales y hemisféricos que se implementen en los ámbitos político, económico, social y cultural”;


RECORDANDO la resolución AG/RES. 2561 (XL-O/10), “Promoción de los derechos humanos de la mujer y la equidad e igualdad de género”, en la que instó a los Estados Miembros para que “continúen sus esfuerzos para formular políticas públicas, fortalecer los mecanismos institucionales para el avance de las niñas, jóvenes y mujeres, y garantizar el cumplimiento de las leyes que promuevan el respeto de sus derechos humanos y la equidad e igualdad de género, incluida la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres a todos los niveles”;
TENIENDO PRESENTE:

Que en el Primer Foro Hemisférico “Liderazgo de las mujeres para la democracia de ciudadanía” –organizado por la Secretaría de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), del 4 al 6 de abril de 2011, Washington, D. C., se reconocieron los avances en la promoción de los derechos humanos de las mujeres y su liderazgo en las Américas, así como la necesidad de lograr una mayor participación de las mujeres en la toma de decisiones en los órganos políticos; 

Que en el Programa Bienal de Trabajo 2011-2012 de la CIM se incluye la dedicación de esfuerzos hacia la capacitación y desarrollo de habilidades para las profesionales en los Estados Miembros en el ejercicio del liderazgo en los procesos de diálogo, creación de consensos y diseño de políticas e identificación de áreas para colaborar, hacer contactos y establecer alianzas con organismos internacionales de cooperación que tratan el tema de los derechos de la mujer y la igualdad de género; y

CONSCIENTE de la importancia de ir más allá de los incrementos numéricos de la participación de las mujeres en los cargos políticos para abordar además la representación cualitativa de los temas de la mujer en todos los aspectos de la vida pública, incluida la representación de los derechos e intereses de las mujeres en la agenda política nacional;

TOMANDO EN CUENTA:

Que en el Plan Estratégico de la CIM 2011-2016 se identifica como uno de sus objetivos el establecer a la CIM como un “foro hemisférico para dialogar, debatir, intercambiar y generar agendas sobre igualdad de género y derechos de la mujer en la construcción de una democracia de ciudadanía, así como establecer puentes dentro del Hemisferio que creen las sinergias e impulsen acciones para el cambio en la arena política”; y

Que también en el Plan Estratégico de la CIM 2011-2016, la CIM expresa su objetivo de fortalecer la capacidad de las mujeres para ejercer el liderazgo democrático y, al hacerlo, abogar por establecer políticas públicas con perspectiva de género;

ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO la decisión de Trinidad y Tobago de ser sede del Coloquio Regional para Mujeres Líderes, a celebrarse durante tres días en junio de 2011 en Puerto España, con el objetivo de fortalecer las capacidades de las mujeres líderes en las Américas para abogar por una reforma política, inclusive una mayor representación de las mujeres en la toma de decisiones en los órganos políticos y la adopción e implementación de leyes de cuotas eficaces; y

TOMANDO NOTA de que dicho coloquio incluirá un programa de capacitación para fomentar la participación de las mujeres en cargos de liderazgo para que aboguen por la igualdad de género en diversas esferas y que este programa de capacitación se llevará a cabo con la colaboración de la Organización de los Estados Americanos, la Entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad entre los Géneros y el Empoderamiento de las Mujeres (ONU-Mujeres), el Instituto Caribeño para la Mujer en el Liderazgo (CIWIL) y la Secretaría del Commonwealth, 

RESUELVE:

1. Felicitar a la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) por la exitosa celebración del Primer Foro Hemisférico “Liderazgo de las mujeres para la democracia de ciudadanía”, y alentar a la CIM para que continúe sus esfuerzos por abogar por los derechos humanos de la mujer y la igualdad de género. 

2. Agradecer a la CIM por haber aceptado ofrecer apoyo técnico para el Coloquio Regional para Mujeres Líderes, a celebrarse en junio de 2011, en Trinidad y Tobago. 

3. Alentar a todos los Estados Miembros para que participen en el Coloquio Regional para Mujeres Líderes a fin de continuar abordando los desafíos que obstaculizan el liderazgo de la mujer en las Américas en todos los ámbitos. 

4. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2689 (XLI-O/11)

PROMOCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LA MUJER Y LA EQUIDAD
E IGUALDAD DE GÉNERO
/
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,
VISTOS:

El informe del Secretario General sobre la implementación del Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género (PIA) (CP/CG-1856/11 corr. 2); y

Las resoluciones AG/RES. 1777 (XXXI-O/01), AG/RES. 1853 (XXXII-O/02), AG/RES. 1941 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2023 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2124 (XXXV-O/05), AG/RES. 2192 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2324 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2425 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2454 (XXXIX-O/09) y AG/RES. 2561 (XL-O/10) , en las que se toma nota de los informes presentados por el Secretario General sobre el cumplimiento del PIA y de los resultados de las acciones emprendidas en este sentido por los órganos, organismos y entidades de la OEA, reflejados en dichos informes; 
RECORDANDO:

Que con la adopción del Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género (PIA), mediante la resolución AG/RES. 1732 (XXX-O/00), los Gobiernos del Hemisferio se comprometieron a desarrollar estrategias decisivas para integrar la perspectiva de género en todas las esferas de la vida pública como una forma para alcanzar la meta final de promover y proteger los derechos humanos de la mujer y la equidad e igualdad de género, y lograr la igualdad de derechos y oportunidades entre mujeres y hombres; y

Que foros internacionales como las Cumbres de las Américas, la Conferencia Especial sobre Seguridad, celebrada en México, y la Cumbre de las Américas sobre Desarrollo Sostenible, celebrada en Bolivia, han reiterado el mandato de promover la equidad e igualdad de género en todas las áreas; y

CONSIDERANDO:

Los esfuerzos que ha realizado el Secretario General, con el apoyo de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), para lanzar el Programa de Género de la OEA y para asegurar que todos los funcionarios de esta Organización, en particular los altos funcionarios en puestos gerenciales y los funcionarios nuevos que trabajen en áreas prioritarias, se les dé la oportunidad de familiarizarse más y desarrollar sus capacidades en temas de género; y

El papel de la CIM como organismo asesor técnico del Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres (GRIC) en todos los aspectos de la equidad e igualdad de género y la importancia de la CIM en el seguimiento de las recomendaciones relevantes de la Cumbre y en la preparación de la Sexta Cumbre de las Américas,

RESUELVE:

1. Tomar nota y agradecer el décimo informe del Secretario General sobre la implementación del Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género (PIA), presentado en cumplimiento de la resolución AG/RES. 2561 (XL-O/10), e instarlo a que continúe con su divulgación e implementación.

2. Reafirmar su apoyo al trabajo desarrollado por la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) como principal foro generador de políticas hemisféricas sobre igualdad de género y derechos de la mujer, y continuar apoyando sus esfuerzos en el seguimiento e implementación del PIA, incluidas medidas y recomendaciones para seguir integrando la perspectiva de género en las reuniones ministeriales de trabajo, justicia, educación, desarrollo social, ciencia y tecnología, y desarrollo sostenible, en los asuntos relacionados con el liderazgo, migración, violencia y consolidación de la paz, desastres naturales, entre otros, así como en el seguimiento de los mandatos del proceso de Cumbres de las Américas.

3. Reiterar al Consejo Permanente que, en cumplimiento de los mandatos recibidos de esta Asamblea General, las Cumbres de las Américas y el PIA, continúe sus esfuerzos para integrar la perspectiva de género en el trabajo de sus comisiones especiales, grupos de trabajo, resoluciones, actividades e iniciativas, según sea el caso, para asegurar que las mismas beneficien de manera igualitaria y equitativa a mujeres y hombres.

4. Alentar a los Estados Miembros a que:

a. continúen sus esfuerzos para formular políticas públicas, fortalecer los mecanismos institucionales para el avance de las niñas, jóvenes y mujeres, y garantizar el cumplimiento de las leyes que promuevan el respeto de sus derechos humanos y la equidad e igualdad de género, incluida la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres a todos los niveles;

b. inicien o continúen, según su legislación interna y cuando corresponda, la recopilación de estadísticas y el análisis de datos desagregados por sexo y raza en todos los sectores, con el fin de comprender mejor y abordar el impacto diferenciado de las políticas, programas y proyectos en poblaciones específicas, incluyendo entre otros, a niñas, jóvenes, mujeres adultas; mayores, con discapacidad, indígenas y afrodescendientes.

c. apoyen a la CIM en la identificación de áreas nuevas y emergentes para ser incluidas en el PIA, dentro del marco de los cuatro pilares de la OEA, conforme a la disponibilidad de recursos financieros, y colaboren con la CIM en el desarrollo de metodologías para abordarlos, y

d. continúen aplicando los compromisos contraídos en la Declaración del Año Interamericano de las Mujeres “Mujer y poder: por un mundo con igualdad” CIM/DEC. 10 (XXXV-O/10) adoptada en la Trigésimo Quinta Asamblea General de Delegadas de la CIM celebrada en México del 3 al 5 de noviembre de 2010.

5. Instar al Secretario General a que:

a. convoque para el último trimestre de 2011 en la sede de la OEA la Cuarta Reunión de Ministras o Autoridades al más Alto Nivel Responsables de las Políticas de las Mujeres en los Estados Miembros (REMIM IV). 

b. continúe promoviendo y trabajando, con el apoyo de la CIM, en la plena implementación del PIA con el fin de lograr la integración de la perspectiva de género en todos los programas, acciones y políticas de la OEA.

c. solicite a los órganos, organismos y entidades de la Organización que en sus informes anuales a la Asamblea General incluyan las iniciativas realizadas para integrar la perspectiva de género en sus políticas, programas, proyectos y actividades, y que envíen esa información a la CIM para que sea incluida en el informe anual a la Asamblea General que se elabora en seguimiento de esta resolución; y

d. continúe implementando, con el apoyo de la CIM, el Programa de Género de la OEA y dé prioridad, cuando asigne recursos externos, a las actividades que faciliten su expansión.

6. Solicitar al Consejo Permanente que, en coordinación con la CIM, informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación del PIA y de esta resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

NOTA A PIE DE PÁGINA

1.
…de la familia, la maternidad y el matrimonio; igualmente que, al referirse a la igualdad y equidad de género, el mismo se circunscriba al hombre y la mujer”.
AG/RES. 2690 (XLI-O/11)

ATENCION DE LOS FLUJOS MIGRATORIOS EN LAS AMÉRICAS CON PERSPECTIVA
DE DERECHOS HUMANOS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECONOCIENDO la importancia de abordar el tema migratorio desde una concepción integral que  permita establecer políticas migratorias nacionales basadas en el pleno respeto a los derechos humanos de los migrantes y sus familias y en los principios de tolerancia, solidaridad, , igualdad de género, justicia, inclusión y equidad social, entre otros. 

DESTACANDO que la Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce que los derechos esenciales de todas las personas no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana.

TENIENDO EN CUENTA las recomendaciones del Taller sobre Flujos Migratorios extracontinentales en las Américas, celebrado en el marco de la Comisión Especial de Asuntos Migratorios (CEAM), el 6 de abril, de 2010, con el apoyo del Programa de Migración y Desarrollo (MIDE) del Departamento de Desarrollo Social y Empleo de la OEA, las cuales reconocen que los flujos migratorios deben ser analizados desde una perspectiva integral,  teniendo en cuenta las disposiciones pertinentes del derecho internacional, en particular el derecho internacional de los derechos humanos y con miras a fomentar la cooperación internacional. 

RESUELVE:

1. Apoyar aquellos mecanismos de consulta entre la OEA, otros organismos internacionales y los procesos sub-regionales de consulta para analizar los flujos migratorios de una manera integral, siempre desde la perspectiva del derecho internacional de los derechos humanos, a fin de potenciar la cooperación sobre el tema. 

2. Invitar a la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) a celebrar talleres subregionales dirigidos a capacitar a las autoridades nacionales, en particular a los funcionarios encargados de la gestión migratoria; y a continuar cooperando con los Estados Miembros de la OEA interesados.
3. Encomendar al Consejo Permanente  antes del cuadragésimo segundo periodo ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización, que organice en el marco de la Comisión Especial de Asuntos Migratorios (CEAM), con el apoyo del Programa de Migración y Desarrollo (MIDE) del Departamento de Desarrollo Social y Empleo de la Organización de los Estados Americanos (OEA),  un seminario taller sobre temas migratorios que incluya el seguimiento a las recomendaciones del taller sobre flujos migratorios extra continentales en las Américas del 6 de abril de 2010.
4. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.

5. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2691 (XLI-O/11)

APOYO A LA LABOR DE LA COMISIÓN DEL MAR CARIBE

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL

TOMANDO NOTA de la resolución 65/155, “Hacia el desarrollo sostenible del Mar Caribe para las generaciones presentes y futuras”, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de diciembre de 2010;

RECONOCIENDO que el Mar Caribe tiene una singular biodiversidad y ecosistemas sumamente frágiles;

TENIENDO EN CUENTA el hecho de que la mayoría de las economías del Caribe dependen en gran medida de sus áreas costeras así como de su entorno marino en general para la consecución de sus metas de desarrollo sostenible;

RECONOCIENDO los esfuerzos de la Asociación de Estados del Caribe para la concepción e implementación de iniciativas regionales destinadas a promover la conservación y gestión sostenible de los recursos costeros y marítimos;

RECORDANDO TAMBIÉN el Convenio para la Protección y el Desarrollo del Medio Marino en la Región del Gran Caribe, firmado en Cartagena de Indias, el 24 de marzo de 1983, y sus protocolos que, entre otras cosas, disponen un marco para que las partes contratantes tomen todas las medidas adecuadas, de conformidad con el derecho internacional y con arreglo a este Convenio y a aquellos de sus protocolos en vigor en los cuales sean partes, para prevenir, reducir y controlar la contaminación de la zona de aplicación del Convenio y para asegurar una ordenación racional del medio, utilizando a estos efectos los medios más viables de que dispongan y en la medida de sus posibilidades.

RECORDANDO que la Asociación de Estados del Caribe creó la Comisión del Mar Caribe con el objeto de promover y controlar el uso sostenible del Mar Caribe; y

TOMANDO NOTA de que la labor de la Comisión del Mar Caribe incluye componentes científicos y técnicos, así como los relacionados con la gestión pública y las actividades de divulgación, los cuales hacen énfasis en los recursos marinos vivos de la Región del Gran Caribe, incluidos los vínculos con tales sectores productivos como la pesca, el turismo y el transporte, y considerando las amenazas que plantea el cambio climático, así como el papel del mar como sumidero de carbono,

RESUELVE:

1. Alentar a los Estados Miembros a que apoyen, en la medida de lo posible, a la Comisión del Mar Caribe en su trabajo. 

2. Invitar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral y a la Secretaría de Asuntos Jurídicos, según corresponda, a que apoyen a la Comisión del Mar Caribe en la movilización de recursos financieros, el desarrollo de capacidades, el desarrollo de cooperación técnica y tecnológica y el intercambio de experiencias en el área en la que participa activamente la Comisión.

3. Invitar a la Asociación de Estados del Caribe a que presenten al Secretario General un informe sobre los avances logrados en la implementación de la presente resolución, para la consideración de la Asamblea General, en su cuadragésimo tercer período ordinario de sesiones.

4. Solicitar al Consejo Permanente y al Secretario General que informen a la Asamblea General, en su cuadragésimo tercer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.

5. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.


AG/RES. 2692 (XLI-O/11)

MECANISMO DE SEGUIMIENTO DE LA IMPLEMENTACIÓN DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER, “CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las resoluciones AG/RES. 2162 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2330 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2371 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2451 (XXXIX-O/09) y AG/RES. 2544 (XL-O/10), “Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Convención de Belém do Pará”;

TOMANDO NOTA del informe del Consejo Permanente sobre la puesta en marcha del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (MESECVI) (CP/CG-1855/11 corr. 1) y su addendum 1, referido a los resultados de la Tercera Conferencia de Estados Parte del MESECVI;

RECORDANDO que la Convención de Belém do Pará, adoptada en 1994 y ratificada a la fecha por treinta y dos Estados Miembros de la OEA, es el primer instrumento jurídico internacional vinculante específico sobre violencia basada en género, por el cual sus Estados Parte se comprometieron a implementar políticas, leyes y programas de acción orientados a la erradicación de la violencia contra  las mujeres;

RECORDANDO que el Estatuto del MESECVI establece que el Mecanismo está conformado por la Conferencia de los Estados Parte y por el Comité de Expertas/os (CEVI), y que la Secretaría de ambos es la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos a través de la Secretaría Permanente de la Comisión Interamericana de Mujeres y con el asesoramiento, cuando corresponda, de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos;
TENIENDO PRESENTE que durante la tercera Conferencia de Estados Parte del MESECVI, realizada en Antigua, Guatemala el 24 y 25 de marzo de 2011, los Estados Parte concluyeron formalmente la Primera Ronda de Evaluación Multilateral, y adoptaron el Informe de Seguimiento de las Recomendaciones del CEVI a los gobiernos (documento MESECVI-III/doc.57/11), el cual se eleva ante la Asamblea General de la OEA en el addendum 1 al informe del Consejo Permanente sobre la puesta en marcha del MESECVI;
TENIENDO PRESENTE ASIMISMO que la Conferencia acordó medidas para el fortalecimiento del Mecanismo, las cuales se encuentran en el addendum 2 al informe arriba citado del Consejo Permanente sobre la puesta en marcha del MESECVI; y
NOTANDO CON PREOCUPACIÓN que, desde su creación, los recursos humanos y financieros con los que cuenta la Secretaría Técnica del MESECVI no son suficientes para garantizar su funcionamiento estable, pleno y efectivo, y que las contribuciones financieras realizadas hasta la fecha no aseguran el desarrollo de un proceso mediante el cual el MESECVI pueda prestar apoyo técnico a los gobiernos que lo necesitan y lo han solicitado,

RESUELVE:

1. Tomar nota del informe del Consejo Permanente sobre las actividades desarrolladas por el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, “Convención de Belém do Pará” (MESECVI) (CP/CG-1855/11 corr. 1) y sus addendums 1 y 2, con los resultados mas destacados de la Tercera Conferencia de Estados Parte del MESECVI.

2. Hacer suyos los acuerdos de la Tercera Conferencia de Estados Parte del MESECVI, así como el Informe de Seguimiento de las Recomendaciones del CEVI a los gobiernos, y reiterar su compromiso con el fortalecimiento del MESECVI y el avance de la Segunda Ronda de Evaluación Multilateral.

3. Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que den pronta consideración a la ratificación o adhesión, según sea el caso, de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, “Convención de Belém do Pará”.

4. Invitar nuevamente a todos los Estados Parte, así como, a los que no son parte de la Convención, Observadores Permanentes, muchos de los cuales cuentan con leyes y programas amplios para combatir la violencia contra la mujer, organismos financieros internacionales, sociedad civil y sector privado, a hacer contribuciones voluntarias al fondo específico creado para financiar el funcionamiento del MESECVI o hacer otro tipo de contribuciones, tales como: proveer de recursos humanos al Mecanismo a fin de poder cumplir con el cronograma de trabajo y garantizar su óptimo funcionamiento, servir de sede para las reuniones internacionales que se requieran, realizar talleres e intercambiar experiencias y buenas prácticas.

5. Agradecer al Gobierno de México por su aportación financiera anual al fondo específico del Mecanismo, así como a los gobiernos de Argentina, Trinidad y Tobago y Venezuela que aportaron a dicho fondo durante el año 2010; de igual forma extender su agradecimiento al gobierno de Costa Rica por haber sido sede de la VI Reunión del Comité de Expertas del MESECVI, que tuvo lugar en San José del 22 al 24 de agosto de 2010 y al gobierno de Guatemala por haber sido sede de la Tercera Conferencia de Estados Partes del MESECVI, que tuvo lugar en Antigua los días 24 y 25 de marzo de 2011.

6. Invitar a los Estados Parte de la Convención a que faciliten la participación de las expertas/os en las reuniones del Comité de Expertas/os (CEVI) y que designen, aquellos que aún no lo hayan hecho, a su experta/o y autoridad nacional competente.

7. Instar a los Estados Parte a difundir ampliamente incluso mediante los medios de comunicación, los objetivos e importancia del MESECVI así como continuar divulgando los informes y recomendaciones del CEVI producto de la Primera Ronda de Evaluación Multilateral entre los organismos públicos y la sociedad civil en su conjunto.

8. Solicitar al Secretario General que, de conformidad con los recursos financieros disponibles, asigne los recursos humanos, técnicos y financieros necesarios para que la CIM pueda continuar apoyando la implementación del MESECVI.

9. Reiterar su reconocimiento a la Secretaría Permanente de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) por el apoyo brindado a los Estados Parte en el proceso de implementación del MESECVI y agradecer el importante papel que ha desempeñado la Secretaría Técnica del Mecanismo para contribuir al cumplimiento de los objetivos de la Convención de Belém do Pará.

10. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.

11. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2693 (XLI-O/11)

RECONOCIMIENTO Y PROMOCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS Y LAS AFRODESCENDIENTES EN LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)

LA ASAMBLEA GENERAL,


RECORDANDO la resolución AG/RES. 2550 (XL-O/10), “Reconocimiento del Año Internacional de los Afrodescendientes”, la cual reconoce la resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas 64/169 que proclama el 2011 como el Año Internacional de los Afrodescendientes; y la sesión extraordinaria del Consejo Permanente de la Organización de los Estados Americanos (OEA), el 15 de marzo de 2011, para celebrar el Año Internacional de los Afrodescendientes; y 

TENIENDO PRESENTE:

Que la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece entre sus principios el reconocimiento de los derechos fundamentales de la persona humana sin hacer distinción de raza, nacionalidad, credo o sexo; 

Que la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre establece que todos los hombres nacen libres e iguales en dignidad y derechos sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna; y 

Que la Carta Democrática Interamericana señala que el respeto a la diversidad étnica, cultural y religiosa en las Américas contribuye al fortalecimiento de la democracia y la participación ciudadana; 

Que, en reconocimiento de la discriminación racial que persiste en contra de las personas de ascendencia africana en las Américas, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) estableció en febrero de 2005 una Relatoría sobre Derechos de los Afrodescendientes y contra la Discriminación Racial con el objetivo de promover el reconocimiento y los derechos de los mismos;  
RECORDANDO las disposiciones pertinentes relativas a los afrodescendientes contenidas en las declaraciones de las Cumbres de las Américas así como en la Declaración de la Conferencia Regional de las Américas (Preparatoria de la Tercera Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia), realizada en Santiago de Chile en el año 2000 y la conferencia de America Latina y el Caribe Preparatoria para la Conferencia de Revisión de Durban, realizada en Brasilia, 2008. 

RECORDANDO TAMBIÉN la Declaración y Programa de Acción de Viena, aprobado por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos en 1993, y la Declaración y Programa de Acción de Durban, aprobado por la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las formas Conexas de Intolerancia en 2001 y la Conferencia de Revisión de Durban, realizada en Ginebra de 2009. 

REAFIRMANDO el firme compromiso de los Estados Miembros para enfrentar, a través de los distintos mecanismos, el flagelo del racismo, la discriminación y la intolerancia en sus sociedades, como un problema que afecta a la sociedad en general. 

Tomando nota de los esfuerzos de los Estados Miembros por avanzar en la elaboración de un “Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y toda forma de Discriminación e Intolerancia”. 

CONSIDERANDO que los países de África y las Américas, en el marco de foros bilaterales y multilaterales, se han comprometido a fomentar iniciativas regionales e interregionales para promover la democracia, los derechos humanos, el Estado de derecho, la erradicación de la pobreza, el hambre, la desigualdad y la exclusión social a través del intercambio de experiencias entre sus organizaciones regionales y subregionales, incluidas la Unión Africana y la Organización de los Estados Americanos, en asuntos relativos al fortalecimiento de la democracia y al desarrollo integral en los ámbitos regional e interregional, 
RESUELVE:

1. Reafirmar la importancia de la plena participación libre y en igualdad de condiciones de las y los afrodescendientes en todos los aspectos de la vida política, económica, social y cultural en los países de las Américas. 

2. Tomar nota de la labor de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y de su Relatoría sobre Derechos de los Afrodescendientes y contra la Discriminación Racial, así como la labor de la Secretaría General que buscan  promover y proteger los derechos de los afrodescendientes en los Estados Miembros.

3. Condenar las prácticas de racismo, discriminación e intolerancia de la que son víctimas las y los afrodescendientes en el Hemisferio, e instar a los Estados para que adopten las medidas necesarias para abordar y combatir dichas prácticas 

4. Reiterar las instrucciones dadas al Consejo Permanente mediante la resolución AG/RES. 2550 (XL-O/10) de que convoque una segunda sesión extraordinaria sobre la cooperación entre las Américas y África, con la participación del cuerpo diplomático africano y representantes de la Comisión de la Unión Africana así como los representantes permanentes ante la Organización de los Estados Americanos. 
5. Encargar al Consejo Permanente que incluya en su agenda, antes del cuadragésimo segundo periodo ordinario de sesiones de la Asamblea General, el tema de los Afrodescendientes en las Américas. 

6. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. 

7. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 


AG/RES. 2694 (XLI-O/11)

PROMOCIÓN Y FORTALECIMIENTO DE LA DEMOCRACIA:
SEGUIMIENTO DE LA CARTA DEMOCRÁTICA INTERAMERICANA

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)
LA ASAMBLEA GENERAL,

REAFIRMANDO las disposiciones y los propósitos y principios fundamentales identificados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos;

COMPARTIENDO la convicción expresada en la Declaración de la Cumbre de la Unión de Latinoamérica y el Caribe de que la democracia es una de las más preciadas conquistas de nuestra región, y que la transmisión pacífica del poder por vías constitucionales y con apego a los preceptos constitucionales de cada uno de nuestros Estados es producto de un proceso continuo e irreversible sobre el que la región no admite interrupciones ni retrocesos;

CONSCIENTE de que la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece en su preámbulo “que la democracia representativa es condición indispensable para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región” y establece que uno de los propósitos esenciales de la Organización es “promover y consolidar la democracia representativa dentro del principio de la no intervención”;

CONSCIENTES TAMBIÉN de que la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece que “Todo Estado tiene derecho a elegir, sin injerencias externas, su sistema político, económico y social, y a organizarse en la forma que más le convenga, y tiene el deber de no intervenir en los asuntos de otro Estado. Con sujeción a lo arriba dispuesto, los Estados americanos cooperarán ampliamente entre sí y con independencia de la naturaleza de sus sistemas políticos, económicos y sociales;”.

RECORDANDO que la Carta Democrática Interamericana establece que “los pueblos de América tienen derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de promoverla y defenderla” y que “la democracia es esencial para el desarrollo social, político y económico de los pueblos de las Américas”;

RECORDANDO TAMBIÉN que la Carta Democrática Interamericana reafirma que la promoción y protección de los derechos humanos es condición fundamental para la existencia de una sociedad democrática y reconoce la importancia que tiene el continuo desarrollo y fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos para la consolidación de la democracia;
CONSCIENTE de que el artículo 34 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece que “los Estados Miembros convienen en que la igualdad de oportunidades, la eliminación de la pobreza crítica y la distribución equitativa de la riqueza y del ingreso, así como la plena participación de sus pueblos en las decisiones relativas a su propio desarrollo son, entre otros, objetivos básicos del desarrollo integral”;

RECONOCIENDO que la Carta Democrática Interamericana establece que “son elementos esenciales de la democracia representativa, entre otros, el respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales; el acceso al poder y su ejercicio con sujeción al Estado de derecho; la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio universal y secreto como expresión de la soberanía del pueblo; el régimen plural de partidos y organizaciones políticas; y la separación e independencia de los poderes públicos”;

REAFIRMANDO que el carácter participativo de la democracia en nuestros países en los diferentes ámbitos de la actividad pública contribuye a la consolidación de los valores democráticos y a la libertad y la solidaridad en el Hemisferio;

RECONOCIENDO TAMBIÉN la importancia de que la OEA continúe desarrollando programas y actividades dirigidos a promover los principios y prácticas democráticas y fortalecer la cultura democrática en el Hemisferio, y la conveniencia de que la OEA mantenga consultas y cooperación continúa con los Estados Miembros, 

RECORDANDO que la Carta Democrática Interamericana establece que “la promoción y observancia de los derechos económicos, sociales y culturales son consustanciales al desarrollo integral, al crecimiento económico con equidad y a la consolidación de la democracia en los Estados del Hemisferio”;
TENIENDO PRESENTE que la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre Derechos Humanos expresan los valores y principios de libertad, igualdad y justicia social, que son inherentes a la democracia;

RECORDANDO que la Carta Democrática Interamericana señala que “la participación de la ciudadanía en las decisiones relativas a su propio desarrollo es un derecho y una responsabilidad. Es también una condición necesaria para el pleno y efectivo ejercicio de la democracia. Promover y fomentar diversas formas de participación fortalece la democracia”.

TENIENDO EN CUENTA las resoluciones AG/RES. 1957 (XXXIII-O/03) “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana”, AG/RES. 2154 (XXXV-O/05) “Promoción de la cooperación regional para la aplicación de la Carta Democrática Interamericana”, AG/RES. 2251 (XXXVI-O/06) “Promoción de la cooperación regional para la aplicación de la Carta Democrática Interamericana en ocasión de su quinto aniversario”, AG/RES. 2327 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2422 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2480 (XXXIX-O/09) y  AG/RES. 2555 (XL-O/10) “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana”.  

VISTOS los informes del Consejo Permanente sobre la implementación de las resoluciones AG/RES. 2044 (XXXIV-O/04) y AG/RES. 2045 (XXXIV-O/04), CP/doc.4024/05 y CP/CISC-182/05, respectivamente, la resolución AG/RES. 2119 (XXXV-O/05) y los informes del Secretario General sobre la implementación de las resoluciones AG/RES. 1993 (XXXIV-O/04), CP/CISC-174/05, y la AG/RES. 2327 (XXXVII-O/07), así como la implementación de la resolución AG/RES. 2422 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2555 (XL-O/10);
TOMANDO NOTA de que en la Declaración de Mar del Plata, “Crear trabajo para enfrentar la pobreza y fortalecer la gobernabilidad democrática”, emanada de la Cuarta Cumbre de las Américas, se reafirmó el “compromiso de combatir la pobreza, la desigualdad, el hambre y la exclusión social para elevar las condiciones de vida de nuestros pueblos y reforzar la gobernabilidad democrática en las Américas”;

RECORDANDO que en la Declaración de Mar del Plata, los Jefes de Estado y de Gobierno reiteraron su “compromiso con la Carta de la Organización de los Estados Americanos y la Carta Democrática Interamericana” y reafirmaron su “resolución de fortalecer su plena y efectiva implementación”;

RECORDANDO TAMBIÉN que en la Declaración de Compromiso de Puerto España,
/ “Asegurar el futuro de nuestros ciudadanos promoviendo la prosperidad humana, la seguridad energética y la sostenibilidad ambiental”, emanada de la Quinta Cumbre de las Américas, las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno reafirmaron su compromiso de mantener “los principios de la Carta Democrática Interamericana” y de aplicarla plenamente;

CONSIDERANDO que en la Declaración de Nuevo León de la Cumbre Extraordinaria de las Américas se reafirmó el compromiso hemisférico con la democracia y se reiteró el compromiso con la plena aplicación de la Carta Democrática Interamericana, la cual constituye un elemento de identidad regional y, proyectada internacionalmente, representa una contribución hemisférica a la comunidad de naciones; y también se reconoció que la corrupción y la impunidad debilitan las instituciones públicas y privadas, erosionan los valores sociales, menoscaban el Estado de derecho y distorsionan las economías y la asignación de recursos para el desarrollo;

REAFIRMANDO la solidaridad y la cooperación interamericana como una forma efectiva de promover y fortalecer la gobernabilidad democrática en los respectivos países; y
TOMANDO NOTA, ASIMISMO, del inicio del diálogo sobre la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática, previsto en el párrafo 14 de la Resolución AG/RES. 2555 (XL-O/10) “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana”.

RESUELVE:


1.
Continuar promoviendo la cooperación democrática a fin de respaldar a los Estados Miembros que así lo soliciten en sus esfuerzos por fortalecer las instituciones, valores, prácticas y gobernabilidad democráticos, combatir la corrupción, mejorar el Estado de derecho, lograr el pleno ejercicio de los derechos humanos y reducir la pobreza, la desigualdad y la exclusión social.


2.
Reafirmar que la promoción y protección de los derechos humanos constituyen una condición previa para una sociedad democrática y que es importante continuar desarrollando y fortaleciendo el sistema interamericano de derechos humanos.


3.
Reconocer la importancia de promover los principios, valores y prácticas de la cultura democrática, y solicitar a la Secretaría General que continúe apoyando este objetivo a través de programas de capacitación para promover los principios, valores y prácticas de la cultura democrática, de acuerdo con los artículos 26 y 27 de la Carta Democrática Interamericana. 


4.
Reafirmar, en lo que resulte aplicable, los mandatos contenidos en la resolución AG/RES. 2555 (XL-O/10) “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana” y, en este sentido, reiterar la solicitud al Secretario General de que presente un informe al Consejo Permanente en todos los casos en que su actuación sea prevista por la Carta de la Organización de los Estados Americanos y por la Carta Democrática Interamericana.

5.
Destacar la contribución fundamental de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en el fortalecimiento y desarrollo de los procesos y sistemas electorales en los Estados Miembros, a través de las misiones de observación electoral de la OEA y la asesoría en materia electoral y la cooperación técnica, a solicitud de un Estado Miembro y de conformidad con la Declaración de Principios para la Observación Electoral Internacional.


6.
Solicitar a la Secretaría General que brinde asistencia a los Estados Miembros que así lo soliciten para la implementación de las recomendaciones contenidas en los informes de las misiones de observación electoral de la OEA.


7.
Invitar a los donantes, a través de la Secretaría General, a coordinar su apoyo a las misiones de observación electoral de la OEA a fin de facilitar la planificación de dichas misiones.


8.
Recomendar a la Secretaría General que apoye la modernización y el fortalecimiento de las instituciones democráticas en los Estados Miembros que así lo soliciten y promueva la cooperación y el diálogo entre estas instituciones como medio para la creación de capacidades y el intercambio de experiencias, incluso en materia de tecnologías de la información y la comunicación y gobierno electrónico. 


9.
Solicitar a la Secretaría General y a los Estados Miembros que continúen promoviendo el debate hemisférico en torno a temas relacionados con la gobernabilidad democrática, mediante el diálogo, foros y seminarios.


10.
Reconocer el importante papel de la participación de todos los sectores de la sociedad, incluida la sociedad civil, en la consolidación de la democracia, dado que dicha participación constituye uno de los elementos vitales para el éxito de las políticas de desarrollo,  y encomendar al Consejo Permanente que convoque a la sesión extraordinaria, prevista en el párrafo 13 de la Resolución AG/RES 2555 (XL-O/10), a más tardar en noviembre del 2011.


11.
Encomendar al Consejo Permanente que continúe el diálogo sobre la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana, previsto en el párrafo 14 de la resolución  AG/RES. 2555 (XL-O/10) y que en el 2011, año del décimo aniversario de la adopción de dicha Carta, elabore su informe final sobre los resultados o avances del mismo.
12.
Solicitar a la Secretaría General que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

1.
…su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.


AG/RES. 2695 (XLI-O/11)

CARTA SOCIAL DE LAS AMÉRICAS: RENOVACIÓN DEL
COMPROMISO HEMISFÉRICO DEL COMBATE A LA POBREZA EN LA REGIÓN

(Aprobado en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS:

Las resoluciones AG/RES. 2056 (XXXIV-O/04) y AG/RES. 2139 (XXXV-O/05), “Proyecto de Carta Social de las Américas: Renovación del compromiso hemisférico del combate a la pobreza extrema en la región”, AG/RES. 2241 (XXXVI-O/06), “Carta Social de las Américas: Renovación del compromiso hemisférico del combate a la pobreza extrema en la región”, AG/RES. 2278 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2363 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2449 (XXXIX-O/09) y AG/RES. 2542 (XL/O/10) “Carta Social de las Américas: Renovación del compromiso hemisférico del combate a la pobreza en la región”; y

El informe sobre la implementación de la resolución AG/RES. 2452 (XL-O/10), contenido en el documento CP/doc.4649/11; y

CONSIDERANDO que la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece como uno de sus propósitos esenciales erradicar la pobreza crítica que constituye un obstáculo al pleno desarrollo democrático de los pueblos del Hemisferio;

TENIENDO PRESENTE:

Que la Carta Democrática Interamericana establece que la democracia es esencial para el desarrollo social, político y económico de los pueblos de las Américas;

Que la Carta Democrática Interamericana señala igualmente que la pobreza, el analfabetismo y los bajos niveles de desarrollo humano son factores que inciden negativamente en la consolidación de la democracia; y

Que la promoción y observancia de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales son consustanciales al desarrollo integral y al crecimiento económico con equidad;

RECORDANDO las Declaraciones de las Cumbres de las Américas, la Declaración de Margarita sobre pobreza, equidad e inclusión social, el Consenso de Monterrey y otros documentos pertinentes de la Organización de los Estados Americanos;

TOMANDO EN CUENTA que la eliminación de la pobreza crítica es parte esencial de la promoción y consolidación del ordenamiento democrático y que constituye responsabilidad común y compartida de los Estados americanos;

TENIENDO PRESENTE que los Jefes de Estado y de Gobierno de las Américas, mediante la Declaración de Mar del Plata, aprobada en la Cuarta Cumbre de las Américas, y la Declaración de Compromiso de Puerto España de la Quinta Cumbre de las Américas, reiteraron su apoyo a los objetivos de la Carta Social de las Américas y su Plan de Acción; 
RECORDANDO la propuesta de la República Bolivariana de Venezuela de que, una vez concluidos los trabajos sobre la Carta Social de las Américas y su Plan de Acción, se celebre un período extraordinario de sesiones de la Asamblea General para su aprobación;

ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO el ofrecimiento de la República Bolivariana de Venezuela para ser sede del referido período extraordinario de sesiones de la Asamblea General;

REAFIRMANDO el compromiso moral y político del combate a la pobreza en la región; y

CONVENCIDA, por ello, de la imperiosa necesidad de realizar todos los esfuerzos que se requieran para avanzar más rápidamente en la elaboración de la Carta Social de las Américas y su Plan de Acción,

RESUELVE:

1. Acoger con beneplácito el informe sobre la implementación de la resolución AG/RES. 2542 (XL-O/10), “Carta Social de las Américas: Renovación del compromiso hemisférico del combate a la pobreza en la región”, el cual refleja el progreso sustantivo en el trabajo de redacción de la Carta Social de las Américas realizado por el Grupo de Trabajo Conjunto del Consejo Permanente y la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) sobre el Proyecto de Carta Social de las Américas, en cumplimiento del mandato contenido en dicha resolución.

2. Renovar el compromiso asumido y encomendado al Grupo de Trabajo Conjunto del Consejo Permanente y la CEPCIDI de que trabaje intensamente a fin de terminar las negociaciones del Proyecto de Carta Social de las Américas y su Plan de Acción, y expresar la sincera voluntad política de todos nuestros países de concluir y aprobar dichos documentos antes de fines de 2011.

3. Reiterar el mandato al Consejo Permanente y la CEPCIDI para que preparen conjuntamente un Proyecto de Carta Social de las Américas y un Plan de Acción que incluya los principios de desarrollo social y establezca metas y objetivos específicos que refuercen los instrumentos existentes en la Organización de los Estados Americanos sobre democracia, desarrollo integral y combate a la pobreza.
4. Encomendar a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral que elabore la propuesta del proyecto de Plan de Acción, concebido para alcanzar metas específicas y realizables, a partir de mandatos existentes y siguiendo la estructura de la Carta Social de las Américas, a ser presentado a la consideración de los Estados Miembros.

5. Encomendar al Consejo Permanente que, una vez concluido el proceso de negociaciones, considere convocar un período extraordinario de sesiones de la Asamblea General, teniendo en cuenta el ofrecimiento de la República Bolivariana de Venezuela de ser sede del mismo, para la adopción de la Carta Social de las Américas y de su Plan de Acción.

6. Solicitar al Consejo Permanente y la CEPCIDI que presenten los resultados de sus trabajos a la Asamblea General para su consideración y aprobación.

7. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2696 (XLI-O/11)

FINANCIAMIENTO DEL PROGRAMA-PRESUPUESTO DE LA ORGANIZACIÓN 2012 

(Aprobada en la primera sesión plenaria, celebrada el 6 de junio de 2011)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS:


El Informe de la Comisión Preparatoria a la Asamblea General (AG/doc.5218/11); 

El informe del Presidente de la Subcomisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios de la Comisión Preparatoria de la Asamblea General sobre el financiamiento del programa-presupuesto de la Organización para 2012 (AG/CP/Sub.AAP-364/11); 

El informe anual de la Junta de Auditores Externos (CP/doc.4555/11) presentado al Consejo Permanente el 4 de mayo de 2011; y 


El informe presentado el 13 de mayo de 2011 por el Secretario General al Consejo Permanente sobre la situación financiera de la Organización con miras al programa-presupuesto para el año 2012 (CP/INF. 6248/11);  

TENIENDO EN CUENTA:

Que, de conformidad con los artículos 54 e) y 55 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, la Asamblea General aprueba el programa-presupuesto de la Organización y establece las bases para fijar la cuota con que debe contribuir cada uno de los gobiernos al sostenimiento de la Organización, tomando en cuenta la capacidad de pago de los respectivos países y la determinación de éstos de contribuir en forma equitativa; 
Que la Asamblea General, en su trigésimo periodo ordinario de sesiones, mediante la resolución AG/RES. 1757 (XXX-O/00), aprobó las medidas destinadas alentar el pago oportuno de las cuotas;

Que la Asamblea General, en su trigésimo cuarto período extraordinario de sesiones, mediante la resolución AG/RES. 1 (XXXIV-E/07), aprobó la metodología para el cálculo de la escala de cuotas para el financiamiento del Fondo Regular de la Organización; y 


Que conforme a la metodología establecida por la resolución AG/RES. 1 (XXXIV-E/07) se ha asignado las cuotas porcentuales de los Estados Miembros correspondientes a los años 2012-2014; 

CONSIDERANDO:

Que derechos humanos, democracia y gobernabilidad, desarrollo integral y seguridad multidimensional son pilares de la Organización;  

Que conforme a la resolución AG/RES. 1 (XL-E/10), la Asamblea General encomendó a la Subcomisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios que considere una propuesta a ser elevada en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, a fin de establecer el nivel global presupuestario y las fuentes de financiamiento para el programa-presupuesto de 2012, que incluya ingresos por concepto de cuotas, ingresos por concepto de intereses y alquileres, aportes por dirección técnica y apoyo administrativo provenientes del FEMCIDI y de los fondos fiduciarios y específicos, y todos los otros ingresos varios; y que el nivel global presupuestario incluya una propuesta para cubrir los aumentos reglamentarios y por costo de vida; 


Que la Asamblea General estableció en la resolución AG/RES. 1 (XL-E/10) que los gastos totales para el rubro de personal no deberán exceder el 64,38% de la cifra indicativa para el programa-presupuesto del Fondo Regular para 2012, incluyendo cualquier incremento reglamentario que sea necesario; y 
Que es necesario establecer el nivel global presupuestario y las fuentes de financiamiento para el programa-presupuesto de 2012 que será aprobado por la Asamblea General en un período extraordinario de sesiones a celebrarse más tardar el 31 de octubre  de 2011, 

RESUELVE:

1. Fijar las cuotas con las que los Estados Miembros financiarán el Fondo Regular de la Organización para 2012 y la contribución para el reembolso de impuestos sobre la renta, de conformidad con la metodología adoptada mediante las resoluciones AG/RES. 1 (XXXIV-E/07) y AG/RES. 41 (I-O/71), respectivamente, utilizando la escala y las cantidades que figuran en el Cuadro A, Fondo Regular. Asignación de cuotas para 2012. 

2. Establecer el nivel global presupuestario del programa-presupuesto del Fondo Regular para 2012 en US$85.350.800, y financiarlo de la siguiente manera:

a) contribuciones netas de los Estados Miembros de US$80.685.150, por concepto de pagos de cuotas al Fondo Regular, asignadas de conformidad con la metodología para el cálculo de la escala de cuotas adoptada mediante la resolución AG/RES. 1 (XXXIV-E/07) y las medidas destinadas a alentar el pago oportuno de las cuotas adoptada mediante la resolución AG/RES.1757 (XXX-O/00);

b) contribución de US$341.300 del FEMCIDI al Fondo Regular por dirección técnica y apoyo administrativo, de conformidad con el artículo 80 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General, la cual, de acuerdo con el Estatuto del FEMCIDI, será de hasta el 15% del monto neto aprobado en 2011 para la ejecución en 2012;

c) ingresos de US$2.500.000 por dirección técnica y apoyo administrativo de los fondos fiduciarios y específicos; y

d) otros ingresos de US$1.824.350 por concepto de intereses, alquileres y amortizaciones, entre otros.

[image: image1.emf]Porcentaje Cuota Reembolso de

a

Cuota 2011

Estados Miembros asignado asignada impuestos Crédito Total Asignada

Antigua y Barbuda 0,022% 17.900 17.900 17.900

Argentina 2,408% 1.964.300 1.964.300 2.619.400

Bahamas 0,062% 50.600 1.884 48.716 62.800

Barbados 0,045% 36.700 8.000

b

44.700 48.900

Belize 0,022% 17.900 358 17.542 17.900

Bolivia 0,049% 40.000 750 39.250 37.500

Brasil 9,941% 8.109.400 8.109.400 6.487.700

Canadá 11,972% 9.766.100 252.576 9.513.524 11.225.600

Chile 1,189% 969.900 17.506 952.394 875.300

Colombia 1,049% 855.700 855.700 684.400

Costa Rica 0,221% 180.300 3.050 177.250 152.500

Dominica 0,022% 17.900 17.900 17.900

Ecuador 0,258% 210.500 ` 3.378 207.122 168.900

El Salvador 0,114% 93.000 93.000 85.700

Estados Unidos 59,470% 48.512.700 8.875.000

b

57.387.700 48.512.700

Grenada 0,022% 17.900 17.900 17.900

Guatemala 0,168% 137.000 3.114 133.886 152.500

Guyana 0,022% 17.900 358 17.542 17.900

Haití 0,034% 27.700 27.700 36.700

Honduras       c 0,051% 41.600 41.600 36.700

Jamaica 0,093% 75.900 75.900 100.300

México 8,281% 6.755.200 132.822 6.622.378 6.641.100

Nicaragua 0,034% 27.700 734 26.966 36.700

Panamá 0,158% 128.900 128.900 133.000

Paraguay 0,093% 75.900 75.900 101.200

Perú 0,688% 561.200 561.200 451.100

República Dominicana 0,257% 209.600 3.362 206.238 168.000

San Kitts y Nevis 0,022% 17.900 358 17.542 17.900

Santa Lucía 0,022% 17.900 17.900 17.900

San Vicente y las Granadinas 0,022% 17.900 17.900 17.900

Suriname 0,034% 27.700 27.700 36.700

Trinidad y Tobago 0,180% 146.800 146.800 124.000

Uruguay 0,214% 174.600 174.600 147.700

Venezuela 2,186% 1.783.200 1.783.200 1.680.500

Subtotal 99,425% 81.105.400 8.883.000 420.250 89.568.150 80.950.800

Cuba         d 0,575% 469.100 469.100 624.100

TOTAL 100,000% 81.574.500 8.883.000 420.250 90.037.250 81.574.900

c. Según la resolución AG/RES. 2 (XXXVII-E/09) a partir del 5 de julio de 2009, Honduras ha sido suspendida del ejercicio de sus derechos de participar

en la Organización de los Estados Americanos, de acuerdo con el artículo 21 de la Carta Democrática Interamericana. Honduras deberá continuar observando

el cumplimiento de sus obligaciones financieras como Estado Miembro de la Organización, de conformidad con lo previsto en el artículo mencionado.

e. Esta cifra no incluye los montos por concepto de descuentos por pronto pago o reembolso de impuestos

(US$)



a. Representa el 2% de la cuota del año 2011 si el total de esta cuota fue pagada completamente antes del 30 de abril de 2011,

d. Se muestra únicamente para establecer el porcentaje correspondiente a cada Estado Miembro.

b. La cantidad que se muestra es un estimado y puede diferir del monto total a cobrar.

    más 3% de cualquier pago recibido antes del 31 de enero de 2011.

ASIGNACIÓN DE CUOTAS PARA EL FONDO REGULAR 2012

CUADRO A



ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS  

FONDO REGULAR

e


AG/RES. 2697 (XLI-O/11)

CAMBIO DE FECHA DEL CUADRAGÉSIMO SEGUNDO 
PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES DE LA ASAMBLEA GENERAL

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)

LA ASAMBLEA GENERAL, 



TENIENDO EN CUENTA los artículos 43 y 44 del Reglamento de la Asamblea General relativos a la celebración de períodos ordinarios de sesiones de Asamblea General y la fecha y fijación de sede de los mismos; y

CONSIDERANDO:


Que mediante la resolución AG/RES. 2615 (XL-O/10) la Asamblea General aceptó el ofrecimiento del Estado Plurinacional de Bolivia para ser sede del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General y estableció que se iniciará el primer lunes de junio del año 2012; 


Que el Estado Plurinacional de Bolivia formuló este ofrecimiento como una reafirmación de su compromiso con los propósitos y principios de la Carta de la Organización de los Estados Americanos; 


Que la Cumbre de Desarrollo Sostenible Río + 20 de Naciones Unidas se celebrará la primera semana de junio del año 2012, en Brasil, coincidiendo con la fecha originalmente establecida para la celebración del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General, 

RESUELVE

1. Cambiar la fecha de la realización del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General para que se celebre los días 8, 9, y 10 de julio de 2012, en la ciudad de Cochabamba, Bolivia. 

2. Reiterar su agradecimiento al Gobierno del Estado Plurinacional de Bolivia por el generoso ofrecimiento para ser sede del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

AG/RES. 2698 (XLI-O/11)

VOTO DE AGRADECIMIENTO AL PUEBLO Y GOBIERNO DE El SALVADOR

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011)

LA ASAMBLEA GENERAL,

CONSIDERANDO:


Que el cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) tuvo lugar en la República de El Salvador, del 5 al 7 de junio de 2011;

Que durante el transcurso de la Asamblea General, las delegaciones destacaron su profundo reconocimiento al Excelentísimo señor Hugo Martínez, Ministro de Relaciones Exteriores de El Salvador, por la acertada conducción de los debates que llevó a la adopción de importantes declaraciones y resoluciones sobre temas de alta prioridad para la agenda hemisférica; y,

RESALTANDO la cálida acogida ofrecida por el pueblo y Gobierno salvadoreños, 

RESUELVE:

1. Expresar su agradecimiento al Excelentísimo señor Mauricio Funes, Presidente de la República de El Salvador, y muy especialmente a los ciudadanos de San Salvador, por su cálida y generosa hospitalidad y su contribución al éxito del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA).

2. Manifestar su reconocimiento y felicitar al Excelentísimo señor Hugo Martínez, Ministro de Relaciones Exteriores de El Salvador, por la destacada labor que cumplió como Presidente del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

3. Expresar su reconocimiento y gratitud al Embajador Joaquín Maza Martelli, Representante Permanente de la República de El Salvador ante la OEA, a los miembros de la Misión Permanente de El Salvador ante la OEA y a los funcionarios delegados de la cancillería salvadoreña quienes con gran eficiencia, dedicación y profesionalismo contribuyeron al exitoso desarrollo del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General.
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�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago….


�.	Nicaragua es respetuosa del derecho soberano de los países integrantes del CARICOM, de crear una nueva oficina de Asuntos de Estados Insulares”…. 


�.	El Gobierno de Nicaragua refrenda su compromiso de continuar luchando contra el narcotráfico y sus delitos conexos, en tal sentido realiza permanentes esfuerzos en la lucha contra…


�.	El plan de trabajo a ser presentado por la Secretaría Ejecutiva de la CICAD se realizará de conformidad con los artículos 19 y 29 del Estatuto de la Comisión.


�.		Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este…. ..


�.	Las definiciones necesarias de los términos utilizados en los artículos pueden variar según el país. Es importante definir un término que no es usual, ambigua o se puede interpretar de diferentes maneras. 


�.	En aquellos países donde existen posibles usos legítimos para el tipo de nave que responde a la definición de una nave sumergible o semisumergibles, como para la pesca artesana o a mano, puede desearse una excepción estrictamente definida para esos usos legítimos.


�.	Las sanciones deberán estar de acorde con otras sanciones relacionadas con el tráfico ilícito de drogas.  


�.	El alcance de la jurisdicción extraterritorial puede estar limitado por el derecho internacional; sin embargo, una definición amplia del alcance de la jurisdicción extraterritorial permite su aplicación en la mayor medida permitida por el derecho internacional.  


�.	Las Para los países que no son parte de la UNCLOS, substituir por el artículo 5 de la Convención sobre la Alta Mar de 1958.


1.	Estados Unidos sigue estando comprometido con la acción humanitaria contra las minas y sigue estando dispuesto a cooperar para que se adopten medidas prácticas que pongan fin al… 


�	El gobierno de Nicaragua no apoya este proyecto de resolución por no estar de acuerdo  en que la Junta Interamericana de Defensa (JID) intervenga en asuntos de naturaleza militar o de otra índole que implicaren un menoscabo..


	� 	El Gobierno de Nicaragua no apoya este proyecto de resolución, ni está de acuerdo con iniciativa alguna dirigida al mejoramiento, fortalecimiento, optimización o reformulación de la Junta Interamericana de Defensa…. 


�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este… 





�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este… 


�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este… 


�.	La versión en inglés leerá “Inter-American Congress of Ministers and High-Level Authorities of Tourism”.


�.	El Gobierno de Venezuela reitera el contenido de sus reservas al ALCA formuladas en las Declaraciones y Planes de Acción de las Cumbres de las Américas (párrafo 15 de la Declaración de Quebec…


�. 	El Estado Plurinacional de Bolivia deja constancia de que no es parte de la Declaración de Santo Domingo para el Desarrollo Sostenible de las Américas, suscrita en Santo Domingo,…


�. 	El Estado Plurinacional de Bolivia deja constancia de que no es parte de la Declaración de Santo Domingo para el Desarrollo Sostenible de las Américas, suscrita en Santo Domingo,…


�.	El Estado Plurinacional de Bolivia deja constancia de que no es parte de la Declaración de Santo Domingo para el Desarrollo Sostenible de las Américas, suscrita en Santo Domingo,…


�.	El Estado Plurinacional de Bolivia deja constancia de que no es parte de la Declaración de Santo Domingo para el Desarrollo Sostenible de las Américas …. 


�. 	El Estado Plurinacional de Bolivia deja constancia que realizó una objeción formal y explícita a los resultados de la COP 16 y CMP 6 porque colocan a la humanidad y….. 


�. 	El Estado Plurinacional de Bolivia deja constancia que en la Decimosexta Conferencia de las Partes realizada en Cancún se adoptó por primera vez, en la historia …


�.	La Delegación de México señala que todas las decisiones de las Conferencias de las Partes de la Convención Marco de la ONU sobre cambio climático han sido adoptadas,….


�.	Adoptado por la Segunda Conferencia de Revisión de la Convención sobre la prohibición del empleo, almacenamiento y transferencia de minas antipersonal y sobre su destrucción (Cartagena, Colombia, 


�.	Adoptado por la Primera Reunión de los Estados Parte de la Convención sobre Municiones en Racimo (Vientián, República Popular de Laos, del 9 al 12 de noviembre de 2010).


�.	Canadá se reserva su posición sobre la necesidad de elaborar un proyecto de convención interamericana para la promoción y protección de los derechos de las personas mayores, en espera de… 


�.	Estados Unidos está comprometido con la promoción de los derechos humanos de todas las personas, incluidas las personas mayores.  Sin embargo, es prematuro convocar a la preparación de un proyecto… 


� 	Nicaragua es consciente de que aún persisten violaciones sistemáticas al derecho internacional humanitario y a las normas y principios del derecho internacional de los derechos humanos, … 


� 	Estados Unidos sigue firme en su compromiso de promover el Estado de derecho y ayudar a llevar ante la justicia a quienes violen el derecho internacional humanitario. Asimismo, continuará… 


�.	El Gobierno de Nicaragua reitera su compromiso con la promoción y protección de los derechos humanos, cuya tutela figura en la Constitución Política de nuestro país y en los instrumentos internacionales… 


�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración…


�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago.  Durante la celebración de este evento, …..


�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento


	1.	Canadá se permite recordar su decisión de retirarse formalmente de las negociaciones de un Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia, según consta en su… 


	�.	Estados Unidos hace constar su reserva a todas las referencias que se hagan en esta resolución a la negociación de cualquier instrumento jurídicamente vinculante para combatir el racismo, la discriminación..//


		�.	El Ecuador, como lo ha señalado anteriormente de manera formal, reitera su permanente, firme y palpable compromiso en la lucha contra el Racismo y contra toda forma de Discriminación e Intolerancia. …


�.	La Delegación de la República de Colombia desea manifestar y dejar constancia que aún cuando apoya como un asunto de principio la cooperación internacional y la implementación de mecanismos de cooperación internacional, 


�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento, Nicaragua …


�.	La Delegación de los Estados Unidos señala que para mayor seguridad, este principio se aplica sólo como medida de precaución y no se pretende con ello emitir un juicio sobre la conducta de los Estados o del sector privado en crisis económicas anteriores.


�.	La República de Panamá desea dejar constancia que de acuerdo a su ordenamiento jurídico, para Panamá, al referirse a los derechos de la mujer, se debe enfatizar la promoción, protección y defensa…..


�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó… 
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